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PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Decreto N° 2.990 04 de noviembre de 1998

RAFAEL CALDERA
Presidente de la República

En ejercicio de la atribución que le confiere el ordinal 8° del
artículo 190 de la Constitución y de conformidad con lo
dispuesto en el artículo único de la Ley que autoriza al Presidente
de la República para dictar medidas extraordinarias en materia
económica y financiera, publicada en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela N° 36.531 de fecha 3 de septiembre de
1998, en Consejo de Ministros,

DICTA

el siguiente

DECRETO CON RANGO Y FUERZA DE LEY DE
REFORMA PARCIAL DE LA LEY ORGÁNICA DE
ADUANAS

Artículo 1": Se modifica el articulo 1 en la forma siguiente:

"Artículo 1°: Los derechos y obligaciones de carácter
aduanero y las relaciones jurídicas derivadas de ellos,

se regirán por las disposiciones de esta Ley y su
Reglamento, así como por las normas de naturaleza
aduanera contenidas en los Tratados y Convenios
Internacionales ratificados por la República, en las
obligaciones comunitarias y en otros instrumentos
jurídicos vigentes, relacionados con la materia.

La Administración Aduanera tendrá por finalidad
intervenir, facilitar y controlar la entrada, permanencia
y salida del territorio nacional, de mercancías objeto de
tráfico internacional y de los medios de transporte que
las conduzcan, con el propósito de determinar y aplicar
el régimen jurídico al cual dichas mercancías estén
sometidas, así como la supervisión de bienes inmuebles
cuando razones de interés y control fiscal lo
justifiquen,"

Artículo 2°: Se modifica el artículo 2° en la forma siguiente:

"Articulo 2°: La organización, el funcionamiento, el
control y e! régimen del servicio aduanero competen al
Presidente de la República, en Consejo de Ministros, al
Ministro de Hacienda y al Jefe de la Administración
Aduanera."

Artículo 3*: Se modifica el artículo 3° en la forma siguiente:

"Artículo 3: Corresponde al Presidente de la
República, en Consejo de Ministros:

1) Crear y eliminar aduanas, otorgarles carácter de
principales o subalternas, habilitarlas y delimitar
sus circunscripciones;

2) Promulgar el Arancel de Aduanas;
3) Crear Zonas, Puertos o Almacenes libres o

francos;
4) Reglamentar los almacenes aduaneros (In Bond);
5) Fijar las tasas y determinar las cantidades que

deban pagar los usuarios de ios servicios que
preste la Administración Aduanera, según lo
establezca el reglamento, dentro de los siguientes
limites:
a) Entre una unidad tributaria (1 U.T.) y diez

unidades tributarias (10 U.T.) por bota o
fracción, cuando el servicio prestado por las
aduanas se realice fuera de las horas
ordinarias de labor, en días no laborables o
fuera de la zona primaria inmediata de la
aduana;

b) Entre dos unidades tributarias (2 U.T.) y cinco
unidades tributarias (5 U.T.) por cada consulta

de clasificación 'arancelaria y valoración de
mercancía en aduana. Si la consulta exige
análisis de laboratorio, el límite máximo podrá
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llegar a trescientas unidades tributarías (300
U.T.) según el costo de los análisis;

c) Entre el cero coma cinco por ciento (0,5 %) y
el dos por ciento (2%) del valor en aduanas de
las mercancías; o entre cinco milésimas de
unidad tributaría (0,005 U.T.) y una unidad
tributaría (1 U.T.) por tonelada o fracción; o
entre una décima de unidad tributaría (0,1
U.T.) y una unidad tributaría (1 U.T.) por
documento, por la determinación de! régimen
aplicable a las mercancías sometidas a
potestad aduanera;

d) Entre cinco milésimas de unidad tributaria
(0,005 U.T.) y una décima de unidad tributaría
(0,1 U.T.) por metro cúbico o por tonelada; o
entre el uno por ciento'(1%) y el cinco por
ciento (5%) del valor FOB o CIF de las
mercancías, por el depósito o permanencia de
éstas en los almacenes, patios u otras
dependencias adscritas a las aduanas;

e) Entre una décima de unidad tributaria (0,1
U.T.) y cinco unidades tributarias (5 U.T.) por
hora o fracción, por uso del sistema
informático de la Administración Aduanera;

f) Entre tres unidades tributarias (3 U.T.) y doce
unidades tributarias (12 U.T.) por hora o
fracción, por el uso de medios, mecanismos o
sistemas automatizados para la detección y
verificación de documentos o de mercancías.

6) Aumentar hasta el límite máximo previsto en esta
Ley y rebajar o suprimir los gravámenes de
importación, exportación o tránsito, para todas o
algunas de las mercancías originarias, procedentes
o destinadas a determinado país, países o
personas;

7) Gravar hasta el límite máximo previsto en esta
Ley a todas o algunas de las mercancías
originarias, procedentes o destinadas a
determinado país, países o personas, cuando

aquéllas estén calificadas como de importación,
exportación o tránsito no gravado;

8) Establecer, modificar o suprimir recargos o
impuestos adicionales a los gravámenes
arancelarios previstos para la importación,
exportación o tránsito de las mercancías
señalando los supuestos de hecho que den lugar a
su aplicación, conforme a las disposiciones
previstas en el Reglamento;

9) Crear zonas de vigilancia aduanera y delimitar su
ámbito geográfico;

10) Establecer, restablecer, modificar o suprimir en el
marco de tratados, acuerdos o convenios
internacionales, salvaguardias a la importación de
mercancías. Cuando la decisión de salvaguardia
imponga la aplicación de gravámenes, el mismo
no podrá exceder del límite establecido en el
artículo 84 de esta Ley. El Reglamento
establecerá los procedimientos sobre el
particular;

11) Ejercer las demás facultades establecidas en esta
Ley, su Reglamento u otras disposiciones legales
vigentes sobre la materia.

12) Implementar y reglamentar un Régimen Aduanero
Especial para el intercambio comercial terrestre y
fluvial internacional realizado en los estados
fronterizos.

13) Establecer, mediante reglamento las causales de
suspensión de las autorizaciones para actuar como
Agente de Aduanas;

Parágrafo Primero: Las tasas previstas en el numeral 5
del presente artículo se enterarán al Fisco Nacional,

previa deducción del cincuenta por ciento (50%), el
cual será destinado a cubrir las necesidades del servicio
aduanero, debiendo liquidarse en planilla separada. A
tales fines, se abrirán las cuentas donde será depositado
el producto de esta deducción. El Reglamento
establecerá el procedimiento y los mecanismos
necesarios para la administración de dicho porcentaje.
Esta tasa no podrá ser utilizada para cubrir
remuneraciones a funcionarios.

Parágrafo Segundo: La Administración Aduanera
podrá prestar los respectivos servicios por sí o a través
de un concesionario."

Artículo 4°: Se modifica el artículo 4° en la forma siguiente:

"Artículo 4°: Corresponde al Ministro de Hacienda:
1) Ejercer la máxima autoridad sobre los funcionarios de

la Administración Aduanera, incluso los del Resguardo
Aduanero Nacional;

2) Organizar, los servicios de control, fiscalización y
resguardo de la Administración Aduanera;

3) Elaborar, proponer y dictar, las normas de carácter
aduanero en lo que se refiere a esta Ley, su
Reglamento, el Arancel de Aduanas, el Valor en
Aduanas de las mercancías, liberaciones de
gravámenes arancelarios, exoneraciones, equipaje de
pasajeros, operaciones aduaneras, origen de las
mercancías y demás obligaciones comunitarias y
cualesquiera otros aspectos que afecten directamente la
actividad;

4) Participar en el tratamiento y determinación de las
políticas relativas al comercio exterior, en cuanto
afecten directamente la actividad aduanera, sin
menoscabo, de las facultades que en este 'mismo
sentido, correspondan al Jefe de la Administración
Aduanera;

5) Intervenir en las decisiones relativas a Acuerdos,
Tratados o Convenios Internacionales sobre comercio,
integración económica, transporte, comunicación,
sanidad, substancias estupefacientes y psicotrópicas,
seguridad y otros, así como la administración de los
Convenios y Tratados Internacionales ratificados por la
República, y demás obligaciones comunitarias, cuando
afecten directamente la actividad aduanera^

6) Celebrar convenios con los servicios aduaneros de
otros países o con entidades internacionales, sobré
prevención, persecución y represión del contrabando y
otros ilícitos aduaneros a fin de facilitar,
complementar, armonizar, simplificar y perfeccionar
los controles aduaneros;

7) Requerir las informaciones que necesite la
Administración Aduanera en forma directa, a los
funcionarios de la República acreditados en el exterior;

8) Establecer, regímenes especiales en determinadas
aduanas o secciones del territorio aduanero nacional,
sea respecto de todas o algunas de las mercancías,
operaciones aduaneras, transportistas, unidades de
transporte, destinatarios y usuarios;

9) Establecer, restablecer, modificar o suprimir, temporal
o permanentemente, por Resolución y previa
aprobación del Consejo de Ministros, los códigos,
numerales, descripciones, notas, régimen legal,
restricciones, registros u otros requisitos y tarifas del
arancel de aduanas, dentro de los límites establecidos
en esta Ley, para las mercancías de importación,
exportación o tránsito, sin perjuicio de lo previsto en el
numeral 3 de este artículo. Dicha Resolución deberá
publicarse en la Gaceta Oficial de la República de
Venezuela, sin que se requiera la transcripción integra
del Arancel;
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10) Establecer precios mínimos de referencia basados en
los estudios de mercado referidos a precios
internacionales y en casos excepcionales precios
oficiales para las mercancías de importación,
exportación o tránsito, a los fines del cálculo de [os
gravámenes ad valorem, conforme a las normas que
señale el Reglamento;

11) Suspender temporalmente la importación, exportación
o tránsito de determinados productos;

12) Fijar, suspender o eliminar las restricciones, registros u
otros requisitos a la importación, exportación o tránsito
de mercancías en general. Esta facultad podrá ser
aplicada respecto de todas o algunas de las mercancías
originarias, procedentes o destinadas a determinado
país, países o personas, en concordancia con lo
establecido en el numeral 9 de este artículo^

13) Suscribir, debidamente autorizado por el Presidente de
la República, convenios, modus vivendi o acuerdos
entre Venezuela y otros países, que afecten las
operaciones aduaneras;

14) Establecer estímulos a la exportación mediante la
liberación, anulación, reintegro o devolución, remisión
de gravámenes, restricciones y otras obligaciones de

carácter aduanero, mediante regímenes de reposición,
de depósito aduanero y, en general, de estímulos a la
referida operación;

15) Eximir total o parcialmente de gravámenes,
restricciones, registros u otros requisitos, el ingreso o la
salida temporal o definitiva de mercancías destinadas a
socorro en ocasión de catástrofes;

16) Inhabilitar temporalmente cualquier aduana cuando
concurran circunstancias' que así lo justifiquen, en lo
referente a los actos y operaciones que se determinen
en la Resolución que dicte al efecto;

17) Autorizar que las actividades y operaciones aduaneras
se efectúen en sitios distintos de los establecidos bajo
el control de la aduana competente;

18) Dictar las normas para que la información relativa a
las operaciones aduaneras y a la actividad financiera
generada por ella sea asentada en libros, registros,
documentos o cuentas bancarias especiales;

19) Autorizar a la Administración Aduanera para que el
registro, intercambio y procesamiento de los datos,
documentos y actos inherentes a las operaciones y
actividades aduaneras se efectúe mediante procesos
electrónicos u otros medios de comunicación
sustitutivos del papel, en todas o algunas aduanas, los
cuales tendrán la debida fuerza probatoria. El
Reglamento establecerá las normas complementarias
de dicho registro, intercambio y procesamiento;

20) Suscribir convenios con particulares relacionados con
el uso de medios, mecanismos y sistemas
automatizados para la detección y verificación de
documentos o de mercancías;

21) Ejercer las demás facultades establecidas en esta Ley,
su normativa reglamentaria y demás disposiciones
legales.

Artículo 5": Se crea un nuevo artículo, numerado 5°, redactado
en la forma siguiente:

''Artículo 5°: Corresponde al Jefe de la Administración
Aduanera:

1) Dirigir y supervisar la actuación de las aduanas
del país;

2) Planificar, ejecutar, coordinar, organizar y
programar el control, la inspección, fiscalización
y resguardo en materia aduanera; requerir
informaciones a organismos o personas públicas o
privadas y seguir los procedimientos e

investigaciones a que haya lugar, sin perjuicio de
facultades similares que correspondan a otras
dependencias;

3) Aplicar las normas de carácter aduanero en lo que
se refiere a esta Ley, su Reglamento, el Arancel
de Aduanas, el Valor de las Mercancías, medidas
o cláusulas de salvaguardias, liberación y
suspensión de gravámenes, operaciones
aduaneras, Origen de las Mercancías, y a los
auxiliares de la administración, resguardo,
inspección, fiscalización y control;

4) Participar en el tratamiento y determinación de las
políticas relativas a comercio exterior, transporte
internacional, salvaguardias, propiedad
intelectual, medidas sobre agricultura, substancias
estupefacientes y psicotrópicas y otras en cuanto
afecten directamente la potestad aduanera;

5) Solicitar en forma directa a los funcionarios de la
República acreditados en el exterior la
información que requiera la Administración
Aduanera;

6) Reintegrar o devolver total o parcialmente el
monto de los impuestos arancelarios que hubieren
sido cancelados, cuando se trate de mercancías
destinadas a la elaboración o terminación en el
país de productos que luego sean exportados, o en
el caso de mercancías nacionalizadas que por
circunstancias especiales debidamente
comprobadas deban salir definitivamente del país;

7) Ordenar los estudios, experticias y análisis que
sean requeridos por los servicios aduaneros;

8) Autorizar la enajenación o disposición de
mercancías y sus envases o embalajes, importados
con desgravámenes, liberación o suspensión del
pago de gravámenes arancelarios;

9) Autorizar que las actividades y operaciones
aduaneras se efectúen en sitios distintos de los
establecidos bajo el control de la aduana
competente;

10) Conceder, cuando concurran circunstancias que lo
justifiquen, la autorización para reexportar
mercancías bajo promesa de anulación o reintegro
del monto de los impuestos aduaneros causados y,
si fuere procedente, de las penas pecuniarias si
fuere el caso, siempre que dichas mercancías se
encuentren aún bajo potestad aduanera, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29;

U) Diseñar y aplicar los sistemas y medios
informáticos a los fines de obtener la máxima
eficacia, celeridad y transparencia de los sistemas
y procedimientos que utiliza el servicio aduanero;

12) Divulgar, por cualquier medio, las informaciones
que la Administración Aduanera obtenga de los
contribuyentes;

13) Planificar, dirigir y ejecutar con la colaboración y
asistencia de otros organismos, las medidas
relativas a la prevención, persecución y represión
del contrabando y de las infracciones aduaneras;

14) Elaborar y aplicar los manuales organizacionales
y de procedimiento que requiera el servicio
aduanero;

15) Autorizar a laboratorios especializados la
realización de los exámenes requeridos para
evacuar las consultas;

16) Autorizar en los términos que establezca el
Reglamento, la enajenación para fines distintos o
por una persona diferente al beneficiario de
mercancías y sus envases o embalajes, importados
con liberación o suspensión del pago de
gravámenes arancelarios. Esta autorización no
será exigible cuando las mercancías hav.an sido
destinadas por el beneficiario al fin que tomó en



306.634 GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA Jueves 5 de noviembre de 1998

17)

cuenta el Ejecutivo Nacional para conceder la
liberación, ni en este último caso para la
enajenación o disposición de tos envases,
embalajes, subproductos, residuos, desperdicios,
desechos, y, en general, remanentes de la
mercancía objeto de ia liberación;

Ejercer las demás facultades establecidas en esta
Ley y su Reglamento."

Artículo 6°: Se modifica el artículo 7°, numerado 6°, en la forma
siguiente:

"Artículo 6°: La potestad aduanera es la facultad de las
autoridades competentes para intervenir sobre los
bienes a que se refiere el articulo 7, autorizar o impedir
su desaduanamiento, ejercer los privilegios fiscales,
determinar los tributos exigíbles, aplicar las sanciones
procedentes y. en general, ejercer los controles
previstos en la legislación aduanera nacional."

Artículo Ti Se modifica el artículo 5°, ahora 7°, en la forma
siguiente:

"Artículo 7°: Se someterán a la potestad aduanera:

1) Toda mercancía que vaya a ser introducida o
extraída del territorio nacional;

2) Los bienes que formen parte del equipaje de
pasajeros y tripulantes;

3) Los vehículos o medios de transporte,
comprendidos sus aparejos, repuestos, provisiones
de a bordo, accesorios e implementos de
navegación y movilización de carga o de
personas, que sean objeto de tráfico internacional
o que conduzcan las mercancías y bienes; así
como las mercancías que dichos vehículos o
medios contengan, sea cual fuere su naturaleza;

4) Las mercancías, medios de transporte y demás
efectos cuando sean objeto de tráfico interno en
aguas territoriales o interiores, gspacio a4reo
nacional y zona de vigilancia aduanera, áreas
especiales de control, de almacenes generales de
depósito, depósitos aduaneros o almacenes libres
de impuestos.

Parágrafo Único: Se excluyen de la potestad aduanera
los vehículos y transporte de guerra y los que

expresamente determine el Ministro de Hacienda,
excepto cuando realicen operaciones de tráfico
internacional o nacional de mercancías y pasajeros."

Artículo 8": Se elimina el artículo 6°.

Artículo 9°: Se modifica el artículo 13, en la forma siguiente:

"Artículo 13: Todo vehículo que practique operaciones
de tráfico internacional, terrestre, marítimo y aéreo,
deberá contar con un representante domiciliado en el
lugar del país donde vayan a efectuarse dichas
operaciones, quién constituirá garantía permanente y
suficiente a favor del Fisco Nacional, para cubrir las
obligaciones en que puedan incurrir los porteadores,
derivadas de la aplicación de esta ley, de las cuales será
responsable solidario. Los representantes de varias
empresas de vehículos podrán prestar una sola garantía
para todas aquellas líneas que representen.

Para los vehículos de transporte terrestre, fluvial,
lacustre, ferroviario y otros que determine el Ministerio
de Hacienda, se aplicarán las normas especiales que
este último podrá señalar al respecto.

Parágrafo Único: El Reglamento establecerá el
tratamiento aduanero aplicable a los bienes establecido
en el numeral 3 del artículo 7° de esta Ley, sin
perjuicio de la aplicación de los Convenios y Tratados
Internacionales sobre la materia."

Artículo 10: Se modifica el artículo 14, en la forma siguiente:

"Artículo 14: Los vehículos destinados a teajtorio
nacional deberán arribar a una aduana habilitada para
las operaciones aduaneras que vayan a realizar. De la
misma manera, los vehículos que hayan tomado carga
de exportación o de transito en dicho territorio deberán
partir de una aduana habilitada. En ambos casos,
quedan a salvo las excepciones que pueda establecer el
Ministerio de Hacienda, el cual podrá dictar las normas

especiales de carácter fiscal para aquellos vehículos
que vayan a permanecer en el país en condiciones de
transitoriedad.

Cuando los vehículos sean objeto directo de una
operación de tráfico internacional, su matrieulación o
desmatricuiación ante el organismo competente
quedará condicionada al cumplimiento previo de las
obligaciones aduaneras exigibtes y a su exclusión de la
potestad aduanera. La violación de esta disposición
configurará contrabando en los términos previstos en
esta Ley.

El Reglamento determinará tas formalidades que
deberán cumplirse con ocasión del tráfico de vehículos
a que se refiere el presente artículo,"

Artículo U: Se modifica el artículo 15, en la forma
siguiente:

"Artículo 15: Las operaciones aduaneras relativas al
transporte multimodal, carga consolidada y mensajería
internacional deberán realizarse en los lugares y rutas
habilitados para ello. El Reglamento determinará las
formalidades relativas a la documentación y las
respectivas responsabilidades de los transportistas o de
las empresas especializadas, así como las demás
normas relativas a los sistemas indicados, en lo que se
refiere a los controles aduaneros."

Artículo 12: Se elimina el artículo 16.

Artículo 13: Se modifica el artículo 19, ahora 18, en la forma
siguiente:

"Artículo 18: El Reglamento determinará las
formalidades relativas a los documentos, plazos y
requisitos que deberán presentarse con ocasión del
tráfico de vehículos a que se refiere el presente
Capítulo."

Artículo 14: Se crean tres nuevos artículos, numerados 20, 21 y
22, redactados en la forma siguiente:

"Artículo 20: Los representantes legales de las
empresas porteadoras deberán registrar en la oficina
aduanera correspondiente, los manifiestos de carga a
más tardar en la fecha de llegada o salida del vehículo.
Podrán, consignarlos igualmente, antes de la llegada
del mismo.
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Los demás operadores de transporte deberán registrar
en la Oficina Aduanera correspondiente los manifiestos
de carga a más tardar el día hábil posterior a la fecha de
llegada del vehículo."

Artículo 21: Las mercancías sólo podrán ser
embarcadas, desembarcadas o transbordadas en la zona
primaría aduanera y en los lugares, horas y días que se
señalen como hábiles o que sean habilitados a tales
fines, a solicitud de los interesados.

Artículo 22: Las mercancías deberán ser entregadas por
los porteadores a los responsables de los recintos,
almacenes o depósitos aduaneros autorizados, públicos,
privados o ante quien acredite debidamente ser el
propietario o representante autorizado del
consignatario, a más tardar al siguiente día hábil de su
descarga, con especificación precisa de los bultos
fallantes y sobrantes, los cuales deberán ser notificados
a la aduana.

En aquéllos terminales acuáticos, aéreos o terrestres, en
los cuales existiese más de un recinto, almacén o
depósito aduanero, el documento de transporte podrá
indicar el almacén autorizado al cual deberán
entregarse las mercancías, salvo que, la autoridad
competente disponga lo contrario."

Artículo 15: Se crean cuatro artículos nuevos, numerados 24, 25,
26 y 27, redactados en la forma siguiente:

"Artículo 24: Una vez recibidas las mercancías, el
responsable procederá a elaborar una relación detallada
de los bienes efectivamente entregados, con indicación
precisa de los elementos de identificación cualitativa y
cuantitativa y del número y fecha del documento de
transporte, dicha relación deberá estar concluida y
notificada a la aduana a más tardar el segundo día hábil
de recibidas las mercancías.

Artículo 25: Las mercancías se consideran puestas a la
orden de la autoridad aduanera, cuando se trate de
actos de introducción, en el momento en que se inicia
la descarga del vehículo porteador y, en el caso de
actos de extracción, en la fecha de registro de
declaración ante la aduana."

"Artículo 26: Las personas que operen recintos,
almacenes o depósitos bajo potestad aduanera
responderán directamente ante el Fisco Nacional por el
monto de los créditos fiscales que corresponda pagar
por las mercancías perdidas o averiadas y ante los
interesados por el valor de las mismas. Se considera
que una mercancía se ha perdido cuando transcurridos
tres (3) días hábiles de la fecha en que la autoridad
aduanera ha solicitado o autorizado su examen,
entrega, reconocimiento, o cualquier otro propósito, no
sea puesta a la orden por los responsables de su guarda
y custodia.

Se considera que una mercancía se ha avenado cuando
no se entregue en las mismas condiciones en que fue
recibida por haber experimentado roturas, daños u otras
circunstancias semejantes."

Artículo 27: Cuando el documento de transporte no
señale el almacén de entrega, las mercancías podrán
permanecer depositadas mientras se cumple el trámite
aduanero respectivo y previo el cumplimiento de las
condiciones que indique el Reglamento, en los lugares
que señale el proveedor o embarcador, el

consignatario, exportador o remitente, salvo que la
autoridad aduanera competente disponga lo contrariólo
cuando el interesado no manifieste voluntad alguna al

respecto, en cuyo caso permanecerán depositadas en la
zona primaria inmediata de la aduana."

Artículo 16: se modifica el artículo 24, ahora 30, en la forma
siguiente:

"Artículo 30: Las mercancías objeto de operaciones
aduaneras deberán ser declaradas a la aduana por
quienes acrediten la cualidad jurídica de consignatario,
exportador o remitente, dentro de los cinco (5) días
hábiles siguientes a su ingreso a las zonas de
almacenamiento debidamente autorizadas, según el
caso, mediante la documentación, términos y
condiciones que determine el Reglamento.

Quienes hayan declarado las mercancías se
considerarán a los efectos de la legislación aduanera,
como propietarios de aquéllas y estarán sujetos a las
obligaciones y derechos que se generen con motivo de
la operación aduanera respectiva. •

Cuando las mercancías sujetas a una operación
aduanera hayan sido objeto de liberación o suspensión
de gravámenes, de licencias, permisos, delegaciones,
restricciones, registros u otros requisitos arancelarios,
el consignatario aceptante o exportador o remitente,
deberá ser el destinatario o propietario real de
aquellas."

Artículo 17: Se modifica el artículo 29, ahora 35, en la forma
siguiente:

"Artículo 35: El Agente de Aduanas es la persona
autorizada por el Ministerio de Hacienda para actuar
ante los órganos competentes en nombre y por cuenta
de aquél que contrata sus servicios, en el trámite qe una
operación o actividad aduanera.

Sin menoscabo de las responsabilidades, que según
esta Ley correspondan al consignatario aceptante,
exportador o remitente de las mercancías, el agente de
aduanas será responsable ante el Fisco Nacional y ante
su mandante por las infracciones cometidas a la

normativa aduanera derivadas de su acción u omisión,
dolosa o culposa en el ejercicio de sus funciones."

Artículo 18: Se modifica el artículo 30, ahora 36, en la forma
siguiente:

"Artículo 36: La autorización para actuar como agente
de aduanas será otorgada a solicitud de parte
interesada, previo cumplimiento de los siguientes
requisitos:

1) Ser venezolano;
2) Ser mayor de edad y gozar del pleno ejercicio de sus

derechos;
3} Egresado de Universidad o Instituto de Educación

Superior, inscrito en el Ministerio de Educación y
haber aprobado estudios vinculados directamente con
la materia aduanera. El Reglamento establecerá las
condiciones de homologación;

4) No ser funcionario o empleado público ni militar en
ejercicio activo;

5) No haber prestado servicio en la Administración
Aduanera durante el año anterior a la solicitud;

6) No tener parentesco hasta el cuarto grado de
consanguinidad o segundo de afinidad con los
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funcionarios que representen al Fisco Nacional en la
respectiva aduana;

7) Haber aprobado concurso de conocimientos, según lo
establezca el Reglamento; y

8) Cualquier otro requisito que establezca el Reglamento.

La Administración Aduanera evaluará anualmente a las
personas autorizadas para actuar como agente de
aduanas, conforme a ¡as normas establecidas en el
Reglamento, a fin de verificar que mantienen las
mismas condiciones que dieron tugar a la autorización.
De no mantenerse tales condiciones, la autorización
será revocada.

Parágrafo Primero: Las personas jurídicas que soliciten
autorización para actuar como agente de aduanas,
deberán mantener en su nómina una o más personas
naturales autorizadas a la vez, como agente de aduanas,

conforme a las disposiciones anteriores y según lo que
disponga el Reglamento.

Parágrafo Segundo: Las personas jurídicas distintas a
las previstas en e! parágrafo anterior, que deseen
actuar en su propio nombre ante la Administración
Aduanera, deberán cumplir con todos los requisitos
previstos en este artículo.

Parágrafo Tercero: El Reglamento establecerá las
condiciones y requisitos necesarios a los efectos del
otorgamiento de la autorización."

Articulo 19: Se modifica el artículo 33, ahora 39, en la forma
siguiente:

"Artículo 39: Cuando las mercancías de exportación
deban retomar al territorio aduanero nacional por no
haber encontrado mercado en el exterior o por otras
circunstancias especiales debidamente justificadas, no
serán aplicables los requisitos y obligaciones que rigen
para la importación de dichas mercancías, previo
cumplimiento de las formalidades que establezca el
Reglamento. En estos casos el interesado deberá
reintegrar al Fisco Nacional las cantidades que haya
recibido por concepto de estímulo, a cuyos fines la
aduana emitirá las planillas de liquidación
correspondientes."

Artículo 20: Se modifica el artículo 35, ahora 41, en la forma
siguiente:

"Artículo 41: No podrán ser objeto de tránsito las
mercancías inflamables, explosivos, de importación
prohibida, las que expresamente señale el Ministerio de
Hacienda y las indicadas en las Leyes especiales. No
obstante, en casos especiales debidamente justificados
el Jefe de la Administración Aduanera podrá autorizar
el tránsito de los efectos indicados tomando las
previsiones conforme lo establezca el Reglamento. Si
las mercancías de tránsito a través del Territorio
Nacional estuvieren a la vez sometidas a restricciones a
la importación, deberá darse cumplimiento a estas
últimas antes del ingreso."

Artículo 21: Se modifica el artículo 36, ahora 42, en la forma
siguiente:

"Artículo 42: Las autoridades aduaneras podrán
ordenar el reconocimiento de las mercancías de tránsito
cuando así lo estimen necesario, para lo cual se
cumplirán las disposiciones a que se refiere esta Ley."

Artícelo 22: Se modifíca el artículo 40, ahora 46, en la forma
siguiente:

"Artículo 46: Las mercancías de importación,
exportación o tránsito podrán ser objeto de transbordo
en aduanas nacionales habilitadas para dichas
operaciones, mediante cumplimiento de las
disposiciones que señale el Reglamento."

Arríenlo 23: Se elimina el artículo 43.

Artículo 24: Se modifíca el artículo 44, ahora 49, en la forma
siguiente:

"Artículo 49: El reconocimiento es el procedimiento
mediante el cual se verifica el cumplimiento de las
obligaciones establecidas en el régimen aduanero y
demás disposiciones legales a las que se encuentra
sometida la introducción o la extracción de las
mercancías declaradas por los interesados, conforme a
la documentación exigida por esta Ley y su
Reglamento para la aplicación de ese régimen. El
reconocimiento podrá practicarse de forma selectiva
y/o aleatoria.

.Parágrafo Primero: El reconocimiento fiscal se podrá
realizar aún cuando no exista la declaración de
aduanas.

Parágrafo Segundo: El Reglamento establecerá las
condiciones, modalidades y elementos para el
procedimiento de reconocimiento y asignación del
funcionario".

Artículo 25: Se modifíca el artículo 45, ahora SO, en la forma
siguiente:

"Artículo 50: Cuando fuere procedente, formarán parte
del reconocimiento las actuaciones de verificación de
la existencia y estado físico de los efectos, de la
documentación respectiva, de identificación, examen,
clasificación arancelaria, restricciones, registros u otros
requisitos arancelarios, determinación del valor en
aduana, certificados de origen, medida, peso y contaje
de las mercancías, a que hubiere lugar.

Podrá realizarse el reconocimiento documental o físico
de la totalidad de los documentos que se presenten ante
la aduana".

Artículo 26: Se modifíca el artículo 46, ahora 51, en la forma
siguiente:

"Artículo 51: El reconocimiento se efectuará a los fines
de su validez, con la asistencia del funcionario
competente, quien tendrá el carácter de Fiscal Nacional
de Hacienda.

El procedimiento se desarrollará en condiciones que
aseguren su imparcialidad, normalidad y exactitud,
debiendo estar libre de apremios, perturbaciones y
coacciones de cualquier naturaleza. El Ministerio de
Hacienda podrá, cuando lo considere conveniente a los
servicios aduaneros, a través de resolución, modificar
él número de funcionarios necesarios para efectuar el
reconocimiento."
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Artículo 27: Se modifica e! artículo 47, ahora 52, en la forma
siguiente:

"Artículo 52: Concluido el reconocimiento documental
y/o físico, según sea el caso, se dejará constancia de ías
actuaciones cumplidas, de las objeciones de los
interesados, si las hubiere, y de los resultados del
procedimiento.

No será necesario levantamiento de acta de
reconocimiento cuando no hubieren surgido objeciones
en el procedimiento respectivo, bastando la firma y
sello dei funcionario competente. En caso de
objeciones, el acta deberá ser suscrita por los
comparecientes y uno de sus ejemplares se entregará al
interesado al concluir el acto."

Artículo 28: Se modifica el artículo 48, ahora 53, en la forma
siguiente:

"Artículo 53: El reconocimiento generará
responsabilidad penal, civil y administrativa para los
funcionarios actuantes, cuando la irregularidad sea
consecuencia de su acción u omisión dolosa o
culposa."

Artículo 29: Se modifica el artículo 49, ahora 54, en la forma
siguiente:

"Artículo 54: El jefe de la oficina aduanera podrá
ordenar la realización de nuevos reconocimientos
cuando lo considere necesario, o a solicitud del
consignatario, conforme a las normas que señale el
Reglamento, o cuando se trate de efectos que presenten
condiciones de peligrosidad, que amenacen la
integridad de otras mercancías, personas, instalaciones
y equipos, que estén sujetos a inmediata
descomposición o deterioro, o cuando existan fundados
indicios de alguna incorrección o actuación ilícita."

Artículo 30: Se elimina el artículo 50.

Artículo 31: Se modifica el artículo 52, ahora 56, en la forma
siguiente:

"Artículo 56: Cuando el consignatario, exportador o
remitente no estuvieren conformes con los resultados
del reconocimiento podrán recurrir de conformidad con
lo establecido en el Título Vil de esta Ley."

Artículo 32: Se crea un artículo nuevo, numerado 57, redactado
en la forma siguiente:

"Artículo 57: Se harán exigibles los gravámenes
causados aún cuando en el reconocimiento faltaren
mercancías o éstas presenten averias, señales de
descomposición, fallas, violaciones, pérdidas y otras
irregularidades similares."

Artículo 33: Se elimina el artículo 53.

Articulo 34: Se elimina el artículo 55.

Artículo 35: Se modifica el artículo 56, ahora 59, en la forma
siguiente:

"Artículo 59: El Jefe de la Administración Aduanera
competente deberá disponer, conforme a las normas
que establezca el Reglamento y para todas o algunas
aduanas, que la liquidación de los gravámenes y demás
derechos causados con ocasión de la introduccjójv o
extracción de las mercancías haya sido efectuada por el
consignatario exportador o exportador para el momento
de la aceptación o declaración de estas últimas. En
estos casos podrá, igualmente, exigirse que para el
mismo momento dichos gravámenes y derechos se
encuentren cancelados o garantizados."

Artículo 36: Se elimina el articulo 57.

Artículo 37: Se modifica el artículo 62, ahora 64, en la forma
siguiente:

"Artículo 64: El abandono voluntario es la
manifestación escrita e irrevocable formulada a la
aduana por el consignatario, exportador o remitente,
con el objeto de renunciar en favor del Fisco Nacional
a su derecho sobre las mercancías. Esta manifestación
se efectuará dentro del plazo que señala el
Reglamento."

Artículo 38: Se modifica el artículo 64, ahora 66, en la forma
siguiente:

"Artículo 66: El abandono legal se producirá cuando el
consignatario, exportador o remitente no haya aceptado
la consignación o cuando no haya declarado o retirado
las mercancías, según el caso, dentro de los treinta (30)
días continuos a partir del vencimiento del plazo a que
se refiere el artículo 30 o a partir de la fecha de
reconocimiento. El Ejecutivo Nacional podrá modificar
este lapso mediante Decreto.

Cuando ías mercancías se encuentren bajo régimen de
almacén o depósito aduanero, el abandono legal se
producirá al vencerse el plazo máximo de permanencia
bajo tal régimen, según el procedimiento previsto en el
presente Capítulo."

Artículo 39: Se modifica el artículo 65, ahora 67, en la forma
siguiente:

"Artículo 67: Las mercancías legalmente abandonadas
deberán ser rematadas por el Ministerio de Hacienda a
través del órgano competente, dentro de los plazos y
conforme al procedimiento que señale el Reglamento.
La base mínima de las posturas será el valor en
aduanas de las mercancías determinado en la fecha del
reconocimiento con deducción de un diez por ciento
(10%). Si en el acto de remate no surgieren posturas las
mercancías serán adjudicadas al Fisco Nacional.

Parágrafo Único: No serán objeto de remate y se
adjudicarán al Fisco Nacional, las mercancías
abandonadas que estén afectadas por prohibiciones,
reservas y otras restricciones y requisitos arancelarios y
legales, salvo que existan postores que cuenten con la
posibilidad de realizar lícitamente la operación
aduanera."

Artículo 40: Se elimina el artículo 66.

Artículo 41: Se elimina el artículo 69.
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Articulo 42: Se modifica el artículo 70, en la forma siguiente:

"Artículo 70: Cuando el producto del remate no
alcance para cubrir los créditos fiscales, el deudor, si lo
hubiere, quedará obligado a cancelar la diferencia. Si el
producto del remate excede los créditos fiscales más
sus costos, la diferencia podrá ser reclamada por quien
demuestre ser el propietario de los efectos, antes de su
adjudicación."

Articulo 43: Se modifica el articulo 71, en la forma siguiente:

"Artículo 71: Cuando las mercancías abandonadas sean
de evidente necesidad o interés social, el Ministerio de
Hacienda, previa decisión motivada, ordenará que la
adjudicación se haga en favor del Fisco Naejonal,
oponiendo el monto de su crédito. El Reglamento
dictara las medidas complementarias a la presente
disposición."

Articulo 44: Se modifica el artículo 76, en la forma siguiente:

"Artículo 76: Los vehículos deportivos y de recreo que
realicen el tráfico a que se refiere el artículo 73 de esta
Ley, quedan sometidos a las normas de este Capítulo.
Las autoridades de los lugares particulares donde
realicen las respectivas operaciones quedan sujetas a
las responsabilidades que establece esta Ley por las
irregularidades debidas a su acción u omisión dolosa o
culposa."

Artículo 45: Se modifica el artículo 84, ahora 83, en fa forma
siguiente:

"Artículo 83: La tarifa aplicable para la determinación
del impuesto aduanero será fijada en el Arancel de
Aduanas. En dicho Arancel, las mercancías objeto de
operaciones aduaneras quedarán clasificadas así:
gravadas, no gravadas, prohibidas, reservadas y
sometidas a otras restricciones, registros u otros
requisitos. La calificación de las mercancías dentro de
la clasificación señalada solamente podrá realizarse a
través del Arancel de Aduanas, siendo absolutamente
nula la calificación que no cumpla con esta formalidad.

Parágrafo Único; Cuando el Ejecutivo Nacional de
acuerdo con sus facultades y dentro de los límites
previstos en esta Ley, establezca, modifique o suprima
un impuesto, tasa, recargo u otra cantidad, estos regirán
a partir del vencimiento del término previo a su
aplicación que al efecto deberá fijar. Si no lo
estableciera, se aplicara vencidos los sesenta (60) días
siguientes a su publicación en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela."

Artículo 46: Se modifica el artículo 83, ahora 84, déla siguiente
manera:

"Artículo 84: El impuesto a que se refiere el artículo
anterior, podrá ser de tipo "ad valorem", específico o
mixto y estará comprendido dentro de los siguientes
límites:

- Entre un centesimo por ciento (0,01%) y el quinientos
por ciento (500%) del valor de aduana de las
mercancías.

Entre una millonésima (0,000001) de Unidades
Tributarias y diez (10) Unidades Tributarias por
unidades del sistema métrico decimal."

Artículo 47: Se modifica el artículo 86, de la siguiente manera:

"Articulo 86: Las mercancías causarán los impuestos
establecidos en el artículo 84, a la fecha de su llegada a
la zona primaria de cualquier aduana nacional
habilitada para la respectiva operación y estarán
sometidas al régimen aduanero vigente para esa fecha.

Cuando se trate de exportación de mercancías a ser
reconocidas fuera de la zona primaria de la aduana, se
aplicará el impuesto y el régimen aduanero vigente
para la fecha de registro de la declaración presentada a
la aduana.

En caso de zonas, puertos o almacenes libres o trancos,
o almacenes aduaneros (in bond), cuando las
mercancías vayan a ser destinadas a uso o consumo en
el territorio aduanero nacional, se aplicará el impuesto
y el régimen aduanero vigente para la fecha del registro
de la declaración formulada ante la aduana del
respectivo manifiesto."

Artículo 48: Se crea un nuevo Título, numerado IV, relativo a
las Medidas en Aduanas Sobre Propiedad Intelectual, contentivo
de dos artículos, numerados 87 y 88:

"Artículo 87: Las autoridades aduaneras deberán, a
solicitud del órgano competente en materia de
propiedad intelectual, impedir el desaduanamiento de
bienes que presuntamente violen derechos de
propiedad intelectual obtenidos en el país o derivados
de acuerdos internacionales de los que la República
sea parte.

El órgano competente en materia de propiedad
Intelectual podrá solicitar a la autoridad aduanera,
mediante acto motivado, el desaduanamiento de la
mercancía en cualquier momento, previa presentación
de garantía suficiente para proteger al titular del
derecho en cualquier caso de infracción, la cual deberá
ser fijada por el órgano competente.

Las autoridades aduaneras notificarán al propietario,
importador o consignatario de la mercancía
cuestionada, la retención de la misma."

Artículo 88: Las autoridades aduaneras, conjuntamente
con las oficinas competentes en materia de propiedad
intelectual, establecerán servicios de información que
permitan el cumplimiento de las anteriores
disposiciones."

Artículo 49: Se modifica el artículo 87, ahora 89, de la siguiente
manera:

"Artículo 89: Están exentos del pago "de gravámenes
aduaneros los efectos pertenecientes al Presidente de la
República, Las exenciones de gravámenes, impuestos o'
contribuciones en .general y las de gravámenes
aduaneros, que puedan estar previstas en las leyes
especiales, se regirán por estas últimas y por las
normas que al efecto señala el artículo siguiente.

Las mercancías que ingresen a zonas, puertos,
almacenes Ubres o francos, o almacenes aduaneros (in
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bond) estarán exentas de impuestos de importación.
Sólo podrán ingresar bajo este régimen las mercancías
que hayan cumplido previamente con la obtención de
los permisos, certificados y registros establecidos en la
legislación sanitaria agrícola y pecuaria, sustancias
estupefacientes y psicotrópicas y productos esenciales,
armas y explosivos, cuando sea procedente."

Artículo 50: Se modifica el artículo 89, ahora 91, de la siguiente
manera:

"Artículo 91: El Ejecutivo Nacional por órgano del
Ministerio de Hacienda, podrá conceder exoneración
total o parcial de impuestos aduaneros en los siguientes
casos:

a) Para los efectos destinados a la Administración Pública
Nacional, Estadal y Municipal, necesarios para el
servicio público;

b) Para los efectos destinados al uso y consumo personal
y consignados a los funcionarios diplomáticos y
consulares o a las misiones acreditadas ante el
Gobierno Nacional, conforme al principio de
reciprocidad y a las normas internacionales sobre la
materia;

c) Para los efectos usados por los funcionarios del
servicio exterior de la República, como representantes
del gobierno de Venezuela o como miembros de una
organización internacional o de un órgano establecido
conforme a tratados, en los cuales sea parte la
República, que traigan, con motivo de su regreso al
país por traslado o cese de sus funciones. El Ministerio
de Hacienda, a través del órgano competente, podrá
mediante disposiciones de carácter general, establecer
las excepciones correspondientes a este caso, siempre y
cuando las circunstancias así lo justifiquen,
salvaguardando los intereses del Fisco Nacional;

d) Para los efectos consignados a instituciones religiosas,
destinados directamente al ejercicio del culto
respectivo;

e) Para los efectos destinados a obras de utilidad pública
y asistencia social, consignados a quienes realizarán
dichas obras en casos debidamente justificados;

f) Para los efectos destinados a la industria, la agricultura,
la cría, el transporte, la minería, la pesca, la
manufactura y en casos de productos calificados como
de primera necesidad;

g) En los casos de accidentes de navegación, los despojos
o restos del vehículo si las circunstancias asi lo
justificaren;

h) Los previstos expresamente por la Ley o en contratos
aprobados por el Congreso de la República.

• En los supuestos previstos en los literales b) y c) de este
artículo, la exoneración podrá ser concedida para los
gravámenes que puedan ser exigibles con motivo de la
exportación y tránsito de los efectos de uso y consumo
personal correspondientes.

La exoneración prevista en los literales a), d), e), f) y h) de
este artículo no procederá cuando exista producción
nacional suficiente y adecuada, excepto si concurren
circunstancias que justifiquen la concesión del beneficio."

Artículo 51: Se modifica el articulo 90, ahora 92, de la siguiente
manera:

"Artículo 92: Sin perjuicio de lo establecido en tratados
o acuerdos internacionales, la exoneración para los

casos previstos en el artículo anterior podrá
comprender a las tasas y otras cantidades contempladas
en esta Ley, cuando concurran circunstancias que así lo
justifiquen, salvo lo dispuesto en el último párrafo del
referido artículo.

Articulo 52: Se modifica el articulo 93, ahora 95, de la siguiente
manera:

"Artículo 95: El Ministerio de Hacienda podrá
autorizar la admisión o exportación temporal de
mercancías con fines determinados y a condición de
que sean luego reexpedidas o reintroducidas, según el
caso, dentro del término que señale el Reglamento.

*n..
Dichas mercancías deberán ser susceptibles de
individualización o identificación, sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo siguiente."

Artículo 53: Se modifica el artículo 94, ahora 96, de la siguiente
manera:

"Artículo 96: Las mercancías a que se refiere el
artículo anterior podrán ser objeto de transformación,
combinación, mezcla, rehabilitación, reparación o
cualquier otro tipo de perfeccionamiento, salvo
disposición en contrario y bajo las condiciones que
señale el Ministerio de Hacienda. Si se tratare de
mercancías exportadas temporalmente, su
reintroducción estará sujeta a las obligaciones
ordinarias de importación que sean aplicables en lo que
respecta al valor agregado en el exterior por
perfeccionamiento pasivo.
El Ministerio de Hacienda podrá, cuando las
circunstancias así lo justifiquen, exigir la cancelación
de los derechos correspondientes a la depreciación
sufrida entre la fecha del ingreso y la de reexportación
de determinadas mercancías de admisión temporal."

Artículo 54: Se modifica el artículo 95, ahora 97, de la siguiente
manera:

"Artículo 97: Los impuestos aduaneros que
correspondan a las mercancías referidas en este
Capítulo, serán garantizados para responder de su
reexportación o reimportación dentro del plazo
señalado. Las tasas y otros derechos previstos en esta
Ley, deberán ser cancelados, sin perjuicio de lo
dispuesto en los artículos 90 y 92. En los casos de
exportaciones temporales la garantía a que se refiere
este articulo podrá cubrir hasta el doble del valor de las
mercancías, sí la exportación ordinaria de las mismas
se encontrare sometida a restricciones de cualquier
naturaleza, sin perjuicio de la sanción prevista para el
caso en esta Ley."

Artículo 55: Se modifica el artículo 97, ahora 99, de la siguiente
manera:

"Artículo 99: Las mercancías a que se refiere este
Capítulo quedarán sometidas a los requisitos y
formalidades previstas en esta Ley, que fueren
aplicables. Cuando las mercancías de admisión
temporal vayan a ser nacionalizadas, se cumplirán las
respectivas formalidades, pudiendo en estos casos
aplicarse las liberaciones de gravámenes procedentes.
Cuando se trate de mercancías exportadas
temporalmente podrá autorizarse su permanencia
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definitiva en el exterior con liberación de la garantía
prestada, en casos justificados y bajo las condiciones
que establezca el Ejecutivo Nacional.

Si ocurrieren averias, pérdidas o destrucción de las
mercancías, como consecuencia de caso fortuito o
fuerza mayor, podrá liberarse la garantía prestada, bajo
las condiciones que establezca el Ministerio de
Hacienda."

Artículo 56: Se modifica el artículo 98, ahora 100, de la
siguiente manera:

"Artículo 100: Podrá autorizarse el ingreso al país, bajo
tratamiento de régimen temporal, de mercancías
idénticas o similares que hayan sustituido a las
exportadas bajo dicho régimen, en los casos* y bajo las
condiciones que señale el Reglamento."

Artículo 57: Se modifica el artículo 100, ahora 102, de la
siguiente manera:

"Artículo 102: Serán aplicables a las operaciones aduaneras
que se realicen sobre efectos que formen parte del equipaje
de los pasajeros y tripulantes, sean o no considerados como
tal, las disposiciones que rigen para la importación,
exportación o tránsito ordinarios, salvo disposición en
contrario de esta Ley y su Reglamento.

El régimen de equipaje aplicable a pasajeros que ingresen al
resto del territorio aduanero desde zonas, puertos o
almacenes libres o francos, será determinado por el
Reglamento."

Artículo 58: Se modifica el artículo 102, ahora 104, en la forma
siguiente:

"Artículo 104: Incurre en contrabando y será penado
con prisión de dos a cuatro años quien, mediante actos
u omisiones, eluda o intente eludir la intervención de
las autoridades aduaneras en la introducción de
mercancías al territorio nacional o en la extracción de
las mismas de dicho territorio. Igual pena se aplicará en
los supuestos siguientes:

a) La conducción, tenencia, depósito o circulación
de mercancías extranjeras, si no se comprueba su
legal introducción o su adquisición mediante lícito
comercio en el país.

b) El ocultamiento de las mercancías en cualquier
forma que dificulte o impida el descubrimiento de
los bienes en el reconocimiento.

c) El transporte o permanencia de mercancías
extranjeras en vehículos de cabotaje no
autorizados para el tráfico mixto y la de
mercancías nacionales o nacionalizadas en el
mismo tipo de vehículos, sin haberse cumplido los
requisitos legales del caso. .

d) La circulación'por rutas o lugares distintos de los
autorizados, de mercancías extranjeras no
nacionalizadas, salvo, caso fortuito o fuerza
mayor.

e) La rotura no autorizada de precintos, sellos,
marcas, puertas, envases y otros medios de
seguridad de mercancías cuyos trámites aduaneros
no hayan sido perfeccionados, o que no estén
destinados al país, salvo caso fortuito o fuerza
mayor.

f) El despacho o entrega de mercancías sin
autorización de la aduana, en contravención a lo
dispuesto en el artículo 26 de esta Ley.

g) La descarga o embarque de mercancías en
general, de suministros, repuestos, provisiones de
a bordo, combustible, lubricantes y otras
destinadas al uso o consumo a bordo de los
vehículos de transporte, sin el cumplimiento de
las formalidades legales.

h) El transbordo de mercancías extranjeras efectuado
sin el cumplimiento de las formalidades legales.

i) Ei abandono de las mercancías en lugares
contiguos o cercanos a las fronteras, al mar
territorial o en dependencias federales, salvo caso
fortuito o fuerza mayor."

Articulo 59: Se elimina el artículo 103.

Artículo 60: Se crea un nuevo artículo, numerado 105, redactado
en la forma siguiente:

"Artículo 105: Con la misma pena, aumentada de un
tercio a la mitad, se castigará:

a) La desviación, consumo, disposición o sustitución
de mercancías sin autorización y las cuales se
encuentren sometidas o en proceso de
sometimiento a un régimen de almacén o de
depósito aduanero.

b) La conducción de mercancías extranjeras en
buque de cualquier nacionalidad en aguas
territoriales, sin que estén destinadas al tráfico o
comercio legítimo con Venezuela o alguna otra
nación, así como el desembarque de las mismas.

c) La apropiación, retención, consumo, distribución
o falla en la entrega a la autoridad aduanera
competente por parte de los aprehensores o de los
depositarios de los efectos embargados que, en
virtud de esta Ley, deban ser objeto de comiso.

d) La introducción al territorio aduanero de
mercancías procedentes de Zonas, Puertos o
Almacenes libres o francos, o almacenes
aduaneros (in bond) sin haberse cumplido o
violándose los requisitos de la respectiva
operación.

e) El impedir o dificultar mediante engaño, ardid o
simulación, el cabal ejercicio de las facultades
otorgadas legalmente a las aduanas.

f) La violación de las obligaciones establecidas en
los artículos 7° y 15 dé esta Ley.

g) La presentación a la aduana como sustento de la
base imponible declarada o como fundamento del
valor declarado, dé factura comercial falsa,
adulterada, forjada, no emitida por el proveedor o
emitida por éste en forma irregular en connivencia
o no con el declarante, a fin de variar las
obligaciones fiscales, monetarias o cambiarías
derivadas de la operación aduanera. Igualmente,
la presentación a la aduana como sustento del
origen declarado, de certificado falso, adulterado,
forjado, no emitido por el órgano o funcionario
autorizado, o emitidos por éstos en forma
irregular en connivencia o no con el declarante
con el objeto de acceder a un tratamiento
preferencia!, de evitar la aplicación de restricción
u otra medida a la operación aduanera o en todo
caso, defraudar los intereses del Fisco Nacional.

h) La utilización, adulteración, tenencia o
preparación irregular de los sellos, troqueles u
otros mecanismos o sistemas informáticos o
contables destinados a aparentar el pago o la
caución de las cantidades debidas al Fisco
Nacional.
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i) La presentación de delegación, licencia,' permiso,
registro u otro requisito o documento falso,
adulterado, forjado, no emitido por el órgano o
funcionario autorizado o emitidos por éste en
forma irregular, cuando la introducción o
extracción de las mercancías estuviere
condicionada a su exigibilidad.

j) El respaldo de las declaraciones aduaneras,
solicitudes o recursos, con criterios técnicos de
clasificación arancelaria o valoración aduanera,
obtenidos mediante documentos o datos falsos,
forjados o referidos a mercancías diferentes.

k) La alteración, sustitución, destrucción,
adulteración o forjamiento de declaraciones, actas
de reconocimiento, actas sobre pérdidas o averías,
actas de recepción y confrontación de
cargamentos, resoluciones, facturas,
certificaciones, formularios, planillas de
liquidación o autoliquidación y demás
documentos propios de la gestión aduanera.

1) La inclusión en contenedores, en carga
consolidada o en envíos a través de empresas de
mensajería internacional, mercancías no
declaradas cuya detección en el reconocimiento o
en una gestión de control posterior, exija la
descarga total o parcial del contenido declarado.

m) La simulación de la operación aduanera de
importación, exportación, tránsito, o de las
actividades de admisión, reimportación,
reexportación, reexpedición, reintroducción,
transbordo, reembarque o retomo.

n) La participación en el contrabando de un
funcionario público u obrero al servicio de la
Administración Pública o un auxiliar de la
Administración Aduanera o de quien tenga
parentesco hasta el cuarto grado de
consanguinidad y hasta el segundo girado de
afinidad con los funcionarios de la aduana de
introducción o extracción de la mercancía.

o) Cuando las mercancías objeto de contrabando
sean prohibidas o reservadas.

p) Cuando el hecho se haya cometido en ocasión de
incendio, catástrofe, naufragio o de circunstancias
perturbadoras de la tranquilidad y "seguridad
públicas."

Artículo 61: Se eliminan los artículos 104 y 105.

Artículo 62: Se modifica el artículo 112, ahora 106, en la forma
siguiente: -

"Artículo 106: Los cómplices y encubridores serán
castigados con la misma pena impuesta a los autores y
coautores, rebajada en la mitad a los cómplices y en un
tercio a los encubridores." ***'

Artículo 63: Se modifica el artículo 107, ahora 108, en la forma
siguiente:

"Artículo 108: Sin perjuicio de la obligación de pagar
los derechos exigióles con motivo de la operación
aduanera, las personas incursas en contrabando serán
sancionadas, además, de la siguiente manera:

a) Con multa equivalente a dos (2) veces el valor en
aduana de las mercancías, cuando ese valor no exceda
de veinte unidades tributarias (20 U.T.).

b) Con multa equivalente a tres (3) veces el valor en
aduana de las mercancías cuando ese valor sea superior

a veinte unidades tributarias (20 U.T) y no exceda de
cincuenta unidades tributarias (SO U.T).

c) Con multa equivalente a cuatro (4) veces el valor en
aduana de las mercancías cuando ese valor sea superior
a cincuenta unidades tributarias (50 U.T.) y no exceda
de cien unidades tributarias (100 U.T).

d) Con multa equivalente a cinco (5) veces el valor en
aduana de las mercancías, cuando ese valor sea
superior a cien unidades tributarias (100 U.T) y no
exceda de doscientas cincuenta unidades tributarias
(250 U.T).

e) Con multa equivalente a seis (6) veces el valor en
aduana de las mercancías, cuando ese valor sea
superior a doscientas cincuenta unidades tributarias
(250 U.T) y no exceda de quinientas unidades
tributarias (500 U.T.)

f) Con multa equivalente a siete (7) veces el valor en
aduana de las mercancías, cuando ese valor sea
superior a quinientas unidades tributarias (500 U.T).

Parágrafo Único: En los casos de mercancías exentas o
exoneradas de gravámenes o libres de impuesto de
conformidad con lo previsto en el Arancel de Aduanas,
o que estén liberadas en el marco de los tratados,
acuerdos o convenios internacionales ratificados por la
República en materia comercia), la multa aplicable será
equivalente al valor en aduana de las mercancías."

Artículo 64: Se elimina el artículo 108.

Artículo 65: Se crea un nuevo artículo, numerado 109, redactado
de la siguiente manera:

"Artículo 109: Cuando la operación aduanera relativa a
las mercancías objeto de contrabando estuvieren
sometidas a prohibición, reserva, suspensión,
restricción, registro sanitario, o cualquier otro requisito
arancelario condicionante de su introducción o
extracción, el valor en aduana señalado en el artículo
anterior será incrementado, a los fines del cálculo de la
multa, en un cincuenta por ciento (50%).

En el caso de mercancías sujetas a prohibición o
reserva, el valor en aduana será incrementado, a los
fines del cálculo de la multa, en un doscientos por
ciento (200%)."

Artículo 66: Se modifica el artículo 109, ahora 110, en la forma
siguiente:

"Artículo i 10: Además de la multa prevista en los artículos
anteriores, se impondrá también el comiso de los efectos
objeto del contrabando, así como el de los vehículos,
semovientes, enseres, utensilios, aparejos y otras mercancías
usadas para cometer, encubrir o disimular el contrabando.
Se exceptúan, sin embargo, del comiso:

a) Los vehículos de transporte, cuando su propietario no
sea autor, coautor» cómplice o encubridor del
contrabando;

b) Los vehículos de transporte cuyo valor no exceda del
décuplo del valor en aduana de los efectos del
contrabando, en cuyo caso se aplicará una multa
equivalente a dicho décuplo."

Artículo 67: Se elimina el artículo 110.

Artículo 68: Se modifica el artículo 111, en la forma siguiente:
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"Artículo 111; Se impondrán como sanciones
accesorias a los responsables del contrabando:

1) Cierre del establecimiento y suspensión de la
autorización para operario;

2) Inhabilitación para ocupar cargos públicos para
prestar servicios a la Administración Pública;

3) Inhabilitación para ejercer actividades de
comercio exterior y las propias de los auxiliares
de la Administración Aduanera.

Dichas sanciones serán establecidas por un lapso
comprendido entre seis (6) y sesenta (60) meses,
según la entidad del contrabando y la
concurrencia de circunstancias atenuantes o
agravantes.

Cuando resulte responsable del contrabando un
funcionario público o un auxiliar de la
Administración Aduanera, la decisión que
establezca la responsabilidad dispondrá la
revocación inmediata de la autorización respectiva
o la destitución del funcionario, según sea el
caso."

Artículo 69: Se crean dos nuevos artículos, numerados 112 y
113, redactados de la siguiente manera:

"Artículo 112: A fin de establecer el valor en aduana
de las mercancías objeto del contrabando, serán
designados dos peritos: uno por el jefe de la oficina
aduanera de la jurisdicción y otro por el Juez
competente. En el peritaje podrá estar presente o
hacerse representar el presunto contraventor, a cuyos
fines será notificado del acto en los ^armiños
estipulados en la Ley Orgánica de Procedimientos
Administrativos, todo a objeto de que sean aportadas o
expuestas las observaciones, informaciones u
objeciones que estime pertinentes y pueda ejercer los
recursos legales. En caso de discrepancia entre los
peritos, el Juez decidirá.

Artículo 113: El Juez competente para conocer del
delito de contrabando podrá autorizar el uso o
disposición de las mercancías incautadas con motivo
de dicho delito, en casos previstos en el Reglamento y
mediante preservación de las pruebas indispensables
para la decisión del asunto."

Artículo 70: Se elimina el artículo 113.

Artículo 71: Se modifica el artículo 114, en la forma siguiente:

"Artículo 114: Cuando la operación aduanera tuviere
por objeto mercancías sometidas a prohibición, reserva,
suspensión, restricción arancelaria, registro sanitario,
certificado de calidad o cualquier otro requisito, serán
decomisadas, se exigirá al contraventor el pago de los
derechos, tasas y demás impuestos que se hubieren
causado, si la autorización, permiso o documento
correspondiente, de ser el caso, no fuesen presentados
junto con la declaración."

Artículo 72: Se modifica el artículo 115, en la forma siguiente:

"Artículo 115: El incumplimiento de las obligaciones y
condiciones bajo las cuales hubiere sido concedida una
autorización, delegación, permiso, licencia, suspensión

o liberación, será sancionado con multa equivalente al
doble de los impuestos de importación legalmente
causados, sin .perjuicio de la aplicación de la pena de
comiso. La misma sanción se aplicará cuando se
infrinja lo previsto en el último párrafo del artículo
30."

Artículo 73: Se modifica el artículo 116, en la forma siguiente:

"Artículo 116: La utilización o disposición de
mercancías y sus envases o embalajes, exonerados,
liberados o suspendidos de gravámenes aduaneros, con
un fin distinto al considerado para la concesión o por

una persona diferente al beneficiario sin la
correspondiente autorización, cuando ella fuere
exigióle, serán sancionados con multa equivalente al
doble del valor de las mercancías cuya utilización o
disposición hayan dado lugar a la aplicación de la
sanción."

Articulo 74: Se modifica el artículo 120, en la forma siguiente:

"Artículo 120: Las infracciones cometidas con motivo
de la declaración de las mercancías en aduanas, serán
sancionadas así, independientemente de la liberación
de gravámenes que pueda aplicarse a los efectos:

a) Cuando las mercancías no correspondan a la
clasificación arancelaria declarada:
Con multa del doble de la diferencia, si resultan
impuestos superiores. Si en .estos casos las mercancías
se encuentran, además, sometidas a restricciones,
registros u otros requisitos, establecidos en el arancel
de Aduanas, con multa equivalente a la cantidad que
resulte mayor entre el doble de los impuestos
diferenciales y el valor en aduanas de las mercancías.
Si se tratare de efectos de exportación o tránsito no
gravados, pero sometidos a restricciones, registros u
otros requisitos establecido en el Arancel de Aduanas,
la multa será equivalente al valor en Aduana de las
mercancías.
Si resultan impuestos inferiores, con multa de una
unidad tributaria (1 U.T.) a cinco unidades tributarias
(5 U.T). Si en estos casos las mercancías resultaren
sometidas a restricciones, registros u otros requisitos,
establecidos en el arancel de aduanas, con multa
equivalente a su valor en aduana.

b) Cuando el valor declarado no corresponda al valor en
aduana de las mercancías: *v"
Con multa del doble de los impuestos y la tasa
aduanera diferencial que se hubieren causado, si el
valor resultante del reconocimiento o de una actuación
de control posterior fuere superior al declarado.
Con multa equivalente a la diferencia entre el valor
resultante del reconocimiento o de una actuación de
control posterior y el declarado, si el valor declarado
fuere superior a aquél.

c) Cuando las mercancías no correspondan a las unidades
del sistema métrico decimal declaradas:
Con multa del doble de los gravámenes aduaneros
diferenciales que se hubieren causado, si el resultado
del reconocimiento o de una actuación de control
posterior fuere superior a lo declarado.
Con multa de una unidad tributaria (1 U.T.) a cinco
unidades tributarias (5 U.T,), si el resultado del
reconocimiento o de una actuación de control posterior
fuere inferior a lo declarado.
En los casos de diferencia de peso, las multas referidas
solamente serán procedentes cuando entre el resultado
y lo declarado, exista una diferencia superior al tres por
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ciento (3%), en cuyo caso la sanción a imponer
abarcará la totalidad de la diferencia.

d) Cuando un embarque contenga mercancías no
declaradas, con multa igual al triple de los gravámenes
aduaneros aplicables a dichas mercancías. Si los
efectos no declarados resultaren sometidos a
restricciones, registros u otros requisitos establecidos
en el Arancel de Aduanas, con multa adicional
equivalente al valor en aduana de dichos efectos. Sin
perjuicio de la aplicabüidad de la pena de comiso.

e) Cuando las declaraciones relativas a marcas, cantidad,
especie, naturaleza, origen y procedencia, fueren falsas
o incorrectas, con multa equivalente al doble del
perjuicio fiscal que dichas declaraciones hubieren
podido ocasionar. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
literal a) de este artículo, la presente multa será
procedente en los casos de mala declaración de tarifas.

f) Cuando la declaración de aduanas no sea presentada
dentro del plazo establecido, con multa de cinco
unidades tributarias (5 U. T,)."

Artículo 75: Se modifica el artículo 121, en la forma siguiente:

"Artículo Ifl: Las infracciones cometidas por los
auxiliares de la Administración Aduanera:
transportistas, consolidadores, porteadores,
depositarios, almacenistas, agente de aduanas,
mensajeros internacionales, serán sancionadas de la
siguiente manera:

a) Cuando no entreguen oportunamente a la aduana
alguno de los documentos exigidos en esta Ley o
su Reglamento con multa de cinco unidades
tributarias (5 U.T.) a cincuenta unidades
tributarias (50 U.T.).

b) Cuando obstaculicen o no realicen la carga o
descarga en la debida oportunidad, por causas que
les sean imputables, con multa de cinco unidades
tributarias (5 U. T.) a cincuenta unidades
tributarias (50 U. T.).

c) Cuando descarguen bultos de más o de menos,
respecto de los anotados en la correspondiente
documentación, que no fueren declarados a la
aduana dentro del término que señale el
Reglamento, con multa equivalente a cinco
unidades tributarias (5 U. T.) por cada kilogramo
bruto en exceso o fallante. La misma sanción será
aplicable al depositario o almacenista que no
declare oportunamente a la aduana los bultos
sobrantes o fallantes en la entrega.

d) Cuando no hubiere sido participada al
consignatario la llegada de los cargamentos, en las
condiciones señaladas por el Reglamento, con
multa de cinco unidades tributarias (5 U.T.).

e) Si se trata de vehículos de cabotaje que por
cualquier circunstancia justificada, hayan tocado
en el extranjero, sin participación a la autoridad
aduanera, con malta de cinco unidades tributarias
(5 U.T.) por cada kilogramo de peso bruto de
mercancías embarcadas en dicho lugar, excluidas
las provisiones de a bordo y el lastre.

f) Cuando impidan o retrasen el ejercicio de la
potestad aduanera, con multa equivalente entre
cien unidades tributarias (100 U.T) y mil unidades
tributarias (UOOO U.T)"

Artículo 76; Se crea un nuevo artículo, numerado 122,
redactado en la forma siguiente:

"Artículo 122: Serán sancionados con multa de cien
unidades tributaria (100 U.T) a mil unidades tributarias

(1.000 U.T), las infracciones cometidas con motivo de
la utilización del sistema informático por parte de los
operadores aduaneros, en los casos siguientes:

a) Cuando accedan sin la autorización
correspondiente a los sistemas informáticos
utilizados por el servicio aduanero.

b) Cuando se apoderen, copien, destruyan,
inutilicen, alteren, faciliten, transfieran o tengan
en su poder, sin la autorización del servicio
aduanero cualquier programa de computación y
sus programas de datos, utilizados por el servicio
aduanero, siempre que hayan sido declarados de
uso restringido por esta última.

c) Cuando dañen los componentes materiales o
físicos de los aparatos, las máquinas o los
accesorios que apoyen el funcionamiento de los
sistemas informáticos diseñados para las
operaciones del • servicio aduanero, con la
finalidad de entorpecerlas u obtener beneficio
para sí u otra persona.

d) Cuando faciliten el uso del código y la clave de
acceso asignados para ingresar en los sistemas
informáticos."

Artículo 77: Se eliminan los artículos 123 y 124.

Artículo 78: Se modifica el artículo 127, ahora 126, en la forma
siguiente:

"Artículo 126: Si las mercancías decomisables no
pudieren ser aprehendidas, se aplicará al contraventor
multa equivalente al valor en aduanas de aquéllas '̂

Artículo 79: Se eliminan los artículos 130,131 y 132.

Artículo 80: Se crea un nuevo articulo, numerado 129, redactado
de la siguiente manera:

"Artículo 129: En los casos de contrabando
corresponderá a la autoridad judicial competente la
imposición de las penas a que hubiere lugar."

Artículo 81: Se modifica el artículo 133, ahora 130, en la forma
siguiente:

"Artículo 130: Corresponde al jefe de la oficina
aduanera respectiva, la aplicación de las sanciones
previstas en esta Ley, no atribuidas a otras autoridades
judiciales o administrativas. Corresponde a los
funcionarios competentes del servicio aduanero, según
lo establezca el Reglamento, la aplicación de 'las
sanciones a los consignatarios, aceptantes,
exportadores, remitentes, transportistas,
consolidadores, porteadores, depositarios y mensajeros
internacionales y otros auxiliares de la Administración
Aduanera, así como la fijación de la cuantía cuando
aquéllas se encuentren comprendidas entre un límite
mínimo y otro máximo.

Asimismo, podrá autorizar la entrega de las mercancías
sobre las cuales se ha- impuesto multa por concepto de
infracciones aduaneras, cuando las mismas sean objeto
de recursos administrativos, previa cancelación o
garantía del monto correspondiente a los derechos de
importación, tasa por servicios de aduana y demás
impuestos y recargos adicionales.
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Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108, cuando
la mercancía sea de operación prohibida, reservada,
sometidas a otras restricciones, registros u otros
requisitos arancelarios deberá precederse al comiso de
la misma y no podrá aceptarse fianza o garantía de
ningún tipo para su entrega."

Artículo 82: Se elimina el artículo 134.

Artículo 83: Se modifica el artículo 135, ahora 131, en la forma
siguiente:

"Artículo 131: De toda decisión se oirá recurso
jerárquico por ante el Ministro de Hacienda. La
interposición del recurso no suspenderá los efectos del
acto recurrido."

Artículo 84: Se modifica el artículo 136, ahora 132, en la forma
siguiente:

"Artículo 132: El recurso jerárquico debe interponerse
ante ei funcionario que dictó el acto, dentro de los
veinticinco (25) días hábiles siguientes a la notificación
del mismo, mediante escrito en el cual el recurrente
especificará las razones de hecho y de derecho en que
fundamente su pretensión, pudiendo promover las
pruebas que considere convenientes sin que sean
admisibles las de confesión y juramento. Cuando el
recurso jerárquico se refiera al resultado de los
reconocimientos, el lapso indicado se contará a partir
de la fecha del acta consagrada en el artículo 51 de esta
Ley."

Artículo 85í Se modifica el artículo 137, ahora 133, en la forma
siguiente:

"Artículo 133: Cuando el acto recurrido sea de
liquidación, contribución o multa, el interesado deberá
pagar la obligación o caucionarla suficientemente,
requisito sin el cual no será admisible el recurso. La
decisión del funcionario sobre la inadmisibilidad del
recurso podrá ser objeto también del recurso jerárquico
a que se refiere esta Ley.

El jefe de la oficina aduanera podrá relevar de la
obligación de caucionar cuando las mercancías cuya
importación, exportación o tránsito haya dado lugar a
la liquidación recurrida se encuentren bajo potestad
aduanera."

Artículo 86: Se elimina el artículo 138.

Artículo 87: Se modifica el artículo 139, ahora 134, en la forma
siguiente:

"Artículo 134: El recurso debe ser decidido
mediante resolución debidamente motivada,
dentro de un plazo no mayor de cuatro (4) meses
contados a partir de la fecha de su interposición."

Artículo 88: Se modifica el artículo 142, ahora 137, en la forma
siguiente:

"Artículo 137: La Administración Aduanera podrá, de
oficio o a solicitud del interesado, reconsiderar sus
propias decisiones, cuando se trate de actos
revocables."

Artículo 89: Se modifica el artículo 143, ahora 138, en la forma
siguiente:

"Artículo 138: Contra la decisión del Ministerio de .
Hacienda o cuando éste no decidiere dentro de los
términos de ley, se podrá interponer recurso ante el
órgano jurisdiccional competente.

Para la interposición de la acción ante el órgano
jurisdiccional competente no es necesario el
agotamiento de la vía administrativa."

Artículo 90: Se crean tres artículos nuevos, numerados 139, 140
y 141, redactados de la siguiente manera:

"Artículo 139: En todo lo no previsto en este Título se
aplicará supletoriamente la Ley Orgánica de
Procedimientos Administrativos y el Código Orgánico
Tributario."

Artículo 140: Quien tuviere un interés personal y
directo, podrá consultar a la Administración Aduanera
sobre la aplicación de las normas a una situación
concreta. A ese efecto, el consultante deberá exponer

1 con claridad y precisión todos los elementos
constitutivos de la misma y podrá expresar así mismo
su opinión fundada.

La formulación de la consulta no suspende el
transcurso de los plazos, ni exime al consultante del
cumplimiento de sus obligaciones. La Administración
Aduanera dispondrá de treinta (30) días hábiles para
evacuar dicha consulta."

"Artículo 141: No podrá imponerse sanción a los
contribuyentes que en aplicación de la Ley hubieren
adoptado el criterio o la interpretación expresada por la
Administración Aduanera, en consulta evacuada sobre
el mismo tipo de asunto.

Tampoco podrá imponerse sanción en aquellos casos
en que la Administración Aduanera no hubiere
contestado la consulta que le haya formulado en el
plazo fijado, y el consultante hubiere aplicado la
interpretación acorde con la opinión fundada que el
mismo haya expresado al formular dicha consulta.

Cuando la Administración Aduanera hubiere emitido
opinión a la consulta solicitada, esta será vinculante
para el consultante."

Artículo 91: Se modifica el artículo 146, ahora 144, en la forme
siguiente:

"Artículo 144: Además de los requisitos que establezca
el Ministerio de Hacienda mediante resoluctén, las
fianzas deberán ser otorgadas por empresas de seguro o
compañías bancarias establecidas en el país, mediante
documento autenticado y podrán ser permanentes o
eventuales. En casos justificados, el Ministro de
Hacienda podrá aceptar que dicha garantía sea
otorgada por empresas de comprobada solvencia •
económica, distintas a las antes mencionadas.

Cada fianza permanente será otorgada para una sola
oficina aduanera y para garantizar un sólo tipo de
obligación, salvo en los casos de excepción que
establezca el Reglamento de esta Ley.

Las personas naturales o jurídicas y sus representantes
legales que tengan el carácter de auxiliares de la
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Administración Aduanera deberán prestar garantía,
cuando fuere procedente, en los términos y condiciones
que establezca el Reglamento."

Articulo 92: Se crean dos artículos nuevos, numerados 145
146, redactados de la siguiente manera:

"Artículo 145: Además de los Agentes de Aduanas,
son auxiliares de la Administración Aduanera las
empresas de almacenamiento o depósito aduanero,
Almacenes Generales de Depósito, Mensajería
Internacional, Consolidación de Carga, Transporte,
Verificación de Mercancías, Cabotaje, Laboratorios
Habilitados, los cuales deberán estar inscritos en el
registro correspondiente y autorizados para actuar por
ante la Administración Aduanera, de conformidad con
las disposiciones establecidas en el Reglamento.

Artículo 146: Los Agentes de Aduanas que para la
fecha de la entrada en vigencia de la modificación a
esta Ley hayan sido autorizados e inscritos en el
registro correspondiente para actuar como tales, podrán
continuar prestando sus servicios, teniendo un plazo de
seis (6) meses para cumplir con el requisito previsto en
el numeral 7 del artículo 36 de esta Ley."

Artículo 93: Se modifica el artículo 147, en la forma siguiente:

"Artículo 147: Corresponderá a los reconocedores y al
jefe de la oficina aduanera la firma de los documentos
que, conforme a esta Ley y su Reglamento sean
resultado de los actos de su competencia."

Artículo 94: Se eliminan los artículos 148,149 y 150.

Artículo 95: Se modifica el artículo 151, ahora 148, en la forma
siguiente:

"Artículo 148: Los Fiscales Nacionales de Hacienda,
cuando encontraren que se hubiere cometido alguna
infracción a la legislación aduanera nacional,
procederán, sin perjuicio de los recursos que acuerda la
Ley al contribuyente, de la siguiente manera:

a) En los casos de contrabando seguirán el procedimiento
aplicable que señala la Ley, a fin de que sea
determinada la competencia para conocer el asunto y
de que el procedimiento siga su curso legal.

b) Cuando la infracción estuviere sancionada con pena de
comiso o multa, o con ambas, las sanciones podrán ser
impuestas por el propio fiscal actuante, siempre que no
se trate de contrabando, de acuerdo a las normas que
señale el Reglamento.

c) Cuando se hubieren cancelado derechos inferiores a los
que fueren exigibles, se formulará el acta respectiva y
se ordenará la liquidación de los derechos
diferenciales, sin perjuicio del ejercicio de los
privilegios fiscales del caso."

Artículo 96: Se crean cuatro artículos, numerados 149, 150, 151
y 152 redactados en la forma siguiente:

"Artículo 149: El Gerente de Aduana, Los Gerentes de
las Aduanas Principales y Subalternas, los Jefiss de
División, los Jefes de Áreas y los Jefes del Resguardo
Aduanero serán profesionales, graduados universitarios
y con estudios vinculados directamente con la materia
aduanera y cumplir con las previsiones del Estatuto
Orgánico respectivo.

Parágrafo Único: Se establece un lapso de seis meses a
partir de la vigencia de esta Ley a los fines que la
Administración Aduanera se adecué a este
requerimiento.

Artículo 150: Los funcionarios que tengan la condición
de Fiscales Nacionales de Hacienda podrán ser rotados
luego de prestar sus servicios en la misma aduana por
el período, términos y condiciones que establezca el
Reglamento."

"Artículo 151: Las actuaciones de los funcionarios de
la Administración Aduanera acarrearán responsabilidad
penal, civil y administrativa."

"Artículo 152: El jefe de la oficina aduanera sera el
responsable de la coordinación de la prestación de los
servicios de los entes públicos y privados en la zona
primaria de la aduana de su jurisdicción, sin
menoscabo del ejercicio de las facultades otorgadas por
la Ley a dichos entes y de la obligación de éstos de
coordinar el ejercicio de sus actividades con el jefe de
la oficina aduanera."

Artículo 97: Se crean tres nuevos artículos, numerados 154, 155
y 156, redactados en la forma siguiente:

"Artículo 154: El Ejecutivo Nacional establecerá para
la Administración Aduanera un sistema profesional de
recursos humanos, que incluya normas sobre ingreso,
planificación de carrera, clasificación de cargos,
capacitación; sistema de evaluación y de
remuneraciones, compensaciones y asceasos;
asistencia, traslado, licencias, normas disciplinarias,
cese de funciones y régimen de estabilidad laboral para
su personal.

Parágrafo Único: Los funcionarios y empleados de la
Administración Aduanera tendrán el carácter de
funcionarios públicos, con los derechos y obligaciones
que le corresponden por tal condición, incluyendo lo
relativo a su seguridad social y se regirán por la Ley de
Carrera Administrativa en todo en lo que no se regule
por las normas especiales que sobre el régimen de
administración profesional de recursos humanos
establezca el Ejecutivo Nacional. En dichas normas se
le deberá consagrar a tal personal, como mínimo, los
derechos relativos a preaviso, prestaciones sociales y
vacaciones, establecidos en la Ley Orgánica del
Trabajo."

"Artículo 155: Las notas explicativas de la
nomenclatura, los criterios de clasificación arancelaria,
los criterios, notas, estudios del valor aduanero y el
glosario de términos aduaneros publicados por la
Organización Mundial de Aduanas, tendrán pleno valor
legal. Las mismas deberán ser objeto de su publicación
oficial en su versión autorizada en español. Las
modificaciones serán igualmente publicadas sin que se
requiera la transcripción completa del texto
respectivo."

"Artículo 156: El Reglamento de esta Ley será único e
impreso en un solo texto."

Artículo 98: Se elimina el artículo 153.
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Artículo 99: Se modifica -il articulo 154, ahora 157, en la forma
siguiente:

"Artículo ¡57: Esta Ley comenzará a regir a los sesenta
(60) días de su publicación en la GACETA OFICIAL
DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA."

Artículo 100: De conformidad con el artículo 5° de la Ley de
Publicaciones Oficiales imprímase a continuación el texto integro
de la Ley Orgánica de Aduanas sancionada el 26 de septiembre
de 1.978, publicada en la Gaceta Oficial N° 2.314 del 26 de
septiembre de 1.978 con las reformas aquí efectuadas y en el
correspondiente texto único, corríjase la numeración y
sustituyanse las firmas, fechas y demás datos de sanción y
promulgación de la Ley reformada.

Dado en Caracas, a los cuatro días del mes de noviembre de mil
novecientos noventa y ocho. Año 188° de la Independencia y
139° de la Federación.

(L.Í.)
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RAFAEL CALDERA
Presidente de la República

En ejercicio de la atribución que le confiere el ordinal 8° del
artículo 190 de la Constitución y de conformidad con lo
dispuesto en el articulo único de la Ley que autoriza ai Presidente
de la República para dictar medidas extraordinarias en materia
económica y financiera, publicada en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela N° 36.531 de fecha 3 de septiembre de
1998, en Consejo de Ministros,

DICTA CON FUERZA Y RANGO DE LEY

la siguiente

LEY ORGÁNICA DE ADUANAS

TITULOI
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1": Los derechos y obligaciones de carácter aduanero y
las relaciones jurídicas derivadas de ellos, se regirán por las

disposiciones de esta Ley y su Reglamento, así como por las
normas de naturaleza aduanera contenidas en los Tratados y
Convenios Internacionales ratificados por la República, en las,
.obligaciones comunitarias y en otros instrumentos jurídicos
vigentes, relacionados con la materia.

La Administración Aduanera tendrá por finalidad intervenir,
facilitar y controlar la entrada, permanencia y salida del territorio
nacional, de mercancias objeto de tráfico internacional y de los
medios de transporte que las conduzcan, con el gropósito de
determinar y aplicar el régimen jurídico al cual dichas
mercancías estén sometidas, así como la supervisión de bienes
inmuebles cuando razones de interés y control fiscal lo
justifiquen.

Artículo 2°: La organización, el funcionamiento, el control y el
régimen del servicio aduanero competen al Presidente de la
República, en Consejo de Ministros, al Ministro dé Hacienda y al
Jefe de la Administración Aduanera.

Artículo 3°: Corresponde al Presidente de la República, en
Consejo de Ministros:

1)

2)
3)
4)
5)

eliminar aduanas, ofcrgartes caráct^
habililariasydelirrútarsiKcircunscripcicioes;
Promulgard Arancel de Aduanas;
(>earZonas,PijertcKoAlniaceneslibEesofiaKos;
Reglamentarlos almacenes aduaneros (inbond);
Fijarlas&sasydetenimarlascarádadesquedebanpagffkBusuarnsde
los servicios que preste la Administración Aduanera, según ta establezca
d reglamento, dentro de los siguientes límites:
a) Ente una imdad tributaria (1 UT.)y diez validades tributarias (10

U.T.) por hora o fracción, otando el servicio prestado por las
aduanas se realice fuera de las horas Mamarias de labor, en días no
laboraWesoilieradelazciraprirnammmediaadelaaduana;

b) Entre dos unidades tributarias (2 U.T.) y cirK»uradades tributarias (5
U.T.) per cada consulta de dasificactón aranoelaria y valoración de
mercancía en aduana Si la consulta exige anáfisis de laboratorio, el
límite máximo podrá Oegar a trescientas imidades tributarias (300
U.T.) según d costo de los análisis;

c) ErtredcerocomacircopordertD(04%)yeldosparcierÉo(2%)
del valor en aduanas de las mercancías; o erare cinco milésimas de
unidad tributaria (0,005 U.T.) y una unidad tributaria (1 U.T.) por
tonelada o fracción; o ente una décima de unidad tribuaria (0,1
U.T.) y una unidad tributaria (I U.T.) por documento, por la
determinación del régimen aplicable a las mercancías sometidas a

d)

6)

7)

Entre cinco milésimas de unidad tributaria (0,005 U.T.) y nía
décima de unidad tributaria (0,1 U.T.) por metro cúbico o por
tonelada; o ente el uno por ciento (1%) y el cinoo p* ciento (5%)
del vakr POB o C1F de Jas mercancías, por el depósito o
penrtaienciadeésíasenlosalmacaies,padosuo*rasdeperKÍaxá«
adscritas a las aduanas;

e) Entre uradéonm de unkfadtributória (0,1 U.T.) y cinco unidades
tributarias (5 U.T.) por hora o fracción, por uso del sistema
informático de h Administración Aduanera;

f) Entre tres unidades tributarias (3 U.T.) y doce unidades tributarias
(12 U.T.) por hora o fracción, por el uso de medios, mecanismos o
sistemas automatizados para la detección y verificación de
documentos o de mercancías

Aumentar hasta el límite máximo previsto en esta Ley y rebajar o
suprimir tos gravámenes de importación, exportación o tránsito, para
todas o algunas de las mercancías originarias, procedentes o destinadlas a
detemrmiado país, países o personas;

las mercancias originarias, procedentes o destinadas a determinado país,
países o personas, cuando aquéllas estén calificadas como de
importación, exportación o transito no jpavado;
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8) Establecer, modificar o suprimir recargos o irapuestos adicionales a los
gravámenes arancelarios previstos para la importación, exportación o
transito de las mercancías señalando los supuestos de hecho que den
lugar a su aplicación, conforme a las. disposiciones previstas en el
Reglamento;

9) Creara)nasa^vigilancaadbfflieraydeliniitarsuáinbtogecgtáfieo;
10) Establecer, restablecer, modificar o suprimir en d maco de tratados,

acuerdos o convenios irtenadonafcs, salvaguardias a la importación de
mercancías. Cuando la decisión de salvaguardia imponga la aplicación
de gravámenes, el mismo no podrá exceder dd límite estabteckfo en d
artículo 84 de esta Ley. El Reglamento esfcJblecerá ios procedimientos
sobre el particular,

11) Ejercer las demás facultades establecidas en esta Ley, su Reglamento u
otras disposiciones legales vigentes sobre la materia.

12) Iniptemerfa- y reglamentar un Régimen Aduanero Especial para d
intercambio comercial terrestre y fluvial internacional realizado en los
estados fronterizos.

13) Establecer, mediante reglamento las causales de suspensión de las
autorizaciones para actuar cono Agente de Aduanas;

Parágrafo Primero: Las tasas previstas en el numeral 5 del
presente artículo se enterarán al Fisco Nacional, previa deducción
del cincuenta por ciento (50%), el cual será destinado a cubrir fas
necesidades del servicio aduanero,, debiendo liquidarse en
planilla separada. A tales fines, se abrirán las cuentas donde será
depositado -el producto de esta deducción. El Reglamento
establecerá el procedimiento y los mecanismos necesarios para la
administración de dicho porcentaje. Esta tasa no podrá ser
utilizada para cubrir remuneraciones a funcionarios.

Parágrafo Segundo: La Administración Aduanera podrá prestar
los respectivos servicios por sí o a través de un concesionario.

Artículo 4°: Corresponde al Ministro de Hacienda:

1) Ejercer la máxima autoridad sobre los funcionarios de la
Administración Aduanera, incluso los del Resguardo
Aduanero Nacional;

2) Organizar, los servicios de control, fiscalización y resguardo
de la Administración Aduanera;

3) Elaborar, proponer y dictar, las normas de carácter aduanero.
en lo que se refiere a esta Ley, su Reglamento, el Arancel de
Aduanas, el Valor en Aduanas de las mercancías,
liberaciones de gravámenes arancelarios, exoneraciones,
equipaje de pasajeros, operaciones aduaneras, origen de las
mercancías y demás obligaciones comunitarias y
cualesquiera otros aspectos que afecten directamente la
actividad;

4) Participar en el tratamiento y determinación de las políticas
relativas al comercio exterior, en cuanto afecten
directamente la actividad aduanera, sin menoscabo, de las
facultades que en este mismo sentido, correspondan al Jefe
de la Administración Aduanera;

5) Intervenir en las decisiones relativas a Acuerdos, Tratados o
Convenios Internacionales sobre comercio, integración
económica, transporte, comunicación, sanidad, substancias
estupefacientes y psicotrópicas, seguridad y otros, así como
la administración de los Convenios y Tratados
Internacionales ratificados por la República, y demás
obligaciones comunitarias, cuando afecten directamente la
actividad aduanera;

6) Celebrar convenios con los servicios aduaneros de otros
países o con entidades internacionales, sobre prevención,
persecución y represión del contrabando y otros ilícitos
aduaneros a fin de facilitar, complementar, armonizar,
simplificar y perfeccionar los controles aduaneros;

7) Requerir las informaciones que necesite la Administración
Aduanera en forma directa, a los funcionarios de la
República acreditados en el exterior;

8) Establecer, regímenes especiales en determinadas aduanas o
secciones del territorio aduanero nacional, sea respecto de
todas o algunas de las mercancías, operaciones aduaneras,
transportistas, unidades de transporte, destinatarios y
usuarios;

9) Establecer, restablecer, modificar o suprimir, temporal ó
permanentemente, por Resolución y previa aprobación del
Consejo de Ministros, los códigos, numerales,
descripciones, notas, régimen legal, restricciones, registros u
otros requisitos y tarifas del arancel de aduanas, dentro de
los límites establecidos en esta Ley, para las mercancías de
importación, exportación o tránsito, sin perjuicio de lo
previsto en el numeral 3 de este artículo. Dicha Resolución
deberá publicarse en la Gaceta Oficial de la República de
Venezuela, sin que se requiera la transcripción íntegra del
Arancel;

10) Establecer precios mínimos de referencia basados en los
estudios de mercado referidos a precios internacionales y en

. casos excepcionales precios oficiales para las mercancías de
importación, exportación o tránsito, a los fines del cálculo
de los gravámenes ad valorem, conforme a las normas que
señale el Reglamento;

11) Suspender temporalmente la importación, exportación o
tránsito de determinados productos;

12) Fijar, suspender o eliminar las restricciones, registros u
otros requisitos a la importación, exportación o tránsito de

• mercancías en general. Esta facultad podrá ser aplicada
respecto de todas o algunas de las mercancías originarias,
procedentes o destinadas a determinado país, países o
personas, en concordancia con lo establecido en el numeral
9 de este artículo;

13) Suscribir, debidamente autorizado por el Presidente de la
República, convenios, modus vivendi o acuerdos entre
Venezuela y otros países, que afecten las««operaciones
aduaneras;

14) Establecer estímulos a la exportación mediante la liberación,
anulación, reintegro o devolución, remisión de gravámenes,
restricciones »y otras obligaciones de carácter aduanero,
mediante regímenes de reposición, de depósito aduanero y,
en general, de estímulos a la referida operación;

15) Eximir total o parcialmente de gravámenes, restricciones,
registros u otros requisitos, el ingreso o la salida temporal o
definitiva de mercancías destinadas a socorro en ocasión de
catástrofes;

16) Inhabilitar temporalmente cualquier aduana cuando
concurran circunstancias que así lo justifiquen, en lo
referente a los actos y operaciones que se determinen en la
Resolución que dicte al efecto;

17) Autorizar que las actividades y operaciones aduaneras se
efectúen en sitios distintos de los establecidos bajo el
control de la aduana competente;

18) Dictar las normas para que la información relativa a las
operaciones aduaneras y a la actividad financiera generada
por ella sea asentada en libros, registros, documentos o
cuentas bancarias especiales;

19) Autorizar a la Administración Aduanera para que el registro,
intercambio y procesamiento de los datos, documentos y
actos inherentes a las operaciones y actividades aduaneras
se efectúe mediante procesos electrónicos u otros medios de
comunicación sustitutivos del papel, en todas o algunas
aduanas, los cuales tendrán la debida fuerza probatoria. El
Reglamento establecerá las normas complementarias de
dicho registro, intercambio y procesamiento.

20) Suscribir convenios con particulares relacionados con el uso
de medios, mecanismos y sistemas automatizados para la
detección y verificación de documentos o de mercancías;

21) Autorizar, excepcionalmente, y mediante resolución, que los
trámites relativos a las operaciones aduaneras se efectúen
sin la intervención de Agentes de Aduanas, cuando
concurran circunstancias que así lo justifiquen;

22) Ejercer las demás facultades establecidas en esta Ley, su
normativa reglamentaria y demás disposiciones legales.
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Artículo 5": Corresponde al Jefe de la Administración Aduanera:

1) Dirigir y supervisar la actuación de ias aduanasniel país;
2) Planificar, ejecutar, coordinar, organizar y programar el

control, la inspección, fiscalización y resguardo en materia
aduanera; requerir informaciones a organismos o personas
públicas o privadas y seguir los procedimientos e
investigaciones a que haya lugar, sin perjuicio de facultades
similares que correspondan a otras dependencias; •„

3) Aplicar las normas de carácter aduanero en lo qué se refiere
a esta Ley, su Reglamento, el Arancel de Aduanas, el Valor
de las Mercancías, medidas o cláusulas de salvaguardias,
liberación y suspensión de gravámenes, operaciones
aduaneras, Origen de las Mercancías, y a ios auxiliares de la
administración, resguardo, inspección, fiscalización y
control;

4) Participar en el tratamiento y determinación de las políticas
relativas a comercio exterior, transporte internacional,
salvaguardias, propiedad intelectual, medidas sobre
agricultura, substancias estupefacientes y psicotrópicas y
otras en cuanto afecten directamente la potestad aduanera;

5) Solicitar en forma directa a los funcionarios de la República
acreditados en el exterior la información que requiera la
Administración Aduanera;

6) Reintegrar o devolver total o parcialmente el monto de los
impuestos arancelarios que hubieren sido cancelados,
cuando se trate de mercancías destinadas a la elaboración o
terminación en el país de productos que luego sean
exportados, o en el caso de mercancías nacionalizadas que
por circunstancias especiales debidamente comprobadas
deban salir definitivamente del país;

7) Ordenar los estudios, experticias y análisis que sean
requeridos por los servicios aduaneros;

8) Autorizar la enajenación o disposición de mercancías y sus
envases o embalajes, importados con desgravámenes,
liberación o suspensión del pago de gravámenes
arancelarios;

9) Autorizar que las actividades y operaciones aduaneras se
efectúen en sitios distintos de los establecidos bajo el
control de la aduana competente;

10) Conceder, cuando concurran circunstancias que lo
justifiquen, la autorización para reexportar mercancías bajo
promesa de anulación o reintegro del monto de los
impuestos aduaneros causados y, si fuere procedente, de las
penas pecuniarias si fuere el caso, siempre que dichas
mercancías se encuentren aún bajo potestad aduanera, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29;

11} Diseñar y aplicar los sistemas y medios informáticos a los
fines de obtener la máxima eficacia, celeridad y
transparencia de los sistemas y procedimientos que utiliza el
servicio aduanero;

12) Divulgar, por cualquier medio, las informaciones que la
Administración Aduanera obtenga de ios contribuyentes;

13) Planificar, dirigir y ejecutar con la colaboración y asistencia
de otros organismos, las medidas relativas a la prevención,
persecución y represión del contrabando y de las
infracciones aduaneras;

14) Elaborar y aplicar los manuales organizacionales y de
procedimiento que requiera el servicio aduanero;

15) Autorizar a laboratorios especializados la realización de los
exámenes requeridos para evacuar las consultas; •

16) Autorizar en los términos que establezca el Reglamento, la
enajenación para fines distintos o por una persona diferente
al beneficiario de mercancías y sus envases o~ embalajes,
importados con liberación o suspensión del pago de
gravámenes arancelarios. Esta autorización no será exigible
cuando las mercancías hayan sido destinadas por el
beneficiario al fin que tomó en cuenta el Ejecutivo Nacional
para conceder la liberación, ni en este último caso para la
enajenación o disposición de los envases, embalajes,

subproductos, residuos, desperdicios, desechos, y, en
general, remanentes de la mercancía objeto de la liberación;

17) Ejercer las demás facultades establecidas en esta Ley y su
Reglamento.

Artículo 6: La potestad aduanera es la facultad de las
autoridades competentes para intervenir sobre los bienes a que se
refiere el artículo 7°, autorizar o impedir su desaduanamiento,
ejercer los privilegios fiscales, determinar los tributos exigibles,
aplicar las sanciones procedentes y en general, ejercer los
controles previstos en la legislación aduanera nacional.

Artículo 7°: Se someterán a la potestad aduanera:
1) Toda mercancía que vaya a ser introducida o extraída del

territorio nacional;
2) Los bienes que formen parte del equipaje de pasaderos y

tripulantes;
3) Los vehículos o medios de transporte, comprendidos sus

aparejos, repuestos, provisiones de a bordo, accesorios e
implementos de navegación y movilización de carga o de
personas, que sean objeto de tráfico internacional o qué
conduzcan las mercancías y bienes; así como las mercancías

que dichos vehículos o medios contengan, sea cual fuere su
naturaleza;

4) Las mercancías, medios de transporte y demás efectos
cuando sean objeto de tráfico interno en aguas territoriales o
interiores, espacio aéreo nacional y zona de vigilancia
aduanera, áreas especiales de control, de almacenes
generales de depósito, depósitos aduaneros o almacenes
libres de impuestos.

Parágrafo Único: Se excluyen de la potestad aduanera los
vehículos y transporte de guerra y los que expresamente
determine el Ministro de Hacienda, excepto cuando realicen
operaciones de tráfico internacional o nacional de mercancías y
pasajeros.

Artículo 8°: A los fines señalados en el artículo 6°, la autoridad
aduanera respectiva, en cumplimiento de sus funciones podrá
ingresar a los almacenes, patios, oficinas, vehículos y demás
lugares privados o públicos, sujetos a la potestad aduanera, sin
necesidad de autorización especial.

Artículo 9°: Las mercancías que ingresen a la zona primaria, no
podrán ser retiradas de ella sino, mediante el pago de los
impuestos, tasas, penas pecuniarias y demás cantidades,
legalmente exigibles y el cumplimiento de otros requisitos a que
pudieran estar sometidas. Quedan a salvo las excepciones
establecidas en esta Ley y en leyes especiales. El Ministerio de
Hacienda podrá autorizar que el retiro de las mercancías se
efectúe sin haber sido cancelada la planilla de liquidación
definitiva mediante garantía que cubra el monto de la liquidación
provisional que deberá formularse al efecto.

Artículo 10: El Fisco Nacional tendrá privilegio preferente a
cualquier otro, sobre los bienes a que se refiere el artículo 7° de
esta Ley, para exigir el pago de los impuestos tasas, intereses
moratorios, penas pecuniarias y otros derechos o cantidades que
se originen en virtud de lo establecido en ella. Dichos bienes no
podrán ser objeto de medidas judiciales preventivas o ejecutivas,
mientras no hayan sido cumplidos los requisitos y pagado o
garantizado el crédito fiscal correspondiente.

Artículo 11: Cuando las mercancías hubieren sido retiradas de
la zona aduanera, sin que se hubieren satisfecho todos los
requisitos establecidos en la Ley o las condiciones a que quedó
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sometida su introducción o extracción o no se hubiere pagado el
crédito fiscal respectivo, el Fisco Nacional podrá perseguirlas y
aprehenderlas.

Artículo 12: Cuando exista demora en el pago de las cantidades
líquidas y exigióles causadas con motivo del paso de
mercancías a través de las aduanas, éstas podrán retener las
demás que hayan llegado a nombre del mismo destinatario o
consignatario, hasta que el pago se efectúe, sin perjuicio de los
demás privilegios y acciones a que haya lugar de la aplicación de
los derechos de almacenaje y causales de abandono respectivo.
En estos casos, no se dará curso a escritos de designación dé
consignatarios presentados por el deudor.

El Reglamento determinará la manera de hacer efectiva la
presente disposición por todas las aduanas del país.

TITULO II
DEL TRAFICO DE MERCANCÍAS

CAPITULO I
DE LOS VEHÍCULOS DE TRANSPORTE

Articulo 13: Todo vehículo que practique operaciones de tráfico
internacional, terrestre, marítimo y aéreo, deberá contar con un
representante domiciliado en el lugar del país donde vayan a
efectuarse dichas operaciones, quién constituirá garantía
permanente y suficiente a favor del Fisco Nacional, para cubrir
las obligaciones en que puedan incurrir los porteadores,
derivadas de la aplicación de esta ley, de las ¿cuales será
responsable solidario. Los representantes de varias empresas de
vehículos podrán prestar una sola garantía para todas aquellas
líneas que representen.

Para los vehículos de transporte terrestre, fluvial, lacustre,
ferroviario y otros que determine el Ministerio de Hacienda, se

aplicarán las normas especiales que este último podrá señalar al
respecto.

Parágrafo Único: El Reglamento establecerá el tratamiento
aduanero aplicable a los bienes establecido en el numeral 3 del
artículo 7° de esta Ley, sin perjuicio de la aplicación de los
Convenios y Tratados Internacionales sobre la materia.

Artículo 14: Los vehículos destinados a territorio nacional
deberán arribar a una aduana habilitada para las operaciones
aduaneras que vayan a realizar. De la misma manera, los
vehículos que hayan tomado carga de exportación o de tránsito
en dicho territorio deberán partir de una aduana habilitada. En
ambos casos, quedan a salvo las excepciones que pueda
establecer el Ministerio de Hacienda, el cual podrá dictar las
normas especiales de carácter fiscal para aquellos vehículos que
vayan a permanecer en el país en condiciones de transitoriedad.

Cuando los vehículos sean objeto directo de una operación de
tranco internacional, su matriculación o desmatriculación ante el
organismo competente quedará condicionada al cumplimiento
previo de las obligaciones aduaneras exigibles y a su exclusión
de la potestad aduanera. La violación de. esta disposición
configurara contrabando en los términos previstos en esta Ley.

Ei Reglamento determinará las formalidades que deberán
cumplirse con ocasión del tráfico de vehículos a que se refiere el
presente artículo.

Artículo 15: Las operaciones aduaneras relativas al transporte
mulíimodal, carga consolidada y mensajería internacional

deberán realizarse en los lugares y rutas habilitados para ello. El
Reglamento determinará las formalidades relativas a la
documentación y las respectivas responsabilidades de los
transportistas o de las empresas especializadas, asi», como las
demás normas relativas a los sistemas indicados, en lo que se
refiere a los controles aduaneros.

Artículo 16: Sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales,
los vehículos que arriben al territorio aduanero nacional, así
como los que deban partir de él, serán objeto de requisa y
despacho por parte de las autoridades aduaneras en. los casos y
bajo las formalidades que indique el Reglamento.

Articulo 17: El Reglamento deberá establecer las normas
especiales de control aplicables a la circulación o depósito de
vehículos y mercancías en zonas inmediatas o adyacentes a la
frontera o a territorios sometidos a régimen aduanero especial.

Artículo 18: El Reglamento determinará las formalidades
relativas a los documentos, plazos y requisitos que deberán
presentarse con ocasión del tráfico de vehículos a que se refiere
el presente Capítulo.

CAPITULO II
DE LAS OPERACIONES ADUANERAS

Artículo 19: La recepción de los cargamentos y de su
documentación, cuando corresponda a la autoridad aduanera,
se efectuará en base a los procedimientos internos
establecidos para las aduanas por el Ministerio de Hacienda,
conforme a las normas que señale el Reglamento.

Cuando la recepción corresponda a un organismo público o
privado distinto a la aduana, los cargamentos deberán ser puestos
a la orden de la autoridad aduanera en las condiciones que señale
el Reglamento. La aplicación del régimen jurídico
correspondiente a los cargamentos y a su desaduanamiento serán
competencia exclusiva de la autoridad aduanera.

Artículo 20: Los representantes legales de las empresas
porteadoras deberán registrar en la oficina»V, aduanera
correspondiente, los manifiestos de carga a más tardar en la fecha
de llegada o salida del vehículo. Podrán, consignarlos
igualmente, antes de la llegada del mismo.

Los demás operadores de transporte deberán, registrar en la
Oficina Aduanera correspondiente los manifiestos de carga a más
tardar el día hábil posterior a la fecha de llegada del vehículo.

Artículo 21: Las mercancías sólo podrán ser embarcadas,
desembarcadas o transbordadas en la zona primaria aduanera y
en los lugares, horas y días que se señalen como hábiles o que
sean habilitados a tales fines, a solicitud de los interesados.

Artículo 22: Las mercancías deberán ser entregadas por los
porteadores a los responsables de los recintos, almacenes o
depósitos aduaneros autorizados, públicos, privados o ante quien
acredite debidamente ser el propietario o representante
autorizado del consignatario, a más tardar al siguiente día hábil
de su descarga, con especificación precisa de los bultos fallantes
y sobrantes, los cuales deberán ser notificados a la aduana.

En aquéllos terminales acuáticos, aéreos o terrestres, en los
cuales existiese más de un recinto, almacén o depósito aduanero,
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e! documento de transporte podrá indicar el almacén autorizado
al cual deberán entregarse las mercancías, salvo que, la autoridad
competente disponga lo contrario.

Articulo 23; Las mercancías deberán permanecer depositadas,
mientras se cumple el trámite aduanero respectivo, en las zonas
de almacenamiento previamente señaladas o autorizadas para tal
fin, por el organismo competente. Se exceptúan de esta
obligación los efectos que sean descargados o embarcados en
forma directa, los que por su naturaleza o características
especiales deban permanecer a la orden de la aduana en otros
lugares a juicio de la autoridad competente, y los que
expresamente se señalen por vía reglamentaría.

Cuando se trate de almacenes a cargo de otros entes públicos se
aplicarán las disposiciones especiales que regulan la materia

Artículo 24: Una vez recibidas las mercancías, el responsable
procederá a elaborar una relación detallada de los bienes
efectivamente entregados, con indicación preciáa de los
elementos de identificación cualitativa y cuantitativa y del
número y fecha del documento de transporte, dicha relación
deberá estar concluida y notiñcada a la aduana a más tardar el
segundo día hábil de recibidas las mercancías.

Articulo 25: Las mercancías se consideran puestas a la orden de
la autoridad aduanera, cuando se trate de actos de introducción,
en el momento en que se inicia la descarga del vehículo
porteador y, en el caso de actos de extracción, en'la fecha de
registro de declaración ante la aduana.

Artículo 26: Las personas que operen recintos, almacenes o
depósitos bajo potestad aduanera responderán directamente ante
el Fisco Nacional por el monto de los créditos fiscales que
corresponda pagar por las mercancías perdidas o averiadas y ante
los interesados por el valor de las mismas. Se considera que una
mercancía se ha perdido cuando transcurridos tres (3) días
hábiles de la fecha en que la autoridad aduanera ha solicitado o
autorizado su examen, entrega, reconocimiento, o cualquier otro
propósito, no sea puesta a la orden por los responsables de su
guarda y custodia.

Se considera que una mercancía se ha averiado cuando no se
entregue en las mismas condiciones en que fue recibida por haber
experimentado roturas, daños u otras circunstancias semejantes.

Articulo 27: Cuando el documento de transporte no señale el
almacén de entrega, las mercancías podrán permanecer
depositadas mientras se cumple el trámite aduanero respectivo y.
previo el cumplimiento de las condiciones que indique el
Reglamento, en los lugares que señale el proveedor o
embarcador, el consignatario, exportador o remitente, salvo que
la autoridad aduanera competente disponga lo contrario o cuando
el interesado no manifieste voluntad alguna al respecto, en cuyo
caso permanecerán depositadas en la zona primaria inmediata de
la aduana.

Artículo 28: Los porteadores de mercancías de importación y
tránsito están obligados a participar de inmediato v a los
consignatarios la llegada de las mercancías. Esta participación
podrá revestir la forma de publicación del sobordo en un diario
local o nacional, la exposición pública del mismo en el local de la
aduana de la jurisdicción o en las oficinas del representante legal
del transportista o cualquier otra que señale el Reglamento.

Artículo 29: Toda mercancía de importación podrá ser
reexportada previa manifestación de voluntad del consignatario
que aún no haya aceptado la consignación o designado otro

consignatario. El Reglamento establecerá las formalidades que al
efecto se cumplirán. En estos casos no serán exigibles los
impuestos de importación y penas pecuniarias, pero si las tasas y
demás derechos que se hubieren causado, los cuates deberán ser
cancelados antes de la reexportación.

Artículo 30: Las mercancías objeto de operaciones aduaneras
deberán ser declaradas a la aduana por quienes acrediten la
cualidad jurídica de consignatario, exportador o remitente, dentro
de los cinco (5) días hábiles siguientes a su ingreso a las zonas de
almacenamiento debidamente autorizadas, según el caso,
mediante la documentación, términos y condiciones que
determine el Reglamento.

Quienes hayan declarado las mercancías se consideraran a los
efectos de la legislación aduanera, como propietarios de aquéllas
y estarán sujetos a las obligaciones y derechos que se generen
con motivo de la operación aduanera respectiva.

Cuando las mercancías sujetas a una operación aduanera hayan
sido objeto de liberación o suspensión de gravámenes, de
licencias, permisos, delegaciones, restricciones, registros u otros
requisitos arancelarios, el consignatario aceptante o exportador o
remitente, deberá ser el destinatario o propietario real de
aquellas.

Artículo 31: Cuando la declaración de las mercancías se efectúe
fuera del plazo que se establezca y las mismas hayan
permanecido bajo la responsabilidad de la Administración
Aduanera, el consignatario aceptante pagara el almacenaje a que
hubiere lugar, salvo que el retardo fuere imputable, a la

Administración Pública. En los casos de exportación el referido
almacenaje se causará en los términos y condiciones que señale
el reglamento.

Artículo 32: Salvo lo dispuesto en el artículo tí,, mientras las
mercancías no hayan sido declaradas y siempre que no se
encuentren en estado de abandono, el consignatario podrá
designar a otra persona para que las declare a la aduana. Esta
designación se efectuará con las formalidades que señale el
reglamento.

Artículo 33: La aceptación de la consignación solamente podrá
efectuarse por quien acredite ser el propietario de las mercancías,
conforme a la documentación que señale el Reglamento.

Cuando esta documentación no se encontrare disponible, la
aceptación podrá efectuarse por quien figure como consignatario
o por quien haya sido legalmente designado como tal; en este
caso, las mercancías no podran ser retiradas de la aduana si no es
presentada garantía que cubra el valor de aquéllas, incluidos flete
y seguro. El Reglamento determinará las formalidades relativas a
esta garantía, así como los plazos y condiciones para su ejecución
o finiquito.

En los casos de mercancías de exportación la propiedad sobre las
mercancías se acreditará mediante la documentación que indique
el Reglamento,

Artículo 34: La aceptación de la consignación, declaración de
los efectos de exportación y el cumplimiento de los diversos
trámites relacionados con las operaciones aduaneras, deberán
efectuarse a través de un agente de aduanas debidamente
autorizado salvo las excepciones que establezca el reglamento.

Artículo 35: El Agente de Aduanas es la persona autorizada por
el Ministerio de Hacienda para actuar ante los órganos
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competentes en nombre y por cuenta dé aquél que contrata sus
servicios, en el trámite de una operación o actividad aduanera.

Sin menoscabo de las responsabilidades, que según esta Ley
correspondan ai consignatario aceptante, exportador o remitente
de las mercancías, el agente de aduanas será responsable ante el
Fisco Nacional y ante su mandante por las infracciones
cometidas a la normativa aduanera derivadas de su acción u
omisión, dolosa o culposa en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 36: La autorización para actuar como agente de
aduanas será otorgada a solicitud de parte interesada, previo
cumplimiento de los siguientes requisitos:

1) Ser venezolano;
2) Ser mayor de edad y gozar del pleno ejercicio de sus

derechos;
3) Egresado de Universidad o Instituto de Educación Superior,

inscrito en el Ministerio de Educación y haber aprobado
estudios vinculados directamente con la materia aduanera.
El Reglamento establecerá las condiciones de
homologación;

4) No ser funcionario o empleado público ni militar en
ejercicio activo;

5) No haber prestado servicio en la Administración Aduanera
durante el año anterior a la solicitud; y .

6) No tener parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad
o segundo de afinidad con los funcionarios que representen
al Fisco Nacional en la respectiva aduana;

7) Haber aprobado concurso de conocimientos, según lo
establezca el Reglamento.

8) Cualquier otro requisito que establezca el Reglamento.

La Administración Aduanera evaluará anualmente a las personas
autorizadas para actuar como agente de aduanas, conforme a las
normas establecidas en el Reglamento, a fin de verificar que
mantienen las mismas condiciones que dieron lugar a la
autorización. De no mantenerse tales condiciones, la autorización
será revocada.

Parágrafo Primero: Las personas jurídicas que soliciten
autorización para actuar como agente de aduanas, deberán
mantener en su nómina una o más personas naturales autorizadas
a la vez, como agente de aduanas, conforme a las disposiciones
anteriores y según lo que disponga el Reglamento.

Parágrafo Segundo: Las personas jurídicas distintas a las
previstas en el parágrafo anterior, que deseen actuar en su propio
nombre ante la Administración Aduanera, deberán cumplir con
todos los requisitos previstos en este artículo.

Parágrafo Tercero: El Reglamento establecerá las condiciones y
requisitos necesarios a los efectos del otorgamiento de la
autorización.

Artículo 37: En la autorización deberá indicarse las operaciones
aduaneras sobre las cuales se podrá actuar; carácter temporal o
permanente, autoridades ante las que podrá gestionar; y cualquier
otra circunstancia que señale el Reglamento.

Artículo 38: La autorización para actuar como agente de
aduanas podrá ser revocada definitivamente o suspendida hasta
por un (1) año cuando a juicio del Ministerio de Hacienda
concurran circunstancias que lo justifiquen o cuando haya
desaparecido alguna de las condiciones que debieron tomarse en
cuenta para otorgarla. En todo caso deberá oírse previamente al
afectado.

El Ministerio de Hacienda llevará un registro de los agentes de
aduanas autorizados, en la forma que indique el Reglamento..

Artículo 39: Cuando las mercancías de exportación deban
retornar al territorio aduanero nacional por no haber encontrado
mercado en el exterior o por otras circunstancias especiales
debidamente justificadas, no serán aplicables los requisitos y
obligaciones que rigen para la importación de dichas mercancías,
previo cumplimiento de las formalidades que establezca el
Reglamento. En estos casos el interesado deberá reintegrar al
Fisco Nacional las cantidades que haya recibido por concepto de
estímulo, a cuyos fines la aduana emitirá las planillas de
liquidación correspondientes.

Artículo 40: El Reglamento señalará los tipos de tránsito y las
formalidades y requisitos que deben cumplirse con ocasión de
dicha operación.

Artículo 41: No podrán ser objeto de tránsito las mercancías
inflamables, explosivos, de importación prohibida, las que
expresamente señale el Ministerio de Hacienda y las indicadas en
las Leyes especiales. No obstante, en casos especiales
debidamente justificados el Jefe de la Administración Aduanera
podrá autorizar el tránsito de los efectos indicados tomando las
previsiones conforme lo establezca el Reglamento. Si las
mercancías de tránsito a través del Territorio Nacional estuvieren
a la vez sometidas a restricciones a la importación, deberá darse
cumplimiento a estas últimas antes del ingreso.

Artículo 42: Las autoridades aduaneras podrán ordenar el
reconocimiento de las mercancías de tránsito cuando así lo
estimen necesario, para lo cual se cumplirán las disposiciones a
que se refiere esta Ley.

Artículo 43: Las mercancías de tránsito podrán ser
nacionalizadas mediante manifestación de voluntad del
consignatario y cumplimiento de las disposiciones a que se ref
iere esta Ley, que sean aplicables.

Artículo 44: Las mercancías de tránsito. que no fuesen
nacionalizadas o reexpedidas dentro del plazo que señale el
Reglamento, se consideran legalmente abandonadas.

Artículo 45: Cuando el tránsito se efectúe a través del territorio
aduanero nacional, los consignatarios deberán presentar garantía
a fin de asegurar la salida de los efectos hacia su lugar de destino.
El Reglamento señalará las normas relativas a la mencionada
garantía.

Artículo 46: Las mercancías de importación, exportación o
tránsito podrán ser objeto de transbordo en aduanas aacionales
habilitadas para dichas operaciones, mediante cumplimiento de
las disposiciones que señale el Reglamento.

Artículo 47: La nacionalización de las mercancías de
importación o tránsito podrá efectuarse en el lugar de transbordo,
si estuviese habilitado para la importación.

Artículo 48: El Reglamento establecerá las normas y plazos
relativos al abandono aduanero, almacenes dependientes del
Ministerio de Hacienda y a la nacionalización de los efectos
transbordados.

CAPITULO III
DEL RECONOCIMIENTO

Artículo 49: El reconocimiento es el procedimiento mediante el
cual se verifica el cumplimiento de las obligaciones establecidas
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en el régimen aduanero y demás disposiciones legales a las que
se encuentra sometida la introducción o la extracción de las

/mercancías declaradas por los interesados, conforme a la;
documentación exigida por esta Ley y su Reglamento para la
aplicación de ese régimen. El reconocimiento podrá practicarse
de forma selectiva y/o aleatoria.

Parágrafo Primero: El reconocimiento fiscal se podrá realizar aún
cuando no exista la declaración de aduanas.

i

Parágrafo Segundo: El Reglamento establecerá las condiciones,;
modalidades y elementos para el procedimiento de'
reconocimiento y asignación del funcionario.

Artículo SO: Cuando fuere procedente, formarán parte del
reconocimiento las actuaciones de verificación de la existencia y
estado físico de los efectos, de la documentación respectiva, de;
identificación, examen, clasificación arancelaria, restricciones,
registros u otros requisitos arancelarios, determinacién del valor
en aduana, certificados de origen, medida, peso y contaje de las
mercancías, a que hubiere lugar.

Podrá realizarse el reconocimiento documental o físico de la
totalidad de los documentos que se presenten ante la aduana.

Artículo 51: El reconocimiento se efectuará a los fines de su
validez, con la asistencia del funcionario competente, quien
tendrá el carácter de Fiscal Nacional de Hacienda.

El procedimiento se desarrollará en condiciones que aseguren su
imparcialidad, normalidad y exactitud, debiendo estar libre de'
apremios, perturbaciones y coacciones de cualquier naturaleza.
El Ministerio de Hacienda podrá, cuando lo considere
conveniente a los servicios aduaneros, a través de resolución,
modificar el número de funcionarios necesarios para efectuar el
reconocimiento.

Artículo 52: Concluido el reconocimiento documental y/o
físico, según sea el caso, se dejará constancia de las actuaciones
cumplidas, de las objeciones de los interesados, si las hubiere, y
de los resultados del procedimiento. No será necesario
levantamiento de acta de reconocimiento cuando no hubieren
surgido objeciones en el procedimiento respectivo, bastando la
firma y sello del funcionario competente. En caso de objeciones,
el acta deberá ser suscrita por los comparecientes y uno de sus
ejemplares se entregara al interesado al concluir el acto.

Artículo 53: El reconocimiento generará responsabilidad penal,
civil y administrativa para los funcionarios actuantes, cuando la
irregularidad sea consecuencia de su acción u omisión dolosa o
culposa.

Artículo 54: El jefe de la oficina aduanera podrá ordenar la
realización de nuevos reconocimientos cuando lo considere
necesario, o a solicitud de! consignatario, conforme a las normas
que señale el Reglamento, o cuando se trate de efectos que
presenten condiciones de peligrosidad, que amenacen la
integridad de otras mercancías, personas, instalaciones y equipos,
que estén sujetos a inmediata descomposición o «'deterioro, o
cuando existan fundados indicios de alguna incorrección o
actuación ilícita.

Artículo 55: El Ministerio de Hacienda podrá autorizar que la
determinación del valor y de otros aspectos inherentes al

reconocimiento, se efectúen con posterioridad al retiro de las
mercancías de la zona primaria de la aduana, tomando las
medidas necesarias en resguardo de los controles fiscales.

Articulo 56: Cuando el consignatario, exportador o remitente no
estuvieren conformes con los resultados del reconocimiento
podrán recurrir de conformidad con lo establecido en el Título
VII de esta Ley.

Articulo 57: Se harán exigibles los gravámenes causados aún
cuando en el reconocimiento faltaren mercancías o éstas
presenten averías, señales de descomposición, fallas, violaciones,
pérdidas y otras irregularidades similares.

Articulo 58: La aduana podrá ordenar la realización del
reconocimiento, aún sin haber sido aceptada la consignación o
declaradas las mercancías y conforme a las normas que señale el
reglamento, cuando se trate de efectos que presenten condiciones
de peligrosidad, que amenacen la integridad de otras mercancías
o de las personas, instalaciones y equipos, o las que estén sujetas
a inmediata descomposición o deterioro.

CAPITULO IV
DE LA LIQUIDACIÓN, PAGO Y RETIRO

Artículo 59: El Jefe de la Administración Aduanera competente
deberá disponer, conforme a las normas que establezca el
Reglamento y para todas o algunas aduanas, que la liquidación de
los gravámenes y demás derechos causados con ocasión de la
introducción o extracción de las mercancías haya sido efectuada
por el consignatario exportador o exportador para el momento de
la aceptación o declaración de estas últimas. En ««tos casos
podra, igualmente, exigirse que para el mismo momento dichos
gravámenes y derechos se encuentren cancelados o garantizados.

Artículo 60: Las planillas de liquidación emitidas por la oficina
aduanera únicamente podrán ser devueltas en caso de errores
materiales, de hecho o de cálculo.

Artículo 61: Los créditos del Fisco Nacional que surjan con
motivo de las operaciones y actos a que se refiere esta Ley,
prescribirán a los cinco (5) años, contados a partir de la fecha en
la cual se hicieron exigibles. Los créditos del contribuyente
contra el Fisco Nacional con motivo de las referidas operaciones
y actos, prescribirán a los dos (2) años contados a partir de la
fecha de la operación o acto que dio lugar al crédito. El
Ministerio de Hacienda podrá, de oficio, declarar la prescripción
cuando las gestiones de cobro hayan sido totalmente
infructuosas.

Artículo 62: Cuando las mercancías hayan permanecido bajo
responsabilidad de la aduana, la demora en el retiro de los efectos
por causa imputable al consignatario ó exportador dará lugar al
cobro de la tasa de almacenaje prevista en el literal d) del
numeral 5, del articulo 3° de esta Ley.

CAPITULO V
DEL ABANDONO Y DEL REMATE ADUANERO

Artículo 63: El abandono y el remate aduanero de las
mercancías, se regirá por las disposiciones de este Capítulo, sin
perjuicio de las facultades legales otorgadas al respecto, a otros
entes públicos. El abandono aduanero de las mercancías podrá
ser voluntario o legal.

Artículo 64: El abandono voluntario es la manifestación escrita
e irrevocable formulada a la aduana por el consignatario,
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exportador o remitente, con el objeto de renunciar en favor del
Fisco Nacional a su derecho sobre las mercancías. Esta
manifestación se efectuará dentro del plazo que señala el
reglamento.

Artículo 65: El abandono voluntario se podrá producir mientras
no haya habido declaración de las mercancías y liberará al
consignatario o exportador del cumplimiento de las obligaciones
causadas en aplicación de esta Ley, por las mercancías objeto del
abandono.

En virtud del abandono voluntario, las mercancías serán
adjudicadas al Fisco Nacional, el cual podrá disponer de ellas en
la forma que estime conveniente, asumiendo, quien las haya
abandonado, las responsabilidades para con terceros derivados de
la importación de las mismas.

Artículo 66: El abandono legal se producirá cuando ei
consignatario, exportador o remitente no haya aceptado la
consignación o cuando no haya declarado o retirado las
mercancías, según el caso, dentro de los treinta (30) días
continuos a partir del vencimiento del plazo a que se refiere el
artículo 30 o a partir de la fecha de reconocimiento. El Ejecutivo
Nacional podrá modificar este lapso mediante decreto.

Cuando las mercancías se encuentren bajo régimen de almacén o
depósito aduanero, el abandono legal se producirá al vencerse el
plazo máximo de permanencia bajo tai,, régimen, según el
procedimiento previsto en el presente Capítulo.

Artículo 67: Las mercancías legalmente abandonadas deberán'
ser rematadas por el Ministerio de Hacienda a través del órgano
competente, dentro de los plazos y conforme al procedimiento
que señale el Reglamento. La base mínima de las posturas será el
valor en aduanas de las mercancías determinado en la fecha del •
reconocimiento con deducción de un diez por ciento (10%). Si en
el acto de remate no surgieren posturas las mercancías serán
adjudicadas al Fisco Nacional.

Parágrafo Único: No serán objeto de remate y se adjudicarán ai
Fisco Nacional, las mercancías abandonadas que estén afectadas
por prohibiciones, reservas y otras restricciones y requisitos
arancelarios y legales, salvo que existan postores que cuenten con
la posibilidad de realizar lícitamente la operación aduanera.

Artículo 68: Las mercancías no podrán ser rematadas sin que se
haya efectuado su reconocimiento.

Artículo 69: Los remates serán realizados por las aduanas
mediante ofertas bajo sobre cerrado o a través de cualquier otro
procedimiento que señale el Reglamento

Artículo 70: Cuando el producto del remate no alcance para
cubrir los créditos fiscales, el deudor, si lo hubiere, quedará
obligado a cancelar la diferencia. Si el producto del remate
excede los créditos fiscales más sus costos, la diferencia podrá
ser reclamada por quien demuestre ser el propietario de los
efectos, antes de su adjudicación.

Artículo 71: Cuando las mercancías abandonadas sean de
evidente necesidad o interés social, el Ministerio de Hacienda,
previa decisión motivada, ordenará que la adjudicación se haga
en favor del Fisco Nacional, oponiendo el monto de su crédito. El
Reglamento dictara las medidas complementarias a la presente
disposición.

CAPITULO VI
DEL CABOTAJE

Artículo 72: El tráfico marítimo, fluvial, lacustre y aéreo de
mercancías y equipajes nacionales o nacionalizados, entre
diversos lugares del territorio del país, solamente po<lrá
efectuarse en vehículos de matricula nacional, salvo que el
Ministerio de Hacienda disponga lo contrario, de acuerdo con el
procedimiento que señale el Reglamento,

Artículo 73: Los vehículos que realicen operaciones de tráfico
exterior no podrán dedicarse al cabotaje y los dedicados a este
último no podrán realizar aquellas operaciones. No obstante, en
caso excepcionales el Ministerio de Hacienda podrá autorizar lo
contrario, dando preferencia a los vehículos de matrícula
nacional.

Artículo 74: El Ministerio de Hacienda podrá autorizar con
carácter permanente y por lapsos que no excedan de un (1) año,
que los vehículos de cabotaje puedan tocar en lugares
extranjeros, a cuyo fin establecerá las condiciones que estime
convenientes en resguardo de los intereses fiscales: Cuando el
cabotaje se efectúe en lugares del territorio nacional sometidos a
regímenes fiscales especiales en materia aduanera, el Ministerio
de Hacienda tomará las previsiones necesarias en resguardo de
los intereses fiscales.

Artículo 75: Se considerarán como cabotajes las operaciones
realizadas por vehículos de matrícula nacional en aguas
internacionales, salvo que realicen o hayan realizado operaciones
en aguas territoriales extranjeras. En estos casos, los
productos de la pesca y de las demás actividades realizadas por
dichos vehículos serán considerados como nacionales.

Artículo 76: Los vehículos deportivos y de recreo que realicen
el tráfico a que se refiere el artículo 73 de esta Ley, quedan
sometidos a las normas de este Capítulo. Las autoridades de los
lugares particulares donde realicen las respectivas operaciones
quedan sujetas a las responsabilidades que establece esta Ley por
las irregularidades debidas a su acción u omisión dolosa o
culposa.

Artículo 77: El Reglamento establecerá los lapsos para el
abandono legal de los efectos de cabotaje, los respectivos
derechos de almacenaje, así como las demás condiciones y
requisitos complementarios a las normas que anteceden.

CAPITULO VII
DE LOS ACCIDENTES DE NAVEGACIÓN

Artículo 78: En los casos de arribada forzosa, imposibilidad
para continuar navegando y naufragio, debidamente
justificados, no se aplicarán las disposiciones de esta Ley y su
reglamento, relativas a la llegada de vehículos procedentes del
exterior y â  la documentación que debe amparar, a los
cargamentos, los cuales podrán ser nacionalizados, a solicitud de
quien tuviere cualidad para ello, previa declaración,
reconocimiento y cumplimiento de las demás obligaciones
aduaneras aplicables.

Artículo 79: En los casos a qué se refiere el artículo anterior,
tanto el vehículo como sus despojos, cargamento y demás efectos
podrán ser despachados al exterior a solicitud de quien tuviese
cualidad para ello, dentro del plazo que señala el reglamento, sin
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necesidad de otras formalidades o restricciones. Una vez vencido
el referido plazo, los bienes mencionados, caerán en estado de
abandono.

En estos casos, serán exigióles al solicitante las cantidades
correspondientes a los servicios prestados.

Artículo 80: Si el accidente de navegación ocurriere en un lugar
no habilitado, la autoridad aduanera de la jurisdicción tomará de'
inmediato las medidas necesarias en resguardo de los intereses
fiscales y del ejercicio de la potestad aduanera.

Artículo 81: El Reglamento señalará las formalidades,
restricciones y demás aspectos relacionados con la materia a que
se refiere este Capítulo, sin perjuicio de lo que establezcan
disposiciones especiales.

TITULO ID
DEL ARANCEL DE ADUANAS

Artículo 82: La importación, exportación y tránsito de
mercancías estarán sujetas al pago del impuesto que autoriza esta
Ley, en los términos por ella previstos.

Artículo 83: La tarifa aplicable para la determinación del̂
impuesto aduanero será fijada en el Arancel de Aduanas. En
dicho Arancel, las mercancías objeto de operaciones aduaneras
quedarán clasificadas así: gravadas, no gravadas, prohibidas,

reservadas y sometidas a otras restricciones, registros u otros
requisitos. La calificación de las' mercancías dentro de la
clasificación señalada solamente podrá realizarse a través del
Arancel de Aduanas, siendo absolutamente nula la calificación
que no cumpla con esta formalidad.

Parágrafo Único: Cuando el Ejecutivo Nacional de acuerdo con
sus facultades y dentro de los límites previstos en esta Ley,
establezca, modifique o suprima un impuesto, tasa, recargo u otra
cantidad, estos regirán a partir del vencimiento del término
previo a su aplicación que al efecto deberá fijar. Si no lo
estableciera, se aplicara vencidos los sesenta (60) días siguientes
a su publicación en la Gaceta Oficial de la República de
Venezuela.

Artículo 84: El impuesto a que se refiere el artículo anterior,
podrá ser de tipo "ad valorem", específico o mixto y estará
comprendido dentro de los siguientes límites:

- Entre un centesimo por ciento (0,01%) y el quinientos por
ciento (500%) del valor de aduana de las mercancías.

- Entre una millonésima (0,000001) de Unidades Tributarias y
diez (10) Unidades Tributarias por unidades del sistema
métrico decimal.

Artículo 85: El reglamento determinará los elementos
constitutivos, el alcance, las formas, medios y sistemas que
deben ser utilizados para la verificación y fijación de la base
imponible de los impuestos previstos en el Arancel de Aduanas.

Artículo 86: Las mercancías causarán los impuestos
establecidos en el artículo 84, a la fecha de su llegada a la zona
primaria de cualquier aduana nacional habilitad» para la
respectiva operación y estarán sometidas ai régimen aduanero
vigente para esa fecha,

Cuando se trate de exportación de mercancías a ser reconocidas
fuera de la zona primaria de la aduana, se aplicará el impuesto y

el régimen aduanero vigente para la fecha de registro de la
declaración presentada a, ia aduana.

En caso de zonas, puertos o almacenes libres o francos, o
almacenes aduaneros (in bond), cuando las mercancías vayan a
ser destinadas a uso o consumo en el territorio aduanero nacional,
se aplicará el impuesto y el régimen aduanero vigente para la
fecha del registro de la declaración formulada ante la aduana del
respectivo manifiesto.

TITULO IV
MEDIDAS EN ADUANAS SOBRE PROPIEDAD

INTELECTUAL

Artículo 87: Las autoridades aduaneras deberán, a solicitud del
órgano competente en materia de propiedad intelectual, impedir
el desaduanamiento de bienes que presuntamente violen derechos
de propiedad intelectual obtenidos en el país o derivados de
acuerdos internacionales de los que la República sea parte.

El órgano competente en materia de propiedad Intelectual podrá
solicitar a la autoridad aduanera, mediante acto motivado, el
desaduanamiento de la mercancía en cualquier momento, previa
presentación de garantía suficiente para proteger al titular del
derecho en cualquier caso de infracción, la cual deberá ^er fijada
por el órgano competente.

Las autoridades aduaneras notificarán al propietario, importador
o consignatario de la mercancía cuestionada, la retención de la
misma.

Articulo 88: Las autoridades aduaneras, conjuntamente con las
oficinas competentes en materia de propiedad intelectual,
establecerán servicios de información que permitan el
cumplimiento de las anteriores disposiciones.

TITULO V
DE LOS REGÍMENES

DE LIBERACIÓN Y SUSPENSIÓN

CAPITULO I
DE LAS LIBERACIONES DE GRAVÁMENES

Articulo 89: Están exentos del pago de gravámenes aduaneros
los efectos pertenecientes al Presidente de la República. Las
exenciones de gravámenes, impuestos o contribuciones en
general y las de gravámenes aduaneros, que puedan estar
previstas en las leyes especiales, se regirán por estas últimas y
por las normas que al efecto señala el artículo siguiente.

Las mercancías que ingresen a zonas, puertos, almacenes libres o
trancos, o almacenes aduaneros (in bond) estarán exentas de
impuestos de importación. Sólo podrán ingresar bajo este
régimen las mercancías que hayan cumplido previamente con la
obtención de los permisos, certificados y registros establecidos
en la legislación sanitaria agrícola y pecuaria, sustancias
estupefacientes y psicotrópicas y productos esenciales, armas y
explosivos, cuando sea procedente.

Artículo 90: Cuando las. exenciones se encuentren previstas en
leyes especiales, se entenderá que aquéllas solamente procederán
cuando las mercancías se adecúen a los fines específicos
previstos en dichas leyes para los beneficiarios, quienes
realizarán el correspondiente trámite ante el Ministerio de
Hacienda, a fin de que examine la procedencia de la exención y
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sean luego giradas las debidas instrucciones a la aduana
correspondiente. En estos casos se cumplirán los requisitos que
prevea el reglamento.

, Artículo 91: El Ejecutivo Nacional por órgano del Ministerio de
Hacienda, podrá conceder exoneración total o parcial de
impuestos aduaneros en los siguientes casos:

•v
a) Para los efectos destinados a la Administración Pública

Nacional, Estadal y Municipal, necesarios para el servicio
público;

b) Para los efectos destinados al uso y consumo personal y
consignados a los funcionarios diplomáticos y consulares o
a las misiones acreditadas ante el Gobierno Nacional,
conforme al principio de reciprocidad y a las normas
internacionales sobre la materia;

'c) Para los efectos usados por los funcionarios del servicio
exterior de la República, como representantes del gobierno
de Venezuela o como miembros de una organización
internacional o de un órgano establecido conforme a
tratados, en los cuales sea parte la República, que traigan,
con motivo de su regreso al país por traslado o cese de sus
funciones. El Ministerio de Hacienda, a través del órgano
competente, podrá mediante disposiciones de carácter
general, establecer las excepciones correspondientes a este
caso, siempre y cuando las circunstancias así lo justifiquen,
salvaguardando los intereses del Fisco Nacional;

d) Para los efectos consignados a instituciones religiosas,
destinados directamente al ejercicio del culto respectivo;

e) Para los efectos destinados a obras de utilidad pública y
asistencia social, consignados a quienes realizarán dichas
obras en casos debidamente justificados;

f) Para los efectos destinados a la industria, la agricultura, la
cría, el transporte, la minería, la pesca, la manufactura y en
casos de productos calificados como de primera necesidad;

g) En los casos de accidentes de navegación, los despojos o
restos del vehículo si las circunstancias así lo justificaren;

:h) Los previstos expresamente por la Ley o en contratos
aprobados por el Congreso de la República.

En los supuestos previstos en los literales b) y c) de este artículo,
la exoneración podrá ser concedida para los gravámenes que
puedan ser exigibles con motivo de la exportación y tránsito de
los efectos de uso y consumo personal correspondientes.

La exoneración prevista en los literales a), d), e), f) y h) de este
artículo no procederá cuando exista producción nacional
suficiente y adecuada, excepto si concurren circunstancias que
justifiquen la concesión del beneficio.

Articulo 92: Sin perjuicio de lo establecido en tratados o
acuerdos internacionales, la exoneración para los casos previstos
en el artículo anterior podrá comprender a las tasas y otras
cantidades contempladas en esta Ley, cuando concurran
circunstancias que así lo justifiquen, salvo lo dispuesto en el
último párrafo del referido artículo.

Artículo 93: Sin perjuicio de lo dispuesto en eí numeral 16 del
artículo 5°, las mercancías respecto de las cuales se haya
concedido la exoneración, deberán ser utilizadas exclusivamente
por el beneficiario en los fines considerados para la concesión de
la liberación.

Artículo 94: El Reglamento establecerá las normas
complementarias a las disposiciones que anteceden.

CAPITULO II
DE LAS DESTINACIONES SUSPENSIVAS

Artículo 95: El Ministerio de Hacienda podrá autorizar la
admisión o exportación temporal de mercancías con fines
determinados y a condición de que sean luego reexpedidas o
reintroducidas , según el caso, dentro del término que señale el
Reglamento.

Dichas mercancías deberán ser susceptibles de individualización
o identificación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
siguiente.

Artículo 96: Las mercancías a que se refiere el artículo anterior
podrán ser objeto de transformación, combinación, mezcla,
rehabilitación, reparación o cualquier otro tipo de
perfeccionamiento, salvo disposición en contrario y bajo las
condiciones que señale el Ministerio de Hacienda. Si se tratare de
mercancías exportadas temporalmente, su re introducción estará
sujeta a las obligaciones ordinarias de importación que sean
aplicables en lo que respecta al valor agregado en el exterior por
perfeccionamiento pasivo.

El Ministerio de Hacienda podrá, cuando las circunstancias así lo
justifiquen, exigir la cancelación de los derechos
correspondientes a la depreciación sufrida entre la fecha del
ingreso y la de reexportación de determinadas mercancías de
admisión temporal.

Artículo 97: Los impuestos aduaneros que correspondan a las
mercancías referidas en este Capítulo, serán garantizados para
responder de su reexportación o reimportación dentro del plazo
señalado. Las tasas y otros derechos previstos en esta Ley,
deberán ser cancelados, sin perjuicio de lo dispuesto en los
artículos 90 y 92. En los casos de exportaciones temporales la
garantía a que se refiere este artículo podrá cubrir hasta el doble
del valor de las mercancías, sí la exportación ordinaria de las
mismas se encontrare sometida a restricciones de cualquier
naturaleza, sin perjuicio de la sanción prevista para el caso en
esta Ley.

Artículo 98: No podrán ser objeto de admisión temporal las
mercancías de importación prohibida o reservada a la República,
salvo que en este último caso, tengan autorización del organismo
competente. Si dichas mercancías se encontraren sujetas a otras
restricciones, éstas deberán ser cumplidas, salvo excepción
otorgada por el organismo competente si fuere el caso.

Artículo 99: Las mercancías a que se refiere este Capítulo
quedarán sometidas a los requisitos y formalidades previstas en
esta Ley, que fueren aplicables. Cuando las mercancías de
admisión temporal vayan a ser nacionalizadas, se cumplirán las
respectivas formalidades, pudiendo en estos casos aplicárselas
liberaciones de gravámenes procedentes. Cuando se trate de
mercancías exportadas temporalmente podrá autorizarse su
permanencia definitiva en el exterior con liberación de la garantía
prestada, en casos justificados y bajo las condiciones que
establezca el Ejecutivo Nacional.

Si ocurrieren averías, pérdidas o destrucción de las mercancías,
como consecuencia de caso fortuito o fuerza mayor, podrá
liberarse la garantía prestada, bajo las condiciones que establezca
el Ministerio de Hacienda.

Artículo 100: Podrá autorizarse el ingreso al país, bajo
tratamiento de régimen temporal, de mercancías idénticas o
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similares que hayan sustituido a las exportadas bajo dicho
régimen, en ios casos y bajo las condiciones que señale el
Reglamento.

Articulo 101: El Regiamente establecerá las normas
complementarias a las disposiciones de este Capituló y señalará
los plazos dentro de los cuales deberá producirse la
reimportación o salida de los efectos. Estos plazos podrán ser
prorrogados por una sola vez y por un periodo que no podrá
exceder del plazo originalmente otorgado.

CAPITULO IH
DEL EQUIPAJE DE LOS PASAJEROS Y TRIPULANTES

Artículo 102: Serán aplicables a las operaciones aduaneras que
se realicen sobre efectos que formen parte del equipaje de ios
pasajeros y tripulantes, sean o no considerados como tal, las
disposiciones que rigen para la importación, exportación o
tránsito ordinarios, salvo disposición en contrario de esta Ley y
su Reglamento.

El régimen de equipaje aplicable a pasajeros que ingresen al resto
del territorio aduanero desde zonas, puertos o almacenes libres o
francos, será determinado por el Reglamento.

Articulo 103: El Reglamento determinará las mercancías que
podrán ser consideradas como equipajes; las formalidades que
regirán para su importación, exportación y tránsito; las
liberaciones de gravámenes y restricciones a que tendrán derecho
sus propietarios de acuerdo a la naturaleza de los efectos o a la
condición de los pasajeros y tripulantes; los lapsos para su
abandono legal; los derechos de almacenaje que causará su
permanencia en la zona primaria de la aduana cuando
corresponda, el término para su arribo a esta última y los demás
requisitos y formalidades aplicables al caso.

Las liberaciones de gravámenes aplicables al equipaje podrán
comprender, conforme lo establezca el Reglamento la totalidad o
parte de los gravámenes ordinarios.

TITULO VI
DEL ILÍCITO ADUANERO

CAPITULO I
DEL CONTRABANDO

Artículo 104: Incurre en contrabando y será penado con prisión
de dos a cuatro años quien, mediante actos u omisiones, eluda o
intente eludir la intervención de las autoridades aduaneras en la*
introducción de mercancías al territorio nacional o en la
extracción de las mismas de dicho territorio. Igual pena se
aplicará en los supuestos siguientes:

a) La conducción, tenencia, depósito o circulación de
mercancías extranjeras, si no se comprueba su legal
introducción o su adquisición mediante lícito coftiercio en el
país.

b) El ocujtamiento de las mercancías en cualquier forma que
dificulte o impida el descubrimiento de los bienes en el
reconocimiento.

c) El transporte o permanencia de mercancías extranjeras en
vehículos de cabotaje no autorizados para-el tráfico mixto y

la de mercancías nacionales o nacionalizadas en el mismo
tipo de vehículos, sin haberse cumplido los requisitos
legales del caso.

d) La circulación por rutas o lugares distintos de los
autorizados, de mercancías extranjeras no nacionalizadas,
salvo, caso fortuito o fuerza mayor.

e) La rotura no autorizada de precintos, sellos, marcas, puertas,
envases y otros medios de seguridad de mercancías cuyos
trámites aduaneros no hayan sido perfeccionados, o que no
estén destinados al país, salvo caso fortuito o fuerza mayor.

f) El despacho o entrega de mercancías sin autorización de la
aduana, en contravención a lo dispuesto en el articulo 26 de
esta Ley. ''•

g) La descarga o embarque de mercancías en general, de
suministros, repuestos, provisiones de a bordo, combustible,
lubricantes y otras destinadas al uso o consumo a bordo de
los vehículos de transporte, sin el cumplimiento de las
formalidades legales.

h) El transbordo de mercancías extranjeras efectuado sin el
cumplimiento de las formalidades legales.

i) El abandono de las mercancías en lugares contiguos o
cercanos a las fronteras, al mar territorial o en dependencias
federales, salvo caso fortuito o fuerza mayor.

Artículo 105: Con la misma pena, aumentada de un tercio a la
mitad, se castigará:

a) La desviación, consumo, disposición o sustitución de
mercancías sin autorización y las cuales se encuentren
sometidas o en proceso de sometimiento a un régimen de
almacén o de depósito aduanero.

b) La conducción de mercancías extranjeras en buque de
'cualquier nacionalidad en aguas territoriales, sin que estén
destinadas al tráfico o comercio legítimo con Venezuela o
alguna otra nación, así como el desembarque de las mismas.

c) La apropiación, retención, consumo, distribución o falla en
la entrega a la autoridad aduanera competente por parte de
los aprehensores o de los depositarios de los efectos
embargados que, en virtud de esta Ley, deban ser objeto de
comiso.

d) La introducción al territorio aduanero de mercancías
procedentes de Zonas, Puertos o Almacenes libres o francos,
o almacenes aduaneros (in bond), sin haberse cumplido o
violándose los requisitos de la respectiva operación.

e) El impedir o dificultar mediante engaño, ardid o simulación,
el cabal ejercicio de las facultades otorgadas legaimente a
las aduanas.

f) La violación de las obligaciones establecidas en los artículos
7° y 15 de esta Ley.

g) La presentación a la aduana como sustento de ia base
imponible declarada o como fundamento del valor
declarado, de factura comercial falsa, adulterada, forjada, no
emitida por el proveedor o emitida por éste ^n forma
irregular en connivencia o no con el declarante, a fin de
variar las obligaciones fiscales, monetarias o cambiarías
derivadas de la operación aduanera. Igualmente, la
presentación a la aduana como sustento del origen
declarado, de certificado falso, adulterado, forjado, no
emitido por el órgano o funcionario autorizado, o emitidos
por éstos en forma irregular en connivencia o no con el

declarante con el objeto de acceder a un tratamiento
preferencial, de evitar la aplicación de restricción u otra
medida a la operación aduanera o en todo caso, defraudar
los intereses del Fisco Nacional.

h) La utilización, adulteración, tenencia o preparación irregular
de los sellos, troqueles u otros mecanismos o sistemas
informáticos o contables destinados a aparentar el pago o la
caución de las cantidades debidas al Fisco Nacional.

i) La presentación de delegación, licencia, permiso, registro u
otro requisito o documento falso, adulterado, forjado, no
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emitido por el órgano o funcionario autorizado o emitidos
por éste en forma irregular, cuando la introducción o
extracción de las mercancías estuviere condicionada a su
exigibílidad.

j) El respaldo de las declaraciones aduaneras, solicitudes o
recursos, con criterios técnicos de clasificación arancelaria o
valoración aduanera, obtenidos mediante documentos o
datos falsos, forjados o referidos a mercancías diferentes,

k) La alteración, sustitución, destrucción, adulteración o
forjamiento de declaraciones, actas de reconocimiento, actas
sobre pérdidas o averias, actas de recepción y confrontación
de cargamentos, resoluciones, facturas, certificaciones,
formularios, planillas de liquidación o autoliquidación y
demás documentos propios de la gestión aduanera.

I) La inclusión en contenedores, en carga consolidada o en
envíos a través de empresas de mensajería internacional,
mercancías no declaradas cuya detección en el
reconocimiento o en una gestión de control posterior, exija
¡a descarga total o parcial del contenido declarado.

m) La simulación de la operación aduanera de importación,
exportación, tránsito, o de las actividades de. admisión,
reimportación, reexportación, reexpedición, reintroducción,
transbordo, reembarque o retomo.

n) La participación en el contrabando de un funcionario
público u obrero ai servicio de la Administración Pública o
un auxiliar de la Administración Aduanera o de auien tenga
parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad y hasta
el segundo grado de afinidad con los funcionarios de la
aduana de introducción o extracción de la mercancía.

o) Cuando las mercancías objeto de contrabando sean
prohibidas o reservadas.

p) Cuando el hecho se haya cometido en ocasión de incendio,
catástrofe, naufragio o de circunstancias perturbadoras de la
tranquilidad y seguridad públicas.

Articulo 106; Los cómplices y encubridores serán castigados
con la misma pena impuesta a los autores y coautores, rebajada
en la mitad a los cómplices y en un tercio a los encubridores.

Artículo 107: Son circunstancias atenuantes del contrabando:
entregar voluntariamente no menos del cincuenta por ciento
(50%) del total de los efectos no aprehendidos y facilitar el
descubrimiento o la aprehensión de los efectos objeto del delito

Articulo 108: Sin perjuicio de la obligación de pagar los
derechos exigibles con motivo de la operación aduanera, las
personas incursas en contrabando serán sancionadas, además, de
la siguiente manera:

a) Con multa equivalente a dos (2) veces el valor en aduana de
las mercancías, cuando ese valor no exceda de veinte
unidades tributarias (20 U.T.).

b) Con multa equivalente a tres (3) veces el valor en aduana de
las mercancías cuando ese valor sea superior a veinte
unidades tributarias (20 U.T) y no exceda de cincuenta
unidades tributarias (50 U.T).

c) Con multa equivalente a cuatro (4) veces el valor en aduana
de las mercancías cuando ese valor sea superior a cincuenta,
unidades tributarias (50 U.T.) y no exceda de cien unidades
tributarias (100 U.T).

d) Con multa equivalente a cinco (5) veces el valor en aduana
de las mercancías, cuando ese valor sea superior a cien
unidades tributarias (100 U.T) y no exceda de doscientas
cincuenta unidades tributarias (250 U.T).

e) Con multa equivalente a seis (6) veces el valor eiiaduana de
las mercancías, cuando ese valor sea superior a doscientas
cincuenta unidades tributarias (250 U.T) y no exceda de
quinientas unidades tributarias (500 U.T.)

f) Con multa equivalente a siete (7) veces el valor en aduana
de las mercancías, cuando ese valor sea superior a
quinientas unidades tributarias (500 U.T).

Parágrafo Único: En los casos de mercancías exentas o
exoneradas de gravámenes o libres de impuesto de conformidad
con lo previsto en el Arancel de Aduanas, o que estén liberadas
en el marco de los tratados, acuerdos o convenios internacionales
ratificados por la República en materia comercial, la multa
aplicable será equivalente al valor en aduana de las mercancías.

Artículo 109: Cuando la operación aduanera relativa a las
mercancías objeto de contrabando estuvieren sometidas a
prohibición, reserva, suspensión, restricción, registro sanitario, o
cualquier otro requisito arancelario condicionante de su
introducción o extracción, el valor en aduana señalado en el
articulo anterior será incrementado, a los futes del cálculo de la
multa, en un cincuenta por ciento (50%).

En el caso de mercancías sujetas a prohibición o reserva, el valor
en aduana será increméntelo, a los fines del cálculo de la multa,
en un doscientos por ciento (200 %).

Artículo 110: Además de la multa prevista en los artículos
anteriores, se impondrá también el comiso de los efectos objeto
del contrabando, así como el de los vehículos, semovientes,
enseres, utensilios, aparejos y otras mercancías usadas para
cometer, encubrir o disimular el contrabando. Se exceptúan, sin
embargo, del comiso:

a) Los vehículos de transporte, cuando su propietario no sea
autor, coautor, cómplice o encubridor del contrabando;

b) Los vehículos de transporte cuyo valor no exceda del
décuplo del valor en aduana de los efectos del contrabando,
en cuyo caso se aplicará una multa equivalente a dicho
décuplo.

Artículo 111: Se impondrán como sanciones accesorias a los
responsables del contrabando:

1) Cierre del establecimiento y suspensión de la autorización
para operarlo;

2) Inhabilitación para ocupar cargos públicos o para prestar
servicio a la Administración Pública;

3) Inhabilitación para ejercer actividades de comercio exterior
y las propias de los auxiliares de la Administración
Aduanera.

Dichas sanciones serán establecidas por un lapso comprendido
entre seis (6) y sesenta (60) meses, según la entidad del
contrabando y la concurrencia de circunstancias atenuantes o
agravantes.

Cuando resulte responsable del contrabando un funcionario
público o un auxiliar de la Administración Aduanera, la decisión
que establezca la responsabilidad dispondrá la revocación
inmediata de la autorización respectiva o la destitución del
funcionario, según sea el caso.

Articulo 112: A fin de establecer el valor en aduana de las
mercancías objeto del contrabando, serán designados dos peritos:
uno por el jefe de la oficina aduanera de la jurisdicción y otro por
el Juez competente. En el peritaje podrá estar presente o hacerse
representar el presunto contraventor, a cuyos fines será notificado
del acto en los términos estipulados en la Ley Orgánica de
Procedimientos Administrativos, todo a objeto de que sean
aportadas o expuestas las observaciones, .informaciones u
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objeciones que estime pertinentes y pueda ejercer los recursos
legales. En caso de discrepancia entre los peritos, el Juez
decidirá.

Artículo 113: El Juez competente para conocer del delito de
contrabando podrá autorizar el uso o disposición de las
mercancías incautadas con motivo de dicho delito, en casos
previstos en el Reglamento y mediante preservación de las
pruebas indispensables para la decisión del asunto.

CAPITULO II
DE LAS INFRACCIONES ADUANERAS

Artículo 114: Cuando la operación aduanera tuviere por objeto
mercancías sometidas a prohibición, reserva, suspensión,
restricción arancelaria, registro sanitario, certificado de calidad o

cualquier otro requisito, serán decomisadas, se exigirá al
contraventor el pago de los derechos, tasas y demás impuestos
que se hubieren causado, si la autorización, permiso o documento
correspondiente, de ser el caso, no fuesen presentados junto con
la declaración.

Articulo 115: El incumplimiento de las obligaciones y
condiciones bajo las cuales hubiere sido concedida una
autorización, delegación, permiso, licencia, suspensión o
liberación, será sancionado con multa equivalente al doble de los
impuestos de importación legalmente causados, sin perjuicio de
la aplicación de la pena de comiso. La misma sanción se aplicará
cuando se infrinja lo previsto en el último párrafo del articulo 30.

Artículo 116: La utilización o disposición de mercancías y sus
envases o embalajes, exonerados, liberados o suspendidos de
gravámenes aduaneros, con un fin distinto al considerado para la
concesión o por una persona diferente al beneficiario sin la
correspondiente autorización, cuando ella fuere exigióle, serán
sancionados con multa equivalente al doble del valor de las
mercancías cuya utilización o disposición hayan dado lugar a la
aplicación de la sanción.

Artículo 117: La utilización o disposición de mercancías
exentas de gravámenes aduaneros, por otra persona o con fines
distintos a los considerados para la procedencia de la liberación,
serán sancionados con multa equivalente al doble del valor total
de las mercancías, que se impondrá a la persona que autorizó la
utilización o disposición

Artículo 118: La falta de reexportación, o nacionalización legal,
dentro del plazo vigente, de mercancías introducidas bajo el
régimen de admisión temporal, o su utilización o destinación
para fines diferentes a los considerados para la concesión del
permiso respectivo, serán penados con multa equivalente al valor
total de las mercancías.

Artículo 119: Se aplicará multa del diez por ciento (10%) del
valor de las mercancías de exportación cuando su reconocimiento
se haya efectuado en los locales del interesado o para el momento
del envasamiento y luego no sean enviadas a la aduana dentro del
lapso establecido para ello, por causa imputable al exportador.

Artículo 120: Las infracciones cometidas con motivo de la
declaración de ias mercancías en aduanas, serán sancionadas asi,
independientemente de la liberación de gravámenes que pueda
aplicarse a los efectos:

a) Cuando las mercancías no correspondan a la clasiñcación
arancelaria declarada:
Con multa del doble de la diferencia, si resultan impuestos
superiores. Si en estos casos las mercancías se encuentran,
además, sometidas a restricciones, registros u otros
requisitos, establecidos en el arancel de Aduanas, con multa
equivalente a la cantidad que resulte mayor entre el doble de
los impuestos diferenciales y el valor en aduanas de las
mercancías. Si se tratare de efectos de exportación o tránsito
no gravados, pero sometidos a restricciones, registros u
otros requisitos establecido en el Arancel de Aduanas, la
multa será equivalente al valor en -Aduana de las
mercancías.

Si resultan impuestos inferiores, con multa de una unidad
tributaria (1 U.T.) a cinco unidades tributarias (5 U.T). Si en
estos casos las mercancías resultaren sometidas a
restricciones, registros u otros requisitos, establecidos en el
arancel de aduanas, con multa equivalente a su valor en
aduana.

b) Cuando el valor declarado no corresponda al valor en
aduana de las mercancías:
Con multa del doble de los impuestos y la tasa aduanera
diferencial que se hubieren causado, si el valor*resultante
del reconocimiento o de una actuación de control posterior
fuere superior al declarado.

Con multa equivalente a la diferencia entre el valor
resultante del reconocimiento o de una actuación de control
posterior y el declarado, si el valor declarado fuere superior
a aquél.

c) Cuando las mercancías no correspondan a las unidades del
sistema métrico decimal declaradas:

Con multa del doble de los gravámenes aduaneros
diferenciales que se hubieren causado, si el resultado del
reconocimiento o de una actuación de control posterior
fuere superior a lo declarado.

Con multa de una unidad tributaria (1 U.T.) a cinco
unidades tributarias (5 U.T.), si el resultado del
reconocimiento o de una actuación de control posterior
fuere inferior a lo declarado.

En los casos de diferencia de peso, las multas referidas
solamente serán procedentes cuando entre el resultado y lo
declarado, exista una diferencia superior ai tres por ciento
(3%), en cuyo caso la sanción a imponer abarcará la
totalidad de la diferencia.

d) Cuando un embarque contenga mercancías no declaradas,
con multa igual al triple de los gravámenes aduaneros
aplicables a dichas mercancías. Si los efectos no declarados
resultaren sometidos a restricciones, registros u otros
requisitos establecidos en el Arancel de Aduanas, con multa
adicional equivalente al valor en aduana de dichos efectos.
Sin perjuicio de la aplicabilidad de la pena de comiso.

e) Cuando las declaraciones relativas a .marcas, cantidad,
especie, naturaleza, origen y procedencia, fueren falsas o
incorrectas, con multa equivalente al doble del perjuicio
fiscal que dichas declaraciones hubieren podido ocasionar.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el literal a) de este artículo,
la presente multa será procedente en los casos de mala
declaración de tarifas.

f) Cuando la declaración de aduanas no sea presentada dentro
del plazo establecido, con multa de cincos unidades
tributarias (5 U. T.).

Artículo 121: Las infracciones cometidas por los auxiliares de la
Administración Aduanera: transportistas, consolidadores,
porteadores, depositarios, almacenistas, agente de aduanas,
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mensajeros internacionales, serán sancionadas de la siguiente
manera:

a) Cuando no entreguen oportunamente a la aduana alguno de
los documentos exigidos en esta Ley o su Reglamento con
multa de cinco unidades tributarias (5 U.T.) a cincuenta
unidades tributarias (50 U.T.)-

b) Cuando obstaculicen o no realicen la carga o descarga en la
debida oportunidad, por causas que les sean imputables, con
multa de cinco unidades tributarias (5 U. T.) a cincuenta
unidades tributarias (50 U. T.).

c) Cuando descarguen bultos de más o de menos, respecto de
los anotados en la respectiva documentación, que no fueren
declarados a la aduana dentro del término que señale el
Reglamento, con multa equivalente a cinco unidades
tributarias (5 U. T.) por cada kilogramo bruto en exceso o
faltante. La misma sanción será aplicable al depositario o
almacenista que no declare oportunamente a la aduana los
bultos sobrantes o fallantes en la entrega.

d) Cuando no hubiere sido participada al consignatario la
llegada de los cargamentos, en las condiciones señaladas por
el Reglamento, con multa de cinco unidades tributarias (5
U.T.).

e) Si se trata de vehículos de cabotaje que por cualquier
circunstancia justificada, hayan tocado en el extranjero, sin
participación a la autoridad aduanera, con multa de cinco
unidades tributarias (5 U.T.) por cada kilogramo de peso
bruto de mercancías embarcadas en dicho lugar, excluidas
las provisiones de a bordo y el lastre.

f) Cuando impidan o retrasen el ejercicio de la potestad
aduanera, con multa equivalente entre cien unidades
tributarias (100 U.T) y mil unidades tributarias (1.000 U.T)

Artículo 122: Serán sancionados con multa de cien unidades
tributaria (100 U.T) a mil unidades tributarias (1.000^ U.T), las
infracciones cometidas con motivo de la utilización del sistema
informático por parte de los operadores aduaneros, en los casos
siguientes:

a) Cuando accedan sin la autorización correspondiente a los
sistemas informáticos utilizados por el servicio aduanero.

b) Cuando se apoderen, copien, destruyan, inutilicen, alteren,
faciliten, transfieran o tengan en su poder, sin la
autorización del servicio aduanero cualquier programa de
computación y sus programas de datos, utilizados por el
servicio aduanero, siempre que hayan sido declarados de
uso restringido por esta última.

c) Cuando dañen los componentes materiales o físicos de los
aparatos, las máquinas o los accesorios que apoyen el
funcionamiento de los sistemas informáticos diseñados para
las operaciones del servicio aduanero, con la finalidad de
entorpecerlas u obtener beneficio para sí u otra persona.

d) Cuando faciliten el uso del código y la clave de acceso
asignados para ingresar en los sistemas informáticos.

Artículo 123: Los vehículos que arriben al país y no cuenterj
con el representante legal exigido por esta Ley, no podrán
practicar ninguna operación o actividad hasta tanto no cumplan
dicho requisito.

Artículo 124: Salvo disposición en contrario, la aplicación de
cualesquiera de las sanciones a que se refiere este Título no
excluirá la de otras previstas en esta Ley o en leyes especiales.

Artículo 125: Cuando un mismo hecho diere lugar a la
aplicación de diversas multas, sólo se aplicará la mayor de ellas,
sin perjuicio de la aplicación de las sanciones previstas en leyes
especiales

Articulo 126: Si las mercancías decomisables no pudieren ser
aprehendidas, se aplicará al contraventor multa equivalente al
valor en aduanas de aquéllas.

Artículo 127: Para la aplicación de las sanciones comprendidas
entre un mínimo y un máximo, la autoridad competente
considerará la entidad de la carga, la reincidencia, las
circunstancias concurrentes y demás factores de juicio que
determinen la gravedad del caso.

Artículo 128: Salvo disposición en contrario, para la aplicación
de las multas previstas en esta Ley, que dependan del monto de
ios impuestos aduaneros, se tendrá en cuenta lo señalado en el
Arancel de Aduanas, más los recargos que fueren exigibles.

Artículo 129: En los casos de contrabando corresponderá a la
autoridad judicial competente la imposición de las penas a que
hubiere lugar.

Artículo 130: Corresponde al jefe de la oficina aduanera
respectiva, la aplicación de las sanciones previstas en esta Ley,
no atribuidas a otras autoridades judiciales o administrativas.
Corresponde a los funcionarios competentes del servicio
aduanero, según lo establezca el Reglamento, la aplicación de las
sanciones a los consignatarios, aceptantes, exportadores,
remitentes, transportistas, consolidadores, porteadores,
depositarios y mensajeros internacionales y otros auxiliares de la
Administración Aduanera, así como la fijación de la cuantía
cuando aquéllas se encuentren comprendidas entre un límite
mínimo y otro máximo.

Asimismo, podrá autorizar la entrega de las mercancías sobre las
cuales se ha impuesto multa por concepto de infracciones
aduaneras, cuando las mismas sean objeto de recursos
administrativos, previa cancelación o garantía del monto
correspondiente a los derechos de importación, tasa por servicios
de aduana y demás impuestos y recargos adicionales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108, cuando la
mercancía sea de operación prohibida, reservada, sometidas a
otras restricciones, registros u otros requisitos arancelarios deberá
precederse al comiso de la misma y no podrá aceptarse fianza o
garantía de ningún tipo para su entrega.

TITULO VII
DE LOS RECURSOS

1 Artículo 131: De toda decisión se oirá recurso jerárquico por
ante el Ministro de Hacienda. La interposición del recurso no
suspenderá los efectos del acto recurrido.

Artículo 132: El recurso jerárquico debe interponerse ante el
funcionario que dictó el acto, dentro de los veinticinco (25) días
hábiles siguientes a la notificación del mismo, mediante escrito
en el cual el recurrente especificará las razones de hecho y de
derecho en que fundamente su pretensión, pudiendo promover las
pruebas que considere convenientes sin que sean admisibles las
de confesión y juramento. Cuando el recurso jerárquico se refiera
al resultado de los reconocimientos, el lapso indicado se contara
a partir de la fecha del acta consagrada en el artículo 51 de esta
Ley.

Artículo 133: Cuando el acto recurrido sea de liquidación,
contribución o multa, el interesado deberá pagar la obligación o
caucionarla suficientemente, requisito sin el cual no será
admisible el recurso. La decisión del funcionario sobre la
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inadmisibilidad del recurso podrá ser objeto también del recurso
jerárquico a que se refiere esta Ley.

El jefe de la oficina aduanera podrá relevar de la obligación de
caucionar cuando las mercancías cuya importación, exportación o
tránsito haya dado lugar a la liquidación recurrida se encuentren
bajo potestad aduanera.

Articulo 134: E! recurso debe ser decidido mediante resolución
debidamente motivada, dentro de un plazo no mayor de cuatro
(4) meses contados a partir de la fecha de su interposición.

Artículo 135: Las reclamaciones por errores materiales o de
cálculo en los actos de liquidación de contribuciones o de multa
se tramitarán y resolverán por la Aduana que los originó, sin
perjuicio de lo establecido en el articulo 62. Las reclamaciones
deberán formularse dentro del término concedido para el pago de
las correspondientes planillas, y en este caso no se rwuerirá el
pago o la constitución de garantía.

Articulo 136: Salvo la corrección de errores materiales o de
cálculo, cualquier objeción a actos de liquidación de
contribuciones o multas deberá formularse a través del recurso
jerárquico.

Articulo 137: La Administración Aduanera podrá, de oficio o a
solicitud del interesado, reconsiderar sus propias decisiones,
cuando se trate de actos revocables.

Articulo 138: Contra la decisión del Ministerio de Hacienda o
cuando éste no decidiere dentro de los términos de ley, se podrá
interponer recurso ante el órgano jurisdiccional competente.

Para la interposición de la acción ante el órgano jurisdiccional
competente no es necesario el agotamiento de la vía
administrativa.

Artículo 139: En todo lo no previsto en este Título se aplicará
supletoriamente la Ley Orgánica de Procedimientos
Administrativos Y EL Código Orgánico Tributario.

Artículo 140: Quien tuviere un interés personal y directo, podrá
consultar a la Administración Aduanera sobre la aplicación de las
normas a una situación concreta. A ese efecto, el consultante
deberá exponer con claridad y precisión todos los elementos
constitutivos de la misma y podrá expresar así mismo su opinión
fundada.

La formulación de la consulta no suspende el transcurso de los
plazos, ni exime al consultante del cumplimiento de sus
obligaciones. La Administración Aduanera dispondrá de treinta
(30) días hábiles para evacuar dicha consulta.

Artículo 141: No podrá imponerse sanción a los contribuyentes
que en aplicación de la Ley hubieren adoptado el criterio o la
interpretación expresada por la Administración Aduanera, en
consulta evacuada sobre el mismo tipo de asunto.

Tampoco podrá imponerse sanción en aquellos casos en que la
Administración Aduanera no hubiere contestado la consulta que
le haya formulado en el plazo fijado, y el consultante hubiere
aplicado la interpretación acorde con la opinión fundada que el
mismo haya expresado al formular dicha consulta.

Cuando la Administración Aduanera hubiere emitido opinión a la
consulta solicitada, esta será vinculante para el consultante.

TITULO VIH
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 142: Cuando esta Ley exija la constitución de garantías
éstas podrán revestir la forma de depósitos o de fianzas. No
obstante el Ministerio de Hacienda podrá aceptar o exigir
cualquier tipo de garantía, en casos debidamente justificados.

Articulo 143: Los depósitos deberán efectuarse en una oficina
receptora de Fondos Nacionales. Las cantidades depositadas no
ingresarán al Tesoro Nacional hasta tanto no sean directamente
imputadas al pago de las respectivas planillas de liquidación,
pero no podrán ser devueltas al depositante sin autorización del
jefe de la oficina aduanera, cuando ello sea procedente. '

Artículo 1-44: Además de los requisitos que establezca el
Ministerio de Hacienda mediante resolución, las fianzas deberán
ser otorgadas por empresas de seguro o compañías bancarias
establecidas en el país, mediante documento autenticado y
podrán ser permanentes o eventuales. En casos justificados, el
Ministro de Hacienda podrá aceptar que dicha garantía sea
otorgada por empresas de comprobada solvencia económica,
distintas a tas antes mencionadas.

Cada fianza permanente será otorgada para una sola oficina
aduanera y para garantizar un sólo tipo de, obligación, salvo en
los casos de excepción que establezca el Reglamento de esta Ley.

Las personas naturales o jurídicas y sus representantes legales
que tengan el carácter de auxiliares de la Administración
Aduanera deberán prestar garantía, cuando fuere procedente, en
los términos y condiciones que establezca el Reglamento.

Artículo 145: Además de los Agentes de Aduanas, son auxiliares
de la Administración Aduanera las empresas de almacenamiento
o depósito aduanero, Almacenes Generales de Depósito,
Mensajería Internacional, Consolidación de Carga, Transporte,
Verificación de Mercancías, Cabotaje, Laboratorios Habilitados,
los cuales deberán estar inscritos en el registro correspondiente y
autorizados para actuar por ante la Administración Aduanera, de *
conformidad con las • disposiciones establecidas en el
Reglamento.

Artículo 146: Los Agentes de Aduanas que para la fecha de la
entrada en vigencia de la modificación a esta Ley hayan sido
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autorizados e inscritos en el registro correspondiente para actuar
como tales, podrán continuar prestando sus servicios, teniendo un
plazo de seis (6) meses para cumplir con el requisito previsto en
el numeral 7 del artículo 36 de esta Ley.

Artículo 147: Corresponderá a los reconocedores y al jefe de la
oficina aduanera la firma de los documentos que, conforme a esta
Ley y su Reglamento sean resultado de los actos de su
competencia.

Artículo 148: Los Fiscales Nacionales de Hacienda, cuando
encontraren que se hubiere cometido alguna infracción a la
legislación aduanera nacional, procederán, sin perjuicio de los
recursos que acuerda la Ley al contribuyente, de la siguiente
manera:

a) En los casos de contrabando seguirán el procedimiento
aplicable que señala la Ley, a fin de que sea determinada la
competencia para conocer el asunto y de que el
procedimiento siga su curso legal.

b) CblüiíSNa *M&i*cción estuviere sancionada con pena de
comiso o multa, o con ambas, las sanciones podrán ser
impuestas por el propio fiscal actuante, siempre, que no se
trate de contrabando, de acuerdo a las normas que señale el
Reglamento.

c) Cuando se hubieren cancelado derechos inferiores a los que
fueren exigióles, se formulará el acta respectiva y se
ordenará la liquidación de los derechos diferenciales, sin
perjuicio del ejercicio de los privilegios fiscales del caso.

Artículo 149: El Gerente de Aduana, Los Gerentes de las
Aduanas Principales y Subalternas, los Jefes de División, los
Jefes de Áreas y los Jefes del Resguardo Aduanero serán
profesionales, graduados universitarios y con estudios vinculados
directamente con la materia aduanera y cumplir con las
previsiones del Estatuto Orgánico respectivo.

Parágrafo Único: Se establece un lapso de seis meses a partir de
la vigencia de esta Ley a los fines que la Administración
Aduanera se adecué a este requerimiento.

Artículo 150: Los funcionarios que tengan la condición de
Fiscales Nacionales de Hacienda podrán ser rotados luego de
prestar sus servicios en la misma aduana por el periodo, términos
y condiciones que establezca el Reglamento.

Artículo 151: Las actuaciones de los funcionarios de ia
Administración Aduanera acarrearán responsabilidad penal, civil
y administrativa.

Artículo 152: El jefe de la oficina aduanera será el responsable
de la coordinación de la prestación de los servicios de los entes
públicos y privados en la zona primaria de la aduana de su
jurisdicción, sin menoscabo del ejercicio de las facultades
otorgadas por la Ley a dichos entes y de la obligación de éstos de
coordinar el ejercicio de sus actividades con el jefe de la oficina
aduanera.

Artículo 153: Las funciones de resguardo aduanero estarán a
cargo de las Fuerzas Armadas de Cooperación.

El Reglamento establecerá las disposiciones relativas alvejercicio
de dichas funciones y a su coordinación con las autoridades y
servicios conexos.

Artículo 154: El Ejecutivo Nacional establecerá para la
Administración Aduanera un sistema profesional de recursos
humanos, que incluya normas sobre ingreso, planificación de

carrera, clasificación de cargos, capacitación; sistema de
evaluación y de remuneraciones, compensaciones y ascensos;
asistencia, traslado, licencias, normas disciplinarias, cese de
funciones y régimen de estabilidad laboral para su personal.

Parágrafo Único: Los funcionarios y empleados de la
Administración Aduanera tendrán el carácter de funcionarios
públicos, con los derechos y obligaciones que le corresponden
por tal condición, incluyendo lo relativo a su seguridad social y
se regirán por la Ley de Carrera Administrativa en todo en lo que
no se regule por las normas especiales que sobre el régimen de
administración profesional de recursos humanos establezca el
Ejecutivo Nacional. En dichas normas se le deberá consagrar a
tal personal, como mínimo, los derechos relativos a preaviso,
prestaciones sociales y vacaciones, establecidos en la Ley
Orgánica del Trabajo.

Artículo 155: Las notas explicativas de la nomenclatura, los
criterios de clasificación arancelaria, los criterios, notas, estudios
del valor aduanero y el glosario de términos aduaneros
publicados por la Organización Mundial de Aduanas, tendrán
pleno valor legal. Las mismas deberán ser objeto de su
publicación oficial en su versión autorizada en español. Las
modificaciones serán igualmente publicadas sin que se requiera
la transcripción completa del texto respectivo.

Artículo 156: El Reglamento de esta Ley será único e impreso .
en un solo texto.

Artículo 157: Esta Ley comenzará a regir a los sesent»(60) días
de su publicación en la GACETA OFICIAL DE LA
REPÚBLICA DE VENEZUELA.

Dado en Caracas, a los cuatro dias del mes de noviembre de mil
novecientos noventa y ocho. Año 188* de la Independencia y
139° de la Federación.

(L.S.)

B Mínimo d* Rn

RAFAEL CALDERA
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Decreto N° 2.991 04 de noviembre de 1998

RAFAEL CALDERA
Presidente de la República

En ejercicio de la atribución que le confiere el ordinal 8° del
artículo 190 de la Constitución, en concordancia con el artículo
único de la Ley que Autoriza al Presidente de la República para
Dictar Medidas Extraordinarias en Materia Económica y
Financiera, en Consejo de Ministros,

DICTA

el siguiente

DECRETO CON FUERZA Y RANGO DE LEY
QUE CREA EL FONDO DE INVERSIÓN PARA LA

ESTABILIZACIÓN MACROECONOMICA

Artículo Ia: Se crea un fondo de inversión sin personalidad
jurídica adscrito al Banco Central de Venezuela, que se
denominará Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica, cuyo objeto será procurar que las fluctuaciones
del ingreso petrolero no afecten el necesario equilibrio fiscal,
cambiario y monetario del País. La organización y funcionamiento
del Fondo, se regirá por las disposiciones de este Decreto y su
Reglamento,

Artículo 2": El Directorio del Banco Central de Venezuela ftmgirá
como Directorio del Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica. El Directorio del Fondo ejercerá la suprema
dirección del Fondo y en particular sus atribuciones serán las
siguientes:

1) Velar por el cumplimiento del objeto del Fondo.

2) Aprobar el presupuesto anual de funcionamiento del Fondo.

3) Aprobar el informe anual de resultados del Fondo. Copia de
dicho informe será remitido al Congreso de la República dentro
de los quince días siguientes a su aprobación.

4) Dictar las normas de funcionamiento interno del Fondo.

5) Aprobar los egresos de los recursos del Fondo en los casos
previstos en este Decreto.

6) Establecer las políticas y criterios de inversión de tos recursos
de¡ Fondo.

7) Las demás que sean necesarias para asegurar el buen
funcionamiento del Fondo y el cumplimiento de su objeto.

Artículo 3°: Los recursos del Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica estarán constituidos por:

a) Los aportes que, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 4° 5° y 6° de este Decreto, deberán hacer la República,
las entidades estadales y Petróleos de Venezuela, S.A.

b) Los beneficios netos que se obtengan como producto de las
operaciones que se realicen con los aportes referidos en el literal
anterior.

c) Los beneficios netos que se deriven de la enajenación de sus
bienes.

d) Los aportes extraordinarios que efectúe el Ejecutivo Nacional
distintos a los previstos en este Decreto.

Articulo 4°: El Ejecutivo Nacional deberá transferir al Fondo de
Inversión para ia Estabilización Macroeconómica los siguientes
ingresos, una vez deducida la suma correspondiente al situado
constitucional, la parte correspondiente que debe transferirse a los
Estados de conformidad con la Ley de Asignaciones Económicas
Especiales para los Estados Derivadas de Minas e Hidrocarburos
y la porción de ingresos que conforme a la Ley Orgánica de
Creación del Fondo de Rescate de la Deuda Pública de Venezuela
debe destinarse a este último fondo:

a) Ingresos por impuesto sobre la renta causado en cabeza de los
contribuyentes que se dedican a realizar las actividades
contempladas en el artículo 9° de la Ley de Impuesto Sobre la
Renta, percibidos en exceso del promedio de dichos ingresos
recaudados en los últimos cinco años calendario.

b) Ingresos por impuesto de explotación del petróleo y del gas
percibidos en exceso del promedio de dichos ingresos
recaudados en los últimos cinco años calendario.

c) Ingresos por dividendos decretados y pagados por Petróleos de
Venezuela, S.A., recibidos en exceso del promedio de dichos
ingresos en los últimos cinco años calendario.

d) Ingresos por impuesto sobre la renta causado sobre ios ingresos
que perciban Petróleos de Venezuela S. A. y sus empresas filiales
constituidas o domiciliadas en Venezuela, derivados de las
cuotas de participación pagadas por las compañías privadas
precalificadas para participar en los procesos licitatorios para la
apertura petrolera, de los bonos de desempate ofrecidos y
pagados por las compañías ganadoras, de los bonos sobre la
rentabilidad neta de los proyectos denominados "PEG" pagados
en base al porcentaje ofrecido por los inversionistas y de
cualquier otro similar.

A -los efectos de este artículo, el Ejecutivo Nacional adquirirá
divisas al Banco Central de Venezuela y transferirá las mismas al
Fondo de Inversión para la Estabilización Macroeconómica.

Artículo 5°: Los ingresos que correspondan a las entidades
estadales por concepto de situado constitucional y por concepto de
asignación económica especial, derivados de los ingresos recibidos
por ia República por los conceptos y supuestos a que se refiere el
artículo anterior, serán transferidos al Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica.

A los efectos de este artículo, el Ejecutivo Nacional, con la porción
de ingresos correspondientes a cada entidad estadal, adquirirá, por
cuenta de cada entidad, divisas al Banco Central de Venezuela y
transferirá las mismas al Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica e informará a las entidades estadales el monto
correspondiente a cada una de ellas transferido al Fondo.

' '

Artículo 6°: Petróleos de Venezuela, S.A. deberá mantener en el
Fondo de Inversión para la Estabilización Macroeconómica los
ingresos por exportación de hidrocarburos y sus derivados, después
de deducir únicamente los impuestos correspondientes, derivados
del aumento del precio de exportación de los hidrocarburos y sus
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derivados respecto al precio promedió de exportación de los
últimos cinco años calendario. Igualmente, Petróleos de
Venezuela, S.A. deberá mantener en el Fondo los ingresos
extraordinarios que perciba por las causas enumeradas en el literal
d) del artículo 4° de este Decreto, luego de deducir el impuesto
sobre la renta correspondiente. Petróleos de Venezuela, S.A.
mantendrá propiedad sobre estos recursos.

A los efectos de este artículo, Petróleos de Venezuela, S.A.
transferirá divisas al Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica.

Artículo 7°: El Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica mantendrá en cuentas separadas los recursos
aportados por la República, las entidades estadales y Petróleos de
Venezuela, S.A., así como la parte proporcional que a cada uno de
ellos le corresponda en los beneficios obtenidos por las inversiones
efectuadas.

Artículo 8°: Una vez alcanzado el nivel de ingresos promedio que

sirve de referencia para determinar los ingresos en exceso que debe
el Ejecutivo Nacional transferir al Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica, así como los recursos que debe
mantener Petróleos de Venezuela, S.A. en el Fondo, de
conformidad con los artículos 4°, 5° y 6° de este Decreto, el
Ejecutivo Nacional y Petróleos de Venezuela S.A. deberán analizar,
dentro de los primeros treinta días continuos de cada trimestre, si
los ingresos percibidos durante el trimestre inmediatamente
anterior se corresponden con los supuestos contemplados en este
Decreto y si los mismos son consecuencia de un aumento de
precios en los términos previstos en el mismo, según corresponda,
en cuyo caso deberán transferir, dentro de los sesenta días
continuos siguientes al vencimiento del plazo antes indicado en
este artículo, los montos correspondientes al Fondo.

En el caso de los recursos a que se refiere el literal d) del artículo
4° de este Decreto, la transferencia al Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica se efectuará dentro de los sesenta
días continuos siguientes a su ingreso,

Artículo 9°: El Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica venderá divisas al Banco Central de Venezuela
y realizará la transferencia de los correspondientes bolívares a la
Tesorería Nacional, cuando conforme a los procedimientos legales
correspondientes se reestimen los ingresos a recaudar por la
República como consecuencia de los siguientes supuestos:

a) Disminución de ingresos por impuesto sobre la renta causado en
cabeza de los contribuyentes que se dedican a realizar las
actividades contempladas en el artículo 9° de la Ley de Impuesto
sobre la Renta, respecto del promedio de dichos ingresos
recaudados en los últimos cinco años calendario.

b)Disminución de ingresos por impuesto de explotación del
petróleo y del gas, respecto del promedio de dichos ingresos
recaudados en los últimos cinco años calendario.

Articulo 10: El Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica venderá divisas al Banco Central de Venezuela
y realizará la transferencia de los correspondientes bolívares a la,
respectiva entidad estadal, cuando conforme a los procedimientos
legales correspondientes se reestimen los ingresos a recibir por la
respectiva entidad estadal como consecuencia de los siguientes
supuestos:

a) Disminución de ingresos por situado constitucional derivada de
la reducción de ingresos recibidos por la República por concepto
de impuesto sobre la renta causado en cabeza de los

contribuyentes que se dedican a realizar las actividades
contempladas en el articulo 9° de la Ley de Impuesto sobre la
Renta respecto del promedio de dichos ingresos recibidos en los
últimos cinco años calendario.

b) Disminución de ingresos por situado constitucional derivada de
la reducción de ingresos recibidos por la República por concepto
de impuesto de explotación del petróleo y del gas respecto del
promedio de dichos ingresos recibidos en los últimos cinco años
calendario.

c) Disminución de ingresos por concepto de asignación económica
especial respecto del promedio de dichos ingresos recibidos en
los últimos cinco años calendario.

El Fondo de Inversión para la Estabilización Macroeconómica
transferirá directamente a las correspondientes entidades
municipales, conforme a la distribución que indique el Ejecutivo
Nacional, la parte que corresponde a estas últimas por concepto de
situado constitucional derivado de los recursos a que se refiere este
artículo.

Articulo 11: El Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica transferirá divisas a Petróleos de Venezuela, S.A.
cuando, conforme a la decisión de su Asamblea, se reestimen los
ingresos por exportación de hidrocarburos y sus derivados, como
consecuencia de la disminución del precio de exportación üe dichos
productos respecto al precio promedio de exportación de los
últimos cinco años calendario.

Artículo 12: Para la transferencia de recursos por parte del Fondo
de Inversión para la Estabilización Macroeconómica a la
República, las entidades estadales y Petróleos de Venezuela, S.A.,
se requiere la opinión previa de las Comisiones de Finanzas del
Senado y de la Cámara de Diputados del Congreso de la República
actuando conjuntamente.

La opinión a que se refiere este artículo deberá ser' remitida al
Ejecutivo Nacional dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes
a la fecha de recepción de la solicitud de opinión. En caso de no ser
remitida dentro de dicho lapso, se considerará como favorable.

Artículo 13: El Directorio del Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica aprobara el egreso de los recursos
del Fondo una vez que el Ejecutivo Nacional informe sobre el
cumplimiento de los supuestos y condiciones establecidos en este
Decreto. Dentro del plazo de un mes contado a partir de la decisión
adoptada por el Directorio del Fondo, se acordara con el respectivo
ente el cronograma para la transferencia de recursos por parte del
Fondo.

Articulo 14: En todos los casos contemplados en los artículos 9°,
10 y 11, deberá realizarse al finalizar el ejercicio fiscal
correspondiente los ajustes respectivos con base a los ingresos
realmente percibidos. De ser el caso, deberá reintegrarse al Fondo
de Inversión para la Estabilización Macroeconómica los recursos
en exceso aportados por éste, debiendo dicho reintegro producirse
dentro de los tres meses siguientes a la fecha de determinación por
parte del Fondo de la procedencia del mismo.

Artículo 15: En los supuestos contemplados en los artículos 9°, 10
y 11, el aporte que efectuará el Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica al ente respectivo no excederá del
monto necesario para cubrir la correspondiente diferencia de
ingresos, en el entendido de que los aportes que efectúe el Fondo
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durante un determinado ejercicio fiscal no podrán ser superiores a
las dos terceras partes del saldo de dicho Fondo para el cierre del
ejercicio fiscal inmediatamente anterior,

Artículo 16: Cuando el monto de los recursos del Fondo de
Inversión para la Estabilización Macroeconómica exceda del
ochenta por ciento (80%) del monto equivalente al promedio del
producto de las exportaciones petroleras de los últimos cinco años
calendario, el excedente se distribuirá de la siguiente manera:

a) La parte correspondiente a la República será transferida al
Fondo de Rescate de la Deuda Pública de Venezuela para el
pago y amortización anticipada de deuda pública nacional.

b) La parte correspondiente a las entidades estadales será
transferida a éstas según corresponda para la realización de
gastos de inversión.

c) La parte correspondiente a Petróleos de Venezuela, S.A. será
transferida a dicha empresa.

Artículo 17: A los efectos de la estimación de ingresos por parte
del Ejecutivo Nacional en te Ley de Presupuesto por concepto de
ingresos por impuesto de explotación del petróleo y del gas, por
impuesto sobre la renta que grava dichas actividades y por
dividendos de Petróleos de Venezuela, S .A., el Ejecutivo Nacional
establecerá como ingresos estimados por tales conceptos el
promedio de los mismos de los últimos cinco años calendario.

Excepcionalmente, cuando la información disponible y
circunstancias de hecho existentes para el momento de elaboración
del presupuesto anual hagan conveniente establecer como ingresos
estimados por los conceptos a que se refiere este articulo un monto
menor al promedio de los mismos de los últimos cinco años
calendario, el Ejecutivo Nacional podrá establecer un monto
inferior como ingresos estimados por tales conceptos en la Ley de
Presupuesto. En todo caso, el ajuste que se haga de la estimación
de ingresos al que hace referencia este artículo deberá considerar,
a los efectos de determinar la magnitud de dicho ajuste, la
disponibilidad de recursos en el Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica durante el periodo a que se refiere
el presupuesto considerado.

Artículo 18: Los recursos del Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica serán administrados por el Banco
Central de Venezuela conforme a las políticas y criterios
determinados por éste para el manejo de las reservas
internacionales según la Ley del Banco Central de Venezuela. Los
recursos del Fondo no formaran parte de las reservas
internacionales ni del patrimonio del Banco Central de Venezuela.

Artículo 19: El Banco Central de Venezuela, contra el pago
correspondiente, proveerá los servicios, bienes, personal y demás
facilidades necesarias para el funcionamiento del Fondo de
Inversión para la Estabilización Macroeconómica.

Artículo 20: El Fondo de Inversión para la Estabilización
Macroeconómica no podrá dar garantías, emitir títulos ni realizar
operaciones financieras que representen un endeudamiento para el
Fondo. El Fondo no podrá dar créditos directos a la República, a las
entidades estadales ni a Petróleos de Venezuela, S.A.

Artículo 21: Para los efectos de interpretación y cálculo de todas
las disposiciones contenidas en el presente Decreto, se establece
como unidad de cuenta el dólar de los Estados Unidos de América.

Articulo 22: Las operaciones del Fondo de Inversión para la
Estabilización Macroeconómica están exentas del pago de todo
impuesto, tasa o contribución. El fondo gozará de todos los
privilegios y prerrogativas que tiene el Fisco Nacional.

Artículo 23:No serán aplicables a las materias que regula el
presente Decreto las disposiciones de otras leyes que colidan con
él.

Artículo 24: Decreto con fuerza y rango de Ley que entrará en
vigencia el 1° de enero de 1999.

Dado en Caracas, a Sos cuatro días del mes de noviembre ae mu
novecientos noventa y ocho. Año 188° de la Independencia y 139°
de la Federación. _
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Decreto N° 2.963 21 de octubre de 1998

RAFAEL CALDERA
Presidente de b República

En ejercicio de la atribución que le confiere el ordinal 8° del
artículo 190 de la Constitución y de conformidad con lo
dispuesto en el articulo único de la Ley que autoriza al Presidente
de la República para dictar medidas extraordinarias en materia
económica y financiera, publicada en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela N° 36.531 de fecha 3 de septiembre de
1998, en Consejo de Ministros,

DICTA
el siguiente

DECRETO CON RANGO Y FUERZA DE LEY
QUE REGULA EL SUBSISTEMA DE PARO FORZOSO Y

DE CAPACITACIÓN PROFESIONAL

Título I
Disposiciones Fundamentales

Artículo 1°: Objeto, Este Decreto regula el Subsistema de Paro
Forzoso y de Capacitación Profesional de afiliación obligatoria y
desarrolla en los términos establecidos en la ley del Sistema de
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Seguridad Social Integral, los principios, derechos y obligaciones
de los entes que intervienen en la dirección, regulación,
fmanciamiento, supervisión, intervención, y utilización de los
servicios y prestaciones económicas del subsistema, cuyo objeto
es amparar temporalmente la contingencia de cesantía y la
capacitación para la reinserción laboral.

Artículo 2°: Ámbito de Aplicación. Estarán amparados por este
Decreto, los trabajadores bajo relación de dependencia del sector
privado urbano o rural y del sector público que hayan perdido su
trabajo, por causas que no le sean imputables, se encuentren
cesantes, aptos y disponibles para un empleo, al momento de
solicitar las prestaciones que otorga el subsistema.

Articulo 3°: Exclusiones. Quedan excluidos del amparo de este
Decreto:

1. Los trabajadores que hayan perdido voluntariamente su
empleo;

2. Los trabajadores cuentapropistas.

Articulo 4°: Prestaciones. El Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional brindará las siguientes prestaciones:

1. Una prestación dinerada temporal.
2. Atención medica integral para el afiliado en situación de

cesantía y sus familiares calificados la cual se garantizará a
través del pago del porcentaje de cotización
correspondiente al Fondo Solidario de Sajud.

3. Capacitación para la Reinserción Laboral.
4. Servicio de Intermediación Laboral.

Artículo 5°: Requisitos para Acceder a las Prestaciones. Para
tener derecho a las prestaciones que prevé él Subsistema, el
afiliado deberá haber cotizado un mínimo de cincuenta y dos (52)
semanas dentro de los dieciocho (18) meses anteriores a la
pérdida del empleo. El afiliado sólo podrá hacer uso de las
prestaciones una vez cada dos (2) años contados a partir de la
conclusión del último período del beneficio.

El Reglamento podrá modificar las condiciones de rearaquisición
del derecho.

Si el afiliado no hubiere agotado el periodo acordado y no
reuniere el número de cotizaciones en el lapso previsto, tendrá

derecho ante una nueva contingencia de paro, al periodo que
restare.

En cualquier caso, no serán acumulables los lapsos establecidos,
de manera que su disfrute no podrá ser superior al tiempo
previsto en este Decreto o su Reglamento.

Articulo 6: Mecanismo de Cotización. Los empleadores y
trabajadores que coticen al subsistema están en la obligación de
enterar la cotización dentro de los primeros tres (3) días hábiles
de cada mes.

Todo pago de salario hecho por el empleador a su trabajador,
hace presumir que aquél ha retenido la cotización.

En los casos de suspensión de la relación de trabajo, el empleador
retendrá y liquidará íntegramente Ja cotización que a él le
corresponda hasta por el período que establezca el reglamento de
este Decreto.

En caso que se acuerde el pago de salario durante la suspensión,
el empleador retendrá y liquidará la cotización que le
corresponda a ambos.

Articulo 7°: Salario Base de Cotización. La cotización- se
causará mensualmente y se calculará sobre la base del salario
normal o del sueldo base mensual hasta un limite máximo de
veinte (20) salarios mínimos.

Cuando el salario del trabajador sea mayor de veinte (20) salarios
mínimos, él calculo de la cotización se hará sobre la base de
dicho limite.

Articulo 8; Tasa de Cotización. La cotización inicial aplicable
para la base contributiva prevista en el articulo 7° de este Decreto
será de dos punto veinte por ciento (2.20%), correspondiéndole
al empleador el uno punto setenta por ciento (1.70%) y al
trabajador el cero punto cincuenta por ciento (0.50%).

Las cotizaciones se revisarán por el Ministerio del Trabajo y la
Seguridad Social a fin de determinar si se mantiene, aumenta o
disminuye ei porcentaje establecido.

Articulo 9°: Distribución de las Cotizaciones. Las Cotizaciones
recaudadas ,se distribuirán de la forma siguiente:

Hasta un máximo del 3% para gastos de administración y
funcionamiento.

El resto de lo recaudado, se destinará para cubrir los beneficios
de: indemnización dineraria, capacitación profesional,
intermediación laboral, formación de las reservas técnicas y la
transferencia respectiva al Fondo Solidario de Salud, a fin de
cubrir la atención médica integral del cesante y sus familiares
calificados, de conformidad con lo establecido en la Ley del
Subsistema de Salud.

Título II
Entes que integran el Subsistema de Paro Forzoso y

de Capacitación Profesional

Artículo 10: Entes que conforman el Subsistema. El
Subsistema de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional estará
conformado principalmente por:

1. El Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social.
2. El Consejo Nacional de la Seguridad Social Integral.
3. Los Afiliados.
4. Los Empleadores.
5. El Fondo de Capitalización Colectiva.
6. Los entes públicos, privados o mixtos con los cuales el Fondo

de Capitalización Colectiva celebre convenios para la
administración de sus recursos. «,

7. La Superintendencia del Subsistema de Pensiones.
8. Las Organizaciones de Capacitación.

Capitulo I
Del Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social

Artículo 11: Atribuciones. El Ministerio del Trabajo y la
Seguridad Social como órgano de dirección del Sistema de
Seguridad Social Integral, tendrá en el presente subsistema las
siguientes atribuciones:

1. Celebrar los convenios de fideicomisos o contratos de
administración a que se refiere el artículo 49 de la Ley
Orgánica del Sistema de Seguridad Social Integral;

2. Autorizar la transferencia de los Recursos del Fondo de
Capitalización Colectiva a los entes públicos, privados o
mixtos de conformidad con lo establecido en el artículo 15 de
este Decreto;
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3. Ejercer la supervisión, evaluación y control de las actividades
de capacitación profesional para la reinserción laboral;

4. Elaborar las normas y procedimientos del presente subsistema
que se le atribuyan en este Decreto o sean de su competencia;

5. Garantizar la información oportuna, confiable y eficiente para
actualizar y agilizar los mecanismos de pago y los servicios
de intermediación Laboral y Capacitación Profesional;

6. Proponer políticas y programas tendentes a incorporar
segmentos vulnerables de la población laboral al'Subsistema
de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional bajo
condiciones especiales de afiliación, cotización e
indemnización;

7. Realizar estudios de la demanda y oferta de mano de obra,
estructura de salarios, tipos de contratos y actividad
económica, desempleo y rotación de personal;

8. Realizar los estudios que permitan adoptar las medidas
correspondientes a reducir los costos previsionales y aumentar
el ahorro.

9. Brindar asesoramiento y protección al trabajador migrante que
así lo necesitare; y,

10. Las demás que le correspondan.

Artículo 12: Objeto y Atribuciones del Consejo Nacional de
la Seguridad Social Integral. El Consejo Nacional de la
Seguridad Social Integral, como órgano asesor y consultivo del
Ejecutivo Nacional en materia de Seguridad Social Integral
tendrá en el presente Subsistema, las siguientes atribuciones:

1. Requerir de la Superintendencia del Subsistema de Pensiones
la información necesaria para determinar el estado de
suficiencia financiera del Fondo de Capitalización Colectiva.

2. Proponer al Ejecutivo Nacional el diseño de una política
integral para la implcmentación de un Sistema Nacional de
Formación Profesional con la participación de organizaciones
públicas, privadas o mixtas, que atiendan las necesidades de
formación de recursos humanos que demande el mercado
laboral.

3. Las demás que le sean asignadas.

Capítulo II
Del Fondo de Capitalización Colectiva

Articulo 13: Naturaleza. El Fondo de Capitalización Colectiva
es un servicio autónomo sin .personalidad jurídica adscrito al
Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social

Artículo 14: Organización. El Fondo de Capitalización
Colectiva, tendrá autonomía funcional y financiera, dispondrá del
personal técnico y administrativo necesario para el cumplimiento
de sus funciones y estará bajo la dirección de una autoridad
designada por el Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social,
previa opinión del Consejo Nacional de la Seguridad Social
Integral.

El personal profesional, técnico y administrativo tendrá el
carácter de funcionario público.

Artículo 15: Mecanismo de Financiamiento de las
prestaciones. Los recursos del Fondo de Capitalización
Colectiva, previa autorización del Ministerio del Trabajo y la
Seguridad Social, se transferirán del sistema encargado de

realizar las funciones de liquidación, recaudación y distribución
de las cotizaciones de los empleadores y trabajadores al
subsistema, a los entes públicos, privados o mixtos autorizados
por este Decreto a los fines de que estos procedan al pago de las
prestaciones que les corresponde administrar.

Parágrafo Único: Si el ente recaudador no gira de manera
oportuna las cotizaciones recaudadas, deberá pagar al Fondo de
Capitalización Colectiva, el rendimiento más los intereses
calculados a la tasa activa promedio del periodo de mora, sin
perjuicio de las sanciones que se establezcan en casos de
reincidencia.

Artículo 16: Funciones. El Fondo de Capitalización Colectiva
tendrá las siguientes funciones:

1. Dictar sus normas operativas en lo referente a la
administración de los recursos;

2. Preparar y presentar al Ministerio del trabajo y la Seguridad
Social los proyectos de Convenios de fideicomisos y los
contratos de administración de recursos;

3. Efectuar la transferencia de recursos al Fondo Solidario de
Salud previsto en este Decreto y gestionar las demás
subcuentas;

4. Calcular anualmente las reservas técnicas y el monto de los
recursos a ser fideicomitidos o gestionados por los entes
públicos, privados o mixtos con los cuales celebre convenios;

5. Cuantificar los costos y gastos de administración;
6. Ordenar las compensaciones por pagos indebidos efectuados

por los empleadores por concepto de cotizaciones;
7. Verificar el pago de las comisiones a los entes públicos,

privados o mixtos con los cuales celebre convenios;
8. Indemnizar a los entes públicos, privados o mixtos con los

cuales celebre convenios por las obligaciones de pago en
dinero efectivo para ios casos de no haber sido provistos de
los recursos correspondientes; además de los intereses,Slesde
el día en que se hayan hecho las erogaciones;

9. Presentar y publicar un balance de gestión debidamente
auditado, interna y externamente;

10. Publicar un informe anual sobre depósitos, comisiones,
indemnizaciones, financiamiento de la capacitación,
transferencias ai Fondo Solidario de Salud, gastos de
funcionamiento y otros que se deriven de la naturaleza del
Subsistema.

11 .Ofrecer apoyo técnico al plan sectorial de seguridad social del
Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social.

! 2.Informar semestralmente a los afiliados sobre el valor que
representan las inversiones de los recursos del Fondo.

Articulo 17: Recursos del Fondo de Capitalización Colectiva.
El Fondo de Capitalización Colectiva recibirá los siguientes
Recursos:

I.
2.

3.
4.

Las cotizaciones obligatorias;
Los intereses de mora causados por el atraso en el pago de
las cotizaciones;
Los rendimientos financieros; y
Cualesquiera otros ingresos o bienes que obtengan o se le
atribuyan.

Parágrafo Único: Los recursos deberán utilizarse únicamente
para cubrir las prestaciones, constituir las reservas técnicas y los
gastos de funcionamiento previstos en el presente Decreto,

Artículo 18: Prestaciones. El Fondo de Capitalización Colectiva
garantizara las siguientes prestaciones:

t. Indemnización dineraria hasta 6 meses, equivalente al 60%
del monto resultante de promediar el salario normal o sueldo
base mensual utilizado para calcular las cotizaciones durante
las últimas 52 semanas de cotización. Esta indemnización en
ningún caso será inferior al 60% del salario mínimo urbano o
rural;

2. Financiamiento de la capacitación laboral para la reinserción
en ej mercado de trabajo;
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3. Transferencias de los recursos al Fondo Solidario del
Subsistema de Salud para garantizar la asistencias-médica,
hasta por seis (6) meses, del trabajador en situación de
cesantía y de sus familiares calificados, conforme a lo
establecido en la Ley del Subsistema de Salud; y

4. Financíamiento del Servicio de Intermediación Laboral.

Articulo 19: Subcuentas del Fondo de Capitalización
Colectiva. Los recursos del Fondo de Capitalización Colectiva,
serán manejados en una cuenta independiente de los ingresos y
gastos del Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social y se
distribuirán en las siguientes subcuentas:

1. Indemnización dineraria.
2. Capacitación profesional,
3. Transferencia al Fondo Solidario de Salud.
4. Intermediación laboral.
5. Reservas técnicas.
6. Gastos de administración y funcionamiento.

Parágrafo Único: Se prohibe la afectación de los recursos de una
subcuenta a los fines no previstos en la misma.

Artículo 20: Inversiones de los excedentes del Fondo de
Capitalización Colectiva. Las inversiones de los excedentes del
Fondo de Capitalización Colectiva se harán de acuerdo con ei
sistema de clasificación de riesgos de inversión prevista en el
Decreto de Subsistema de Pensiones.

Articulo 21: Reservas. El Fondo de Capitalización Colectiva
creará las reservas técnicas necesarias para garantizar la
solvencia financiera del mismo. Estas reservas deberán ser
invertidas en instrumentos que garanticen seguridad, rentabilidad
y liquidez.

Artículo 22: Notificación a la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones de la rescisión de los convenios. El
Fondo de Capitalización Colectiva deberá notificar a la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones la rescisión de los
convenios de fideicomisos o de administración por causa
justificada, sin perjuicio de las demás obligaciones que se
acuerden en los convenios
administración de recursos.

de fideicomiso o1* contato de

Capítulo III
De los Convenios de Fideicomiso y de los Contratos

de Administración celebrados por el Fondo de
Capitalizacién Colectiva

Artículo 23: Objeto. El Ministerio del Trabajo y la Seguridad
Social celebrará convenios bajo la figura de fideicomisos o
contratos de administración, simultánea o sucesivamente, con el
objeto de garantizar el pago de las prestaciones que otorga el
subsistema y la administración eficiente de los recursos de Fondo
Capitalización Colectiva.

*

Las entidades que celebren acuerdos con el Ministerio del
Trabajo y la Seguridad Social, deberán someterse a todas las
consecuencias que sobre su administración y pago resulten o las
que por su naturaleza deban ejecutarse a nombre y cuenta de éste.

Articulo 24: Entidades autorizadas para ser fiduciarias.
Podrán operar como entidades fiduciarias «en el presente
subsistema las siguientes:

1. Las autorizadas por la Ley de Fideicomiso.
2. Las autorizadas por la Ley del Sistema Nacional de Ahorro y

Préstamo.
3. El Fondo de Inversiones de Venezuela.
4. Las demás que se acuerden por Ley especial.

Artículo 25: Funciones y Obligaciones de los Entes
Fiduciarios y Administradores. Son obligaciones de los Entes
Fiduciarios y Administradores, además de los que se establezcan
en los convenios respectivos, los siguientes:

1. Realizar todos los actos necesarios para- la consecución del
objeto de los convenios;

2. Administrar y gestionar los recursos asignados por**el Fondo
de Capitalización Colectiva;

3. Cancelar las prestaciones dinerarias y la capacitación
profesional según sea el caso;

4. Garantizar la devolución de los capitales fideicomitidos o
administrados, conforme a las normas que expida el Fondo de
Capitalización Colectiva.

5. Someter cada plan de inversión a la consideración de la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones para su
aprobación.

6. Proteger y defender los valores fideicometidos o
administrados contra actos de terceros.

7. Invertir los recursos provenientes del negocio fiduciario y de
los contratos de administración, en la forma prevista en los
convenios.

8. Informar a la Superintendencia del Subsistema de Pensiones o
al Fondo de Capitalización Colectiva, de manera oportuna y
confiable, sobre la asignación y utilización de los recursos y
las operaciones administrativas y de inversión.

9. Remitir a la Superintendencia del Subsistema de Pensiones
informes periódicos sobre los pagos y transacciones
efectuadas con los recursos administrados y el balance de los
mismos.

lO.Preparar los estados financieros.de conformidad con las
instrucciones emanadas de la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones.

11 .Contabilizar en forma separada las transferencias para el pago
de las prestaciones, según las instrucciones emanadas de la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

!2.Soücitar al Fondo de Capitalización Colectiva los recursos
necesarios cuando los fondos administrados no sean
suficientes para cubrir la prestación dineraria y la capacitación
profesional.

13.Sustanciar y resolver los reclamos que presenten los afiliados
en los casos que corresponda.

H.Solicitar instrucciones al Fondo de Capitalización Colectiva,
por intermedio del Ministerio del Trabajo y la Seguridad
Social, cuando tenga fundadas dudas acerca de la naturaleza y
alcance de sus obligaciones o deba apartarse de las
autorizaciones contenidas en los convenios, cuando así las
circunstancias lo exijan.

I S.Cancelar con su propio patrimonio los gastos de transacción
originados por la inversión de los recursos a su cargo, los
cuales estarán exentos del pago del Impuesto Sobre La Renta.

ló.Rendir cuenta de su gestión al Ministerio del Trabajo y la
Seguridad Social a través del Fondo de Capitalización
Colectiva.

Artículo 26: Prohibiciones a los Entes Fiduciarios y
Administradores. Los Entes Fiduciarios y Administradores no
podrán:

1. Disponer en forma distinta a lo establecido en la este Decreto
de los recursos del Fondo de Capitalización Colectiva.

2. Cobrar con cargo al Fondo de Capitalización Colectiva
beneficios no definidos en este Decreto.

3. Demorar injustificadamente el pago de las prestaciones
dinerarias a que tenga derecho el afiliado según fuera el caso.
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4. Realizar eq el lapso que fije la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones, operaciones de compra o vente de
valores que sean de la misma clase, tipo, serie y emisor más
ventajosas que las realizadas por el fondo de paro forzoso que
administra.

Artículo 27: Supervisión y Control. La Superintendencia del
Subsistema de Pensiones ejercerá la supervisión y control del
Fondo de Capitalización Colectiva y de los entes públicos,
privados o mixtos que celebren los convenios de fideicomiso o
contratos de administración de recursos con dicho Fondo en los
términos y condiciones establecidos en el Decreto de Subsistema
de Pensiones.

Titulo III
Beneficios que otorga ei Subsistema

Capítulo I
De la Capacitación para la Reinserción Laboral y la

Intermediación Laboral:

Artículo 28: Capacitación Profesional. El beneficio de
capacitación profesional es una prestación concebida en el
presente Subsistema como un componente de la formación
profesional, dirigido a mejorar y ampliar las posibilidades de
reinserción del trabajador cesante en el mercado de trabajo.

A los efectos de este Decreto, la Capacitación Profesional
comprende un conjunto organizado de contenidos técnicos y
prácticos que conforman una ocupación que se imparte a través
de unidades modulares u otras modalidades de aprendizaje,
aplicando metodologías que respondan a los conocimientos,
experiencias y habilidades de los participantes y al perfil
ocupacional requerido por el mercado de trabajo.

El Reglamento de este Decreto establecerá los medios, limites y
condiciones para la cobertura de dicha prestación.

Artículo 29: Libre Elección. El beneficio de Capacitación
Profesional se procurará en la base de la oferta de capacitación
libremente escogida por el trabajador afiliado, previa orientación
impartida por las Agencias de Empleo, a través de las entidades
Capacitadoras públicas, privadas o mixtas autorizadas para
operar en el Subsistema.

El Reglamento de este Decreto establecerá las condiciones y
requisitos que deberán cumplir las ofertas de capacitación para la
reinserción laboral.

Artículo 30: Selección de las Organizaciones. El Ministerio del
Trabajo y la Seguridad Social autorizara previa calificación, el
funcionamiento de las organizaciones capacitadoras públicas,
privadas o mixtas en base a la experiencia en el desarrollo de
programas de formación de recursos humanos, perfil académico
de los promotores e instructores de la organización capacitadora,
disponibilidad de infraestructura y materiales didácticos
adecuados a la oferta de capacitación y las demás que a juicio del
Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social sean requeridas.

Las organizaciones capacitadoras públicas, privadas o mixtas
autorizadas se registrarán en el Ministerio del Trabajo y la
Seguridad Social.

Artículo 31: Celebración de Convenios en el **área de
Capacitación Profesional. El Ministerio del Trabajo y la

Seguridad Social podra celebrar Convenios con ei Ministerio de
Educación, a los unes del reconocimiento y certificación de la
Capacitación Profesional impartida por las Organizaciones
Capacitadoras que operen en el Subsistema.

Artículo 32: Intermediación Laboral. El beneficio de
Intermediación Laboral es ei derecho del trabajador adiado a
recibir un servicio de información y orientación laboral, a través
de las Agencias de Empleo, a un de procurar su reinserción en el
mercado de trabajo en el menor tiempo posible.

El servicio de intermediación laboral será ofrecido por el
Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social a través de una red
de Agencias de Empleo que procurarán la inserción laboral del
trabajador afiliado al subsistema, en coordinación con entes
públicos y privados y agencias privadas de colocación.

El reglamento de éste Decreto y establecerá tos términos y
condiciones para la implementación de esté servicio.

Artículo 33: Agencias de Empleo. Las Agencias de Empleo
deberán garantizar ai afiliado la información y programas sobre
el mercado de empleo, orientación para la capacitación
profesional, asesoría para el fomento de unidades asociativas,
pequeñas y medianas empresas técnicas de búsqueda de empleo.

Las normas relativas a las Agencias de Empleo se regularán
conforme a lo establecido en el Capitulo II del Titulo IX de la
Ley Orgánica del Trabajo.

Capítulo II
Suspensión y Terminación de los Beneficios

Artículo 34: Suspensión de los Beneficios. Los beneficios que
otorga el subsistema se suspenderán cuando el trabajador:

1. No acuda a las citaciones de la Agencia de Empleo dentro de
los ocho (8) días hábiles siguientes ai recibo de la citación;

2. No presente el certificado de cesantía ante el ente responsable
del pago de la prestación dinerada;

3. No presente el justificativo de haber comparecido a una
entrevista de empleo indicada por el Ministerio del Trabajo y
la Seguridad Social; y

4. Rechace una colocación adecuada en un trabajo ofrecido por
el servicio de intermediación, de conformidad con el
reglamento de este Decreto.

Parágrafo Único: Las prestaciones dinerarias se reanudarán
cuando desaparezcan las causas que le dieron origen, pero en
ningún caso habrá lugar al reintegro de las suspendidas.

Artículo 35: Terminación. Las prestaciones terminarán en los
siguientes supuestos:

1. Cuando concluya el periodo de cobertura establecido en este
Decreto;

2. Cuando el afiliado beneficiario obtuviere un empleo;
3. Cuando se compruebe falsedad o reticencia en los datos

suministrados por el trabajador afiliado;
4. Cuando el trabajador abandone sin causa justificada su

capacitación;
5. Cuando ordenada por el órgano competente la reincorporación

al trabajo, el trabajador cesante no la haga efectiva;
6. Cuando siendo beneficiario de la prestación dineraria se

compruebe una remuneración por trabajo subordinado. En
dicho caso estará obligado a reintegrar el monto de la
indemnización dineraria percibida;



Jueves 5 de noviembre de 1998 GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA 306.669

7. Cuando el afiliado beneficiario fallezca dejando a salvo las
prestaciones que pudieran corresponderle a sus familiares
calificados por el Subsistema de Pensiones; y

8. Cuando se comprobare una simulación de la relación de
trabajo.

Título IV
Deberes y Derechos de los Empleadores y

Trabajadores

Artículo 36:
empleador:

Deberes del Empleador. Son deberes del

1. Inscribirse e inscribir a los trabajadores bajo su dependencia
en el Servicio de Registro e Información de ia Seguridad
Social Integral, de conformidad con lo establecido en el
Decreto de Subsistema de Pensiones;

2.

4.

Retener y enterar la cotización en la forma y condiciones
establecidas en este Decreto;

3. Liquidar la cotización sobre la base salarial establecida;
Suministrar la información que se requiera a los entes
integrantes del Subsistema;

5. Informar por escrito al Servicio de Registro e Información de
la Seguridad Social Integral las novedades laborales de sus
trabajadores, incluida la causa y fecha de desincorporación, el
nivel salarial, cambios y retiros.

6. Entregar al trabajador cesante copia validada de la planilla de
desincorporación por pérdida involuntaria del empleo,

7. Mantener actualizado el registro del personal a su servicio.
8. Acudir a las citaciones que le hagan los entes que integran el

Subsistema.
9. Responder con sus bienes por el pago de las cotizaciones y los

gastos de cobranza. En caso de sustitución de empleadores, el
que sustituye será solidariamente responsable con el sustituido
por las obligaciones derivadas de este Decreto por el término
de un (1) año contados a partir de la fecha de sustitución.

Artículo 37: Derechos del Empleador. El Empleador tendrá los
siguientes derechos:

1. Deducir del Impuesto Sobre la Renta como gastos normales y
necesarios los aportes efectuados al Sistema de Seguridad
Social integral;

2. Solicitar la compensación de los pagos indebidos por
concepto de cotización en los supuestos y términos que fije el
Reglamento de este Decreto.

3. Solicitar la liberación de ios intereses de mora cuando la
misma sea imputable a la administración.

Artículo 38: Deberes del Trabajador, Son deberes de los
trabajadores:

1. Suministrar a solicitud del Ministerio del Trabajo y la
Seguridad Social la información necesaria a sobre sus niveles
de ingreso, salario u otras condiciones;

2. Conservar su tarjeta de afiliación o reportar la pérdida de la
misma;

3. Presentar su tarjeta de afiliación cuando ingrese a un nuevo
trabajo o lo solicite el Servicio de Registro e Información de
la Seguridad Social Integral;

4. Informar a su nuevo patrono si es beneficiario del subsistema;
y

5. Acudir a la agencia de empleo a renovar su certificado de
cesantía.

Artículo 39; Derechos del Trabajador. El trabajador tendrá los
sigMÍentes derechos:

1. Inscribirse en el subsistema en caso de que el patrono no
cumpla con el deber de afiliarlo;

2. Solicitar el estado actual de sus cotizaciones con la
periodicidad que establezca la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones;

3. Solicitar al Servicio de Registro e Información del Sistema de
Seguridad Social Integral la verificación del cumplimiento de
sus obligaciones por parte del empleador,

4. Recibir oportunamente las prestaciones que este Decreto
acuerda;

5. Deducir del Impuesto Sobre la Renta las cotizaciones que
efectúe;

6. Recibir una tarjeta de identificación como afiliado al Sistema
de Seguridad Social Integral; y

7. Recibir respuesta oportuna de las solicitudes que interponga a
los entes que conforman el subsistema.

Título V
De los Procedimientos

Capítulo I
Del Retiro y Solicitud de los Beneficios

Artículo 40: Notificación. El Empleador notificara al Servicio
de Registro e Información de la Seguridad Social Integral la
terminación de la relación de trabajo dentro de los dos (2) días
hábiles siguientes en que aquella se produzca.

En caso de omisión del deber de notificación por parte del
empleador dentro del lapso establecido, el trabajador queda
facultado para realizar la notificación de la terminación de la
relación de trabajo, a fin de que se de inicio a la tramitación del
pago de las prestaciones dinerarias y demás beneficios a que
hubiere lugar.

Artículo 41: Copia de la Notificación. El empleador deberá
entregar al trabajador una copia de ia planilla de retiro validada
por el Servicio de Registro e Información de la Seguridad Social
Integral, junto con el comprobante de liquidación de prestaciones
sociales, dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a la fecha
de notificación de la terminación de la relación laboral.

El incumplimiento por parte del empleador de esta obligación no
menoscaba el derecho del trabajador a exigir la prestación que le
corresponda por Paro Forzoso y de Capacitación Profesional. A

i tal efecto, el trabajador deberá presentar copia de la reclamación
de la calificación de despido o de reenganche ante la instancia
judicial o administrativa correspondiente.

Artículo 42: Certificación de Cesantía. El trabajador acudirá
dentro de los cinco (5) dfas siguientes al recibo de la planilla de
retiro y del comprobante de liquidación de las prestaciones
sociales, o de la solicitud de la calificación de despido • o
reenganche, según sea el caso, a inscribirse en la Agencia de
Empleo del Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social más
cercana a su domicilio para solicitar el certificado de cesantía y
orientación para acceder a los beneficios de capacitación
profesional e intermediación laboral.

En caso que el trabajador opte libremente a la capacitación
profesional en los términos establecidos en este Decreto, la
Agencia de Empleo del Ministerio del Trabajo y la Seguridad
Social le entregará el correspondiente bono de capacitación el
cual se hará efectivo en las condiciones que se establezcan en el
Reglamento de este Decreto.

Artículo 43: Solicitud de Pago y Cancelación. La Agencia de
Empleo deberá notificar al ente responsable del pago de la
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indemnización dineraria del trabajador, dentro de los tres (3) días
hábiles siguientes a la entrega del certificado de cesantía del
trabajador.

El trabajador acudirá con el certificado de cesantía emitido por la
Agencia de Empleo ante el ente responsable del pago de la
indemnización dineraria. Dicho pago deberá efectuarse dentro del
lapso de los cinco (S) días hábiles siguientes a la solicitud del
mismo.

Artículo 44: Solicitad Rechazad*. En caso de que la solicitud
de pago sea rechazada, el ente responsable del pago deberá
informar por escrito al trabajador los motivos de la misma.

Si el trabajador estuviese en desacuerdo con el rechazo
interpondrá, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, su
reclamo sin costo alguno por ante el Fondo de Capitalización
Colectiva; a 'través del ente responsable del pago y con los
medios de prueba que considere conveniente acompañar. Dicho
reclamo será resuelto dentro de los cinco (5) días hábiles
siguientes.

En caso de negativa, el trabajador dentro de los tres (3) días
hábiles siguientes a la decisión, recurrirá por ante la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Capítulo II
Del Procedimiento de Intimación

Artículo 45: Procedimiento Ejecutivo. Se establece un
procedimiento ejecutivo de Intimación, que tendrá por objeto la
obtención de las prestaciones dinerarias debidas al trabajador,
cesante en aquellos supuestos en que la misma no haya sido
cancelada dentro de los treinta (30) días siguientes a la
terminación de la relación de trabajo, habiéndose Auuitado el
beneficio, o cuando habiendo recibido del ente responsable del
pago las prestaciones dinerarias iniciales, éste dejare de cancelar
o retrase sin causa justificada las prestaciones restantes.

Artículo 46: Procedimiento. El trabajador interpondrá- la
demanda ante el Juez de Primera Instancia del Trabajo, de
Parroquia o Municipio y Distrito en Primera Instancia en las
jurisdicciones donde no existan Tribunales especializados, a fin
de proceder a la intimación del pago de la prestación dineraria

La demanda deberá estar acompañada con la prueba escrita del
derecho que alega el trabajador.

Admitida la solicitud, el Juez ordenará de inmediato el decreto de
Intimación y la notificación ai Fondo de Capitalización Colectiva
o ente responsable del pago, según corresponda, para que al
tercer (3) día hábil siguiente de la notificación, pague o se
oponga, apercibiéndole de ejecución.

En caso de que el intimado no formule oposición, no comparezca
o no cancele la prestación dineraria dentro del lapso establecido
en el articulo anterior, se procederá a librar un mandamiento de
pago a favor del afiliado.

Artículo 47: De la Oposición y el Convenimiento. Si el
intimado formula oposición en el plazo indicado, el decreto de
intimación quedará sin efecto; el Juez buscará por todas las vías
posibles la conciliación y el convenimiento entre las partes y de
no lograrse el procedimiento, sin necesidad de providencia,
quedará abierto a pruebas por un lapso no mayor de cinco (5)
días hábiles, para la evacuación de las mismas. Cumplido este
lapso el Juez decidirá al tercer (3) día siguiente y dicha decisión
será inapelable.

Título VI
Control de la Evasión y el Fraude

Artículo 48: Pérdida de Períodos Mínimos de Cotización.
Cuando un trabajador pierda, por causa imputable a su
empleador, períodos mínimos de cotización, el empleador deberá
asumir los costos de las prestaciones dinerarias del trabajador
como consecuencia de la pérdida parcial o total de los derechos
acumulados en el subsistema, sin perjuicio de las demás
sanciones aplicables.

Artículo 49: Omisión de Entrega de Planilla de Retiro. El
empleador que sin causa justificada no entregue ia planilla de
retiro y la liquidación de las prestaciones sociales al trabajador,
será sancionado con multa de cien (100) Unidades Tributarias.

Artículo 50: Régimen de Responsabilidad. Será penado con
multa de doscientas (200) Unidades Tributarias y sin perjuicio de
las sanciones civiles, administrativas y penales a que hubiere
lugar, quien mediante cualquier forma de engaño obtenga para sí
o para un tercero, un provecho a expensas del Fondo de
Capitalización Colectiva.

Artículo 51: Constancia de Despida. Cuando se comprobare
por vía judicial o administrativa que el trabajador afiliado fue
despedido injustificadamente o que gozare de inamovilidad, el
empleador deberá pagar además de lo previsto en la ley sobre ia
materia, las cotizaciones no aportadas, las que serán enteradas al
subsistema en la oportunidad de declararse el pago de los salarios
caídos o el reenganche del trabajador.

En caso que los despidos se declarasen justificados o los
reenganches desestimados, según el procedimiento especial de
fuero sindical, deberá descontársele al trabajador las
prestaciones dinerarias que haya recibido del subsistema, en las
condiciones que deterrrtiqe el reglamento de este Decreto.

Artículo 52: Medidas Aplicables. El Ejecutivo Nacional a
través del Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social dictará las
medidas necesarias para adelantar un control efectivo de la
evasión, oída la opinión del Consejo Nacional de ia Seguridad
Social y de la Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Artículo 53: Solicitud de Información. La Superintendencia
del Subsistema de Pensiones y el Fondo de Capitalización
Colectiva podrán requerir en cualquier momento al empleador, la
información que estimen necesaria a efecto de determinar
conductas de fraude o evasión. Esta información deberá ser
suministrada dentro de los diez (10) días siguientes a ia solicitud.
Cuando se detecte el fraude, se repetirá el pago contra el
empleador o trabajador, sin perjuicio de las demás sanciones a las
que puedan estar sujetos, conforme al Reglamento.

En caso de que la información sea requerida por el Fondo de
Capitalización Colectiva y se detectare una conducta
fraudulenta, deberá inmediatamente notificar a la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Artículo 54: Pena de Prisión de dos (2) a siete (7) aios. Serán
sancionados con pena de prisión de dos (2) a siete (7) años: los
administradores, gerentes, apoderados o empleados de los,entes
públicos, privados o mixtos que suscriban los convenios de
fideicomisos o contratos de administración de recursos con el
Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social e incurran en las
siguientes actuaciones:
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1. Que dolosamente aprueben inversiones en-contravención a lo
i dispuesto en este Decreto; ocasionando perjuicio al Fondo de

Capitalización Colectiva, a los afiliados o a ia propia
administración;

2. Que se apropien o distraigan en provecho propio o de otros de
tos recursos del Fondo de Capitalización Colectiva o de los
fondos que administren;

3. Que entreguen o suscriban dolosamente balances, estados
financieros y, en general, documentos o recaudos de cualquier
clase que resulten ser falsos o forjados o que contengan
información que no reflejen razonablemente su verdadera
situación financiera; y

4. Que mediante acción u omisión impidan o retrasen el pago de
las prestaciones dinerarias y demás prestaciones*previstas en
este Decreto, con fines de provecho personal o a favor del
propio ente.

Articulo 55: Ámbito de Aplicación del Código Penal. Las
personas que mediante acción u omisión incurran en alpina de
las situaciones tipificadas como delito o falta por el Código
Penal, serán castigadas conforme lo establecido en dicho
instrumento legal.

Título VII
Disposiciones Transitorias y Finales

Capítulo I
Disposiciones Transitorias

Artículo 56: Definición y Garantías durante la Transición. La
transición comprende el grupo de actividades que se realizarán
desde el momento de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica
del Sistema de Seguridad Social Integral hasta la definitiva y
total consolidación del Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional.

Artículo 57: Traspaso de Activos. Los bienes muebles
asignados a la Dirección de Paro Forzoso del Instituto
Venezolano de los Seguros Sociales, serán transferidos en un
lapso no mayor de seis (6) meses, contados a partir de la fecha de
entrada en vigencia de este Decreto, al Ministerio del Trabajo y
la Seguridad Social.

Artículo 58: Entrega de Comprobante de Cesantía. Hasta
tanto el Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social no
consolide la infraestructura adecuada para brindar el servicio de
intermediación laboral, la entrega del comprobante de cesantía,
se hará de la siguiente manera:

1. Por las Agencias de Empleo de ia jurisdicción. . 4.
2. Por las Inspectorías o Comisionadurías Especiales del Trabajo

en las jurisdicciones donde no existan Agencias de Empleo.
3. El Ejecutivo Nacional para la mejor organización y

funcionamiento del presente subsistema, proveerá los recursos
necesarios a fin de que se establezcan las Agencias de Empleo

Públicas en todo eljerritorio nacional, en un plazo que no
excederá de seis (6) meses siguientes al vencimiento de la
vacatio legis.

Capítulo II
Disposiciones Finales

Artículo 59: Sistema de Información Uniforme. Corresponde a
ia Superintendencia del Subsistema de Pensiones la expedición
de normas y el control de los sistemas de información que

obligatoriamente deberán implementar los entes que conforman
el Subsistema de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional, a
fin de unificar, recolectar, procesar, consolidar y iwmlfaRr la
información administrativa, económica, contable y financiara que
esté dentro del ámbito de su competencia.

Artículo 60: Trabajador coa varios Patronos. El trabajador
que preste servicio a varios empleadores y no estuviese inscrito
en el Servicio de Registro e Información del Sistema de
Seguridad Social Integral, deberá ser inscrito por aquél de quien
devengue mayor salario. Si percibiere igual remuneración de más
de un empleador, io inscribirá aquél con quien tenga mayor
antigüedad.

En todo caso, el trabajador que preste sus servicios a varios
empleadores, podrá exigir a dos o más de ellos en atención a la
mayor remuneración que perciba en forma decreciente, que
coticen hasta la concurrencia del límite establecido pota cotizar;
haciendo la notificación correspondiente al Servicio de Registro e
Información de la Seguridad Social Integral.

Artículo 61: Caso de Disminución de Jomada j Salario. En el
Reglamento de este Decreto, podrá establecerse una
indemnización económica cuando la jomada y el salaridSse hayan
reducido temporalmente por motivos económicos, tecnológicos o
de fuerza mayor.

Los trabajadores podrán convenir con el patrono que éste
financie total o parcialmente su capacitación por las causas
indicadas.

Articulo 62: El Repinen Impositivo. Con el objeto de
disminuir los costos operativos del subsistema, se establecen las
siguientes reglas en materia impositiva:

1. Los contratos que celebre el Fondo de Capitalización
Colectiva, estarán exentos de todo impuesto, timbre o
gravamen a nivel nacional.

2. Los pagos que realice el Fondo Capitalización Colectiva no
estarán sujetos a retención en la fuente.

Artículo 63: Títulos Ejecutivos. Las facturas u órdenes de pago
libradas por el Sistema de Seguridad Social Integral, se
consideran títulos ejecutivos contra el deudor.

Artículo 64: Privilegios del Subsistema. Los créditos por
cotizaciones, intereses y recargos que sobre aquéllos procedan
gozarán de privilegio, sobre todos los bienes muebles del deudor,
según lo preceptuado en el ordinal 4° del artículo 1.870 del
Código Civil, sin ia limitación de tiempo en él establecida, por el
año que se indique y por los dos (2) años anteriores.

De igual manera, gozaran los créditos señalados del privilegio
sobre los bienes inmuebles hasta por un (1) año, teniendo
prelación sobre los demás establecidos en el Código Civil, con
excepción de los gravámenes hipotecarios que existan sobre el
inmueble.

Artículo 65: Prescripción de las Acciones. La prescripción de
las acciones se regirá por las siguientes regias:

1. Las acciones de ios empleadores y afiliados frente al
Subsistema prescribirán en un plazo de tres (3) años, el cual
se interrumpirá de conformidad con lo previsto en el Código
Civil. Respecto de las sumas adeudadas, el plazo comenzará a
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contarse a partir de la fecha en que debió hacerse el pago
correspondiente;

2. Las prestaciones debidas a los añilados prescribirán en el
plazo de tres (3) meses, cuando la causal del incumplimiento
sea imputable al afiliado; y,

3, Las prestaciones dineradas debidas a los afiliados, generadas
por el incumplimiento no imputable al afiliado, no prescriben.

Articulo 66: Incompatibilidades de Prestaciones. No serán
compatibles entre sí la. percepción de un salario con la prestación
dineraria otorgada por el Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional.

Tampoco son compatibles la percepción de las prestaciones
dineradas previstas por este Decreto con las prestaciones
dinerarias por incapacidad temporal prevista en la Ley del
Subsistema de Salud, pero el trabajador tendrá derecho a la que
sea más favorable.

Articulo 67: Control y Fiscalización. Todo lo concerniente ai
control y fiscalización del Subsistema que regula este Decreto
será competencia de la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones.

Artículo 68: Remisiones al Ministerio del Trabajo y la
Seguridad Social. Hasta tanto entre en vigencia la reforma de la
Ley Orgánica de la Administración Central, las referencias que el
Decreto hace al Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social se
entienden referidas al actual Ministerio del Trabajo.

Artículo 69: Entrada en Vigencia. Esta Decreto comenzará a
regir después de los ciento ochenta (180) días siguientes a su
publicación en la Gaceta Oficial.

Artículo 70: Derogatorias. Al entrar en vigencia este Decreto
quedan derogadas aquellas normas que contraríen su aplicación.

Dado en Caracas, a los veintiún días del mes de octubre de mil
novecientos noventa y ocho. Año 188° de la Independencia y
139° de la Federación.
(L.S.)

RAFAEL CALDERA
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Decreto N° 2.992 04 de noviembre de 1998

RAFAEL CALDERA
Presidente de la República

En ejercicio de la atribución que le confiere el ordinal 8° del
artículo 190 de la Constitución Nacional y de conformidad con el
articulo único de la Ley que autoriza al Presidente de la
República para dictar medidas extraordinarias en materia
económica y financiera, publicada en la Gaceta Oficial No,
36.351 de fecha 3 de septiembre de 1998, en Consejo de
Ministros,

DICTA

el siguiente

DECRETO CON RANGO Y FUERZA DE LEY QUE
REGULA EL SUBSISTEMA DE VTVIENDA Y POLÍTICA

HABITACIONAL

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Articulo 1": La presente Ley tiene por objeto desarrollar los
principios que en materia de vivienda establece la Ley Orgánica
del Sistema de Seguridad Social Integral y determinar las bases
de la política habitacional para que el Estado, a través de la
República, los Estados, los Municipios y los respectivos entes de
la administración descentralizada, de continuidad y coherencia a
las acciones de los sectores público y privado, a fin de satisfacer
las necesidades habitacionales en el país.

Artículo 2°: Para ser beneficiario de la asistencia habitacional a
que se refiere el Subsistema de Vivienda es necesario afiliarse al
Sistema de Seguridad Social Integral, a través del Servicio de
Registro e Información de la Seguridad Social Integral, de
conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica del Sistema de
Seguridad Social Integral y su respectivo reglamento, y sin
perjuicio de lo establecido en esta Ley.

Artículo 3°: El Subsistema de Vivienda estará conformado por:

1. El Ministerio del Desarrollo Urbano;
2. El Consejo Nacional de la Vivienda;
3. Los Comité Estadales de Vivienda;
4. La Superintendencia del Subsistema de Vivienda;
5. La Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones

Financieras;
6. Fondo de Ahorro Habitacional;
7. Fondo de Aportes del Sector Público,
8. Fondo de Garantía;
9. Fondo de Rescate y,
lO.Los afiliados y otros beneficiarios.
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De conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica del
Sistema de Seguridad Social Integral, los organismos y demás
integrantes del Subsistema señalados en este artículo, deberán
sujetarse a las directrices y demás recomendaciones que dicten el
Ministerio dei Trabajo y la Seguridad Social y el Consejo
Nacional de Seguridad Social en el ámbito de su competencia.

Artículo 4*: Los programas habitacionales deberán desarrollarse
en concordancia con lo dispuesto en las Leyes que rigen la
materia.

En la formulación y ejecución de los programas habitacionales a,
que se refiere esta Ley, se dará prioridad a las entidades federales
y ciudades de acuerdo al déficit habitacional, ya sea estructural o
funcional, y a las políticas de descentralización, desconcentración
y de ocupación, según el caso.

Todo programa habitacional que se desarrolle dentro dei marco
de la presente Ley deberá estar provisto de servicios públicos o,
en su defecto, deberá prever !a ejecución coordinada de las obras
de infraestructura primaria, así como de equipamiento para la
dotación de los servicios públicos básicos.

Los programas habitacionales se llevarán a cabo de acuerdo a lo
establecido en los planes quinquenales y anuales elaborados por
el Consejo Nacional de la Vivienda, previa aprobación del
Ministerio del Desarrollo Urbano. Dichos planes deberán
contemplar los recursos requeridos para llevar a cabo los
programas previstos en la presente Ley.

Artículo 5°: La asistencia habitacional prevista en la presente
Ley será prestada a aquellas familias cuyos ingresos mensuales
no superen las ciento diez unidades tributarias (110 U.T.).

Parágrafo Único: La asistencia habitacional que se otorgue a
través de la ejecución de ios programas previstos en la presente
Ley, exigirá una contraprestación económica por pane del
beneficiario de dicha asistencia.

Artículo 6a: Serán considerados como sujetos de protección
especial por parte del Estado, las familias cuyo ingreso mensual
esté por debajo de una cantidad equivalente a cincuenta y cinco
unidades tributarias (55 U.T.) o que por razones de carácter
geográficas o de ingresos no puedan efectivamente cumplir los
requisitos para cotizar al Subsistema de Vivienda, según lo
previsto en el artículo 19 de esta Ley.

Artículo 7*: El Consejo Nacional de la Vivienda, previa opinión
favorable del Ministerio del Desarrollo Urbano, podrá ajustar el
número de unidades tributarias a que hacen referencia los
artículos 5 y 6 de esta Ley, cuando y donde las circunstancias
sociales, económicas y financieras del país así lo ameriten.

TÍTULO II
PROGRAMAS, MODALIDADES DE FINANCIAMIENTO

Y BENEFICIAMOS

CAPÍTULO I
DE LOS PROGRAMAS

Artículo 8*: La asistencia habitacional en materia de vivienda
comprenderá los siguientes programas habitacionaies:

1. Adquisición y urbanización de tierras para uso residencial.

2. Dotación de servicios básicos y equipamiento y
consolidación de barrios.

3. Producción, adquisición, arrendamiento, mejoramiento y
ampliación de soluciones habitacionales.

4. Asistencia técnica habitacional e investigación en vivienda y
desarrollo urbano.

5. Otros programas que cumplan con los objetivos de la
presente Ley, previa aprobación del Ministerio del Desarrollo
Urbano y opinión favorable del Consejo Nacional de la
Vivienda.

Artículo 9*: Se declaran exentes de la aplicación del Decreto
Legislativo sobre Desalojo de Viviendas y de la Ley de
Regulación de Alquileres y su Reglamento, las viviendas en
alquiler que puedan ejecutarse según el artículo 8 de la presente
Ley. Los arrendamientos celebrados por los entes ejecutores se
regirán por las disposiciones de esta Ley, las de las Normas de
Operación y las de sus propios contratos.

Artículo 10: El Consejo Nacional de la Viviend» es el ente
encargado de desarrollar y coordinar el programa de Asistencia
Técnica e Investigación en Vivienda y Desarrollo Urbano
previsto en el artículo 8° de la presente Ley. Dicho programa
deberá cumplir tos siguientes objetivos;

I,

2.

Apoyar a los agentes involucrados en la gestión habitacional
en los aspectos legales, técnico-constructivos, organizativos,
administrativos, financieros, urbanísticos, entre otros,
relacionados con los procesos de construcción, ampliación y
reparación de las viviendas, así como la ejecución y
mantenimiento de obras de infraestructura y servicios.

Facilitar la creación y estimular la participación de
comunidades organizadas de vivienda, como instancias de
participación colectiva en el proceso de generación,
desarrollo, uso y mantenimiento de las soluciones
habitacionales.

3. Facilitar el proceso de investigación destinado a ¡a búsqueda
de soluciones funcionales y encientes, para una mejor
prestación de la asistencia habitacional.

Artículo 11: El programa de Dotación de servicios básicos y
equipamiento y consolidación de barrios previsto en el artículo 8
de la presente Ley, tendrá por objeto el mejoramiento progresivo
de las condiciones ambientales, ordenamiento urbano y
reguiarización de la tenencia de la tierra de las comunidades
asentadas sobre suelos estables.

CAPÍTULO II
DE LAS MODALIDADES DE FINANCIAMIENTO

Artículo 12: Podrán otorgarse préstamos hipotecarios dirigidos a
los afiliados y otros beneficiarios, individual o colectivamente,
con recursos provenientes del Fondo de Ahorro Habitacional y
del Fondo de Aportes del Sector Público, los cuales serán
amortizados en condiciones de mercado, en los términos
previstos en esta Ley. Los créditos otorgados bajo la vigencia de
la Ley de Política Habitacional publicada en la Gaceta Oficial de
la República de Venezuela N° 4.124, Extraordinario, de"fecha 14
de septiembre de 1989 y de la Ley de Política Habitacional
publicada en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela N°
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4.659 Extraordinario, de fecha 15 de diciembre de 1993
continuarán bajo el régimen de tasa preferencia! previsto en
dichos instrumentos.

Parágrafo Primero: Estos préstamos hipotecarios se otorgarán en
función de los ingresos del o de los beneficiarios, estableciéndose
como pago mensual un porcentaje que no podrá exceder del
treinta por ciento (30%) del ingreso del grupo familiar. Dicho
pago se ajustará periódicamente, por lo menos una vez anual, en
función de la variación de tos ingresos. Cuando el pago mensual
resultante del ajuste periódico supere el porcentaje acordado
contractuaimente, el o los beneficiarios podrán solicitar el ajuste
del pago mensual a las condiciones convenidas.

El Consejo Nacional de la Vivienda, mediante resolución
publicada en la Gaceta Oficial, fijará los parámetros de variación
utilizando para ello ios Índices que al efecto publiquen la Oficina
Central de Estadística e Informática, el Banco Central de
Venezuela o cualquier otro organismo nacional con competencia
en el área.

El plazo máximo de estos préstamos será de treinta (30) años y
se cancelarán mediante pagos mensuales y consecutivos. Los
beneficiarios de préstamos y las instituciones hipotecarias podrán
acordar pagos anuales de acuerdo con el monto de los ingresos
del o de los beneficiarios.

Parágrafo Segundo: En caso de que el pago mensual resultante
no sea suficiente para cancelar la totalidad de-los intereses del
mes, la diferencia se («financiará, sumándose al saldo deudor al
final de cada mes.

Si el pago mensual supera los intereses del mes, el saldo deudor
se disminuirá en una cantidad igual a la diferencia entre dicho
pago y los intereses del mes. Asi misara, cuando el prestatario
efectúe amortizaciones extraordinarias sé reducirá el plazo de
cancelación si fuere procedente.

El Consejo Nacional de la Vivienda, mediante resolución que se
publicará en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela,
fijará los parámetros que vinculen los ingresos del o de los
prestatarios, el monto del préstamo a otorgarse y el Vfclor de la
solución habitacional que se pretende adquirir, a los fines del
refinanciamiento previsto en este parágrafo.

Parágrafo Tercero: El pago mensual a cargo del prestatario, en
ningún caso, podrá ser inferior al monto del pago mensual
cancelado en el mes inmediato anterior.

Parágrafo Cuarto: Las Normas de Operación establecerán las
condiciones generales de otorgamiento y amortización de los
préstamos hipotecarios, así como las condiciones del mecanismo
de refinanciamiento de intereses. La Superintendencia de Bancos
y Otras Instituciones Financieras regulará lo relativo a los
asientos contables, vinculados con los créditos otorgados por las
instituciones financieras bajo los parámetros de la presente Ley.
Dichas regulaciones deberán procurar el desarrollo y
masificación de los créditos a targo plazo ajustados al ingreso
familiar.

Artículo 13: Se establece el subsidio directo a la demanda, que
es un subsidio familiar de vivienda en dinero, que tiene por
objeto complementar el valor de la solución habitacional
comprendida dentro del programa previsto en el numeral 3 del

• artículo 8° de la presente Ley, sin la obligación de restitución,
siempre y cuando, el beneficiario cumpla con las condiciones que'
prevé la presente Ley; estará ajustado al ingreso, será otorgado
para una solución habitacional y, dependiendo de las
características de la misma, su aplicación se hará en forma
progresiva o en una sola y única porción, al momento de la

protocolización del o de los documentos respectivos. El monto
del subsidio será determinado por el Consejo Nacional de la
Vivienda, mediante resolución que se publicará en la Gaceta
Oficial de la República de Venezuela, en función de los ingresos
del o de los beneficiarios y el valor de la solución habitacional.

El Consejo Nacional de la Vivienda fijará anualmente el monto
de los recursos que se dispondrán para el otorgamiento de estos
subsidios en función de la disponibilidad del Fondo de Aportes
del Sector Público.

Parágrafo Único: En el programa previsto en el numeral 1 del
articulo 8 de esta Ley podrán establecerse otras modalidades de
subsidio previa aprobación del Consejo Nacional de la Vivienda.

CAPÍTULO m
DE LOS AFILIADOS

Artículo 14: Los afiliados al Sistema de Seguridad Social
Integral deben ser ahomstas habitacionales y cumplir además con
los requisitos establecidos en el artículo siguiente. Las
comunidades organizadas de vivienda, íegalmente constituidas y
registradas ante el Consejo Nacional de la Vivienda, que deseen
participar de los beneficios de los programas previstos en la
presente Ley, deberán estar conformadas por ahomstas
habitacionales que cumplan con todos los requisitos establecidos
en dicho instrumento legal y en sus Normas de Operación.

Artículo 15: Los afiliados deberán cumplir con los siguientes
requisitos para acceder a una solución habitacional de las
previstas en el artículo 8 de esta Ley:

1. Ser venezolano. SÍ es extranjero, deberá haber adquirido
íegalmente la residencia y permanecido en el territorio
nacional por un periodo ininterrumpido no inferior a cinco (5)
años.

2. No ser propietario de vivienda. Los propietarios de vivienda
sólo podrán participar en los procesos de selección
correspondientes a programas destinados a la ampliación,
remodelación o sustitución de las mismas.

3. Presentar declaración jurada en la cual manifieste que
habitará la vivienda.

Parágrafo Único: Los afiliados que reciban el subsidió previsto
en esta Ley y que procedan a enajenar la solución habitacional
dentro de los primeros cinco (5) años de su obtención, están
obligados a reembolsar la totalidad del subsidio directo recibido.
Esta condición deberá hacerse constar en los respectivos'
contratos de compraventa. La institución otorgante del préstamo
está obligada a reintegrar el monto del subsidio al fideicomiso de
inversión del Fondo de Recursos del Sector Público, dentro de
los cinco (5) días hábiles siguientes a su recepción.

Se exceptúa de esta disposición a aquellos afiliados que se viesen
obligados a cambiar su residencia a otra ciudad, en cuyo caso
podrán venderlas y optar de inmediato a una nueva solución
habitacional, sin derecho a un nuevo subsidio.

Articulo 16: La selección de ios afiliados para optar al subsidio
directo a la demanda previsto en esta Ley estará sujeta a un
sistema de elegibilidad. Las Normas de Operación regularan todo
lo concerniente a dicho sistema, considerando variables o
factores que sean cuantificables.
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CAPITULO IV
OTROS BENEFICIARIOS

Artículo 17: El Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio del
Desarrollo Urbano y el Consejo Nacional de la Vivienda,
establecerá planes especiales de soluciones habitacionales para
los sectores de las familias venezolanas sujetos de protección
especial por parte del Estado, señalados en el artículo 6 de esta
Ley, no afiliados ai Sistema de Seguridad Social Integral.

TÍTULO ra
DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PROGRAMAS

HABITACIONALES

CAPÍTULO I
DE LOS RECURSOS

Artículo 18: El {mandamiento y administración de los recursos
del Subsistema de Vivienda y Política Habitacional será de
carácter público, privado o mixto. El Subsistema es único y
estará configurado por dos (2) regímenes: El régimen dkl Fondo
de Ahorro Habitacional y el régimen del Fondo de Aportes del
Sector Público.

Los programas definidos en esta Ley también podrán ser
financiados parcialmente o en su totalidad con recursos de Otras
Fuentes, que son aquellas distintas a las establecidas en los
regímenes del Fondo de Ahorro Habitacional y del Fondo de
Aportes del Sector Público.

CAPITULOn
DEL RÉGIMEN DEL FONDO DE AHORRO

HABITACIONAL

Artículo 19: El ahorro habitacional es de carácter obligatorio y
estará constituido por los aportes que mensualmente deberán
efectuar los empleados u obreros y los empleadores o patronos,
tanto del sector público como del sector privado, en las cuentas
del ahorro habitacional abiertas en instituciones financieras,
regidas por la Ley General de Bancos y Otras Instituciones
Financieras y por la Ley del Sistema Nacional de Ahorro y
Préstamo, y que cumplan con los requisitos establecidos en las
Normas de Operación de la presente Ley.

Parágrafo Único: Se exceptúan de la obligación establecida en
este artículo aquellas personas que hayan alcanzado la edad de
sesenta (60) años si es hombre, y de cincuenta y cinco (55) años
si es mujer, salvo que manifiesten su voluntad de continuar
cotizando al ahorro habitacional o que les quede pendiente la
cancelación de cuotas de créditos otorgados de conformidad con
la presente Ley.

Artículo 20: La cotización de los empleados y obreros estará
constituida por el uno por ciento (1%) de su remuneración
mensual y la de los empleadores o patronos estará constituido por
el dos por ciento (2%) del monto erogado por igual concepto.
Los empleadores o patronos deberán retener las cantidades a los
trabajadores, efectuar sus propias cotizaciones y depositar dichos
recursos en la cuenta única de ahorro a nombre de cada empleado
u obrero dentro de los primeros siete (7) días hábiles de cada
mes; sin perjuicio de cualquier otro procedimienü» conforme a lo
establecido en los artículos 18 y 56 de la Ley Orgánica del
Sistema de Seguridad Social Integral.

La cotización de los empleados y obreros, y la de los
empleadores o patronos a que se refiere este artículo, podrá ser

revisada y ajustada anualmente por el Consejo Nacional de la
Seguridad Social, previa opinión favorable del Consejo Nacional
de la Vivienda, En todo caso, dicha cotización no podrá ser
mayor a las establecidas en este artículo.

La base de cálculo del ahorro habitacional será el salario normal
que perciba el trabajador de conformidad con lo dispuesto en el
parágrafo segundo del artículo 133 de la Ley Orgánica del
Trabajo.

Parágrafo Primero: El porcentaje cotizado por el empleador
previsto en este artículo, no formará parte de la remuneración que
sirva de base para el cálculo de las prestaciones e
indemnizaciones sociales contempladas en las Leyes de la
materia.

Parágrafo Segundo: Las personas naturales que ejerzan
actividades por cuenta propia y, por tanto, no tengan relación de
dependencia patronal, podrán incorporarse al ahorro habitacional
efectuando mensual y consecutivamente depósitos equivalentes
al tres por ciento (3%) de sus ingresos promedios mensuales, en
instituciones financieras regidas por la Ley General de Bancos y
Otras Instituciones Financieras y por la Ley del Sistema Nacional
de Ahorro y Préstamo, que cumplan con los requisitos
establecidos en las Normas de Operación. En todo caso, el aporte
mensual no será menor al tres por ciento (3%) del salario mínimo
mensual.

Para ser beneficiarios de los programas previstos en el artículo 8
de esta Ley, las personas naturales a que se refiere este parágrafo
deberán ser afiliados al Sistema de Seguridad Social Integral y
tener un mínimo de doce (12) meses como ahorristas
habitacionales.

Este número mínimo de cotizaciones podrá ser modificado por
decisión del Consejo Nacional de la Vivienda, previa opinión
favorable del Consejo Nacional de la Seguridad Social.

Parágrafo Tercero: Las instituciones financieras entregaran a
cada ahorrista, una libreta de ahorro habitacional personalizada,
para el control de la cuenta única del ahorro habitacional.

Parágrafo Cuarto: En el transcurso de los treinta (30) días
continuos siguientes a la vigencia de esta Ley, tos patronos están
en la obligación de informar a sus trabajadores todo lo
relacionado con sus ahorros. Esta obligación es extensiva a
aquellos patronos que por cualquier causa hayan prescindido de
algún trabajador y hubiesen descontado el porcentaje
correspondiente.

Artkalo 21: Los afiliados al ahorro habitacional solo podrán
disponer de sus ahorros en los siguientes supuestos:

1. Para el pago total o parcial del precio de adquisición de la'
solución habitacional, que sirve de asiento principal del
empleado u obrero, o para el pago del costo de mejoramiento
o sustitución de la vivienda de su propiedad, en las
condiciones que establezcan las Normas de Operación.

2. Para la amortización de préstamos hipotecarios otorgados con
los recursos del Fondo de Aportes, del Sector Público, del
Fondo de Ahorro Habitacional o de Otras Fuentes, en los
términos, frecuencia y condiciones que se establezcan en la
Normas de Operación.

3. Para atender el pago de los cánones de arrendamiento de las
viviendas ejecutadas de conformidad con lo establecido en el
numeral 3 del artículo 8 de la presente Ley.

4. Por haber sido el ahorrista beneficiario de jubilación o de
pensión por incapacidad y, en todo caso, por haber alcanzado
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la edad de sesenta (60) años, si es hombre o cincuenta y cinco
(55) años si «s mujer, salvo que el ahorrista respectivo
todavía sea beneficiario de un préstamo otorgado conforme a
esta Ley.

5. Por fallecimiento del ahorrista, en cuyo caso formará parte
del haber hereditario.

Parágrafo Primero: El ahorro habitacional podrá ser objeto de
cesión total o parcial entre su titular y otro ahorrista, sin
intermediario alguno, siempre y cuando el titular no sea
beneficiario de un crédito hipotecario otorgado conforme a esta
Ley y el adquiriente de la solución habitacional esté incorporado
al ahorro habitacional y llene los demás requisitos de esta Ley y
de sus Normas de Operación.

Parágrafo Segundo: Los afiliados al Subsistema de Vivienda
podrán transferir sus ahorros habitacionales a otra institución
financiera afiliada al régimen del ahorro habitacional, cuando lo
consideren conveniente a sus intereses. Esta transferencia sólo
podrá efectuarse cuando el ahorro haya permanecido depositado
por lo menos seis (6) meses en la respectiva institución. Las
Normas de Operación regularán todo lo relativo a la movilización
de las cuentas del ahorro habitacional contemplado en este
artículo.

Artículo 22: Las cotizaciones del ahorro habitacional, los
rendimientos sobre saldo mensual y la cuota parte semestral de
los rendimientos obtenidos del Fondo de Ahorro Habitacional,
serán abonadas en las cuentas de los ahorristas habitacionales.

Artículo 23: Las cuentas del ahorro habitacional que constituyen
el Fondo de Ahorro Habitacional, son inembargables.

Artículo 24: Los recursos del Fondo de Ahorro Habitacional
sólo podrán ser utilizados en los programas habitacionales
señalados en el numeral 3 del artículo 8 de esta Ley y dicho
Fondo estará integrado por:

1. Las cotizaciones del ahorro habitacional;

2. Las recuperaciones de capital de los préstamos otorgados;

3. Los rendimientos de sus colocaciones;

4. Los intereses que generen los prestamos otorgados, una vez
deducido el porcentaje que corresponda a los costos
operativos del programa.

Las Normas de Operación establecerán los mecanismos para
facilitar créditos complementarios que las empresas u otras
instituciones o personas puedan conceder para contribuir con el
adquiriente de la solución habitacionai.

Parágrafo Primero: El Ministerio del Desarrollo Urbano deberá
convenir la administración del Fondo de Ahorro Habitacional,
mediante fideicomiso de inversión, con el Banco Nacional de
Ahorro y Préstamo, sin perjuicio de que, previa autorización del
Presidente de la República en Consejo de Ministros, dicho
sistema pueda ser objeto de apertura para que participen en su
administración entes públicos, privados o mixtos. Los
administradores de dicho Fondo estarán obligados a mantener los
recursos y sus rendimientos en cuenta distinta de su patrimonio.

Parágrafo Segundo: Los recursos del Fondo dé Ahorro
Habitacional" deberán estar colocados en inversiones que
garanticen seguridad, rentabilidad y liquidez, dando preferencia a
títulos valores relacionados con el área de vivienda emitidos por
las instituciones financieras afiliadas ai programa y deberán estar

representadas en los instrumentos que se describen a
continuación:

1. En préstamos a los afiliados al Subsistema de Vivienda
dirigidos a los programas previstos en el numeral 3 del
artículo 8 de esta Ley.

2. En préstamos para la construcción dé soluciones
habitacionales dirigidas a los afiliados del Subsistema de
Vivienda.

3. Títulos valores emitidos y garantizados por la República de
Venezuela y por el Banco Central de Venezuela.

4. Bonos, depósitos a plazo y otros instrumentos de renta fija
emitidos por instituciones regidas por la Ley General de
Bancos y otras Instituciones Financieras y por la Ley del
Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo.

5. Bonos y otros titulo de renta fija de empresas públicas y
privadas cuya oferta pública haya sido autorizada por la
Comisión Nacional de Valores.

6. Otros que determine la Superintendencia del Subsistema de
Vivienda previa opinión favorable del Consejo Nacional de la
Vivienda.

Los límites máximos y mínimos de inversión de fes distintos
instrumentos señalados en los numerales 3, 4, 5 y 6 de este
articulo serán fijados por la Superintendencia del Subsistema
Vivienda, previa opinión favorable del Consejo Nacional de la
Vivienda.

Los instrumentos autorizados por esta Ley, excepto los señalados
en los numerales 1, 2 y 3 de este artículo, deberán estar
debidamente autorizados por la Superintendencia del SubsistemaK

de Vivienda.

Parágrafo Tercero: La Superintendencia del Subsistema de
Vivienda deberá _ordenar auditorías a fin de verificar el
cumplimiento de las obligaciones que le impone esta Ley a los
administradores de los recursos del Fondo del Ahorro
Habitacional.

Artículo 25: Los recursos del ahorro habitacional que reciban las
instituciones financieras, así como los créditos hipotecarios que
se otorguen con tales recursos y su recuperación no formarán
parte de su patrimonio y serán contabilizados en forma separada
dentro del balance general de esas instituciones.

Artículo 26: Los recursos del ahorro habitacional depositados
en las cuentas de cada ahorrista devengarán intereses sobre
saldos mensuales que deberán ser abonados al cierre de cada
mes, calculados en función de la tasa que determine, y publique,
el Consejo Nacional de la Vivienda con base en el rendimiento
global de la cartera de préstamos hipotecarios otorgados con
recursos provenientes del ahorro habitacional y la tasa nominal
promedio ponderada de las operaciones pasivas a plazo de treinta
(30) días de los seis Bancos Comerciales y Universales con
mayor volumen de depósitos publicada por el Banco Central de
Venezuela, deducidos los costos operativos del programa. El
Consejo Nacional de la Vivienda, mediante resolución que se
publicará en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela,
determinará dichos costos operativos, para lo cual se
fundamentará en los estadios que previamente le presenten las
instituciones financieras.

Artículo 27: Las instituciones financieras que reciBan recursos
del ahorro habitacional, deberán enterar ai Fondo de Ahorro
Habitacional ios aportes del ahorro captado, más la recuperación
del capital de los préstamos otorgados y sus intereses, deducidos
los costos operativos. Las Normas de Operación establecerán los
plazos y fechas relacionados con la colocación de estos recursos
en el Fondo de Ahorro Habitacional.
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Parágrafo Único: El o los administradores del Fondo de Ahorro
Habitacional contabilizarán separadamente los aportes que
reciban de las instituciones financieras. Estas podrán hacer uso de
los recursos hasta por la concurrencia de sus aportes y sus
rendimientos. Para cumplir con los programas previstos en esta
Ley, las instituciones financieras deberán presentar ai Fondo de
Ahorro Habitacional un cronograma de desembolsos.

Las Normas de Operación regularán todo lo relacionado con el
cumplimiento de estos cronogramas.

CAPÍTULO ffl
DEL RÉGIMEN DEL FONDO DE APORTES

DEL SECTOR PÚBLICO

Articulo 28: En la Ley de Presupuesto se asignarán anualmente
al Fondo de Aportes del Sector Público, créditos por un monto
equivalente al cinco por ciento (5%) de ios ingresos ordinarios
estimados en el respectivo presupuesto, deducidos los montos
correspondientes al Situado Constitucional.

Parágrafo Único: No se considerarán parte de los créditos
previstos en este articulo, los recursos que el Estado destine a la
construcción de obras y servicios de infraestructura primaria y
equipamiento urbano que no estén vinculados directamente a la
ejecución de los programas previstos en la presente Ley.

Artículo 29: En los presupuestos anuales correspondientes a las
Entidades Federales y a los Municipios del país, se asignarán
créditos por un monto equivalente al cinco por ciento (5%) de
las asignaciones por ellos percibidos por concepto de Situado,
para la ejecución de los programas de vivienda a que %e refiere
esta Ley.

Articulo 30: En la oportunidad de la elaboración del Proyecto de
Ley de Presupuesto de la República, el Consejo Nacional de la
Vivienda solicitará a la Oficina Central de Presupuesto la
información correspondiente al monto de los Aportes del Sector
Público y con base en dicha información deberá determinar la
disponibilidad que cada organismo público ejecutor tendrá en el
fideicomiso de inversión del Fondo de Aportes del Sector
Público.

Articulo 31: El Ministerio del Desarrollo Urbano deberá
convenir la administración del Fondo de Aportes del Sector
Público, mediante fideicomiso de inversión, con el Banco
Nacional de Ahorro y Préstamo, sin perjuicio de que, previa
autorización del Presidente de la República en Consejo de
Ministros, dicho sistema pueda ser objeto de apertura para que
participen en su administración entes públicos, privados o
mixtos. Los administradores de dicho Fondo estarán obligados a
mantener los recursos y sus rendimientos en cuenta distinta de su
patrimonio. Dichos recursos deberán estar representados en
inversiones que garanticen seguridad, rentabilidad y liquidez,
dando preferencia a títulos valores relacionados con los
programas ejecutados bajo las previsiones de esta Ley y deberán
estar representadas en los instrumentos que se describen a
continuación:

1. Subsidio directo a la demanda según la señalado en el
artículo 13 de esta Ley y en concordancia a lo previsto en el
artículo 32 de la misma.

2. En préstamos a los añliados al Subsistema de Vivienda
dirigidos a los programas previstos en el numeral 3 del
artículo 8 de esta Ley y conforme a lo establecido en el
articulo 33 de la misma.

3. En préstamos para la construcción de soluciones
habitacionales dirigidas a ios afiliados del Subsistema de
Vivienda conforme a lo establecido en el artículo 33 de esta
Ley,

4. Títulos valores emitidos y garantizados por la República de
Venezuela y por el Banco Central de Venezuela.

5. Bonos, depósitos a plazo y otros instrumentos dé» renta fija
emitidos por instituciones regidas por la Ley General de
Bancos y otras Instituciones Financieras y por la Ley del
Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo.

6. Bonos y otros títulos de renta fija de empresas públicas y
privadas, cuya oferta pública haya sido autorizada por la
Comisión Nacional de Valores.

7. Otros que determine la Superintendencia del Subsistema
Vivienda previa opinión favorable del Consejo Nacional de la
Vivienda.

Los límites máximos y mínimos de inversión de los distintos
instrumentos señalados en los numerales 4, 5, 6 y 7 de este
artículo serán fijados por la Superintendencia del Subsistema de
Vivienda, previa opinión favorable del Consejo Nacional de la
Vivienda.

Los instrumentos autorizados por esta Ley, excepto los señalados
en los numerales 1, 2, 3 y 4 de este artículo, deberán estar
debidamente autorizados por la Superintendencia del Subsistema
de Vivienda.

Articulo 32: A los fines de procurar el incremento de los
recursos del Fondo de Aportes del Sector Público, el Consejo
Nacional de la Vivienda determinará anualmente el porcentaje de
los recursos que serán destinados a los programas no
reproductivos.

Artículo 33: Los recursos del fideicomiso de inversión a que se
contrae el artículo 31 de la presente Ley serán utilizados para lo
siguiente:

1. Ejecución de los programas habitacionales a que se refiere el
artículo 8° de la presente Ley dirigidos a familias con
ingresos mensuales menores a cincuenta y cinco unidades
tributarias (55 U.T.) o a organizaciones comunitarias de
vivienda constituidas por familias con ingresos mensuales
menores a cincuenta y cinco unidades tributarias (55 U.T.).

2. Subsidio directo a la demanda de aquellas familias con
ingresos mensuales menores o iguales a cincuenta y cinco
unidades tributarias (55 U.T.).

3. Subsidio directo a ia. demanda de las familias con ingresos
mensuales comprendidos entre cincuenta y cinco (55 U.T.) y

ciento diez unidades tributarias (110 U.T.); en este caso sote
podrán utilizarse los rendimientos que produzca el
fideicomiso de inversión.

4. Cubrir los costos de administración del fideicomiso de
inversión previsto en el artículo 31 de la presente Ley.

5. Cubrir los costos operativos inherentes a la administración de
ios programas previstos en la presente Ley, de acuerdo a los
límites que mediante resolución fije el Consejo Nacional de
la Vivienda.

6. Incrementar el Fondo de Aportes del Sector Público de
acuerdo con lo estipulado en el artículo 34 de la presente Ley.

Las Normas de Operación establecerán los mecanismos para
facilitar créditos complementarios que las empresas u otras
instituciones o personas puedan conceder para contribuir con el
adquiriente de la solución habitacional.
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Artfodo 34: Los entes ejecutores de ios programas previstos en
la presente Ley, deberán abrir fideicomisos de administración
para la ejecución de dichos programas. Los recursos de estos
fideicomisos estarán constituidos por las transferencias directas
que les haga el Fondo de Aportes del Sector Público,
correspondiente al presupuesto de los programas, incluyendo los
gastos operativos de los entes ejecutores. El fideicomiso de
admimstración adicionalmente se alimentará de los rendimientos
de sus colocaciones y las recuperaciones de capital e intereses de
los préstamos que se otorguen con estos recursos. Los costos de
operación del fideicomiso de administración estarán a cargo del
fondo fideicometido.

Los entes ejecutores de programas previstos en esta Ley deberán
presentar al Fondo de Aportes del Sector Público los respectivos
cronogramas de desembolsos.

*•
Parágrafo Único: Las Normas de Operación regularán lo
concerniente a los cronogramas y sí funcionamiento de los
fideicomisos de administración.

CAPÍTULO IV
DE LOS RECURSOS DE OTRAS FUENTES

Artícelo 35: Se entiende, a los efectos de esta Ley, como
recursos de Otras Fuentes, aquellas distintas del Fondo de Ahorro
Habitacional y del Fondo de Aportes del Sector Público, que de
acuerdo con el régimen legal que las consagre puedan ser
destinadas al financiamiento de las soluciones habitacionales
previstas en la presente Ley, mediante préstamos que se otorguen
a tasa de mercado, con o sin la aplicación del mecanismo de.
refinanciamiento de intereses, siempre y cuando cumplan con los
requisitos previstos en esta Ley.

Articulo 36: Para ser beneficiario de la asistencia habitacional
con los recursos a que se contrae el presente Capítulo, se requiere
que el solicitante esté afiliado al Sistema de Seguridad Social
Integral y cumpla con todos los requisitos establecidos en esta
Ley y en sus Normas de Operación.

Articulo 37: Las Normas de Operación establecerán los
mecanismos para facilitar créditos complementarios que las
empresas u otras instituciones o personas puedan conceder para
contribuir con el adquiriente de la solución habitacional.

TÍTULO IV
DE LA EMISIÓN DE CÉDULAS O

TÍTULOS HIPOTECARIOS Y CERTIFICADOS
DI PARTICIPACIÓN

Artíodo 38: Las instituciones financieras afiliadas al programa
del ahorro habitacional quedan autoritarias para emitir Cédulas o
Títulos Hipotecarios con garantía de los saldos deudores de los
préstamos hipotecarios a su favor, concedidos a los afiliados de
acuerdo con esta Ley, e igualmente para emitir Certificados de
Participación sobre dicha cartera, con el objeto de destinar los
nuevos recursos al otorgamiento de créditos hipotecarios en las
condiciones de la presente Ley.

Artícelo 3f: Las Cédulas o Títulos Hipotecarios tendrán sobre
los préstamos con garantía hipotecaria que los avalan, los
derechos que la Ley otorga al acreedor hipotecario, sin necesidad
de inscripción o registro alguno.

La fecha de emisión no producirá privilegio alguno entre las
Cédulas o Títulos Hipotecarios.

Artículo 40: Las instituciones financieras regidas por la Ley
General de Bancos y Otras Instituciones Financieras y por la Ley
del Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo, para procurarse
recursos destinados a programas de esta Ley, podrán ceder o
vender a otras instituciones financieras afiliadas al programa,
préstamos hipotecarios otorgados a los afiliados, en cuyo caso
deberán obtener autorización del Consejo Nacional de la
Vivienda, la cual deberá ser publicada en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela y no se requerirá la protocolización de
documento alguno. ;

El mismo procedimiento se aplicará para la constitución de los
fideicomisos que se requieran para la titularización o emisión de
Certificados de Participación.

Artículo 41: Las instituciones financieras deberán obtener
certificación de auditores externos, sobre el saldo de la cartera de
prestemos hipotecarios que constituirá la garantía de las Cédulas
o Títulos Hipotecarios o de los Certificados de Participación,
previamente a la colocación de los mismos.

Articulo 42: La notificación al deudor hipotecario a que se
refiere el artículo 1550 del Código Civil sobre la .cesión del
crédito, la efectuará la institución financiera cedente mediante
publicación en un diario de circulación nacional o local de la
jurisdicción donde se encuentren ubicados los inmuebles que
garantizan los créditos objeto de la operación.

Articulo 43: Las instituciones financieras deberán informar al
Consejo Nacional de la Vivienda, a la Superintendencia del
Subsistema de Vivienda y a la Superintendencia de Bancos y

Otras Instituciones Financieras, acerca de las emisiones de
Cédulas o Títulos Hipotecarios y de Certificados de Participación
que proyecten realizar, con indicación del monto estimado,
costos de emisión, características de las Cédulas o Títulos
Hipotecarios o Certificados de Participación, destinos de los
recursos que obtendrán y cualesquiera otras que específicamente
le exijan dichos organismos. Los recursos provenientes de estas
operaciones deberán ser colocados, dentro de los cinco (5) días
hábiles siguientes a su recepción, en el Fondo de Ahorro
Habitacional o en el Fondo de Aportes del Sector Público, según
el origen de la cartera de préstamos, hasta tanto sean reinvertidos
en los programas objeto de esta Ley.

Articulo 44: En todo lo no previsto en este Título se aplicarán
las disposiciones de la Ley General de Bancos y Otras
Instituciones Financieras y la Ley del Sistema Nacional de
Ahorro y Préstamo.

TÍTULO V
DE LAS GARANTÍAS DE LOS PRÉSTAMOS

Artículo 45: Los préstamos que se otorguen a'los afiliados bajo
el régimen de esta Ley quedan garantizados con una hipoteca
sobre el inmueble objeto del mismo, denominada Hipoteca Legal
Habitacional, a favor de la institución otorgante del crédito,
según el caso y de acuerdo a lo establecido en el respectivo
documento de hipoteca, hasta la concurrencia con el total
adeudado por concepto de saldo de capital, intereses ordinarios y
de mora, gastos judiciales; honorarios de abogado y otros gastos
directamente vinculados con la operación de crédito.

Parágrafo Primero: La hipoteca legal habitacional podrá abarcar
la capitalización de intereses, el refinanciamiento y la
reestructuración de las obligaciones, según el caso.
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Parágrafo Segundo: La hipoteca legal habítacional podrá ser"
compartida entre los distintos acreedores de acuerdo a los
contratos suscritos entre las partes,

Artículo 46: Los préstamos a corto plazo para construcción
quedarán garantizados con hipoteca convencional de primer
grado, conforme a las previsiones del Código Civil.

Artículo 47: El inmueble objeto de ia hipoteca legal habítacional
quedará afectado a un patrimonio separado, excluido de la prenda
común de los acreedores restantes del deudor del crédito
hipotecario y el inmueble no podrá ser enajenado mientras el
préstamo otorgado de conformidad con la presente Ley no haya
sido cancelado.

Artículo 48: El procedimiento aplicable a la ejecución de la
hipoteca legal habitacional se regirá por las disposiciones
previstas en el Código de Procedimiento Civil para la ejecución
de hipoteca. El acreedor hipotecario podrá presentarse como
postor ofreciendo como caución el monto del crédito.

Artículo 49: En caso de desafiliación de una institución
financiera del programa de esta Ley por parte del Consejo
Nacional de la Vivienda, el traspaso de las carteras activas,
pasivas, fideicomisos y otras operaciones realizadas con recursos
de esta Ley, a una o más instituciones financieras, se efectuará
mediante resolución de dicho Consejo que se publicará en la
Gaceta Oficial de la República de Venezuela. En caso de traspaso
de cartera hipotecaria no se requerirá la protocolización de
documento alguno. La resolución señalada deberá contener la
identificación de las instituciones financieras que intervienen en
las operaciones de traspaso con indicación de las Oficinas
Subalternas de Registro donde se encuentren protocolizados los
documentos de hipoteca correspondientes.

TITULO VI
DEL FONDO DE GARANTÍA

Artículo 50: El Fondo de Garantía, creado en activos seguros,
rentables y de fácil liquidación, con las primas que deben pagar
los beneficiarios de préstamos o créditos, tiene por objeto cubrir,

en los términos y porcentajes que establezcan las Normas dé
Operación, los siguientes riesgos:

I. Recuperación de los préstamos otorgados a los afiliados y a
otros beneficiarios,, destinados a la adquisición, construcción,
mejoramiento y ampliación de viviendas. La garantía del
Fondo ampara hasta el saldo del capital del préstamo, los
intereses adeudados, los gastos de juicio, las cuotas de
condominio, las tasas de servicios públicos, los impuestos
municipales y la reparación de la vivienda.

2. Fallecimiento de beneficiarios de préstamos. La garantía
cubrirá hasta el saldo del capital del préstamo. La institución
o ente otorgante del fmanciamiento deberá aplicar el monto
que reciba el Fondo de Garantía a la amortización del saldo
adeudado y liberar la garantía sobre el inmueble si fuere el
caso, o a reducir el saldo adeudado en la proporción que
corresponda.

3. Los daños que se ocasionen en el inmueble con motivo de
incendio, terremoto u otros riesgos previstos en el contrato de
garantía. La cobertura amparará los daños hasta por el monto
garantizado. El prestatario ejercerá la garantía por intermedio
de la institución financiera u organismo otorgante del
préstamo para ser destinada a la reparación de la vivienda.

Parágrafo Primero: Las garantías de restitución de prestamos
hipotecarios, previstas en el numeral 1 de este artículo, serán
ejercidas por la institución u organismo que hubiese otorgado el
préstamo, una vez efectuada la venta del inmueble adquirido en
remate judicial o por dación en pago.

El producto de ia venta será aplicado por la institución financiera
u organismo, a cubrir los gastos efectuados y el saldo de capital
adeudado, en los términos previstos en este artículo y en los
porcentajes y condiciones que determinen las Normas de
Operación. Cualquier excedente deberá ser colocado en el Fondo
del Ahorro Habitacional y en el Fondo de Aportes de4 Sector
Público, según corresponda.

Parágrafo Segundo: El monto y forma de pago de las primas para
la cobertura de las garantías previstas en este artículo, serán
establecidos por el Consejo Nacional de la Vivienda en los

términos que señalen las Normas de Operación. El retardo en el
pago de las primas por parte de las instituciones financieras y de
los organismos ejecutores de viviendas con recursos de esta Ley,
causará intereses a la tasa activa promedio de los seis (6)
principales bancos del país.

Artículo 51: El Ministerio del Desarrollo Urbano deberá
convenir la administración del Fondo de Garantía, mediante
fideicomiso de inversión, con el Banco Nacional de Ahorro y
Préstamo, sin perjuicio de que, previa autorización del Presidente
de la República en Consejo de Ministros, dicho sistema pueda ser
objeto de apertura para que participen en su administración entes
públicos, privados o mixtos. Los administradores de dicho Fondo
estarán obligados a mantener los recursos y sus rendimientos en
cuenta distinta de su patrimonio. La administración de los
recursos del Fondo de Garantía se realizará conforme a las
previsiones de esta Ley y sus Normas de Operación.

Artículo 52: Con el objeto de respaldar los riesgos previstos en
el artículo 50 de esta Ley, el Fondo de Garantía deberá constituir
y mantener las siguientes reservas:

1. Reservas de garantía de restitución de préstamos
hipotecarios.

2. Reservas de garantía en caso de fallecimiento del prestatario,

3. Reservas de garantía por daños al inmueble derivados de ios
riesgos previstos en las Normas de Operación.

Parágrafo Primero: Las inversiones del Fondo de Garantía
estarán representadas en inversiones que garanticen seguridad,
rentabilidad y liquidez, dando preferencia a títulos valores
relacionados con los programas ejecutados bajo las provisiones
de esta Ley y deberán estar representadas en los instrumentos que
se describen a continuación:

1. Títulos Valores emitidos y garantizados por la República de
Venezuel? y por el Banco Central de Venezuela.

2. Bonos, depósitos a plazo y otros instrumentos de renta fija
emitidos por instituciones regidas por la Ley General de

Bancos y Otras Instituciones Financieras y por la Ley del
Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo.

3. Bonos y otros títulos de renta fija de empresas públicas y
privadas cuya oferta pública haya sido autorizada por la
Comisión Nacional de Valores.

4. Otros que determine la Superintendencia del Subsistema de
Vivienda previa opinión favorable del Consejo Nacional de la
Vivienda.

Los límites máximos y mínimos de inversión de los distintos
instrumentos señalados en este artículo serán fijados por la
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Superintendencia del Subsistema de Vivienda, previa opinión
favorable del Consejo Nacional de la Vivienda.

Los instrumentos autorizados por esta Ley, excepto el señalado
en el numeral 1 de este artículo, deberán estar debidamente
autorizados por la Superintendencia del Subsistema de Vivienda.
Corresponderá a la Superintendencia del Subsistema de Vivienda
vigilar el mantenimiento de las reservas previstas en este artículo.

Parágrafo Segundo: El producto de las colocaciones que se
efectúen con los recursos del Fondo de Garantía y los beneficios
que se obtengan de sus operaciones serán destinados a
incrementar dicho Fondo.

Articulo 53: Los préstamos y créditos que se otorguen con
recursos que provengan del Fondo de Aportes del Sector Público,
del Fondo de Ahorro Habitacional y de Otras Fuentes, deberán
estar amparados por el Fondo de Garantía previsto en este Título.
El pago de las prunas correspondientes estará a cargo del
beneficiario del préstamo. El monto y forma de pago de las
primas para la cobertura de las garantías previstas en este Titulo,
serán establecidas por el Consejo Nacional de la Vivienda en los
términos que señalen las Normas de Operación.

TÍTULO VH
DEL FONDO DE RESCATE

Articulo 54: El Fondo de Rescate creado por la Ley de Política
Habitacional publicada en la Gaceta Oficial de la República de

Venezuela N° 4.659, Extraordinario, de fecha 15 de diciembre de
1993, continuará vigente y tiene por objeto cubrir en los términos
y porcentajes que se establezcan en las Normas de Operación el
riesgo de cancelación del saldo del capital del préstamo
otorgados con recursos del Fondo del Sector Público, del Fondo
del Ahorro Habitacional y de Otras Fuentes, adeudado por el
beneficiario al vencimiento del plazo de treinta (30) años
contados a partir de la fecha de protocolización del documento de
préstamo a largo plazo, una vez aplicado el monto del ahorro
habitacional acumulado por el prestatario, como consecuencia de
la aplicación del mecanismo de refinanciamiento definido en el
parágrafo segundo del artículo 12 de la presente Ley. Este Fondo
continuará conformado con primas que deben pagar los
beneficiarios de préstamos o créditos.

Los créditos otorgados antes de la entrada en vigencia de esta
Ley continuarán amparados por ei Fondo de Rescate.

Parágrafo Primero: Con el objeto de respaldar el riesgo previsto
en este articulo, el Fondo de Rescate deberá constituir y mantener
una reserva suficiente para garantizar la cobertura del saldo de
capital por vencimiento de los créditos a los treinta (30) años de
su otorgamiento.

Parágrafo Segundo: El monto y forma de pago.de las primas, la
vigilancia y control del Fondo de Rescate y el régimen aplicable
al destino del producto de las colocaciones se regirán por las
disposiciones del Fondo de Garantía previsto en esta Ley, en
cuanto sean aplicables.

Artículo 55: El Ministerio del Desarrollo Urbano deberá
convenir la administración del Fondo de Rescate, mediante
fideicomiso de inversión, con el Banco Nacional de Ahorro y
Préstamo, sin perjuicio de que, previa autorización del Presidente
de la República en Consejo de Ministros, dicho sistema pueda ser
objeto de apertura para que participen en su administración entes
públicos, privados o mixtos. Los administradores de éste Fondo
estarán obligados a mantener los recursos y sus rendimientos en
cuenta distinta de su patrimonio.

El o los entes encargados de la administración de los recursos del
.Fondo de Rescate deberán informar de sus operaciones al
Consejo Nacional de la Vivienda y harán anualmente un corte de
cuentas que deberá ser certificado por un Contador Público
colegiado. La administración de ios recursos del Fondo de
Rescate se realizará conforme a las previsiones de esta Ley y sus
Normas de Operación.

Articulo 56: Las reservas del Fondo de Rescate estarán
representadas en inversiones que garanticen seguridad,
rentabilidad y liquidez, dando preferencia a títulos valores
relacionados con el área de vivienda, emitidos por las
instituciones financieras afiliadas al programa y deberán estar-
representadas en los instrumentos que se describen a
continuación:

1. Títulos Valores emitidos y garantizados por la República de
Venezuela y por el Banco Central de Venezuela.

2. Bonos, depósitos a plazo y otros instrumentos de renta fija
emitidos por instituciones regidas por la Ley General de
Bancos y otras Instituciones Financieras y por la Ley del
Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo.

3. Bonos y otros títulos de renta fija de empresas públicas y
privadas cuya oferta pública haya sido autorizada por la
Comisión Nacional de Valores. .

4. Otros que determine la Superintendencia del Subsistema
Vivienda previa opinión favorable del Consejo Nacional de la
Vivienda.

Los limites máximos y mínimos de inversión de los distintos
instrumentos señalados en este artículo serán fijados por la
Superintendencia del Subsistema de Vivienda, previa opinión
favorable del Consejo Nacional de la Vivienda,

Los instrumentos autorizados por esta Ley, excepto el señalado
en el numeral 1 de este artículo, deberán estar debidamente
autorizados por la Superintendencia del Subsistema de Vivienda.
Corresponderá a la Superintendencia del Subsistema de Vivienda
vigilar el mantenimiento de las reservas previstas en este artículo.

Parágrafo Segundo: El producto de las colocaciones que se
efectúen con los recursos del Fondo de Rescate y los beneficios
que se obtengan de sus operaciones serán destinados a
incrementar dicho Fondo.

TITULO VIII
DEL CONSEJO NACIONAL DE LA VIVIENDA

Artículo 57: El Consejo Nacional de la Vivienda, creado por la
Ley de Política Habitacional publicada en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela N" 4.124 Extraordinario, de fecha 14 de
septiembre de 1989, a partir del 1° de enero de 1999 tendrá
carácter de instituto autónomo con personalidad jurídica y
patrimonio propio distinto al del Fisco Nacional, con autonomía
administrativa y funcional en los términos previstos en la
presente Ley y estará adscrito al Ministerio del Desarrollo
Urbano.

Artículo 58: El patrimonio del Consejo Nacional de la Vivienda
como instituto autónomo, estará constituido por:

1. Los bienes que le transfiera el Ministerio del Desarrollo
Urbano.

2. Los aportes que el Ejecutivo Nacional haya efectuado hasta el
31 de diciembre de 1998 o asigne a partir del 1° de enero de
1999.

3. La Contribución Especial a que se refiere el artículo 59 de
esta Ley.
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4. El monto acumulado y depositado en el Banco Nacional de
Ahorro y Préstamo, por concepto de la Contribución Especial
conforme al régimen previsto hasta el 31 de diciembre de
1998.

5. El producto de sus operaciones.
6. Las donaciones, aportes y cualesquiera otros bienes o

derechos que reciba de personas naturales o jurídicas, así
como todos los bienes que adquiera por cualquier título.

Articulo 59: El financiamiento de los gastos del Consejo
Nacional de la Vivienda se hará con cargo a créditos previstos
mediante transferencias en el Presupuesto de*» Gastos del
Ministerio de Desarrollo Urbano y al producto de una
Contribución Especial con cargo a los beneficiarios de créditos
otorgados con recursos del Fondo de Ahorro Habitacional y de
Otras Fuentes, la cual estará constituida por una cantidad del
cero punto cinco por ciento (0.5%) de los créditos otorgados por

las instituciones financieras. Esta contribución será recaudada por
una sola vez por las instituciones financieras, en la oportunidad
del otorgamiento de los créditos y deberá ser transferida por las
mismas instituciones financieras, directa e inmediatamente, al
Consejo Nacional de la Vivienda.

Artículo 60: Son atribuciones del Consejo Nacional de la
Vivienda:

1. Asesorar y contribuir técnicamente en la definición de la
Política Habitacional del Estado.

2. Elaborar anualmente el Programa Nacional de Vivienda, en
función de las asignaciones presupuestarias del Fondo de
Aportes del Sector Publico; los recursos disponibles en este
Fondo; los recursos a que se refiere ei artículo 29 de esta Ley;
los recursos disponibles en el Fondo de Ahorro Habitacional,
las estimaciones del ahorro habitacional conforme al
Ejercicio Fiscal correspondiente y. las estimaciones de los
recursos de Otras Fuentes.

3. Conocer, supervisar y evaluar la aplicación de la Política
Habitacional y la ejecución de los programas anuales y
quinquenales de vivienda.

4. Vigilar el cumplimiento de los programas desarrollados por
los sectores público y privado, a fin de que los mismos se
lleven a cabo de conformidad con la política habitacional y
metas establecidas, así como a las previsiones de la presente
Ley y sus Normas de Operación.

5. Solicitar del Ejecutivo Nacional a través del Ministerio del
Desarrollo Urbano, el otorgamiento de los estímulos
contemplados en esta Ley y proponer los que considere
necesarios para la marcha de los programas habitacionales
que se tengan establecidos o que se vayan a iniciar.,

6. Definir y ejecutar la política nacional de Investigación en
Vivienda y Desarrollo Urbano y promover, apoyar y
fomentar el proceso de investigación e información de
vivienda, a través de los organismos públicos y privados
competentes.

7. Organizar y prestar asistencia técnica habitacional a los
diferentes actores que participan en los programas previstos
en esta Ley, en los aspectos legales, técnico-constructivos,
organizativos, administrativos, financieros, urbanísticos,
entre otros, relacionados con los procesos de construcción,
mejoramiento y ampliación de las viviendas, así como con la
ejecución y mantenimiento de obras de infraestructura y
servicios.

8. Estimular la promoción y creación de cooperativas y
asociaciones civiles sin fines de lucro, gubernamentales o no.

9. Conocer, supervisar y evaluar la administración del Fondo de
Aportes del Sector Público, para que en función de la
disponibilidad de dicho Fondo, y previa opinión del Ministro
del Desarrollo Urbano, se coordine la participación de los
diversos entes públicos y privados en la ejecución y
financiamiento de los programas habitacionales.

10. Presentar anualmente al Presidente de la República y al
Congreso Nacional, a través del Ministro del Desarrollo
Urbano, un informe sobre la gestión cumplida, planes
ejecutados, situación de los recursos y cualesquiera otros
aspectos relacionados con la ejecución del programa
habitacional. Hacer del conocimiento de los organismos de
control a que corresponda, el o los entes que hayan utilizado
los recursos para el desarrollo de soluciones habitacionales, u
otorgado subsidios que no llenen las exigencias previstas en
esta Ley, o no hayan cumplido con las obligaciones
establecidas en la misma.

11. Elaborar las Normas de Operación previstas en esta Ley, para
lo cual solicitará la opinión de la organización sindical y del
organismo empresarial más representativos del país. Estas
Normas deberán ser sometidas a la aprobación del Presidente
de la República en Consejo de Ministros, a proposición del
Ministro del Desarrollo Urbano y publicadas en la Gaceta
Oficial de la República de Venezuela. La#> Normas de
Operación deberán ser revisadas y actualizadas cuando el
Consejo Nacional de la Vivienda lo considere necesario.

12. Llevar el Registro Nacional de Empresas Promotoras,
Constructoras de Viviendas y Organizaciones Comunitarias
de Vivienda y otras organizaciones de la sociedad civil.

13. Definir un Sistema de Elegibilidad y Registro de
Beneficiarios del subsidio directo, que será aplicado por los
entes ejecutores de esta Ley.

14. Dictar y publicar en la Gaceta Oficial su Reglamento Interno,
el cual definirá su estructura organizativa y de cargos, previa
opinión de los órganos competentes.

15. Dictar y hacer cumplir las normas de administración de sus
empleados y obreros, a quienes se les aplicará la Ley de
Carrera Administrativa o la Ley Orgánica del Trabajo, según
corresponda.

16. Dictar las resoluciones que considere necesarias para el
cumplimiento de esta Ley y sus Normas de Operación.

17. Las demás que te correspondan conforme a esta Ley.

Articulo 61: Los organismos de la administración pública están
en la obligación de prestar el apoyo técnico que les sea solicitado
por el Consejo Nacional de la Vivienda, para el mejor
cumplimiento de los objetivos previstos en esta Ley.

Articulo 62: El Consejo Nacional de la Vivienda tendrá un
Directorio integrado por un Presidente y cuatro (4) Directores
Principales, los cuales serán designados por el Presidente de la
República, por un periodo de tres (3) años. Uno de estos
Directores y su correspondiente suplente, será postulado en una
quinaria por la confederación sindical que represente el mayor
número de trabajadores a escala nacional, que haya tenido más
regularidad en su funcionamiento y cuyas actividades se cumplan
en mayor extensión territorial, y otro de estos Direcíftres y su
correspondiente suplente será postulado en una quinaria por el
organismo empresarial más representativo del país. En la misma
oportunidad serán designados los Directores Suplentes de cada
uno de los Directores Principales, quienes podrán concurrir a las
reuniones del Directorio, con voz pero sin voto, cuando sean
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convocados por resolución expresa de! Presidente del Consejo
Nacional de la Vivienda.

En caso de falta absoluta del Presidente o de un Director
Principal, el Presidente de la República procederá a reemplazarlo
y el sustituto continuará el periodo para el cual fue designado su
predecesor.

Las faltas temporales del Presidente las cubrirá el Director que él
designe.

Se considerará falta absoluta de un Director la inasistencia por
tres (3) veces consecutivas, sin causa justificada, a las reuniones
del Directorio.

El Directorio será la máxima autoridad del Consejo Nacional de
la Vivienda, pudiendo delegar en el Presidente las atribuciones
que considere necesarias a los fines del cumplimiento de los
objetivos de esta. Ley.

Artfcnlo 63: El Presidente y los Directores deberán reunir las
siguientes condiciones:
1. Ser de nacionalidad venezolana;

2. Tener treinta (30) años de edad cumplidos en el momento de
su designación;

3. Ser persona solvente y de reconocida competencia en la
materia.

Articulo 64: El Consejo Nacional de la Vivienda gozará de las
prerrogativas, privilegios y exenciones de orden procesal, civil y
tributario que acuerda la Ley Orgánica de la Hacienda Pública
Nacional al Fisco Nacional.

Artículo 65: Corresponde al Directorio aprobar los contratos que
sean necesarios para el cumplimiento de tos objetivos y
funciones que le atribuye esta Ley al Consejo Nacional de la
Vivienda.

Articulo 66: El Presidente del Consejo Nacional de la Vivienda,
será la máxima autoridad ejecutiva de dicho organismo y le
corresponde la designación, remoción y destitución del personal
del mismo.

Artículo 67: El Directorio del Consejo Nacional de la Vivienda,
previa convocatoria del Presidente, se reunirá por lo menos una
(1) vez a la semana o cuando asi lo soliciten tres (3) de sus
miembros principales.

Para la validez de las reuniones del Directorio, se requerirá la
presencia del Presidente y de por Jo menos tres (3) Directores
Principales, y sus decisiones se tomarán por la simple mayoría
del voto de los presentes. En caso de empate, el Presidente tendrá
doble voto. Cuando un Director tuviese alguna relación directa o
indirectamente con algún asunto tratado por el Directorio, lo hará
conocer al mismo y se abstendrá de participar en su discusión y
en la decisión que al respecto se tome. Esta circunstancia se hará
constar en el acta respectiva.

Artículo 68: La remuneración del Presidente la determinará el
Directorio del Consejo Nacional de la Vivienda, en sesión que
será realizada sin su presencia.
La asistencia a las reuniones del Consejo Nacional de la
Vivienda, dará derecho a los Directores a percibir dietas por tal
concepto

Artículo 69: El Presidente de la República separará de su cargo
al Presidente o a los Directores del Consejo Nacional de la
Vivienda, por las siguientes causas:

1. Falta de probidad, vías de hecho, injuria, conducta inmoral o
actos lesivos a los fines que persigue esta Ley;

2. Condena penal que implique privación de libertadN) auto de
responsabilidad administrativa de la Contraloria General de la
República;

3. Incumplimiento de las obligaciones inherentes a sus
responsabilidades.

TÍTULO IX
DE LOS COMITÉ ESTADALES DE VIVIENDA

Artículo 70: Los Comité Estadales de Vivienda tienen como
función la de participar con las Gobernaciones de Estado, en la
formulación de los Planes Estatales de Vivienda y asesorar y
contribuir técnicamente con el' Comité de Planificación y
Coordinación (COPLAN) del Estado en todo lo relativo a la
materia habitacional y en el desarrollo urbano.

Artículo 71: Los Comité Estadales de Vivienda estarán
integrados por cinco (5) miembros designados por el Gobernador
de la siguiente manera: dos (2) representantes de la Gobernación,
uno de los cuales lo presidirá; un (1) representante de los
Gobiernos Municipales, escogido de una tema que éstos
presentarán al Gobernador; un (1) representante, que será
postulado en una terna por la organización sindical que
represente el mayor número de trabajadores a escala regional,
que haya tenido más regularidad en su funcionamiento y cuyas
actividades se cumplan en mayor extensión regional, y otro de
estos representantes será postulado en una tema por el organismo
empresarial más representativo de la región. Todos ellos deberán
ser personas de reconocida experiencia y competencia en la
materia habitacional.

Articulo 72: Los integrantes de los Comité Estadales de
Vivienda deberán reunir las mismas condiciones que se exigen al
Presidente y Directores del Consejo Nacional de la Vivienda, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de esta Ley.

Articulo 73: Los integrantes de los Comité Estadales de
Vivienda durarán dos (2) años en sus funciones, pudiendo ser
ratificados y serán removidos de sus cargos por el respectivo
Gobernador de Estado, por las siguientes causas:

1. Falta de probidad, vías de hecho, injuria, conducta inmoral y
actos lesivos a tos fines que persigue esta Ley;

2. Condena penal que implique privación de libertad o auto de
responsabilidad administrativa de la Contraloria General de la
República y,

3. Incumplimiento de las obligaciones inherentes a su cargo.

Artículo 74: Son atribuciones de los Comité Estadales de
Vivienda las siguientes:

1, Coadyuvar en la definición de la política estadal de vivienda,
en concordancia con los lincamientos nacionales de política
habitacional y coordinar, supervisar y evaluar su aplicación
por parte de los diversos entes públicos y privados en su
jurisdicción;
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2. Coordinar la formulación de los programas estadales anuales
de vivienda, en función de los recursos provenientes de los
aportes que realicen los sectores públicos y privados;

3. Vigilar el cumplimiento de los programas estadales de
vivienda, así como el uso de los recursos provenientes de
cualquiera de las fuentes previstas en esta Ley e informar al
Consejo Nacional de la Vivienda acerca de su cumplimiento;

4. Presentar al Consejo Nacional de la Vivienda, -en los términos
y oportunidad que determinen las Normas de Operación, el
Programa Anual de Vivienda del Estado;

5. Presentar semestralmente al Consejo Nacional de la Vivienda
un informe sobre la gestión habitacional cumplida en el
Estado por los diversos agentes participantes;

6. Recibir las denuncias y reclamos por violaciones o
incumplimiento de las disposiciones d« esta Ley en su
jurisdicción y consignar ante el Consejo Nacional de la
Vivienda la documentación que las sustenta;

7. Llevar el Registro Estadal de Empresas Promotoras y
Constructoras de Vivienda de la sociedad civil y enviar
periódicamente al Consejo Nacional de la Vivienda una
relación actualizada de las mismas y,

8. Dictar las normas de su funcionamiento.

Artículo 75: Los gastos que ocasione el funcionamiento de los
Comité Estadales de Vivienda en lo relacionado con la aplicación
de esta Ley, serán determinados en las Normas de Operación, con
cargo a los recursos previstos en el artículo 29 de la presente Ley.

TÍTULO X
DE LAS NORMAS DE OPERACIÓN

Artículo 76: Las Normas de Operación regularán las materias
siguientes:

1. Programas Habitacionales, Modalidades de Financiamiento y
Beneficiarios:

a) Características de los programas habitacionales y
condiciones mínimas de las soluciones habitacionales;

b) Términos y condiciones de las modalidades de
financiamiento;

c) Requisitos y condiciones que deberán cumplir los
diferentes actores que participan en los programas
habitacionales a través de las modalidades de
financiamiento establecidas;

d) Términos y condiciones que deberán cumplir los distintos
beneficiarios a los efectos de acceder a "una solución
habitacional, a través de las modalidades de
financiamiento establecidas.

2. Fuentes y Flujo de Recursos:

a) Condiciones y características del régimen del Ahorro
Habitacional, en tópicos tales como apertura,
características y movilización de las cuentas de ahorro
habitacional; plazos y condiciones para la movilización
de los recursos captados y recuperados y régimeY) de
información;

b) Movilización de los recursos del Fondo de Aportes del
Sector Público; régimen de información entre los

diferentes entes involucrados; características y
condiciones de los fideicomisos de administración y,

c) Régimen para la utilización de los recursos de Otras
Fuentes.

3. Características, términos y condiciones relacionados con la
emisión de Cédulas o Títulos Hipotecarios y Certificados de
Participación.

4. Administración del Fondo de Garantía y del Fondo de
Rescate.

5. Información necesaria para la coordinación de los planes
anuales, entre el Consejo Nacional de la Vivienda y los
Comité Estadales.

6. Forma y frecuencia de la información por parte de las
personas naturales y jurídicas, públicas y privadas,
involucradas en la aplicación de esta Ley, necesarias para el
seguimiento y control de los objetivos de la misma y,

7. Las demás materias que les correspondan conforme a la
presente Ley.

Artículo 77: Las Normas de Operación podrán ser emitidas en
un solo cuerpo o en cuerpos separados por materias.

TÍTULO XI
DE LOS INCENTIVOS DE LA LEY

Artículo 78: Quedan exentos del pago de derechos de registro
previstos en la .Ley de Registro Público la protocolización de
documentos de los préstamos o créditos, o cualquier otro
instrumento que con ocasión de la adquisición, construcción,;
mejoramiento y ampliación de soluciones habitacionales,
dirigidas a familias con ingresos menores o iguales a ciento diez,
unidades tributarias (110 U.T.), otorgados en virtud de la
ejecución de algún programa previsto en esta Ley.

Artículo 79: El juicio de ejecución de hipoteca de inmuebles
financiados a largo plazo con los recursos previstos en esta Ley
quedará exento de cualquier gasto o arancel judicial. En caso de
ejecución de hipoteca sobre inmuebles financiados con recursos
de la presente Ley, los honorarios de abogados no podrán
exceder del diez por ciento (10%) del saldo deudor demandado.

Artículo 80: El Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio del
Desarrollo Urbano, previa opinión del Consejo Nacional de la
Vivienda, podrá otorgar incentivos para lo siguiente:

1. Adquisición y habilitación de tierras para la construcción y
venta de viviendas a menores costos y,

2. Establecimiento de planes especiales de ahorro que permitan
el financiamiento de cuotas para la adquisición de soluciones
habitacionales.

Artículo 81: Los organismos de la administración pública que
deban intervenir en el otorgamiento de aprobaciones y
autorizaciones relacionadas con proyectos de vivienda que
formen parte de los programas contemplados en la presente Ley,
deberán dar prioridad a sus tramitaciones.

El Ministerio de Justicia velará porque los Notarios Públicos y
los Registradores Subalternos den estricto cumplimiento a las
disposiciones de esta Ley en todo cuanto les concierna.
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TITULO XD
DEL CONTROL Y SUPERVISIÓN DEL SUBSISTEMA DE

VIVIENDA
Y DE LA POLÍTICA HABITACIONAL

CAPÍTULO I
DE LA SUPERINTENDENCIA DEL SUBSISTEMA DE

VIVIENDA

Artículo 82: Se crea la Superintendencia del Subsistema de
Vivienda, con personalidad jurídica propia, autonomía funcional,
administrativa, financiera y patrimonio propio distinto e
independiente del Fisco Nacional, adscrita al Ministerio de
Hacienda a los solos efectos de la tutela administrativa; la

Superintendencia gozará de las franquicias, privilegios y
exenciones de origen fiscal, tributario y procesal otorgadas al
Fisco Nacional.

Tendrá por objeto fiscalizar, vigilar, controlar y regular al Fondo
de Ahorro Habitacional, al Fondo de Aportes del Sector Público,
al Fondo de Garantía y al Fondo de Rescate.

Las decisiones de la Superintendencia agoten la vía
administrativa.

El patrimonio de la Superintendencia del Subsistema Vivienda
está conformado por los aportes presupuestarios que le asigne el
Ejecutivo Nacional con cargo al Ministerio de Hacienda.

Artículo 83: Los recursos de la Superintendencia del
Subsistema de Vivienda no podrán ser destinados a:

1. Adquirir inmuebles, salvo los necesarios para su
funcionamiento;

2. Prestar dinero a personas jurídicas o naturales;
3. Realizar colocaciones a largo plazo o en títulos no

negociables; y
4. Adquirir acciones y obligaciones de empresas.

Artículo 84: La Superintendencia del Subsistema de Vivienda
tendrá las siguientes atribuciones:

1.

2.

3.

4.

5.

Supervisar y controlar a los entes administradores de los
recursos de los Fondos señalados en los numerales 6, 7, 8 y 9
del artículo 3 de esta Ley.
Ejercer el control y fiscalización de los recursos del ahorro
habitacíonal por parte de los sectores público y privado;
Ejercer el control y fiscalización de los organismos
encargados del manejo y administración del Fondo de Ahorro
Habitacional y del Fondo de Aportes del Sector Público.
Iniciar y sustanciar procedimientos e imponer Jas multas y
demás sanciones previstas en este Título.
Las demás atribuciones que se le otorguen por Ley.

Articulo 85: La estructura, organización y funcionamiento de la
Superintendencia del Subsistema Vivienda se establecerá en el
reglamento interno que la regule, el cual será dictado por la
propia Superintendencia y publicado en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela.

La Superintendencia del Subsistema de Vivienda estará bajo la
dirección de un Superintendente.

El Superintendente será designado por el Presidente de la.
República, quien remitirá los nombres de tres (3) candidatos al
Congreso de la República a fin de que sean evaluados por una
Comisión Bicameral Especial la cual, mediante audiencias
públicas, evaluara los candidatos postulados y presentará un
informe en un lapso no mayor de quince (15) días hábiles

siguientes a la recepción, cea la^ observaciones y
recomendaciones que considere pertinentes.

El Superintendente del Subsistema de Vivienda deberá ser
venezolano, mayor de edad, profesional universitario y de
comprobada solvencia moral, así como de reconocida experiencia
en la materia económica y financiera.

El Superintendente ejercerá el cargo por un periodo de cuatro (4)
años, el cual podrá ser prorrogado:

Artículo 86: No podrán ejercer el cargo de Superintendente del
Subsistema de Vivienda:

1. Las personas sometidas a juicio o interdicción por razones
penales o de quiebra culpable o fraudulenta;

2. Quienes hayan sido sancionados por violación de normas
legales relacionadas con la administración de fondos de
carácter público o privado;

3. Quienes tengan vínculos asociativos sobre la materia objeto
de esta Ley, con personas naturales o jurídicas, propietarias o
accionistas de las instituciones financieras participantes o
instituciones públicas ejecutoras de los programas previstos
en esta Ley;

4. Los integrantes del Consejo Nacional de Seguridad Social
Integral.

Artículo 87: El Presidente de la República removerá al
Superintendente del Subsistema de Vivienda cuando incurra en
algunas de las siguientes causales:

1. Falta de probidad, vías de hecho, injuria, conducta inmoral o
acto lesivo al buen nombre o intereses de la
Superintendencia;

2. Perjuicio material grave, causado intencionalmente o por
negligencia manifiesta al patrimonio de la Superintendencia;

3. Condena penal; y
4. Incumplimiento de las obligaciones inherentes al cargo.

CAPÍTULO H
DE LA SUPERINTENDENCIA DE BANCOS Y OTRAS

INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 88: La Superintendencia de Bancos y Otras
Instituciones Financieras tendrá a su cargo la inspección, control
y fiscalización de todo lo relacionado con el cumplimiento de la
presente Ley, sus Normas de Operación y las Resoluciones
emanadas del Consejo Nacional de la Vivienda y de la
Superintendencia del Subsistema de Vivienda, en lo concerniente
a las instituciones financieras regidas por la Ley General de
Bancos y Otras Instituciones Financieras y por la Ley del
Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo, lo cual se llevará a cabo
sin perjuicio de las facultades de inspección y control que posee
la Superintendencia del Subsistema de Vivienda y del Consejo
Nacional de la Vivienda, de conformidad con la presente Ley y
con otras Leyes especiales.

CAPÍTULO III
DE LAS SANCIONES

Artículo 89: Sin perjuicio de lo establecido en otras Beyes, las
contravenciones a esta Ley, a sus Normas de Operación y a las
resoluciones emanadas del Consejo Nacional de la Vivienda,
serán sancionadas por la Superintendencia del Subsistema de
Vivienda y por la Superintendencia de Bancos y Otras
Instituciones Financieras, conforme se establece en este Título.
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Artículo 90: El incumplimiento por parte del patrono o
empleador, de las obligaciones que se establecen a su cargo en el
artículo 20 de esta Ley, será sancionado en cada caso por la
Superintendencia del Subsistema de Vivienda, con multe por un
monto equivalente ai doble de la suma adeudada. Adicionalmente
a la multa al patrono o empleador éste deberá depositar en la
institución financiera, a nombre del trabajador, el monto del
ahorro habitacional adeudado, conjuntamente con el monto
correspondiente a los rendimientos devengados durante el lapso
en el cual no efectuó la aportación.

Los patronos que retengan el ahorro habitacional al trabajador y
no lo depositen dentro del lapso previsto en el artículo 20 de la
presente Ley, serán sancionados por la Superintendencia del
Subsistema de Vivienda, con multa equivalente al veinte por
ciento (20%) mensual del monto retenido y no depositado, hasta
un máximo de dos (2) veces el monto retenido y no depositado,
sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal a que hubiere
lugar.

Artículo 91: El incumplimiento de las obligaciones por parte de
los entes administradores de los recursos de los Fondos previstos
en los numerales 6, 7, 8 y 9 del artículo 3 de esta Ley, será
sancionado por la Superintendencia del Subsistema de Vivienda,
con multas que oscilarán entre el equivalente a setecientas
unidades tributarias (700 U.T.) y un mil cuatrocientas unidades
tributarias (1.400 U.T.), de acuerdo a la gravedad de la infracción
y serán impuestas a las personas que integran la Junta Directiva
de la institución correspondiente.

Artículo 92: La institución financiera que haya destinado
recursos provenientes del Fondo de Ahorro Habitacional o del
Fondo de Aportes del Sector Público, para fines distintos a los
establecidos en los artículos 5 y 8 de esta Ley, estará obligada a
restituir tales recursos, sin perjuicio de la aplicación de una multa
no menor del doble de dichos recursos y de las sanciones
previstas en este Capítulo, a la institución y a los miembros de su
Junta Directiva. El requerimiento y la sanción correspondientes
estarán a cargo de la Superintendencia del Subsistema de
Vivienda,

El retardo en la devolución de estos recursos quedará sujeto a la
tasa de interés moratoria máxima que permita el Banco Central
de Venezuela a las instituciones financieras y su monto pasará a
formar parte del Fondo del Ahorro Habitacional o del Fondo de
los Aportes del Sector Público, según el caso.

Artículo 93: Todo aquel que reciba un préstamo para construir
que no cumpla con las obligaciones establecidas en las Normas
de Operación y en las resoluciones emanadas del Consejo
Nacional de la Vivienda, según lo señalado en el artículo 12 de la
presente Ley y el respectivo contrato de préstamo, será
sancionado por la Superintendencia del Subsistema de Vivienda
con multa que oscilara según la gravedad de la falta, entre el dos
por ciento (2%) y el cinco por ciento (5%) del monto del
préstamo acordado, sin perjuicio de las acciones que, conforme a
la relación contractual, correspondan a la institución financiera u

, organismo que le concedió el crédito.

En caso de reincidencia el Consejo Nacional de la Vivienda
podrá excluir a los promotores o constructores personalmente y a
través de las compañías conformadas por estos, de su
participación en la ejecución de programas de esta Ley.

Artículo 94: Los beneficiarios de créditos otorgados bajo el
régimen de esta Ley que suspendan el aporte del ahorro
habitacional, perderán el beneficio del plazo otorgado para la
devolución del préstamo.

Artículo 95: Los organismos públicos que desvirtúen el
desarrollo de los programas establecidos en el artículo 8, serán
sancionados por la Superintendencia del Subsistema de Vivienda,
en la persona del funcionario responsable, conforme a lo
señalado en el artículo 92 de la presente Ley en lo relativo al
monto de la multa, sin perjuicio de la aplicación de sanciones
previstas en otras Leyes.

Artículo 96: La falta de suministro o falsedad en la información
por parte de cualquier persona natural o jurídica a la que están
obligadas conforme a la presente Ley, sus Normas de Operación

y las Resoluciones emanadas del Consejo Nacional de la
Vivienda, será sancionada por la Superintendencia del
Subsistema de Vivienda con una multa comprendida entre*
setenta unidades tributarias (70 U.T.) y ciento cuarenta unidades
tributarias (140 U.T.) en el caso de personas naturales, y entre
ciento ochenta unidades tributarias (180 U.T.) y un mil
cuatrocientas unidades tributarias (1.400 U.T.) si se trata de
personas jurídicas. En caso de que la infracción sea cometida por
una persona jurídica, serán sancionadas, además,
proporcionalmente, las personas naturales que sean
administradoras de la misma.

Artículo 97: La Superintendencia de Bancos y Otras
Instituciones Financieras aplicará a las instituciones financieras
las sanciones que correspondan, por el incumplimiento de las
obligaciones que les imponen la Ley General de Bancos y Otras
Instituciones Financieras, la Ley del Sistema Nacional de Ahorro
y Préstamo y otras Leyes aplicables a las operaciones
relacionadas con el manejo del ahorro habitacional, los recursos
del Sector Público y con los recursos de Otras Fuentes, a que se
refiere esta Ley.

Artículo 98: Para la imposición de las multas se tomarán en
cuenta las circunstancias atenuantes y agravantes, así como los
antecedentes del infractor respecto a su conducta en -el
cumplimiento de esta Ley conforme, entre otros, a los
lincamientos y parámetros que sobre estos particulares se
establezcan en las Normas de Operación.

Artículo 99: Los recursos generados por las multas que de
conformidad con esta Ley se impongan a los integrantes del
Subsistema de Vivienda pasarán a formar parte de los recursos
del Fondo de Aportes del Sector Público.

TÍTULO xm
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 100: El Presidente y los Directores del Consejo
Nacional de la Vivienda designados bajo el régimen de la Ley de

Política Habitacional publicada en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela N° 4.659, Extraordinario, de fecha 15 de
diciembre de 1993 se mantendrán en el ejercicio de sus cargos
hasta el vencimiento del periodo para el cual fueron nombrados.

Artículo 101: Los beneficiarios de los créditos a largo plazo
otorgados bajo la vigencia de la Ley de Política Habitacional
publicada en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela N°
4.124, Extraordinario, de fecha 14 de septiembre de 1989 y de la
Ley de Política Habitacional publicada en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela N° 4.659 Extraordinario, de fecha 15 de
diciembre de 1993, tendrán la opción, dentro de un plazo no
mayor de un (1) año, contado a partir de la entrada en vigencia de
la presente Ley, de acogerse a los beneficios previstos en ella. El
Consejo Nacional de la Vivienda fijará el mecanismo de
transición para aquellos beneficiarios que así lo decidan.
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Artículo 102: Los créditos a corto plazo otorgados con
anterioridad a la entrada en vigencia de la presente Ley, se
mantendrán bajo las condiciones de la Ley de Política
Habitacional publicada en la Gaceta Oficial de la República de
Venezuela N° 4.659 Extraordinario, de fecha 15 de diciembre de
1993.

Los créditos a largo plazo, vinculados a los créditos a corto
plazo señalados en el párrafo anterior, que se otorguen con
posterioridad a la entrada en vigencia de esta Ley y hasta el 31
de diciembre de 1999 se regirán, en cuanto a la tasa de interés,
por las condiciones establecidas en la Ley de Política
Habitacional publicada en la Gaceta Oficial de la República de
Venezuela N° 4.659 Extraordinario, de fecha 15 de diciembre de
1993, gozando del beneficio de extensión del plazo señalado en
el artículo 12 de la presente Ley. Estos prestatarios tendrán la
opción de acogerse a los beneficios previstos en esta Ley.

Los créditos a largo plazo, no vinculados a créditos aborto plazo,
que se otorguen con posterioridad a la entrada en vigencia de esta
Ley y hasta el 31 de diciembre de 1999 se regirán, en cuanto a la
tasa de interés, por las condiciones establecidas en la Ley de
Política Habitacional publicada en la Gaceta Oficial de la
República de Venezuela N° 4.659 Extraordinario, de fecha 15 de

diciembre de 1993, gozando del beneficio de extensión del plazo
señalado en el artículo 12 de la presente Ley. Estos prestatarios
tendrán la opción de acogerse a los beneficios previstos en esta
Ley.

TÍTULO XIV
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 103: Las disposiciones de esta Ley en materia de
vivienda y su financiamiento se aplicarán con preferencia a las
contenidas en otras Leyes de igual rango, sin perjuicio de los
derechos adquiridos al amparo de estas últimas.

Artículo 104: Simultáneamente a la aplicación y reglamentación
de esta Ley por el Ejecutivo Nacional y, a medida que resulten
incompatibles, quedarán derogadas las disposiciones de la Ley
de Política Habitacional publicada en la .Gaceta Oficial de la
República de Venezuela N° 4.659, Extraordinario, de fecha 15 de
diciembre de 1993, y todas las demás disposiciones legales y
reglamentarias que colidan con esta Ley.

Así mismo, las averiguaciones administrativas que se encuentran
en curso por ante la Oficina de Inspección de la Ley de Política
Habitacional, continuarán siendo sustanciadas y decididas
conforme a las disposiciones contenidas en la precitada Ley de
Política Habitacional, hasta tanto el Ministerio de Hacienda
implemento el funcionamiento de la Superintendencia del
Subsistema de Vivienda, a partir de cuya fecha los respectivos
expedientes pasarán, en el estado en que se encuentren, a ser
tramitados y decididos por dicha Superintendencia, de acuerdo a
lo establecido en la presente Ley.

Artículo 105: El Subsistema de Vivienda se incorporará
progresivamente al Servicio de Registro e Información de la
Seguridad Social Integral y a las funciones de liquidación,
recaudación y distribución de los recursos, a los efectos de
cumplir lo previsto en los artículos 17, 18 y 56 de la Ley
Orgánica de! Sistema de Seguridad Social integral, conforme se
establezca en el reglamento de esta Ley.

A los efectos de lo señalado en el artículo 16; en él parágrafo
tercero del artículo 20; en el artículo 25 y en el numeral 1 del
artículo 58 de esta Ley, se establece un plazo máximo de 180
días continuos para su implementación.

Las instituciones financieras dispondrán de hasta 180 días
continuos para realizar las transferencias que correspondan desde
los fideicomisos de inversión previstos en la Ley de Política
Habitacional, publicada en la Gaceta Oficial de la República de
Venezuela N° 4.659 Extraordinario, de fecha 15 de diciembre de
1993, al Fondo de Ahorro Habitacional previsto en la presente
Ley.

Artículo 106: La presente Ley entrará en vigencia desde su
publicación en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela.

Dado en Caracas, a los cuatro días del mes de noviembre de mil
novecientos noventa y ocho. Aflo 188° de la Independencia y
139° de la Federación.

OUS.)
^_ RAFAEL CALDERA

B Mawtro da RaiadoMa Intariona, ASDRUBAL AOUIAR ARANOUREN
El MiBktro da Rahdanaa Edwiora. MIGUEL ÁNGEL BÜRBLÜRTVAS
La Mínima da ilirianaa. MARJTZA EEAOUIRRB
El MiniUfo da la Datan», TITO MANUO RINCÓN BRAVO
El Mínimo da ladaatria y Cnmareln. HÉCTOR MALDONAPO LIRA
El Mínimo da Bdneadta, ANTONIO LUIS CÁRDENAS
El Mtehtro da Sanidad y Aatatoacii Social, JOSÉ FELK OLBTTA LÓPEZ
El MUatto da Agricrntera y Grit, RAMÓN RAMÍREZ LÓPEZ
La MtniUta da! Trabajo, MARÍA BERNARDON1 DE OOVEA
El Mmirtro da Ttaaaport» y Cominiíailuiim. niUO CESAR MARTI ESPINA
El MMatm da Jnaticfe, HILARIÓN CARDOZO ESTEVA
El Mfawiro da Enarca y Minm, ERW1N JOSÉ ARRIETA VALERA
El Minero dal AmHanta y da tea Raemoi Nataatat Ranoyabtai,

RAFAEL MARTÍNEZ HONRO
El MMatra dal Damrrollo Urbano, LUIS GRANADOS MANTILLA
El Mínimo da fe Fanafia, CARLOS ALT1MAW GASPERI
El Mínimo da la Sacntaria dt la PrwidmcU,

JOSÉ GUILLERMO ANDUBZA
El Mn4mo da Btudo. KMMPBYO MÁRQUEZ MILLAN
El MWmo da Balado, FERNANDO LUIS BOANA
» Minitlro da Balado, HERMANN LUIS 90RIANO VALERY
B Miniatro da Eatado, TEODORO PBTKOFF
El Minnuo da Balado, RAÚL DOMÍNGUEZ CASTELLANOS

Decreto N° 2.993 O 04 de noviembre de 1998

RAFAEL CALDERA
Presidente de 1* Repúbltc»

En ejercicio de la atribución que le confiere el ordinal 8 del articulo 190 de
la Constitución y de conformidad con lo dispuesto en el artículo único de la
Ley que autoriza a! Presidente de la República para dictar medidas
extraordinarias en materia económica y financiera, publicada en !a Gaceta
Oficial de la República de Venezuela N° 36.531 de fecha 3 de septiembre de
1998, en Consejo de Ministros,

DICTA

el siguiente

DECRETO CON RANGO Y FUERZA DE LEY
QUE REGULA IL SUBSISTEMA DE PENSIONES

Titulo I
Disposiciones Fundamentales

Capitulo I
Normas Generales

Articulo 1°: Objeto. El presente Decreto tiene por objeto regular el
Subsistema de Pensiones, conformado por los regímenes de Capitalización
Individual y de Solidaridad Intergeneracional en los cuales participan, de
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acuerdo con sus ingresos, todos los afiliados, y el régimen de los Riesgos
Laborales a cargo del empleador. El Subsistema de Pensiones otorgará
prestaciones en dinero pan atender las contingencias de vejez, invalidez,
incapacidad, sobrevivencia, nupcialidad y asistencia funeraria.
Las prestaciones en dinero otorgadas de conformidad con este Decreto, asi
corno todos los contratos relacionados con el otorgamiento o ffenciamiento
de dichas prestaciones, tendrán carácter personal, serán intransferibles e
inembargables.

Artículo 2": Principios, El Subsistema de Pensiones que se adopta es
único, obligatorio, contributivo y mixto en su configuración, fuentes de
financiamicnto y administración.

Capitulo II
Ámbito de ApUcmdÓB

Artículo 3"; Aplicación Personal. Estarán amparados por este Decreto,
siempre que cumplan con los requisitos en él establecidos, las siguientes
personas:

1. Los trabajadores al servicio del Estado;
2. Los trabajadores dependientes y no dependientes del sector privado; y
3. Los familiares y beneficiarios calificados de los afiliados.

Artículo 4°: Regímenes Especiales. Mediante Reglamento se establecerá
el régimen especial obligatorio que regulará la afiliación de los trabajadores
ocasionales, eventuales, domésticos y de los trabajadores del sector rural al
Subsistema de Pensiones, estableciéndose para cada caso los requisitos de
afiliación, beneficios, cotizaciones y demás condiciones necesarias. Hasta
tanto no se promulgue el Reglamento, estos trabajadores pueden afiliarse
voluntariamente al Subsistema de Pensiones, según los procedimientos y el
régimen aplicable para los trabajadores no dependientes.

Artículo 5°: Exceptuados. Quedan exceptuados de este Decreto:

1. Los actuales pensionados por vejez e invalidez del Instituto Venezolano
de los Seguros Sociales;

2. Los que tengan derecho a una pensión de vejez e invalidez del Instituto
Venezolano de los Seguros Sociales al 31 de diciembre de 1999;

3. Los miembros activos y en situación de retiro de las Fuerzas Armadas
Nacionales; y

4. Los trabajadores al servicio del Estado actualmente jubilados o
pensionados.

Capitulo ni
Ingreso «I SabiMema

Artículo 6°: Afiliación e ingreso de los trabajadores al Subsistema de
Pensiones. El ingreso al Subsistema de Pensiones se realizará, en el caso de
los trabajadores dependientes, a través de la afiliación única y obligatoria en
el Sistema de Seguridad Social Integral, correspondiéndole al empleador el
deber de inscribir al trabajador y a sus familiares calificados en el Servicio
de Registro e Información de la Seguridad Social Integral, dentro de los dos
dias (2) hábiles siguientes a la fecha de inicio de la relación de trabajo.

Los trabajadores no dependientes podrán ingresar al Subsistema de
Pensiones cumpliendo con el requisito de inscripción personal y de sus
familiares calificados, ante el Servicio de Registro e Información de la
Seguridad Social Integral.

Artículo 7°: Inscripción en la Administradora de Fondos de Pensiones.
Dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a la afiliación prevista en el
artículo anterior, el trabajador deberá celebrar el contrato de administración
con la Administradora de Fondos de Pensiones con la cual establecerá la
relación jurídica que determinará los derechos y obligaciones previstos en
este Decreto. El empleador deberá informar a sus trabajadores
dependientes el plazo previsto en este articulo y deberá suministrarles una
lista de las Administradoras de Fondos de Pensiones.

Artículo 8°: Inscripción inicial en las Administradoras de Fondos de
Pensiones. En caso que el trabajador bajo relación de dependencia no
seleccione la Administradora de Fondos de Pensiones, el empleador
procederá a realizar la afiliación en nombre de aquél.

Dicha afiliación surtirá efectos por un periodo de tres (3) meses contados a
partir de la celebración del contrato, pudiendo prorrogarse por un período
similar y por una sola vez, si el trabajador no manifestare lo contrario.

Articulo 9°: Libre escogencia y garantía de perauweBda. El trabajador
tendrá derecho a la libre escogencia de la Administradora de Fondos de
Pensiones.

Las Administradoras de Fondos de Pensiones están en la obligación'de
inscribir a todos tos trabajadores que lo soliciten, sin discriminación alguna,
garantizando su permanencia, hasta tanto manifestaren lo contrario.

Parágrafo Único: Los empleadores tendrán la obligación de informar al
trabajador, a través de medios efectivos, de su derecho a la libre escogencia,
el cual deberá ejercer dentro del periodo señalado en el artículo 7 de este
Decreto. Sólo en el caso de que vencido el referido lapso y no habiendo el
trabajador cumplido su obligación de contratar con la administradora
libremente escogida, podra el empleador proceder de acuerdo con lo
establecido en el articulo 8 de este Decreto. Serán nulos y no producirán
efectos legales ni de ninguna otra naturaleza, entre las partes ni frente a
terceros, promesas y cualesquiera otros actos, escritos o verbales, bajo los
cuales el trabajador haya aceptado renunciar, limitar o restringir su derecho
a la libre escogencia.

Articulo 10: Limitaciones. Los trabajadores no podrán contratar
simultáneamente con más de una Administradora de Fondos de
Pensiones, aún cuando
empleadores.

presten sus servicios a vanos

Artículo 11: Traslados entre Administradoras de Fondos de Pensiones.
Los traslados que efectúe el afiliado de una Administradora de Fondos de
Pensiones a otra no implicarán la pérdida de los períodos de cotización que
hubiese acumulado.

El afiliado podrá solicitar el traslado de una administradora a otra, cuando
asi lo considere conveniente, siempre que hubiere permanecido por lo
menos un (1) año en esa Administradora de Fondos de Pensiones, el cual se
computará desde la fecha de la primera cotización.

El Reglamento de este Decreto establecerá las causales por las cuales d
afiliado puede solicitar el cambio sin haber cumplido el periodo establecido
en el párrafo anterior.

Cuando el afiliado decida el traslado de una Administradora de Fondos de
Pensiones a otra, la primera deberá suministrarle un certificado de traspaso,
el cual deberá ser entregado dentro del lapso que establezca el Reglamento.
El afiliado cotizante deberá entregar personalmente el certificado de
traspaso, en una oficina de la administradora seleccionada para efectuar el
traslado y la afiliación en cuestión.

Dicho certificado deberá expresar la fecha de afiliación del trabajador a la
Administradora de Fondos de Pensiones, el número de cotizaciones, el
capital acumulado en la cuenta de capitalización individual y el valor de la
cuota del último dia del traspaso del fondo.

La Superintendencia del Subsistema de Pensiones podrá determinar los
plazos para los traspasos de los respectivos Fondos y los casos en que
procedan los mismos, por inoumplimiento grave y reiterado de la
Administradora de Fondos de Pensiones, y cualquier requisito que incluya
las notificaciones pertinentes.

Las Administradoras de Fondos de Pensiones tendrán a su caigo el costo de
los traslados que efectúen los afiliados.

Tirulo II
Organización y Funcionamiento del Subsistema

Capitulo I
Organización del Subsistema

Artículo 12: Organismos que conforman el Subsistema de Pensiones. El
Subsistema de Pensiones está conformado por:
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1. El Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social.
2. El Ministerio de Hacienda.
3. El Banco Central de Venezuela.
4. La Superintendencia dd Subsistema de Pensiones.
5. La SutMüilttendrtKMI lie ScgUfOS.
6. La Superintendencia de Bancos y otras Instituciones Financieras.
7. U OsorisDÓn Nacional de Valores.
8. Las Compañías de Seguros.
9. El Consejo Nacional de la Seguridad Social.
10. El Servido de Registro e Información de la Seguridad Social Integral.
11. Las Administradoras de Fondos de Pensiones.
12. El Fondo de Solidaridad Intergeneracjonal.
13. Los Afiliados.
14. Los Empleadores.
15.HSENIAT.
16. Las Comisiones Médicas.
17. La Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión. .

Artfc»lo 13. Atribadoaet dd CoMeJo Nadoaal de I* Seguridad Sotiü.
El Consejo Nacional de la Seguridad Social como órgano asesor y
consultivo del Ejecutivo Nacional, tendrá además de las atribuciones que le
confiere la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social Integral, las
siguientes:

1. Formular recomendaciones para el desarrollo reglamentario de este
Decreto.

2. Recomendar al Ejecutivo Nacional programas de difusión masiva del
Subsistema de Pensiones.

3. Formular proyectos que complementen las previsiones legales del
Subsistema.

4. Requerir de la Superintendencia del Subsistema des Pensiones
información para evaluar el desempeño dd Subsistema.

5. Solicitar a la Superintendencia dd Subsistema de Pensiones la
información necesaria para determinar la situación financiera de las
Administradoras de Fondos de Pensiones y de los entes que administren
d Fondo de Solidaridad Intergeneracional.

Artfcmlo 14: Atribacione* del Ministerio del Trabajo y la Seguridad
SodaL Él Ministerio dd Trabajo y la Seguridad Social como órgano de
dirección dd Sistema de Seguridad Social Integral, tendrá las siguientes
atribuciones:

1. Dicta- políticas de acuerdo a los lincamientos del Consejo Nacional de la
Seguridad Social;

2. Atender consultas paro dirimir dudas sobre la aplicación de las normas de
este Decreto dentro de su ámbito de competencia;

-3. Gestionar por si o por terceros un servicio de atención de los actuales
pensionados dd Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, y de los
asegurados que tengan derecho a una pensión dd Instituto Venezolano
de los Seguros Sociales al 31 de diciembre de 1999;

4. Dirigir y tutelar d Servicio de Registro e Información de la Seguridad
Socia] Integral;

5. Publicar mensuabnente un boletín estadístico sobre asuntos vinculados al
Subsistema;

6. Asegurar d cumplimiento de los convenios internacionales en materia de
pensiones vigentes en d país, y promover la celebración de otros
relacionados con la materia;

7. Requerir dd Banco Central de Venezuela, de la Superintendencia de
Bancos y de otras Instituciones Financieras, la Superintendencia de
Seguros, la Comisión Nacional de Valores y demás órganos de
supervisión financiera, la información necesaria dentro de sus
respectivos ámbitos de competencia;

8. Celebrar los convenios de fideicomisos o los contratos de administración
de recursos previstos en este Decreto de conformidad con lo establecido
en el articulo 34 de la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social
Integral; y

9. Las demás que este Decreto y el Reglamento le atribuyan.

Articalo 15: Atribadonet del SENIAT. Es competencia del SENIAT la
fiscalización integral dd proceso de recaudación y control de evasión de tos
recursos de las cotizaciones obligatorias que deben ingresar y ser recaudadas
conforme al presente Decreto.

En caso de liquidación o intervención de la entidad recaudadora contratada,
los recursos derivados del subsistema de pensiones no harán parte de la
masa de liquidación y deberán ser transferidos a otra institución conforme a
las instrucciones que al efecto imparta la Superintendencia del Subsistema
de Pensiones.

Titulo m
Cotfzadonei

Articulo 16: Cotización obligatoria. Se entiende por cotización obligatoria
las sumas de dinero que d empleador y el trabajador deberán pagar en los
términos establecidos en los artículos 18 y 21 de este Decreto.

Articulo 17: Aportes voluntario». Los aportes voluntarios serán los que
efectué libremente d afiliado, independiente a la cotización obligatoria, y
tendrá como objetivo único aumentar la pensión o adelantar su retiro.

Al momento del retiro, d afiliado podrá disponer libremente del saldo
acumulado correspondiente a los aportes voluntarios. Dichos aportes serán
inembargables. '

Podrá igualmente d afiliado realizar aportes voluntarios en una subcuenta
especial, de los cuales dispondrá libremente, según lo estipulado en las
condiciones previstas en d contrato suscrito con la Administradora de
Fondos de Pensiones. Dicha subcuenta no gozará de la prerrogativa
prevista en d articulo 24 de la Ley Orgánica dd Sistema de Seguridad
Social Integral, y las comisiones derivadas de su administración serán
libremente pactadas entre d afiliado y la Administradora de Fondos de
Pensiones.

Artículo 18. Calculo de I» cotizadón obligatoria para el flnanclamtento
de tas continge&das del Subsistema de Pentíonei. El cálculo de la
cotizadón para el financiamiento de las contingencias del subsistema de
pensiones se realizará sobre d salario normal de los trabajadores
dependientes, o ingresos percibidos por trabajadores no dependientes hasta
un máximo de veinte salarios mínimos vigentes mensuales.

Las cotizaciones al subsistema de pensiones se causarán mensuabnente y se
determinarán tomando como base el salario devengado.por el trabajador en
dicho periodo cuando se trate de un trabajador bajo relación de dependencia.

El Reglamento de este Decreto establecerá las normas para la declaración de
los ingresos de los trabajadores no dependientes.

Artículo 19: Salario Mixto. Si además del salario fijo recibiere el
trabajador otras retribuciones de cuantía variable que procedan de su
actividad regular y permanente y no puedan ser previamente conocidas, el
salario normal sobre el cual se pagarán las cotizaciones se determinará
sumando el salario fijo al promedio que resulte de tales retribuciones
variables, que hubiere percibido el trabajador en el mes de labores
inmediatamente anterior.

Artículo 20. Salario Variable. Cuando se trate de trabajadores a destajo, a
comisión y en general, de aquellos que reciban cualquier otro tipo de
remuneración, cuyo monto no se conozca por anticipado, el salario normal
sobre el cual deberán cotizar se determinará de la siguiente forma:

1. Si ha laborado durante un (1) año o más, se computará la
cuantía del salario por el promedio de las percepciones"
obtenidas en los doce (12) meses anteriores;

2. Si ha trabajado más de seis (6) meses, pero menos de un (1)
año, cotizará por el promedio del tiempo trabajado y al
completar el año de servicios, se determinará el nuevo
promedio, de acuerdo a lo establecido en el numeral 1; y

3. Si ha laborado menos de seis (6) meses, la cotización de cada
mes se determinar! por el salario del mes anterior y al
finalizar el semestre de servicio, se tomará el promedio para
los seis (6) meses siguientes, cumplidos los cuales se aplicara
lo establecido en el numeral 1.

Articulo 21. Tasa de cotización. La tasa de cotización aplicable sobre la
base contributiva prevista en el articulo 18 de este Decreto, será del doce por
ciento (12%), para quienes-devenguen salarios o ingresos inferiores a cuatro
<4) salarios mininos vigentes mensuales, y de trece por dentó (13%) para
quienes devenguen salarios o ingresos iguales o superiores a cuatro (4)
salarios mínimos vigentes mensuales, siendo en ambos casos a cargo del
empleador el setenta y cinco por ciento (75%) de dicha tasa y el veinticinco
por ciento (25%) restante por cuenta del trabajador bajo relación de
dependencia.
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Dicha cotización se distribuirá de la manera siguiente;

En el caso de quienes devenguen salarios o ingresos inferiores a
cuatro (4) salarios mínimos vigentes mensuales, un once por
ciento (11%) se destinará a la cuenta de capitalización individual!
del trabajador y el uno por ciento (1%) restante al Fondo de
Solidaridad Intergeneracional. Quienes devenguen salarios o
ingresos iguales o superiores a cuatro (4) salarios mínimos
vigentes mensuales, un once por ciento (11%) se destinará a la
cuenta de capitalización individual del trabajador y el dos por
ciento (2%) restante al Fondo de Solidaridad Intergeneracional.

En caso del trabajador no dependiente, estará a su cargo el cien
por ciento (100%) de la tasa de cotización. ^

La tasa de cotización para el Subsistema de Pensiones se revisará
cada dos años (2) a fin de determinar si se mantiene, aumenta o
disminuye el porcentaje establecido. En el caso de que se
modifique la tasa de contribución al Fondo de Solidaridad
Intergeneracional, la contribución del Estado deberá

corresponder con la viabilidad financiera del sistema y la carga
tributaria sobre la economía.

Artículo 22: Asignación para seguros y gastos de
administración. La Administradora de Fondos de Pensiones
percibirá por la prestación de sus servicios una retribución por
concepto de comisión.
Estas comisiones estarán destinadas al pago a la Administradora de Fondos
de Pensiones por el manejo de las cuentas de capitalización individual, la
administración del Fondo de Pensiones y los gastos derivados de ésta, y del
pago de las primas por seguros de invalidez, incapacidad, sobrevivencia,
nupcialidad y asistencia funeraria.

Las comisiones serán establecidas libremente por cada administradora
dentro de los limites que se señalan, con carácter uniforme para todos sus
afiliados.

Las administradoras podrán establecer comisiones sólo por los siguientes
servicios:

1. Por la administración de las cuentas de capitalización individual y
contratación de seguros de sobrevivencia, nupcialidad, asistencia
funeraria, invalidez e incapacidad parcial permanente, provenientes de
accidentes o enfermedades no profesionales. Esta comisión podrá
establecerse como un porcentaje no mayor del tres y tres cuarto por
ciento (3 % %) de la base de cotización.

2. Por la administración y erogación de una renta temporal nivelada o
creciente contratada con un seguro de renta vitalicia en los términos
establecidos en el articulo 79 de este Decreto. Dicha comisión 'sólo
podrá establecerse sobre la base de un porcentaje de la pensión mensual,
que no podrá exceder del uno y medio por ciento (1 Vi %) del valor
mensual de la misma.

3. Por gastos de administración de cuentas de capitalización individual,
inactivas por mis de 9 meses ininterrumpidos, con saldos superiores a
20 salarios mínimos. La Administradora podrá descontar de la
rentabilidad anual de la cuenta hasta el 5% de dicha rentabilidad,
descuento que no deberá superar en todo caso, el uno y medio por
ciento (1 '/}%) de la base de cotización.

Las comisiones asi determinadas deberán ser informadas a los afiliados y a
la Superintendencia del Subsistema de Pensiones, al menos áiensualmente,
en la forma que ésta lo señale, y las modificaciones de dichas comisiones
regirán noventa dfas (90) después de su comunicación, exceptuando las de
inicio de operaciones de cada Administradora. La comisión a que se refiere
el numeral 1 de este artículo, deberá ser comunicada indicando por separado
el porcentaje que corresponde a los contratos del seguro.

Será a cargo del empleador el setenta y cinco por ciento (75%) de dicha
el veinticinco por ciento (25%) restante por cuenta del

aera a cargo oei empleador el setenta y cinco por ciento (75
comisión y el veinticinco por ciento (25%) restante por
trabajador bajo relación de dependencia.

En caso del trabajador no dependiente, estará a su cargo el cien por ciento
(100%) de dicha comisión.

Artícak» 23: Dbtríbación de la cotización. Las entidades públicas,
privadas o mixtas con las cuales el Ministerio del Trabajo y la Seguridad
Social haya celebrado mediante proceso licitatorio los convenios a los que
se refiere el artículo 18 de la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social
Integral, deberán remitir el porcentaje que corresponda a cada uno de los
fondos de los regímenes que conforman el Subsistema a partir de la
recepción de las cotizaciones, y enterarlas de numere inmediata.

Dichas entidades deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Capacidad técnica instalada;
b) Llevar los procedimientos contables que determine el Servicio de

Registro e Información de la Seguridad Social; y
c) Las demás que se acuerden.

Será responsabilidad de dichas entidades, el emitir la documentación de las
cotizaciones recibidas de conformidad con los formatos previamente
aprobados por el Servicio de Registro e Información de la Seguridad Social
Integral.

Las Administradoras de Fondos de Pensiones podrán celebrar con el
Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social los respectivos convenios
previstos en el articulo 18 de la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad
Social Integral, en las mismas condiciones, sujetos a la aprobación de la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Titulo IV
Obligaclonei del empleador, del trabajador, de las Administradora! de

Fondos de Peaitonei y de las compalfau «seguradoras

Articulo 24: Obligaciones del empleador. Son obligaciones del
empleador:

1. Inscribirse e inscribir a sus trabajadores ante el Servicio de Registro e
Información de la Seguridad Social Integral en los plazos previstos en
este Decreto, y comunicar cualquier cambio en su situación o la del
trabajador. Si los trabajadores ya se encuentran afiliados al Subsistema
de Pensiones, los empleadores deberán informarla] Servicio de Registro

e Información de la Seguridad Social Integral la fecha de inicio de la
relación de trabajo.

2. Indicar a sus trabajadores la Administradora de Fondos de Pensiones
escogida, cuando aquéllos no hubieren contratado alguna en el plazo
previsto para ello por este Decreto.

3. Retener del salario de cotización los aportes previstos en los artículos 18,
21 y 22 de este Decreto y enterarlos, conjuntamente con los aportes a su
cargo, dentro de los tres (3) primeros días hábiles de cada mes, por ante
ias entidades públicas, privadas o mixtas que hubieran suscrito
convenios con el Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social.

4. Suministrar al trabajador información detallada y suficiente sobre las
distintas Administradoras de Fondos de Pensiones para que éste elija y
contrate la de su preferencia, en los plazos previstos en este Decreto.

5. Entregar al afiliado cuando éste lo solicite, una constancia que
especifique el monto de ¡as retenciones efectuadas, el salario base de
cotización y la cuantía del aporte patronal a los regímenes del
Subsistema.

6. Otorgar a sus trabajadores afiliados cuando finalice la relación de trabajo,
una constancia de la duración de la misma, del último salario
devengado, de las cotizaciones enteradas, y de cualquier otra mención
que indiquen el Reglamento de este Decreto o la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones, para el reconocimiento u otorgamiento de las
prestaciones.

7. Cancelar los intereses de mora causados por el atraso en el pago de las
cotizaciones y las multas correspondientes.

8. Las demás que señale este Decreto o su Reglamento.

Articulo 25: Obligaciones del trabajador. Son obligaciones del
trabajador:

1. Contratar a la Administradora de Fondos de Pensiones que haya escogido
para administrar su cuenta de capitalización individual, suministrando la
información e identificación de sus familiares y beneficiarios
calificados;

2. Pagar las cotizaciones correspondientes;
3. Conservar su tarjeta de afiliación o reportar la pérdida de la misma;
4. Cumplir con las obligaciones pactadas en el contrato suscrito con la

Administradora de Fondos de Pensiones;
5. Entregar a su empleador, en los casos que corresponda, toda la

información relativa a la Administradora de Fondos de Pensiones en la
cual esté inscrito; y

6. Cualquier otra que señale este Decreto o su Reglamento.
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Artículo 24>:Obtig*doatt de las adintabtradoras de fondos de
penskmet. Son obligaciones de las Administradoras de Fondos de
Pensiones:

1. Recibir las cotizaciones de los afiliados y de los empleadores, administrar
diligentemente y en forma directa los recursos bajo su responsabilidad y
preservados debidamente separados de los activos de su propiedad y

mantener los encajes, las reservas de contingencia y las otras
obligaciones previstas en este Decreto.

2. Notificar al registro que lleve la Superintendencia del Subsistan? de
Pensiones, las incorporaciones y traslados de los respectivos afiliados,
dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha en que reciban la
notificación de la fecha de celebración o terminación del respectivo
contrato de trabajo por parte del empleador.

3. Suministrar trimestralmente a cada uno de los afiliados, un estado de
cuenta donde se indique el número de cotizaciones, el capital acumulado
en la respectiva cuenta de capitalización individual, las inversiones
realizadas y demás informaciones que señale la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones.

4. Inscribirse en el Servicio de Registro e Información de la Seguridad
Social Integral y enviar una historia previskmal de sus afiliados, con la
periodicidad que indique la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones.

5. Informar cada vez que se requiera, de manera oportuna y confiable, a la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones sobre la asignación y
utilización de los recursos y las operaciones administrativas y de
inversión.

6. Elaborar con las compañías aseguradoras, el esquema de las condiciones
contractuales que ampararan el riesgo que éstas asumen, y contratar las
pólizas de seguros que cubran las pensiones por las contingencias de
invalidez, incapacidad, sobrevivencia, asistencia funeraria y nupcialidad
previstas en este Decreto.

7. Presentar cuando el afiliado optare por alguna de las modalidades de
renta vitalicia, una liste de ofertas de las diferentes aseguradoras, para
facilitarle el ejercicio de la libre escogértela,

8. Remitir y tramitar ante las compañías aseguradoras, en el lapso que fije la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones, la solicitud de
liquidación de los riesgos amparados por aquéllas.

9. Abstenerse de ejecutar actos restrictivos de la libre competencia o que
impliquen aboso de la posición dominante en el mercado.

10. Informar al afiliado sobre el contenido de la póliza de seguro colectivo
SUSO l!0.

11. Atender y resolver ios redamos que presenten los afiliados, en su sede
principal y sucursales.

1Z Elaborar folletos de información a los, afiliados sobre beneficios,
comisiones, composición de la cartera, traslados, reclamos, encaje,
capital suscrito y pagado, patrimonio neto, nombre de los integrantes de
la lunfa Directiva y cualquier otra información que juzgue de interés la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

13. Contabiliza- en forma separada las transferencias para «i pago de las
prestaciones, según las instrucciones emanadas de la Superintendencia
dd Subsistema de Pensiones.

14. Preparar los estados financieros de conformidad con las disposiciones
que al respecto dicte la Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

15. Llevar su contabilidad separada de la contabilidad del fondo de
pensiones.

16. Pagar las primas del seguro de invalidez, sobrevivencia, nupcialidad y
asistencia funeraria dentro de los plazos que determine la
Superintendencia o los respectivos contratos.

17. Traspasar a las compañías de seguros, los fondos acumulados en las
cuentas de capitalización individual de los trabajadores que contraten
renta vitalicia o renta vitalicia diferida conforme a los plazos que
determine la Superintendencia.

18. Cumplir con el Plan Único Contable (PUC) emitido por la
Superintendencia dd Subsistema de Pensiones, mediante un catalogo de
cuentas que contenga una relación ordenada y clasificada de las mismas
y subcuentas del activo, pasivo, patrimonio, ingresos, gastos, costa» de
operación y cuentas de orden.

19. Las demás que establezca este Decreto, su Reglamento y las
instrucciones emanadas de la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones.

Artícoto27:Reipo«s«büJd«dd«U»conqj««la»B«egnrador«s.
El seguro colectivo suscrito entre la Administradora de Fondos de Pensiones
y las compañías aseguradoras obliga a éstas ultimas apagarlas pensiones de
invalidez e incapacidad parcial, a partir del momento en que se declare la
contingencia.

Articulo 28: Obligaciones de las compañía* aseguradoras. Las
compañías aseguradoras, además de lo previsto en el articulo anterior,

1. Someter a la aprobación previa de la Superintendencia de Seguros y la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones, las condiciones
generales de los contratos de aseguramiento de riesgos a ser suscritos
con las Administradoras de Fondos de Pensiones.

2. Pagar a los afiliados y beneficiarios calificados, las pensiones e
indemnizaciones correspondientes de conformidad con este Decreto y su
Reglamento.

3. Someter trimestralmente ante las Superintendencias de Pensiones y de
Seguros, un informe que especifique las contingencias atendidas y et
numero de afiliados.

4. Cumplir con las leyes aplicables en razón de la materia y con las
disposiciones que emanen de la Superintendencia de Seguros y la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones en el ámbito de su
competencia.

5. Aportar en el lapso que señale la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones, la diferencia que faltare entre el capital necesario para
financiar las pensiones señaladas en el articulo anterior y el saldo de la
cuenta de capitalización individual, cuando se produzca el dictamen
definitivo.

Titulo V
Régimen de Capitalización Individual y de Solidaridad

Intergeneracional

Capítulo I
Régimen de Capitalización Individual

Articulo 29: Cuenta de capitalización individual. El régimen de
Capitalización Individual funcionará bajo la modalidad de cuentas
individuales para cada uno de los afiliados en el sistema.

Artículo 30:Conformación de la cuenta de capitalización individual La
cuenta de capitalización individual estará conformada por:

1. Las cotizaciones obligatorias y voluntarias del afiliado;
2. Los aportes obligatorios y voluntarios que efectúen los empleadores en

favor del afiliado;
3. Los intereses monitorios causados por el atraso, en el pago de las

cotizaciones;
4. Los rendimientos del capital de la cuenta;
5. La transferencia del saldo de la cuenta de capitalización individual a otra

Administradora de Fondos de Pensiones;
6. Los cargos por pago de comisiones y seguros en forma separada;
7. La transferencia del saldo de la cuenta de capitalización individual para

la contratación con una aseguradora de las pensiones previstas en este
Decreto;

8. Entrega del saldo de la cuenta de capitalización individual a los
beneficiarios o herederos legales, según sea el caso, antes de cumplirse
los supuestos del beneficio de una pensión de vejez o invalidez;

9. El reconocimiento de las cotizaciones previsto en el articulo 48 de este
Decreto, en las condiciones indicadas en el mismo; y

10. Cualquier otro aporte o cotización que se establezca mediante Ley.

Artículo 31: Naturaleza de la cuenta de capitalización individual. El
saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual es patrimonio
exclusivo del afiliado, en la proporción de las cotizaciones obligatorias ó
voluntarias y será inembargable, salvo en el caso de los aportes voluntarios
de libre disposición. Sólo podrá ser entregado al afiliado, o a los
beneficiarios que éste designe, al cumplirse los supuestos defjrocedencia de
la pensión respectiva, o cuando el afiliado fallezca antes de cumplir los
requisitos de una pensión, bajo las modalidades previstas en este Decreto.

Parágrafo Único: Si el afiliado fallece antes de cumplir los requisitos para
acceder a una pensión de vejez o invalidez, el saldo de su cuenta pasará a
sus beneficiarios de conformidad con lo establecido en el artículo 78 y; de

_no existir tales, pasará a sus herederos legales. Ante la ausencia de
'herederos, los recursos se girarán al Fisco.



Jueves 5 de noviembre de 1998 GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA 306.691

Capitulo II
Régimen de Solidaridad Intergeneracion»!

Artículo 32: Régimen y Naturaleza del Fondo de Solidaridad
IntergeBeradonaL El Régimen de Solidaridad Intergeneracional funcionará
bajo la modalidad de capitalización colectiva. Las cotizaciones al mismo
constituyen un fondo común de los afiliados, su naturaleza es pública, su
duración indefinida, y su fin es complementar el pago de la pensión mínima
vital y demás prestaciones a su cargo previstas en este Decreto.

El Fondo de Solidaridad tata-generacional es un servicio autónomo sin
personalidad jurídica, dotado de autonomía funcional y financiera, y estará
adscrito al Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social, el cual celebrará los
convenios de fideicomiso o de administración de recursos con entes
públicos, privados o mixtos; con suficiente infraestructura física, técnica,
administrativa, funcional y comprobada solvencia financiera, que cumplan
con los procedimientos de licitación previstos en la Ley. La
Superintendencia del Subsistema de Pensiones establecerá los requisitos
mínimos de capital y solvencia financiera que deberán cumplir dichos entes.

Artículo 33: Estructura. El Fondo de Solidaridad Intergeneracional tendrá
autonomía funcional y financiera, dispondrá del personal técnico y
administrativo necesario para el cumplimiento de sus funciones y estará bajo
la administración de una autoridad designada por el Ministerio del Trabajo y
la Seguridad Social, previa opinión del Consejo Nacional de la Seguridad
Social Integral.

Artículo 34: Funciones. El Fondo de Solidaridad Intergeneracional tendrá
las siguientes funciones:

1. Acceder al Servicio de Registro e Información de k Seguridad Social
Integral.

2. Preparar y presentar al Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social los
proyectos de contratos de administración de recursos y convenios de
fideicomiso*.

3. Efectuar las transferencias de recursos al Fondo Solidario de Salud en los
casos que corresponda. «i,.

4. Calcular anualmente el monto de los recursos a ser fideicometidos o
gestionados por entidades públicas, privadas o mixtas.

5. Cuan tincar sus costos y gastos de administración, conforme a lo
expresado en el articulo 33 de la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad
Social Integral y dentro de los limites que fije la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones.

6. Presentar y publicar anualmente un balance de gestión debidamente
auditado, interna y externamente.

7. Publicar un informe anual sobre gastos de funcionamiento, pago de
pensiones y otros que se deriven de la naturaleza del Fondo.

8. Ofrecer apoyo técnico al plan sectorial de seguridad social del Ministerio
del Trabajo y la Seguridad Social.

9. Presentar los informes, y suministrar cualquier otra información que
requiera la Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Artículo 35: Reservas Técnkai. El Fondo de Solidaridad Intergeneracional
deberá mantener las reservas técnicas y la certificación de los estados
financieros de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la Ley
Orgánica del Sistema de Seguridad Social Integral

Artículo 36: Finandamlento del Fondo de Solidaridad
IntergeneracionaL A fin de cubrir el costo de las prestaciones garantizadas
por el Subsistema, el Fondo de Solidaridad Intergeneracional recibirá de los
entes autorizados para realizar las funciones de liquidación, recaudación y
distribución de las cotizaciones del Sistema de Seguridad Social Integral, los
siguientes recursos:

1. Las cotizaciones obligatorias fijadas de conformidad con lo establecido
en este Decreto y su Reglamento;

2. Las sumas que enteren los afiliados por concepto de reintegro de
prestaciones;

3. Los intereses moratorios causados por atraso en el pago de las
cotizaciones;

4. Los demás ingresos que resulten de la entrega de donaciones;
5. Los rendimientos financieros que resulten del manejo de los recursos

anteriores; y
6. Cualquiera otro que obtenga o se le atribuya.

Igualmente el Fondo de Solidaridad Intergeneracional será financiado por
los aportes que reciba directamente del Ejecutivo Nacional.

Artículo 37: Distribución de los recurso* dd Fondo de Solidaridad
IntergeneracionaL Todo lo relativo a la recaudación, liquidación y
distribución de las cotizaciones y aportes al Fondo de Solidaridad
Intergeneracional, se regirá por k> previsto en el articulo 23 de este Decreto.

Articulo 38: Inversión de los recursos del Fondo de
Solidaridad Intergeneracional. Los recursos del Fondo de
Solidaridad Intergeneracional se invertirán en los mismos
instrumentos autorizados para los fondos de capitalización
individual y estarán sujetos a los requisitos de rentabilidad que
determine la Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Artículo 39: Egreso* del Fondo de Solidaridad IntergeneradonaL Los
egresos del Fondo de Solidaridad Intergcneracioaal estarán conformados
por.

1. Las transferencias a las entidades pagadoras de la pensión mínima vital
una vez agotada la cuenta de capitalización individual, conforme a k>
establecido en este Decreto.

2. Las transferencias determinadas en las demás leyes especiales dd
Sistema de Seguridad Social Integral;

Articulo
Intergem

40:
rada

de «dMteMraeita dd Fondo de Solidaridad
iL Los gastos de administración del Fondo de Solidaridad

Intergeneracional serán cubiertos por los aporte» obligatorio* dd Ejecutivo
Nacional que serán determinados en la Ley de Presupuesto Anual

A tal efecto, el Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social presentará al
Ejecutivo Nacional la estimación de dichos gastos para cada ejerdcio fiscal.

Artículo 41: Aporte* dd Fbco al Fondo lntergcncrari«nal Medíanle
partida incluida en el Presupuesto Nacional, el Fisco aportará una cantidad
que no podrá ser menor al uno por ciento (1%) de los salónos cotizados
inferiores a cuatro (4) (alarios mínimo* vigentes mámales, conforme al
articulo 18 de este Decreto, que será ingresado al Fondo de Solidaridad
Intergeneracional y cuyo destino será dar cumplimento a k> establecido en
los artículos 28 y 33 de la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social
Integral.

El Ministerio dd Trabajo y la Seguridad Social ptesentará al Ejecutivo
Nacional, la estimación respectiva para cada ano fiscal.

La subvención anual será entregada al Fondo de Solidaridad
Intergeneracional mediante dozavos.

Parágrafo Único: El aporte del Fisco estará sujeto a revisión cada dos (2)
años. La suma de los aportes del Fisco más los establecidos en d artículo
2!, no podrá superar d 2*/« de los salarios cotizados.

Tétalo VI
Benefido* Garantizado* por d Estado

Artículo 42: Garantía dd Estado. El Estado, si fuera necesario, con cargo
a fondos públicos y por intermedio dd Fondo de Solidaridad
Intergeneracional, garantizará una pensión minina vital, si la cuenta
individual del afiliado y los recursos dd Fondo Intergeneracional resultaren
insuficientes.

Artículo 43: Pensión mínima vital de vejez. El Estado garantizará, si fuere
necesario con cargo a fondos públicos, una pensión minina vital uniforme a
aquellos afiliados que hayan cumplido 60 años de edad y hay» cotizado d
número mínimo de cotizaciones previsto en el articulo 45 de este Decreto,
de manera continua o discontinua siempre y cuando, d acumulado de su
cuenta de capitalización individual sea insuficiente para financiar una
pensión igual o superior a la mínima vital.

Mientras los beneficiarios perciban pensiones o jubilaciones distintas a las
que prevé este Decreto, aquellas se considerarán a fin de determinar si su
monto disminuye o excluye la garantía dd Estado. No serán considerados
para el cálculo de la pensión mínima vital, los aportes voluntarios realizados
por el afiliado de conformidad con este Decreto.

Artículo 44: Ejecución de la garantía dd Estado por pensión de vejez.
Para la aplicación del artículo anterior, si al momento de exigir d afiliado la
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pensión de vejez, el monto acumulado en su cuenta individual no es
suficiente para acceder a un pago periódico igual a la pensión mínima vital,
la Administradora de Fondos de Pensiones pagará mensualmente, con cargo
a dicha cuenta, un monto igual a aquélla, hasta agotar su saldo. Una vez
agotado éste, el Fondo de Solidaridad Intergeneracional, abonará
mensualmente a favor del afiliado, la respectiva pensión mínima vital hasta
su fallecimiento o hasta la extinción de la obligación frente a sus
beneficiarios.

Articulo 45: Monto de la pensión minima vital de vejez. El monto de la
pensión minima vital garantizada por el Estado no será menor al cincuenta
por dentó (50%) del salario promedio de cotización al alcanzar doscientas
cuarenta (240) cotizaciones, al sesenta por ciento (60%) al alcanzar
trescientas (300) cotizaciones y al setenta por ciento (70%) al alcanzar
trescientas sesenta (360) cotizaciones. La garantía aquí prevista se
comenzará a pagar siempre que se tenga derecho a ella, desde el momento
de la solicitud de la pensión de vejez por parte del interesado.

Articulo 46: Ejeevdón de b garantía del Estado por pensión de
Invalidez. Tendrán derecho a la garantía del Estado por pensión de
invalidez, aquellos afiliados no cubiertos por las pólizas de seguros
colectivos establecidas en este Decreto, que fueren declarados inválidos de
acuerdo a tos términos de la misma y que reúnan tos siguientes requisitos:

*»•
1. No tener derecho a la garantía de la pensión mínima de vejez;
2. Un total de 60 meses de cotizaciones; y
3. Tener 24 meses de cotizaciones como mínimo de las previstas en el

numeral precedente, en los últimos tres (3) años anteriores a la
declaración de invalidez.

Cuando el afiliado sea menor de 35 años, el total de cotizaciones requeridas
se reducirá a razón de 5 meses de cotización por cada año fallante para
alcanzar dicha edad, sin que ello excluya el cumplimiento del requisito
establecido en el numeral 3 de este artículo.

Articulo 47: Monto de la pensión de invalidez garantizada por el
Estado. El monto de la pensión de invalidez garantizada por el Estado será
el equivalente al sesenta por ciento (60%) del salario promedio de
cotización.

Artículo 48: Reconocimiento de bu cotizaciones efectuadas al Instituto
Venezolano de los Seguros Sociales. El Estado reconocerá a los afiliados al
Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, el cien por ciento (100%) de
las cotizaciones efectuadas tanto por el asegurado como por el empleador al
31/12/99, por concepto de pensión de vejez. A estos efectos, se procederá a
calcular el valor final de cada una de las cotizaciones considerando como
tasa áe capitalización la variación del índice de Precios al Consumidor del
área Metropolitana de Caracas, pan cada uno de los años, hasta el 31/12/99.
A partir de esta fecha, el reconocimiento devengará el tipo de interés
equivalente a la rentabilidad real miñona establecida en el artículo 113 de
este Decreto.

Parágrafo Único: Para el cálculo de las pensiones de quienes estuvieron
afiliados al Instituto Venezolano de los Seguros Sociales y se incorporen al
Subsistema de Pensiones regulado por este Decreto, se sumará el
reconocimiento calculado conforme a este artículo al monto acumulado en
la cuenta de capitalización individual. El Ministerio del Trabajo y de la
Seguridad Social y el Ministerio de Hacienda, establecerán la
documentación y certificación respectiva. Esta obligación deberá cumplirse
en el primer año de vigencia dé este Decreto.

El reconocimiento y sus intereses se harán efectivos en la cuenta de
capitalización individual desde el momento del retiro del afiliado como
flujo mensual.

Titulo VII
Regímenes de Jubilaciones y pensiones del personal ai servicio del

Estado

Articulo 49: Régimen general de los trabajadores al férvido del Estado.
Los trabajadores al servicio del Estado tendrán los derechos de jubilación y
de pensión que le corresponden por antigüedad en el servicio público, para
cuya cobertura la contribución no será inferior al doce por ciento (12%) en
los términos previstos en este Decreto.

Artículo SO: Régimen especial de jubilaciones y pensiones del personal
«1 servicio del Estado. Las jubilaciones y pensiones de los trabajadores al
servicio del Estado serán reguladas en una Ley especial de carácter
orgánico, la cual se dictará atendiendo a los principios de la Ley Orgánica
del Sistema de Seguridad Social Integral.

Artículo 51. Reconocimiento de Cotizaciones. A los trabajadores al
servicio del Estado, cuyos regímenes de jubilaciones y pensiones tienen
carácter contributivo, se les reconocerá en su totalidad, las cotizaciones
realizadas por ellos, los respectivos aportes de los organismos empleadores
y el producto de las inversiones de ambos.

Artículo 52: Administración y Supervisión de los Recursos, Los recursos
que hayan sido destinados a la cobertura de jubilaciones y pensiones del
sector público, más los que, en lo sucesivo, aporten los trabajadores y los
respectivos organismos empleadores, de conformidad con lo establecido en
el artículo 49 de este Decreto, serán administrados bajo la modalidad de
Fondos de Capitalización, previa deducción de un dos por ciento (2%)
correspondiente al Fondo de Solidaridad Intergeneracional.

La Superintendencia del Subsistema de Pensiones regulará y supervisará la
constitución y funcionamiento de dichos Fondos de Capitalización. Los
recursos indicados en este artículo serán administrados mediante
fideicomisos o contratos de administración de recursos, en los términos que
determine la Superintendencia.

Artículo 53: Reconocimiento de Derechos Cansados. Los trabajadores al
servicio'del Estado que, antes de la vigencia de este Decreto o de la Ley
especial con carácter orgánico a la cual se refiere el artículo SO, hubiesen
cumplido o cumplan los requisitos de edad, antigüedad y, si fuera el caso, de
contribuciones o cotizaciones previstas en su actual régimen de jubilaciones
y pensiones, tendrán derecho a jubilarse conforme a los términos,
condiciones, requisitos, modalidades y alcances de dicho régimen.

Artículo 54. Pago de las jubilaciones y pensiones no otorgadas conforme
•1 régimen de este Decreto. Las jubilaciones y pensiones otorgadas con
anterioridad a la vigencia de este Decreto y las que se otorguen conforme al
artículo anterior, serán pagadas de acuerdo a las previsiones de los
regímenes que actualmente regulan su pago.
Artículo 55: Prohibición de otorgar jubilaciones o pensiones especiales
o de grada. A partir de la vigencia de este Decreto, no podrán otorgarse
jubilaciones o pensiones especiales o de gracia a los trabajadores al servicio
del Estado.

Artículo 56: Prohibición de crear nuevos regímenes de jubilaciones y
pensiones para el personal al servido del Estado. Desde la fecha de
entrada en vigencia de este Decreto, no podrán crearse nuevos regímenes de
jubilaciones y pensiones para los trabajadores al servicio del Estado y, los
existentes se sujetarán a lo que disponga la Ley especial de carácter
orgánico señalada en el artículo SO de este Decreto.

Artículo 57: Ingreso de nuevos trabajadores. Los trabajadores que se
incorporen al servicio del Estado a partir de la vigencia de este Decreto, se
regirán por el régimen general regulado en el mismo, dejando a salvo lo que
establezca la Ley especial de carácter orgánico prevista en el artículo SO de
este Decreto.

Título VIH
Contingencia* Protegidas y Modalidades de Pensión

Capitulo I
Vejez

Artículo 58: Prestación de vejez. La pensión de vejez es una prestación
dineraria mensual, que se pagará con el monto acumulado en la cuenta de
capitalización individual, salvo aquellos casos en que resulte insuficiente
para generar una pensión equivalente a la pensión minima vital garantizada.
En tal supuesto, el Fondo de Solidaridad Intergeneracional cubrirá la
diferencia.
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Artículo 59: Fmaneuuüento y cobertura de la pensión de vejez. La
pensión de vejez en el régimen de capitalización individual se financiará con
el monto acumulado más la certificación del reconocimiento previsto en el
articulo 48 de este Decreto.

Artículo 60. Requisitos nUnuao* para redbir la pensión de vejez.
Tendrán derecho a percibir una pensión de vejez los afiliados que hayan
cumplido 60 año» de edad y acrediten un mínimo de doscientas cuarenta
(240) cotizadones.

Las personas que no habiendo alcanzado el mínimo 4e cotizaciones
exigidas y la edad de retiro, y sufran de vejez prematura tendrán derecho a
recibir una pensión de vejez, nunca inferior a la pensión mínima vital. El
Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laboral calificará la
vejez prematura, según las condiciones previstas en el Reglamento de este
Decreto.

Los afiliados que no hubieren alcanzado las doscientas cuarenta (240)
cotizaciones necesarias para adquirir el derecho a pensionarse y hayan
cumplido 60 años de edad, podrán continuar cotizando hasta cumplir con
dicho requisito. A partir de los 65 años de edad, cada mes de cotización
equivale a dos meses cotizados a los fines de adquirir la garantía del Estado.

Artículo 61: Modificación de 1* edad mínima y del número de
cotizaciones necesarias para tener derecho a la pensión de
vejez. El Ejecutivo Nacional, oída la opinión del Consejo
Nacional de la Seguridad Social Integral, podrá incrementar la
edad y el número de cotizaciones mínimas para tener derecho a
la pensión de vejez sobre la base de estudios demográficos y
actúan ales.

Capitulo II
Invalidez amparada por los segaros

Artículo 62: Cualidad de Inválido y prestación de invalidez. Tendrá
derecho a percibir una prestación de invalidez, el afiliado que quede con una
perdida de más de dos tercios (2/3) de su capacidad para trabajar a causa de
una enfermedad o accidente en forma presumiblemente permanente o de
larga duración.
Artículo 63: Monto de la pensión de Invalidez. El monto de la pensión de
invalidez se sujetará a las siguientes reglas:

1. La pensión de invalidez no podrá ser inferior al sesenta por ciento (60%)
del salario de cotización.

2. El inválido que no pueda moverse, conducirse o efectuar los actos
principales de su existencia o que necesite la asistencia constante de otra
persona, tiene derecho a percibir una suma adicional, que establecerá el
Reglamento, y que podrá ser hasta del cien por ciento (100%) del salario
de cotización. '
El pago adicional no será computable para la determinación de la
pensión de sobrevivientes a que eventualmente haya lugar.

3. Para el financianüento de las pensiones de invalidez e incapacidad
parcial, las administradoras contratarán una póliza de seguros que cubra
dichas contingencias.

Artículo 64: Calificación del grado de invalidez y de incapacidad
parcial. La invalidez será calificada fot las Comisiones Médicas que se'
constituyan en las instituciones prestadoras del servicio de salud reguladas
en la Ley del Subsistema de Salud, «tendiendo a las normas que se
establezcan en el Reglamento de este Decreto. La designación de los
miembros de las Comisiones Médicas será responsabilidad de la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

La gestión de las mismas será financiada con aportes de las Administradoras
de Fondos de Pensiones, las Compañías Aseguradoras, las Administradoras
de Riesgos del Trabajo o de Salud, según sea el caso, en proporciones que
se establecerán mediante reglamentación especial, que al efecto dicte la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones. Las apelaciones por parte de
los afiliados de las decisiones de las Comisiones Médicas, serán decididas
por una Comisión Médica Central, en donde estará representado
debidamente el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad
Laboral.

Cáptalo ni
Incapacidad Pardal

Arttcnlo 65: CnaUdad de tocapi déte
prestación. El afiliado que a causa de enfermedad profesional, accidente de
trabajo o accidente común quede con una mraparidad mayor a un tercio
(1/3) y no superior a los a los dos tercios (2/3) de sos condiciones flacas o
intelectuales para el desempeño de un trabajo, tendrá derecho a una pensión.

Artícnlo 66; Monte de la pensión de incapacidad pardal La pensión por
incapacidad parcial será igual al resultado de aplicar d porcentaje de
incapacidad atribuido al caso a la pensión que le habría correspondido al
afiliado cotizante de haberse incapacitado totalmente.

Artícnlo 67: Indemnización única por incapacidad pardal. El afiliado
que a causa de una enfennedad proferional, ««Atente «te ttA^pp mfijVnfr-
común quede con una incapacidad mayor de cinco por ciento (5%) y no
superior a un tercio (1/3%), tendrá derecho a una indemnización única igual
al resultado de aplicar d porcentaje de incapacidad atribuido al caso, al
valor de treinta y sds (36) mensualidades de la pensión que por incapacidad
total le habría correspondido.

Capitulo IV
Sobrevivencia

Artículo 68: Condiciones para recibir la pensión de sobreviviente. La
pensión de sobrevivencia se causa por el fallecimiento de un afiliado o de un
beneficiario de pensión de vejez o invalidez.

El monto de dicha pensión será equivalente al 60% del salario de cotización
del afiliado, o del cien por ciento (100%) de la pensión de invalidez, vejez o
incapacidad.

Artículo 69: Benefidarioi de la Prestación y Cendidones. Tienen
derecho por partes iguales a la pensión de sobrevivencia:

1. Los hijos solteros menores de 18 años, que dependan económicamente
del causante, y los hijos inválidos independientemente de la edad.

2. Los hijos solteros mayores de 18 años de edad y hasta los 25 años de
edad, que dependan económicamente del causante y que cursen estudios
regulares.

3. Los hermanos huérfanos de padre y madre que dependan
económicamente del afiliado hasta los 18 años de edad, salvo que
presenten estado de invalidez total.

4. La madre.
5. El padre que se encuentre en estado de invalidez total.
6. La viuda (o), o la concubina (o) de cualquier edad cuando hayan

convivido por lo menos los dos (2) últimos anos inmediatamente
anteriores a la muerte del causante. Cuando la concubina estuviere
encinta y el hijo nazca vivo o con hijos del causante, menores de 18
años de edad, o mayores de 18 años de edad y hasta los 25 años de
edad, si cursan estudios regulares.

Parágrafo Único: El hijo postumo, desde el dia dd fallecimiento dd
causante, concurrirá como beneficiario. La pensión será repartida por partes
iguales entre el nuevo grupo de beneficiarios.

Artícnlo 70: Herederos Legales. Si al causarse una pensión de
sobreviviente no hay familiares de las características descritos en d pieseute
capitulo, tendrán derecho a heredar los haberes en la cuenta de
capitalización individual, los herederos legales.

Artícnlo 71: Exención impositiva. Los beneficiarios de la pensión de
sobrevivientes no se considerarán sucesores a los efectos fiscales.

Captado V
Asistencia Fnneraria y Beneficio de Nupcialidad

Artículo 72: Asignación por gastos funerarios. El fallecimiento de un
afiliado cotizante dará derecho a una asignación para gastos funerarios
consistente en un salario mínimo, en las condiciones y bajo d-
procedimiento establecido en el Reglamento de este Decreto.
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Artículo 73. Prestación de Nupcialidad. El afiliado que contraiga
matrimonio y tenga veinticuatro (24) cotizaciones en los últimos tres años
precedentes, recibirá una prestación única equivalente al diez por ciento
(10%) del salario mínimo.

Artículo 74: Financlamiento. Las prestaciones de asistencia
funeraria y de nupcialidad se financiarán con cargo al seguro
contratado por las Administradoras de Fondos de Pensiones.

Capitulo VI
Disposiciones Comunes de Invalidez, Incapacidad Parcial Permanente y

Sobrevivencia

Articulo 75: Cobertura de los Cesantes. Los afiliados calificados como
cesantes por el Subsistema de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional
estarán amparados de cualquier contingencia, de invalidez o incapacidad
parcial hasta la extinción de la cobertura prevista en la ley respectiva.

Articulo 76: Revisión del Grado de Incapacidad. Durante los primeros
cinco (5) años de atribución de la pensión, podrá revisarse el grado de
incapacidad del pensionado y suspender, continuar o modificar el pago de la
respectiva pensión, según el resultado de la revisión. El grado de la
incapacidad será revisado conforme a lo establecido en el Reglamento de
este Decreto. Después de dicho plazo o si el inválido o incapacitado ha
cumplido 60 años de edad, el grado de incapacidad se considerará
definitivo.
Articulo 77. Contribución al Fondo de Salud. Toda pensión causada
origina la transferencia de la contribución respectiva al Fondo Solidario de
Salud contemplado en la Ley del Subsistema de Salud.

Articulo 78: Pago de las pensiones de sobrevivencia, invalidez e
incapacidad parcial. La cancelación de las pensiones de sobrevivencia,
invalidez e incapacidad será cubierta por las compañías de seguros
contratadas por las Administradoras de Fondos de Pensiones, debiendo
aportar de ser el caso, la diferencia que faltare entre el capital necesario para
financiar la pensión respectiva y el saldo de la cuenta de capitalización
individual. Dicho saldo, correspondiente a la cotización obligatoria será
transferido a la compañía aseguradora para completar la prima única de una
renta por la pensión correspondiente.

Capitulo VII
Modalidades de Pensiones

Articulo 79: Modalidades de pensiones. El afiliado, o sus beneficiarios,
tendrán derecho dentro del régimen previsto en esta Ley, a disponer del
saldo de su cuenta de capitalización individual con el fin de constituir una
pensión. Para hacer efectiva la citada pensión, el afiliado podrá optar por
una de las siguientes modalidades:

1. Renta vitalicia: es la modalidad mediante la cual el afiliado contrata con
una compañía de seguros de su libre escogencia, domiciliada en el pais,
d pago de una mensualidad hasta su fallecimiento, mediante la compra
de una renta vitalicia. Para ese fin se transferirá todo o parte del saldo de
su cuenta de capitalización individual al momento del retiro del afiliado;

2. Renta vitalicia diferida: Es la modalidad mediante la cual, el afiliado
conviene irrevocablemente con la Administradora de Fondos de
Pensiones una pensión temporal nivelada o creciente. Simultáneamente,

* contratará con una compañía de seguros el pago de una mensualidad
hasta su fallecimiento, mediante la compra de un seguro de renta
vitalicia, la cual comenzará a pagarse vencido el plazo de la pensión
temporal; y

3. Las demás que autorice la Superintendencia del Subsistema de Pensiones
como las rentas de anualidades vitalicias variables u otras de similar
naturaleza.

Parágrafo Primero: Las pensiones que otorga este Decreto deberán preservar
su capacidad adquisitiva del modo como lo determine la Superintendencia
.del Subsistema de Pensiones.

Parágrafo Segundo: Los afiliados a quienes les faltare cinco años para
alcanzar la edad legal de retiro y hubiesen acumulado en su cuenta de.
capitalización individual el equivalente al ciento veinte por ciento (120%) 6
más de la pensión mínima vital, podrán pensionarse anticipadamente y no
tendrán derecho a las pensiones garantizadas por el Estado.

Parágrafo Tercero: El afiliado podrá retirar los recursos excedentes en su
cuenta de capitalización individual una vez contratada la modalidad de
Pensión.

Parágrafo Cuarto: La Superintendencia del Subsistema de Pensiones con el
fin de perfeccionar las modalidades previstas, podrá autorizar etsnanejo de
distintos fondos de inversión de las cuentas de capitalización individual,
permitiendo al afiliado la elección de su cartera de inversiones.

La Superintendencia deberá prever la gestión administrativa, los costos
operativos, los conflictos de intereses, los mecanismos de control de tas,
inversiones y sus efectos sobre el mercado de capitales.

Artículo 80: Límfte de la reipomaMHdad del Estado en el pago de la
pctnié* minina vital El Estado no tendrá responsabilidad alguna en el
pago de la pensión mínima vital, cuando el afiliado se acoge a cualesquiera
de las modalidades de pensiones de vejez previstas en el articulo anterior,
siempre que la pensión sea igual o superior a la pensión mínima vital,

Capitulo VIII
Riesgos Laborales

Artículo 81: Riesgo Laboral. Constituye riesgo laboral, a los efectos de
este Decreto, los accidentes, enfermedades o muerte a los cuales se
encuentra expuesto el trabajador, por los hechos o con ocasión directa a la
prestación del servicio que realiza, bien en el lugar de trabajo o fuera del
mismo. La calificación de un riesgo como laboral es ajeno a la
intencionalidad, responsabilidad por dolo o culpa del empleador en el hecho
generador del daño.

Parágrafo Único: Se entenderá por accidente de trabajo o enfermedad
profesional, lo establecido en los artículos 561 y 562 de la Ley Orgánica del
Trabajo y 32 y 28 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio
Ambiente del Trabajo.

Artículo 82: Responsabilidad del empleador. Los riesgos laborales
estarán financiados exclusivamente por el empleador, y en ningún caso,
serán comprometidos los recursos de la cuenta de capitalización individual
del afiliado.

1. El empleador a través de un contrato con una administradora de riesgos
de trabajo, previstas en la Ley del Subsistema de Salud de la Seguridad
Social Integral, contratará el pago de una renta vitalicia, cuyo monto se
regulará por las disposiciones de este Decreto y su Reglamento.

2. El monto de la prima será calculado de acuerdo al riesgo de la empresa,
calificado previamente por el Instituto Nacional de Prevención, Salud y
Seguridad Laboral.

Artículo 83: Derecho a las prestaciones por kts riegos laborales. Los
trabajadores, cualquiera sea su edad, que se invaliden a consecuencia de un
accidente de trabajo o enfermedad profesional, tendrán derecho a una
pensión de invalidez, y la cancelación de gastos de rehabilitación, así como
de oportunidades de reinserción laboral, de ser el caso.

Artículo 84: Excepciones. No comprometerá la responsabilidad del
empleador, los accidentes laborales o enfermedades profesionales que

sobrevengan por las causales previstas en el artículo 563 de la Ley Orgánica
del Trabajo.

Artículo 85: Prestaciones por los riesgos laborales. Los daños derivados
de los accidentes de trabajo y enfermedad profesional, que causan una
pensión en los términos del presente Decreto, se clasifican de la siguiente
manera: muerte, invalidez e incapacidad parcial permanente.

Título IX
Administradoras de Fondos de Pensiones

Capitulo I
Disposiciones Generales para las Administradoras de Fondos de

Pensiones

Artículo 86: Objeto de las Administradoras de Fondos de Pensiones.
Las Administradoras de Fondos de Pensiones constituidas e inscritas en
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Venezuela bajo la forma de sociedades públicas, privadas o mixtas, tienen
por objeto la administración de los fondos de capitalización individual, y el
otorgamiento de las pensiones reguladas en este Decreto.

Articulo 87: Requisitos para la eonititodón de l*§ Administradoras de
Fondos de Pensiones. Las Administradoras de Fondos de Pensiones
cumplirán con los siguientes requisitos:

1. Constituirse bajo la forma de sociedades mercantiles;
2. Tener como objeto social exclusivo la realización de la actividad

administradora de los recursos provenientes de las cotizaciones y las
demás actividades expresamente autorizadas por este Decreto,
garantizando a los afiliados la corréete organización y prestación de los
servicios; y

3. Acreditar inicialmente y mantener un capital mínimo de cuatrocientas
cincuenta mil (450.000) unidades tributarias, o su equivalente en
bolívares, totalmente suscrito y pagado en dinero efectivo. La
Superintendencia del Subsistema de Pensiones podrá aumentarlo,
procurando que no se desvalorice en atención al desarrollo del mercado
y las necesidades de la prestación de los servicios, tomando en
consideración el número de afiliados y el monto de <ios Fondos
administrados.

Parágrafo Único: Las inversiones y acreencias de las administradoras en
empresas que sean relacionadas, y las inversiones realizadas en obligaciones
emitidas por tales empresas, se excluirán del cálculo del capital mínimo
exigido en este artículo.

Artículo 88: Requisitos especifico» para la constitución de las
Administradoras de Fondos de Pensione» públicas, privada* y mixtas,
Además de los requisitos establecidos en el artículo anterior, las
Administradoras de Fondos de Pensiones deberán cumplir con los siguientes
requisitos:

1. Emitir acciones nominativas de una misma clase no convertibles al
portador,

2. Tener como mínimo cinco (5) accionistas, personas naturales o
jurídicas, nacionales o extranjeros;

3. Si los promotores fuesen personas jurídicas, deberá
acompañarse copia de los documentos constitutivos y
estatutos de la sociedad con la última reforma de los estatutos,
debidamente registrados, junto con los 3 últimos estados
financieros certificados por contadores públicos en el libre
ejercicio de su profesión debidamente inscritos en el Registro
Nacional de Valores, que lleva la Comisión Nacional de
Valores y copia de la declaración de impuesto sobré la renta
de los últimos tres (3) años cuando hubiere lugar. Si los
promotores fuesen personas naturales, deberán cumplir los
requisitos indicados en el numeral 4 del artículo 89 de este
Decreto. En cualquier caso, deberán presentar los documentos
necesarios hasta determinar las personas naturales que
efectivamente tendrán el control de la institución promovida.

Artículo 89: Requisitos para la autorización de promoción y
funclooamlento. Para solicitar la autorización de promoción y
funcionamiento de una Administradora de Pondos de Pensiones se requiere
presentar a la Superintendencia del Subsistema de Pensiones los siguientes
requisitos: •

1. Proyecto del acta constitutiva y de los estatutos en los cuales se señale el
monto del capital o aporte social con el que comenzará sus operaciones;

2. En el caso de administradoras públicas, privadas y mixtas, se debe,
presentar la proporción en que tales fondos serán aportados por
venezolanos y extranjeros y el origen de los recursos que se emplearán
para tal fin;

3. Estudio de factibilidad económica-financiera que establezca la viabilidad
de la entidad y proyecto de presupuesto del primer ano de operaciones,
con indicación del ámbito de actuación territorial y de la fecha de
apertura de las operaciones;

4. Las personas naturales promotores y directores deberán presentar los
siguientes recaudos:

a) Nombre, apellido, cédula de identidad, profesión, domicilio,
nacionalidad;

b) Acreditación de experiencia en materia previsional, financiera,
aseguradora o de administración de empresas de por lo menos cinco
(5) años;

c) 'Copia de las tres (3) últimas declaraciones del Impuesto Sobre la
Renta;
d) Declaración jurada de su patrimonio; y
e) Demostración del origen de los recursos.

5. La información adicional que sea requerida por la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones dentro de los quince (15) dfas hábiles
siguientes al recibo de la solicitud de promoción;

6. Las autorizaciones de promoción y funcionamiento deberán responderse
en un plazo no mayor de noventa (90) días hábiles prorrogables por una
sola vez, contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud
respectiva y demás documentos requeridos, siempre que el solicitante
cumpla con los requisitos establecidos en este Decreto y su Reglamento;

7. Indicación de la capacidad tecnológica y de la red de servicios e
infraestructura propia para el cumplimiento del servicio;

8. Notificación de cualquier novedad en lo que respecta a los numerales
anteriores y a los señalados en el artículo anterior,

9. Los accionistas deberán señalar, de conformidad con un formulario
emanado de la Superintendencia, los bienes y créditos a favor o en su
contra y los de su cónyuge de ser el caso;

10. Identificación de los socios para determinar las personas naturales que
efectivamente tendrán el control de la institución promovida. Asimismo,
señalar los vincules de consanguinidad, afinidad o participación
reciproca que puedan existir en la propiedad del capital, negocios o
sociedades civiles o mercantiles y operaciones conjuntas, acompañando
las correspondientes declaraciones juradas de patrimonio;

11. En caso de empresas extranjeras deberán presentar los balances
correspondientes a los tres (3) últimos ejercicios debidamente auditorios
por firmas de auditoria reconocidas intemacionalmente, sin menoscabo
de los demás requisitos exigidos por la Superintendencia de Inversiones
Extranjeras; y

12. Los promotores deberán señalar la denominación comercial proyectada,
en la cual deberá incluirse la denominación Administradora de Fondos
de Pensiones y las siglas AFP, la cual deberá ser aprobada por la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones con base a las normas
que dicte a tal efecto. En ningún caso, la denominación Administradora
de Fondos Pensiones y las siglas AFP, podrán ser utilizadas por entes
distintos a los contemplados en este Decreto. No se podrán incluir
nombres o siglas de personas naturales y jurídicas existentes o nombres
que a juicio de la Superintendencia puedan conducir a equívocos
respecto de la responsabilidad patrimonial o administrativa de la

La Superintendencia del Subsistema de Pensiones tendrá la obligación de
comprobar la integridad moral y capacidad financiera adicional al capital
inicial, de los promotores, directores y principales accionistas.

Artículo 90: Separación de funciones de tos Fondos. Los Fondos de
capitalización individual que gestionen las administradoras, constituyen un
patrimonio propiedad de los afiliados y deberán ser mantenidos y
administrados independientemente del patrimonio de la entidad. Los Fondos
de los afiliados no forman parte de la prenda común de los acreedores de la
Administradora de Fondos de Pensiones.

Artículo 91: Prohibiciones a las Administradoras. Las Administradoras
de Fondos de Pensiones no podrán:

1. Disponer en forma distinta a lo establecido en el presente Decreto de los
recursos de los fondos que gestionan.

2. Cobrar con cargo al Fondo de Pensiones beneficios no definidos por este
Decreto.

3. Conceder crédito con dineros de los fondos y dar en prenda los activos de
los mismos.

4. Realizar operaciones de compra o venta de valores que sean de la misma
clase, tipo, serie y emisor más ventajosas que las realizadas por los
fondos que administra de conformidad con lo establecido en el Titulo
XIII de este Decreto.

5. Votar por accionistas mayoritarios en sociedades anónimas donde tengan
participación los fondos que administren, según lo previsto en este
Decreto.

6. Impedir la libre elección del afiliado.
7. Introducir prácticas que afecten la libertad de escoger del •afiliado, tales

como ofrecer incentivos para lograr la renuncia del afiliado, utilizar
mecanismos de afiliación discriminatorios y las demás que establezca el
Reglamento de este Decreto.

8. Demorar injustificadamente el pago de las prestaciones económicas a que
tenga derecho el afiliado.

9. Las demás que defina el Reglamento de este Decreto.

Artículo 92: Comienzo de operaciones. Aprobada la solicitud de
funcionamiento, la Administradora de Fondos de Pensiones deberá
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m ejercer sos fondones en d plazo de ciento ochenta (180) días
a partir de h fecha de autorización; de no hacerlo, deberá solicitar

prórroga por un plazo similar y por una sota vez. Finalizada la prorroga.

Artfcafc 93: Ia**fcflUa«ks e Ja»«aa|iirthnMidri pan ter director o
prasMtar. No podrió wr promotores, gerentes, administradores, directores
de tac Administradora* de Fondos de Pensiones:
1) Quienes ejerzan «a función pública, en d caso de las Administradoras

de Fondos de Pensiones privadas;
2) Quienes ejenean cargos de dilección en otras Administradoras de Fondos

de Pulsiones (fue operen en d país;

3) Qaienesñrtegrend Oncejo Nacmalfe^
I» Superintendencia dd Subsistema de Pensiones y en cargos de
coHfiarga vincnladM directa o indirectamente con los Subsistemas de
Pensione», Paro Forzoso y Safad, asi como en los Ministerios de
Hacienda, dd Trabajo y la Seguridad Social;

4) Las personas sometidas a beneficio de atraso y los fallidos no

5) Quienes hayan sido corredores de seguros, agentes de seguros, peritos
avahiadores, ajustadores de pérdidas, inspectores de riesgos y directivos
de cmnrriai de segaros o reaseguros o de sociedades de corretaje de
segaros y reaseguros, coya autorización para operar baya sido revocada
pot haber incurrido en violación de normas legales;

6) Quienes hayan sido inhabilitados pan el ejercicio de funciones
bancadas, de conformidad con la Ley General de Bancos y otras
tastitndooes Financieras;

7) Quena hubiesen sido adtnimstndores, para la época de cesación de
pagos, de enyesas declaradas en estado de quiebra fraudulenta o
cnipMe;

8) Quienea admiahlien fondo» de trnrma pnr
9) Quienes tengan vinculo conyugal o de parentesco, hasta d cuarto grado

(4°) de consanyrirodad o segando (2°) de afinidad con el Presidente de
b República; con los integrantes del Consejo de Ministros; con el
Presidente dd Banco Central de Venezuela; con tos Superintendentes de
los Subsistemas, con los Superintendentes de Seguros y de Bancos y
con los miembros del Consejo Nacional de la Seguridad Social;

¡O) Quienes hayan sido sancionados con suspensión definitiva por la
Conñstón Nacional de Valores;

11) Quienes hayan sido sancionados por violación de.normas legales de la
admúiiiü ación de fondos de carácter público y privado;

12) Quienes ejerzan cargos de gerentes, de dirección o de confianza en:
a) EnHMcaasde segaros o reaseguros;
b) Empuaaa regidas por la Ley General de Bancos y otras Instituciones

Financieras y la Ley dd Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo;
c) Fondos mutuales; y
d) Las bolsas de valores, custodia de valores, sociedades de corretaje de

valores, administradoras de fondos mutuos, inversionistas
institiiciooales;

13) Quienes realicen profesiooalmente labores de intermediación en el
mercado de valores;

14) Quienes tengan relación profesional con emisores de instrumentos,
supervisoras o clasificadoras de riesgos de inversión o con otras
personas que desempeñan funciones de similar naturaleza;

15) Quienes hayan sido sujetos a auto de responsabilidad administrativa
dictado por te Contratoria General de la República, en los últimos
quince (1 5) anos a partir de la fecha de habérsele dictado el Auto; y

16) Quienes sean accionistas en una proporción mayor del cero punto
cinco por ciento (0,5%) del capital pagado de otras instituciones
financieras depositarías, y aquellos relacionados en primer grado con
propietarios de instituciones depositarías.

Parágrafo Único: Se entenderá por gerente o cargo de confianza, a los
efectos de esta Ley, las personas con facultades para representar a la
empresa, o tomar decisiones inherentes a sus operaciones o negocios.

Cáptalo II
DfaposieimKS COHMOMS para las AdmínMradoras de Fondos de

Pésateles

Ai-tirado 94: Respo*saMHdad de las Administrador» de Fondos de
PesuMMes y de nú adaobüxtradorcs. Las Administradoras de Fondos de
Pensiones administrarán diligentemente los servicios y los recursos
encomendados y responderán hasta por negligencia en el cumplimiento de
su gestión. La correcta administración será garantizada con el patrimonio de
la sociedad, de los accionistas y de sus administradores.

Artfcsdo 95: Margen de Solvencia. La Superintendencia del Subsistema de
Pensiones fijará las normas relativas a los requisitos de adecuación
patrimonial que deberán cumplir las Administradoras de Fondos de
Pensiones.

A tal propósito, tomará en consideración el monto de los fondos
administrados y el nivel de riesgo de la cartera de inversiones.

El patrimonio de la Administradora de Fondos de Pensiones no deberá ser
inferior a dos veces el encaje establecido en el articulo 11<j de este Decreto.

Parágrafo Único: La Superintendencia del Subsistema de Pensiones podrá
establecer normas para la calificación de los activos por nivel de riesgo qué
representen el patrimonio.

Artículo 96: Cierre del ejercicio económico y presentación de los
estados financiero». Les Administradoras de Fondos de Pensiones, el
Fondo de Capitalización individual, el Fondo de Solidaridad
intergeneracional y el Fondo de Capitalización Colectiva del Subsistema de
Paro Forzoso y de Capacitación Profesional, deberán cerrar su ejercicio
económico el 30 de junio y el 31 de diciembre de cada año.

Los estados financieros, los anexos contables y estadísticos y un ejemplar de
la memoria aprobados por sus respectivas asambleas, dotarán ser
presentados ante la Superintendencia del Subsistema de Pensiones en los
quince (15) días siguientes al cierre de su ejercicio económico. La
Superintendencia del Subsistema de Pensiones determinará la información
adicional que requiera y la periodicidad con que ésta debe ser suministrada.

Artículo 97: Certificación de los estados financieros y de la» reservas
técnicas. Los estados financieros de las Administradoras de Fondos de
Pensiones, del Fondo de Capitalización Individual, del Fondo de Solidaridad
Intergeneracional y del Fondo de Capitalización Colectiva del Subsistema
de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional, al cierre de su ejercicio
económico, deberán ser certificados por contadores públicos en el libre
ejercicio de su profesión, debidamente inscritos en el Registro Nacional de
Valores, que lleva la Comisión Nacional de Valores.
Las reservas técnicas y su representación, deberán ser certificados por
actuarios independientes debidamente inscritos en la Superintendencia de
Seguros.

Los estados financieros, el margen de solvencia y las certificaciones deberán
entregarse a la Superintendencia del Subsistema de Pensiones y publicarse
en los tres diarios de mayor circulación, dentro de los quince (15) días
siguientes al cierre del ejercicio económico.

Artículo 98: Notificación de cambios patrimoniales de la
Administradora de Fondos de Pensiones. El representante legal de la
Administradora de Fondos de Pensiones deberá notificar a la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones con sesenta (60) dias de
anticipación, cambios en la estructura accionaria, fusión o la decisión
voluntaria de sus socios de disolver la administradora de pensiones. Dicha
decisión deberá ser aprobada en una asamblea ordinaria o extraordinaria,
conforme lo determinen sus estatutos.

Artículo 99: Registro mercantil de las Administradoras de
Fondos de Pensiones. Será requisito indispensable para
protocolizar los documentos constitutivos y estatutos de las
Administradoras de Fondos de Pensiones, presentar la respectiva
autorización legal de funcionamiento otorgada por la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Las sociedades mercantiles o civiles que están debidamente inscritas en los
registros competentes y que utilicen en su denominación el nombre de
Administradora de Fondos de Pensiones o utilice las siglas AFP o términos
afines o derivados de dichas palabras, deberán reformar sus disposiciones
estatutarias a los efectos de solicitar la autorización de promoción y
funcionamiento previsto en el articulo 89 de este Decreto.

•V
Parágrafo Único: Las empresas que no cumplan con los requisitos
establecidos en el párrafo precedente no podrán actuar como
Administradora de Fondos de Pensiones de acuerdo a lo previsto en este
Decreto ni utilizar el nombre ni las siglas reservadas a las empresas
autorizadas para operar bajo los preceptos del mismo, en cuanto a ejercer
funciones como Administradora de Fondos de Pensiones.
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Capitulo III
Medida* preventivas y liquidación de las Administradoras de Fondos de

Pensiones

Artículo 100: Medidas preventivas a cargo de la Superintendencia. El
Superintendente formulará 8 las Administradoras de Fondos de Pensiones,
las indicaciones y recomendaciones que juzgue necesarias para el debido
cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Decreto y su
Reglamento. Si éstas no acogieran dichas indicaciones, el Superintendente
ordenará la adopción de medidas preventivas cuya observancia será
obligatoria y las cuales estarán destinadas a corregir la situación dentro del
plazo que indique la resolución, que se dicte al efecto sin perjuicio de la
aplicación de las sanciones que correspondan.

Articulo 101: Supuestos para la adopción de medidas preventivas. El
Superintendente ordenará la adopción de una o varias de las medidas que de
conformidad con las atribuciones conferidas en este Decreto puede aplicar,
cuando una Administradora de Fondos de Pensiones se encuentre ante
algunos de los siguientes supuestos:

1. Diere fundados motivos para suponer que podría incurrir en situaciones
de ¡liquidez, incumplimiento o insolvencia que pudieran ocasionar
perjuicios para los afiliados, beneficiarios o acreedores o para la solidez
del Subsistema.

2. Presentare situaciones de tipo administrativo o gerencia] que afecten o
pudieran afectar significativamente su operación normal, la solvencia,
liquidez y los servicios que presten las personas autorizadas por este
Decreto.

3. Hubiere cesado en el pago de las obligaciones contractuales.
4. Infracciones recurrentes o graves a las normas correspondientes.

Articulo 102: Adopción de las medidas preventivas. En los supuestos del
articulo anterior, el Superintendente adoptará todas las medidas de
administración que juzgue pertinentes y en particular, una o varias de las
siguientes medidas preventivas:

1) Prohibición de aceptar nuevos afiliados;
2) Prohibición de realizar nuevas inversiones;
3) Prohibición de decretar pagos de dividendos y bonificacioneá^speciales

con recursos provenientes del excedente de la reserva de contingencia,
previstos en el artículo 118 de este Decreto;

4) Orden de vender o liquidar algún activo o inversión;
5) Suspensión o remoción de directivos o funcionarios, cuando se

comprobare que han incurrido en evidentes irregularidades o en acciones
prohibidas en este Decreto;

6) Prohibición de realizar publicidad; y

7) Nombrar uno o más funcionarios que participen en las reuniones del
directorio.

Parágrafo Primero: Estas medidas se mantendrán hasta tanto la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones considere subsanadas las
dificultades que originaron su imposición.

Parágrafo Segundo: Las disposiciones sujetas a cualesquiera de las medidas
previstas en este articulo requerirán de la previa autorización de la
Superintendencia para la apertura, traslado o cierre de sucursales, agencias o
cualquier clase de oficinas o cualquiera otra modalidad de servicios que se
presten al público.

Artículo 103: Régimen de intervención y liquidación aplicable por la
Superintendencia. Corresponde á la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones la regulación, aplicación de las medidas requeridas y fijación de
los lapsos de éstas, en casos de intervención y liquidación de las
Administradoras de Fondos de Pensiones.

Durante el régimen de intervención, queda suspendida toda medida
preventiva o de ejecución contra la Administradora de Fondos de Pensiones
que se trate; y no podrá intentarse ni continuarse ninguna acción o cobro,
salvo el pago de las prestaciones de los afiliados.
Articulo 104: Intervención de una Administradora de Fondos de
Pensiones. En los casos de intervención de una Administradora de Fondos
de Pensiones, el Superintendente, mediante resolución motivada, transferirá
a otra Administradora el patrimonio del Fondo y designará uno o varios
interventores, a quienes se conferirán las más amplias facultades de
administración, control y vigilancia, incluyendo todas las atribuciones que
la Ley o los estatutos confieren a la asamblea, a la junta directiva, al
presidente y a los demás órganos del ente intervenido.

Los interventores presentarán a la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones y al Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social, cuando asi lo
requieran, todos los informes necesarios sobre el procedimiento y trámite de
intervención.

La Superintendencia dictará una resolución donde fijará el régimen a que se
someterá la administradora objeto de la medida, para que en un plazo no
mayor de sesenta (60) días hábiles concluya la intervención. Agotado este
plazo se procederá a la liquidación de la Administradora de Fondos de
Pensiones en los términos consagrados en este Decreto.

No obstante, dentro de dicho plazo la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones podrá convenir el procedimiento para que la Administradora de
Fondos de Pensiones pueda ser fusionada o vendida.

Artículo IOS: Liquidación administrativa. La Superintendencia del
Subsistema de Pensiones, mediante resolución decidirá la liquidación, y a
tal fin designará uno o varios liquidadores. Las prohibiciones para ejercer
dicho cargo son las mismas establecidas para los interventores.

La liquidación administrativa de una Administradora de Fondos de
Pensiones no excederá de un año y procederá cuando sea acordada por la
Superintendencia en los siguientes supuestos:

1. Como consecuencia de la revocatoria de la autorización de
funcionamiento, en caso de reiteradas o graves infracciones a
disposiciones de este Decreto que pongan en peligro la solvencia de la
administradora, y de las cuales puedan derivarse perjuicios significativos
para sus afiliados o para el sistema en general;

2. Disolución de la sociedad por decisión voluntaria de sus socios, siempre
que la entidad se encuentre en condiciones que permitan a sus
acreedores obtener la devolución de sus haberes;

3. Incumplimiento grave o reiterado de la obligación de encaje;
4. Cuando al utilizar los recursos del encaje para cubrir la rentabilidad

mínima del Fondo, éste no sea repuesto en el plazo señalado por la
Superintendencia;

5. Incumplimiento de la obligación de realizar el aporte necesario para
garantizar la rentabilidad real mínima, en los términos establecidos en el
articulo 113 del presente Decreto; e

6. Incumplimiento grave o reiterado de las normas de adecuación de capital
que fije la Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Parágrafo Único: No podrán ser interventores ni liquidadores quienes para el
momento en que se adopte la medida, o durante los dos (2) años anteriores a
la misma sean o hayan sido directores o administradores de la
Administradora de Fondos de Pensiones en proceso de intervención o
liquidación, ni el cónyuge respectivo, familiares ni parientes dentro del
cuarto (4°) grado de consanguinidad o segundo (2°) de afinidad, ni los
contemplados en el articulo 93 de este Decreto, excepto el numeral 1.

Capitulo IV
Encaje y reserva de contingencia para la rentabilidad mínima de tos

fondo* de capitalización individual

Articulo 106: Valor del Fondo. El valor del fondo de capitalización
individual gestionado por la Administradora de Fondos de Pensiones, estará
constituido por cuotas de igual monto y características, y tendrán carácter
inembargable. El valor de la cuota se determinará diariamente sobre la base
del valor de mercado de las inversiones.

Artículo 107: Determinación del Riesgo. La Superintendencia del
Subsistema de Pensiones establecerá normas de carácter general para la

determinación del riesgo nominal y real de cada uno de los Fondos y, de los
riesgos promedios nominales y reales pan un plazo establecido. Dichas
normas tomarán en cuenta fundamentalmente la evaluación diaria del valor
de las cuotas de cada Fondo y del promedio ponderado del valor de las
cuotas de todos los Fondos.

Artículo 108: Valor promedio del Fondo. El valor promedio de la cuota
de un fondo de pensiones, en un periodo determinado, estará representado
por la suma de los valores de la cuota en cada día de dicho periodo dividido
por el número de dias que lo conforman.

Articulo 109: Rentabilidad nominal del Fondo. La rentabilidad nominal
de un fondo de pensiones en un plazo determinado, se calculará sobre la
base del porcentaje de variación del valor promedio de la cuota del Fondo
en dicho plazo.
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Arfcmto 110: Cálcelo de rmtafaüidad MMÚUÜ de tes Fondos.
La rentabilidad nominal de todos los Fondos de Pensiones en un plazo
determinado se obtendrá calculando d promedio ponderado de la
rentabilidad nomina] de todos ellos en dicho plazo, de acuerdo a la
proporción que represente el valor de todas las cuotas de todos los Fondos
en la fecha de referencia. En todo caso, la proporción antes mencionada no
podrá superar el resultante de dos (2) dividido por d número total de los
Fondos existentes. Si uno o más Fondos excediesen 1a proporción antes
señalada, la suma de los remanentes será repartido entre los demás Fondos
a prorrata dd valor total de la cuota de cada uno de dios, excluyendo a los
Fondos excedidos. Si en virtud dd procedimiento anterior un Fondo supera
dicho resultado, se repetirá d procedimiento anterior las veces que sea
necesario.

Articulo 111: ReatabOJdad real de u Foada. La rentabilidad real de un
fondo de pensiones y la rentabilidad real promedio de todos los fondos de
pensiones en un plazo determinado, será igual a la rentabilidad nominal
establecida en los artículos 109 y 110 de este Decreto corregida por la
variación dd índice de Precios al Consumidor dd Arca Metropolitana de
Caracas en dicho plazo, o por d índice que determine la Superintendencia
del Subsistema de Pensiones en d Reglamento.

Artiado 112: Feriado de detennimari*» dd valor promedio de las
cuotas de fot toados de peastaes. La Superintendencia dd Subsistema de
Pensiones, a través de normas de carácter general, fijará d periodo a
utilizarse para obtener d valor promedio de las cuotas de los fondos de
pensiones, d plazo pare determinar su rentabilidad nominal, rentabilidad
real y riesgo, y la fecha de referencia para ponderar U rentabilidad nominal
de todos los Fondos.

Arfólo 113: Rentabilidad real aataiaaa. En cada periodo, las
Administradoras de Fondos de Pensiones serán responsables de garantizar
una rentabilidad real mínima pan d plazo establecido. La rentabilidad real
mínima, pan cada Fondo de capitalización individual, será la menor que
resulte entre:

1) La rentabilidad real promedio de todos los Fondos ajustada de
acuerdo al riesgo individual menos la cantidad que resulte de
multiplicar dos (2) puntos porcentuales por el número de días
calendario que conforman dicho plazo dividido entre
trescientos sesenta y cinco (365) días.

2) El cincuenta por ciento (50%) de la rentabilidad real promedio de todos
los Fondos ajustada de acuerdo al riesgo individual.

3) Cuando la rentabilidad real promedio de todos tos Fondos resultare
negativa, la Superintendencia dd Subsistema de Pensiones fijará la
rentabilidad

Parágrafo Único: La Superintendencia establecerá la regla para la
determinación de la rentabilidad mínima de los fondos de
pensiones que cuenten con menos del período establecido en este
artículo.

Artioalo 114: Reatabffidad real proaacdk». La Superintendencia dd
Subsistema de Pensiones establecerá normas de carácter general para
determinar la rentabilidad real promedio de todos tos Fondos de Pensiones,
para un plazo determinado, ajustada al riesgo asumido por cada uno,
considerando para dto la rentabilidad real de todos tos Fondos, d riesgo
individual, d riesgo de todos dios, y d riesgo real promedio para dicho
plazo.

Artíoüo 115: Reserva de eoBOMgEateta. Con d fin de garantizar la
rentabilidad real mmima a la cual se refiere d artículo 113, existirá una
reserva de contingencia, que será parte dd Fondo y que estará expresada en
cuotas dd mismo.

Artte*lo 116: Eaeaje. Las Administradoras de Fondos .de Pensiones
deberán mantener un encaje de su propiedad, invertido en cuotas dd mismo
Fondo.

El encaje no deberá ser menor al uno por ciento (1%) dd valor dd Fondo, y
tendrá d carácter de inembargable. Este encaje tendrá por objeto responder
por la rentabilidad real mmima a que se refiere d artículo 113 de este
Decreto,

Artícnlo 117: Formación de la reserva de contingencia. La reserva de
contingencia de cada Fondo se formará con el exceso entre su rentabilidad
real y la que resulte mayor entre:

1. La rentabilidad real promedio de todos los Fondos para dicho plazo,
ajustada de acuerdo al riesgo dd Fondo, más la cantidad que resulte de
multiplicar dos (2) puntos porcentuales por el número de días calendario
que conforman dicho plazo, dividido entre trescientos sesenta y cinco
(365); y

2. La rentabilidad real promedio de todos los Fondos para dicho plazo,
ajustada de acuerdo al riesgo del Fondo, incrementada en un cincuenta
por ciento (50%);

3. Cuando la rentabilidad real promedio de todos los Fondos resultare
negativa, la Superintendencia dd Subsistema de Pensiones indicará la
procedencia o no de la formación de la reserva de contingencia.

El saldo de la reserva de contingencia tendrá como finalidad cubrir la
diferencia entre la rentabilidad real mínima definida en el artículo 113 de
este Decreto y la que efectivamente tenga el Fondo, en caso de que esta
última sea menor.

Articulo 118: Utilización de Excedente! de la Reserva de Contingencia.
La Superintendencia dd Subsistema de Pensiones establecerá la forma y
oportunidad bajo las cuales podrá distribuirse el excedente de la reserva de
contingencia al Fondo, asi como en el caso de producirse la liquidación de la
Administradora de Fondos de Pensiones.

Articulo 119: Responsabilidad de la Administradora de Fondos de
Pensione*. En caso de que la rentabilidad real dd fondo sea inferior a la
rentabilidad real mínima señalada en d articulo 113 de este Decreto, y esa
diferencia no pudiera ser cubierta con la reserva de contingencia, la
administradora de fondo de pensiones deberá aportar la diferencia dentro del
lapso de cinco (5) dias hábiles bancarios. Para ello, la Administradora de
Fondos de Pensiones podrá utilizar los recursos del encaje establecido en el
artículo 116 de este Decreto, el cual deberá ser repuesto por la
Administradora de Fondos de Pensiones dentro del lapso de (10) diez días
hábiles bancarios. Si al aplicar los recursos de la reserva de contingencia y
del encaje, d fondo no alcanza la rentabilidad real mínima, y la
Administradora de Fondos de Pensiones no aporta la diferencia de
rentabilidad dentro dd lapso de cinco (5) días hábiles Macarios, la
Administradora de Fondos de Pensiones deberá ser liquidada conforme al
artículo 105 de este Decreto. Los recursos provenientes de la liquidación de
la Administradora de Fondos de Pensiones serán destinados a cubrir la
diferencia de rentabilidad.

Captado V
Inversiones y manejo dt cartera en los fo«do» de capitalización

UKlrvidHal

Artículo 120: Objetivos de las invenfones. Las inversiones de los fondos
de capitalización individual tendrán como único objetivo obtener una
adecuada rentabilidad y seguridad. Todo otro objetivo que se pretenda dar a
tales inversiones se considerará contrario a los intereses de los afiliados y
constituirá un incumplimiento grave de las obligaciones de las
administradoras. Las inversiones deberán estar representadas en los
instrumentos financieros que se describen a continuación:
1. Títulos valores emitidos y garantizados por la República de Venezuela o

por d Banco Central de Venezuela, en moneda nacional o extranjera;
2. Bonos, depósitos y otros instrumentos de renta fija emitidos o

garantizados por instituciones regidas por la Ley General de Bancos y
otras Instituciones Financieras y por la Ley del Sistema Nacional de
Ahorro y Préstamo;
Los recursos de un fondo de pensiones no podrán ser invertidos en
cuentas o depósitos que no produzcan intereses a tasas de mercado;

3. Bonos y otros títulos de renta fija emitidos por empresas públicas,
privadas o mixtas cuya oferta pública haya sido autorizada por la
Comisión Nacional de Valores;

4. Acciones y bonos convertibles de sociedades anónimas abiertas y de
empresas sujetas a la autorización y control de la Comisión Nacional de
Valores, que cumplan con ios requisitos de calificación de riesgo,
siempre que sus emisores presenten resultados operacionales y totales
positivos en sus estados financieros, al menos durante los dos últimos
años, certificados por contadores públicos en d libre ejercicio de su
profesión debidamente inscritos en d Registro Nacional de Valores que
lleva la Comisión Nacional de Valores;

5. Títulos valores emitidos y garantizados por otros Estados y bancos
centrales soberanos extranjeros; títulos valores inscritos en bolsas de
valores extranjeras; fondos mutuales de inversiones, acciones, bonos
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convertibles y obligaciones de empresas extranjeras que se coticen en
bolsas extranjeras, aprobados por la Comisión Calificadora de Riesgos
de Inversión, que se negocien habituahnente en los mercados
internacionales y que cumplan con las características mínimas que
establezca la Superintendencia en la normativa respectiva. La Comisión
Calificadora de Riesgos de Inversión, oída la opinión del Banco Central
de Venezuela, podrá limitar o prohibir las inversiones en el exterior a las
que se refiere este numeral, asi como las que se efectúen en divisas en el
mercado nacional, de conformidad con las obligaciones ôe establezca
la Superintendencia del Subsistema de Pensiones;

6. Operaciones que tengan por objetivo la cobertura de riesgos financieros
de las inversiones del fondo, que cumplan con las características que
señale la Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión;

7. Contratos de seguros de vida individuales con valores definidos, en las
cantidades que permitan conceder una pensión no inferior a la pensión
mínima vital, y que cubra los riesgos previstos en el numeral 1 del

artículo 22 de este Decreto, al menos en las mismas condiciones
establecidas en aquél. El contrato de seguros deberá estar previamente
aprobado por la Superintendencia de Seguros y la Superintendencia de
Pensiones. Estos contratos serán sustitutivos de los establecidos en el
artículo 22, numeral 1 de este Decreto, lo cual deberá constar en los
contratos de afiliación de las Administradoras de Fondos de Pensiones.
En consecuencia, no procederá el pago adicional de la comisión que
corresponda por la contratación de seguros; y

8. Otros que determine la Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión.

Articulo 121: CwuitffleadéM de te feotes Mixfawit de tes mvcnloMt
por hutrnmeatos, empresas filíale* o retedoudas, láventeles directa*
e indirecta*. Los límites máximos de tos instrumentos previstos en el
artículo anterior, se fijan a continuación:

1. Para los títulos valores previstos en el numeral 1, hasta el setenta por
ciento (70%) del valor de los fondos administrados;

2. Para los títulos valores previstos en el numeral 2, hasta el quince por
ciento (15%) dd valor de los fondos administrados;

3. Para los títulos valores previstos en d numeral 3, hasta el veinte por
ciento (20%) del valor de los fondos administrados, cuando se trate de
empresas públicas, y hasta el diez por ciento (10 %); cuando se trate de
empresas privadas;

4. Para los títulos valores previstos en d numeral 4, basta el diez por ciento
(10%) dd valor de te fondo» administrados;

5. Para los títulos valores previstos en d numeral 5, hasta d veinticinco
(25%) del valor de los fondos administrados;

6. Para los títulos valores previstos en d numeral 6, hasta d cinco por
ciento (5%) del valor de los fondos administrados; y,

7. Para los contratos de seguros de vida individuales previstos en d numeral
7, la Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión determinara d
porcentaje máximo dd valor de los fondos administrados, con base a
estudios actuariales.

Parágrafo Primero. La suma de los títulos valores comprendidos en los
numerales 4, 5 y 6 dd artículo 120 de este Decreto, no podrán exceder dd
treinta por ciento (30%) del valor de los fondos administrados.

La suma de los títulos valores comprendidos en d numeral 2 dd artículo
120 de este Decreto, no podrán exceder dd diez por ciento (10%) dd valor
de los fondos administrados.

Parágrafo Segundo. Las inversiones en bonos convertibles y en acciones de
las empresas previstas en los numerales 4 y 5 dd artículo 120 de este
Decreto, no podrán exceder dd diez por ciento (10%) dd capital de la
empresa.

Las inversiones en un mismo emisor de acciones u obligaciones no podrán
exceder del cinco por ciento (5%) de dicho emisor, o de sus empresas
relacionadas, o de un mismo grupo empresarial. En d caso que un grupo
empresarial posea más de una Administradora de Fondos de Pensiones,
estos porcentajes reconsideraran en forma consolidada.

La suma de las inversiones directas e indirectas de un fondo de pensiones en
títulos y valores de un mismo grupo empresarial, no podrán exceder de un
quince por ciento (15%) del valor del fondo de pensiones. La Comisión
Calificadora de Riesgos de Inversión deberá dictar normas de carácter
general para definir "grupo empresarial".

La Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión no podrá modificar los
limites previstos en los parágrafos primero y segundo de este articulo.

Articulo 122: Límites de las ¡aventones por Instrumentos, emisor,
empresas filiales o relacionadas, Inversiones directas e indirectas. La
Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión establecerá los limites

máximos y mínimos de inversión de tos distintos instrumentos en los cuales
podrán invertir los fondos de pensiones y serán fijados y revisados con la
periodicidad que sea requerida, de acuerdo con las condiciones y
características dd mercado nacional e intcrnacionaL

Se fijarán límites por
1. Instrumento y emisor, incluyendo te tírate valores emitidos y

garantizados por la República de Venezuela o por d Banco Central de
Venezuela. En d caso de instrumentos extranjeros, la Comisión
Calificadora de Riesgos de Inversión dictara las poemas y degibilidad
de los instrumentos tomando en consideración te estándares de
clasificación internacionales de riesgos;

2. La suma de las inversiones directas e indirectas en acciones, en cuentas o
depósitos y otros título* de crédito emitidos o garantizados por una
misma institución regida por la Ley General de Bancos y otras
Instituciones Financieras y dd Sistema Nacional de Ahorro y
Préstamo y de sus filiales, según k> previsto en d artículo 101 de la
Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras, no podrá
exceder de un porcentaje dd valor total dd respectivo fondo;

3. Grapa empuemi»! o eiiipremí ^fijjiirt^f
4. La suma de las inversiones directas e indirectas en títulos valores dd

numeral 5 dd artículo 120 para un mismo emisor, y
5. La Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión establecerá te límites

en instrumentos extranjeros, oída la opinión dd Banco Central de.
Venezuela. "

Arooüo 123: OutodU «bigamia. Las AdañnUtradores de Fondos de
Pensiones, de conformidad con la normativa que expida la Sapa intendencia
dd Subsistema de Pensiones, deberán «*™&nf en custodia la totalidad de
te activos de inversión de te fondos que Hi"i"irtii eatnSmA* en una
sola entidad. Podrán ser custodios d Banco Central de Venezuela, las

instituciones que se rigen por la Ley General de Bancos y Otras
Instituciones Financieras, msthucknes regida* por la Ley dd Sistema-
Nacional de Ahorro y Préstamo o en las uuuitaas de Cajas de Valores
autorizadas por la Comisión Nacional de Valores.

Articmlo 124: Retado* CMtnetaal cafre la 1 ilanalili iilm de F«
de FeBstewi y el rattodio. La Administradora de Fondos de Pensiones no
podrá contratar te servicio» de custodia en una institución en henal tenga
una participación accionaria o estén relacionados de alguna forma, ni en las
cuales tengan intervención como directivos o como asesores consejero*.

Los contratos deberán ote • te siguientes servicios mínimos- depósitos,
compensación e información empresarial y reportes. Además deberá
realizar las gestiones correspondientes para proveer d servicio de
liquidación contra pago de te tírate bajo custodia.

Artíoüo 125: Ofatigaetew* dd rattodto. El custodio seguirá las
instrucciones que emanen de la Administradora de Fondos de Pensiones
para llevar a cabo las funciones y servicios mbñma* antes mencionados, de
conformidad con las regulaciones que a tal efecto se establezcan.

El custodio pndrf mantener gmtnrfi» rnnple, ¡ntmmttntiv*

El custodio designado por la Administradora de Fondos de Pensiones podrá
subcontratar te servicios de custodios locales, que cumplan te requisitos
mínimos que fijará la Superintendencia. Igualmente, te custodios podrán
subcontratar internackmabnente te servicios de un custodio global, y sin
perjuicio de la responsabilidad que le corresponde al respectivo contratante.

El custodio comunicará a la Superintendencia la información que día
determine, con relación al valor de las inveniones mantenida*, retiros,
emisión, traspaso, enajenación o cesión de títulos, como cualquier otro
asunto de su interés, con la periodicidad que la misma disponga. Asimismo
deberá permitir d acceso de te funcionarios que la Superintendencia
designe a toda cuenta o registro, y colaborar con la misma en sus labores de
fiscalización para cumplir con k> estipulado en este Decreto y d
Reglamento.

Artículo 126: Mercados de traaMcetett* de te tiddos^valores. Las
transacciones efectuadas de te títulos valores con te recursos de te fondos
deberán efectuarse en te mercados primarios formales' y mercados
secundarios formales.

Artíento 127: Mercado primario forauL El mercado primario formal es
aquél en que los compradores y d emisor participan en la determinación de
los precios de los instrumentos ofrecidos al público por piinicia vez.
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empleando para ello procedimientos previamente determinados y conocidos,
e información pública conocida, tendientes a garantizar la transparencia de
las operaciones que se efectúan en ¿1. Corresponderá a la Comisión
Calificadora de Riesgos de Inversión la determinación de los mercados
primarios formales que reúnan los requisitos para que en dios se realicen
transacciones con los recunos de los fondos de pensiones.

Artículo 128: Mercado fecundarlo formal. El mercado secundario formal
es aquél en que compradores y vendedores están simultáneamente y
públicamente participando en la determinación de los precios de los títulos
que se transan en los mismos, siempre que diariamente se publique el
volumen y el precio de las transacciones efectuadas. La Comisión
Calificadora de Riesgos de Inversión determinará cuáles se considerarán
mercados secundarios formales.

Articulo 129: Tirulos valores y activos donde no se deben invertir los
recursos de tos fondos de pensione*. Los recursos de los fondos de
pensiones no podrán ser invertidos en:

1. Acciones de:
i) Administradoras de Fondos de Pensiones;
ii) Administradoras de Fondos de Salud;
iii) Administradoras de Riesgos de Trabajo;
iv) Bolsas de valores;
v) Casas de bolsa;
vi) Sociedades de corretaje de títulos valores;
vii) Fundaciones y asociaciones sin fines de lucro; y
viii) Fondos mutuales, salvo aquellos contemplados en el numeral 6 del

articulo 120 de este Decreto.
2. Títulos valores emitidos, avalados o aceptados, cuya emisión sea

administrada por sociedades • vinculadas a las Administradoras de
Fondos de Pensiones, por sociedades en las cuales sus administradores o
accionistas, tengan participación en una proporción que será
determinada por la Superintendencia del Subsistema de Pensiones, sean
administradores, directivos o accionistas de las Administradoras de
Fondos de Pensiones y de los títulos valores de la entidad que sea
custodia del fondo que éstas administren.

3. Instrumentos clasificados en categorías de riesgo inferiores a las que
establezca la Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión.

Titulo X
Superintendencia del Subsistema de Pensiones

Artículo 130: Naturaleza y objeto de I* Superintendencia del
Subsistema de Pensiones. Se crea la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones, con personalidad jurídica propia, autonomía funcional,

administrativa, financiera y patrimonio distinto e independiente del Fisco
Nacional, adscrita al Ministerio de Hacienda a los solos efectos de la tutela
administrativa, la cual gozará de las franquicias, privilegios y exenciones de
origen fiscal, tributario y procesal otorgadas al Fisco Nacional.

Tendrá por objeto inspeccionar, fiscalizar, vigilar, controlar y regular al
Fondo de Solidaridad Intergeneracional, al Fondo de Capitalización
Colectiva del Subsistema de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional,
los Fondos de Capitalización Individual y las Administradoras de Fondos de
Pensiones, así como su gestión financiera y contable. Tendrá facultad
reguladora con respecto a la actuación de dichos entes, en materias no
comprendidas en el ámbito de las competencias de otros organismos del
Subsistema de Pensiones y de las personas naturales o jurídicas autorizadas
en este Decreto para la prestación de servicios.

Asi mismo, deberá regular y controlar los regímenes de jubilación del
personal al servicio del Estado.

Artículo 131: Patrimonio de la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones. El patrimonio de la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones estará conformado por:

1. Los aportes fiscales que le asigne el Ejecutivo Nacional, con cargo al
presupuesto del Ministerio de Hacienda.

2. Los aportes anuales que reciba de las Administradoras de Fondos de
Pensiones como un porcentaje máximo del uno por ciento (1%) del
promedio del patrimonio del fondo de pensiones que administren,
pagado con recursos de las Administradoras de Fondos de Pensiones,
y correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

3. Otros ingresos extraordinarios.

El porcentaje de los aportes anuales efectuados por las Administradoras de
Fondos de Pensiones a la Superintendencia, será reducido progresivamente
por el Ministerio de Hacienda.

El mismo se pagará mensualmente en los primeros cinco (S) días hábiles
bancarios de cada mes, calculado sobre el valor promedio del fondo del mes
anterior.

Las Administradoras de Fondos de Pensiones en proceso de liquidación,
quedarán obligadas al pago del aporte previsto en este articulo, cuyo cálculo
se hará sobre la base que determine la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones.

Parágrafo Único: Las Administradoras de Fondos de Pensiones harán un
aporte único al presupuesto anual de la Superintendencia del Subsistema dé
Pensiones a la fecha de autorización de funcionamiento, equivalente a
dieciséis mil (16000) unidades tributarias.

Artículo 132: Limitaciones sobre el destino de los recunos de 1*
Superintendencia del Subsistema de Penifones. Los recursos de la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones no podrán ser destinados a:

1. Adquirir inmuebles, salvo los necesarios para su funcionamiento.
2. Prestar dinero a personas jurídicas o naturales.
3. Realizar colocaciones a largo plazo o en títulos no negociables.
4. Adquirir acciones y obligaciones de empresas.
5. Mantener cuentas o depósitos que no produzcan intereses a tasas de

mercado.
6. Otorgar fianzas o avales.

Articulo 133: Estructura. La Superintendencia del Subsistema de
Pensiones estará integrada por el Despacho del Superintendente y las demás
direcciones y dependencias que establezca su Reglamento interno. La
Superintendencia del Subsistema de Pensiones dispondrá del personal
técnico y administrativo necesario para el cumplimiento de sus funciones y
estará bajo la dirección, a dedicación exclusiva, de un funcionario
denominado Superintendente del Subsistema de Pensiones y un Adjunto.

Parágrafo Único: Los empleados de la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones tendrán el carácter de funcionarios públicos y el régimen relativo
a su ingreso, clasificación de cargos de carrera y libre nombramiento,
ascensos por concurso, sistema de remuneración, viáticos, traslados,
suspensión y extinción de la relación de trabajo, se regirá por las normas
especiales que dicte el Superintendente, previamente aprobadas por el
Ministro de Hacienda en Consejo de Ministros.

Artículo 134: Atribuciones de la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones. La Superintendencia del Subsistema de Pensiones, además de las
funciones y obligaciones que este Decreto establece, tendrá las siguientes
atribuciones:

1. Dictar los lincamientos y principios generales de supervisión y
fiscalización aplicables a las entidades que conforman el Régimen
Intergeneracional, el Régimen de Capitalización Individual y el
Subsistema de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional;

2. Establecer y definir los requisitos de información y los programas de
supervisión administrativa y financiera que deben cumplir el Fondo
Intergeneracional, el Fondo de Capitalización Colectiva del Subsistema
de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional, Jps fondos de
capitalización individual, las Administradoras de Fondos de Pensiones y
las personas naturales o jurídicas autorizadas por este Decreto para la
prestación de servicios;

3. Ejecutar las acciones que procuren garantizar la solvencia, liquidez y
eficiencia en el manejo de los recursos del Subsistema, asi como la
calidad en la prestación del servicio, conforme a los términos
establecidos en este Decreto y su Reglamento;

4. Implantar conjuntamente con el Ministerio del Trabajo y la Seguridad
Social los mecanismos necesarios para el control de la evasión, elusión,
fraude, doble inscripción e inscripción irregular,

5. Autorizar la promoción y el funcionamiento de las Administradoras de
Fondos de Pensiones, siempre que el solicitante cumpla con los
requisitos establecidos en este Decreto, pudiendo exigirse normas de
reciprocidad para el caso de entidades extranjeras, previa opinión de la
Superintendencia de Inversiones Extranjeras;

6. Definir, establecer y hacer cumplir las normas necesarias para la
regulación de la información publicitaria que suministren las
Administradoras de Fondos de Pensiones y establecer los controles
previos para evitar el fraude publicitario;
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7. Controlar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias
relativas a la creación, organización y funcionamiento de las
Administradoras de Fondos de Pensiones, y los requisitos de solvencia
financiera, de los niveles mínimos de capitalización y requerimiento de
reservas y encaje, de conformidad con lo establecido en el presente
Decreto, esto sin perjuicio de las atribuciones que le competa al
Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social;

8. Ordenar o autorizar la disolución, la fusión, liquidación, absorción,
cesión de activos, pasivos, contratos, reintegro o aumento del capital
social, reducción del capital social y demás instrumentos de
reorganización institucional, que sean necesarios para las
Administradoras de Fondos de Pensiones y de los Fondos, de acuerdo
con las normas y procedimientos establecidos en el Reglamento de este
Decreto;

9. Vigilar y controlar el cumplimiento de las obligaciones de los
empleadores y afiliados con relación a su vinculación con las
Administradoras de Fondos de Pensiones, las Administradoras de
Fondos de Salud, las Administradoras de Riesgos de Trabajo, y las
personas naturales o jurídicas autorizadas por este Decreto para la
prestación de los servicios;

10. Requerir la información necesaria al Fondo de Solidaridad
Intergeneracional, al Fondo de Capitalización Colectiva del Subsistema
de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional, al Fondo Solidario de
Salud, a los fondos complementarios de salud, a las Administradoras de
Fondos de Salud, a las Administradoras dé Riesgos de Trabajo, a las
instituciones encargadas de la atención y prevención de riesgos en el
trabajo, a las compañías de seguros y reaseguros, a las instituciones
prestadoras de servicios de salud y a las personas naturales o jurídicas
autorizadas por este Decreto para la prestación de los servicios que le
han sido encomendados, en su relación con las Administradoras de
Fondos de Pensiones;

11. Imponer sanciones al Fondo Intergeneracional, al hondo de
Capitalización Colectiva del Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional, a las Administradoras de Fondos de
Pensiones, a las personas naturales o jurídicas autorizadas por este
Decreto para la prestación de los servicios, o a las personas que en
dichos entes laboran, cuando sea procedente, de conformidad con el
Titulo XTV de este Decreto;

12. Imponer al Fondo Intergeneracional, al Fondo de Capitalización
Colectiva del Subsistema de Paro Forzoso y de Capacitación
Profesional, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a las
personas naturales o jurídicas autorizadas por este Decreto para la
prestación de los servicios, o a las personas que en ellos laboren
cualesquiera de las medidas preventivas establecidas en este Decreto;

13. Autorizar, previo cumplimiento de las medidas preventivas a las que se
refiere el ordinal anterior, la apertura, traslado o cierre de sucursales,
agencias o cualquier clase de establecimiento a través de los cuales las
Administradoras de Fondos de Pensiones presten sus servicios;

14. Suspender o revocar la autorización de funcionamiento de las
Administradoras de Fondos de Pensiones cuando incurran en alguno de
los supuestos establecidos en este Decreto; y ordenar mediante
resolución motivada su liquidación cuando confrontasen una situación
de la cual pudieran derivarse graves perjuicios para sus afiliados o para
el sistema en general;

5S. Ordenar la intervención y posterior liquidación de las Administradoras
de Fondos de Pensiones, cuando su funcionamiento implique perjuicios
para sus afiliados o incurra en graves y reiteradas infracciones a este
Decreto;

16. Establecer y hacer cumplir un Plan Único Contable que
obligatoriamente deberá implantar el Fondo de Capitalización
Individual, el Fondo de Solidaridad Intergeneracional, el Fondo de
Capitalización Colectiva del Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional y las Administradoras do Fondos de Pensiones;

17. Aprobar la forma de presentación y publicación de los estados
financieros de las Administradoras de Fondos de Pensiones, del Fondo
de Capitalización Individual, del"Fondo de Solidaridad Intergeneracional
y del Fondo de Capitalización Colectiva del Subsistema de Paro Forzoso
y de Capacitación Profesional;

18. Capacitar de acuerdo con la normativa que dicte al efecto, a las
personas naturales que participen en la promoción y difusión del
Subsistema de Pensiones y de Paro Forzoso;

19. Fijar los términos y oportunidad de publicación de los indicadores
económicos y sociales relativos al Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional;

20. Establecer la periodicidad de los informes a ser recibidos del Fondo de
Solidaridad Intergeneracional y las Administradoras de Fondos de
Pensiones;

21. Llevar el registro provisional y definitivo de las Administradoras de
Fondos de Pensiones y de las personas naturales o jurídicas autorizadas
por este Decreto para la prestación de los servicios;

22. Solicitar, de conformidad con el articulo 22 de la Leyjprgánica del
Sistema de Seguridad Social Integral, la certificación de los estados

financieros y de las reservas técnicas de los feudo» de capitalizacióa
individual, del Fondo de Solidaridad Intergeneracunal, dd Fondo de
Capitalización Colectiva dd Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional y de la* Administradoras de Fondos de
Pensiones;

23. Llevar un registro de aria ana de las personas naturales o juridkas
sometidas a su control;

24. Ventilar con carácter obligatorio los redamos o conflicto* que se
generen contra d Fondo de Solidaridad Intei generacional, d Fondo de
Capitalización Colectiva dd Subsistema de Paro Forzoso y áe
Capacitación Profesional y las Admhútradons de Fondos de Peosknes,
de conformidad con los procedimientos que se establezcan en d
Reglamento de este Decreto;

25. Las atribuciones que en materia de control, fiscalización y supervisión le
otorgue d Ministerio dd Trabajo y la Seguridad Social, d Ministerio de
la Salud o d Ministerio de Hacienda;

26. Interpretar b legislación y reglamentación dd Subsistema de Pensiones
destinadas a regular a las Administradoras de Fondos de Turnam» asi
como, dictar normas generales para su aplicación;

27. Establecer de común acuerdo con la Superintendencia de Segaros las
normas que regulen los contratos de seguros y reaseguros destinados*
constituir las prestaciones que establece este Decreto; en especial lo
relativo a la tabla de mortalidad, la tasa técnica de interés y las
comisiones de intermediación, sin perjuicio de las atriboaoocs que en
esta materia le corresponda a la Supermtmdcniia de Seguros. Fiscalizar
el cumplimiento de dichas normas y las obligaciones que emanen de
tales contratos o pólizas. Asimismo exigir que las reservas técnicas y su
representación de las pólizas de segara previstas en d articulo 22,
numeral I y en d articulo 120, numeral 7, de este Decreto, deberán estar
separadas dd resto de las reservas y de sn representación;

28. Señalar los mercados primarios y secundarios donde deban efectuarse
las transacciones de ios títulos valores, previa opinión de la Comisión
Calificadora de Riesgos de Inversión;

29. Fiscalizar los mercados primarios y secundarios en k> que se refiere a la
participación de los fondos de pensiones en estos, sin perjnicio de las
atribuciones de la Comisión Nacional de Valores;

30. Actuar como secretaria técnica de la Comisión Calificadora de Riesgos
de Inversión;

31. Velar por d cumplimiento de los beneficios garantizados por d Filnftr
previstos en d Titulo VI de este Decreto y la |»""W'"TÍ* de los
requisitos que legitiman su origen;

32. Velar por d cumplimiento de te custodia de los activos de los fondos
administrados por las Administradoras de Fondos de Pensiones;

33. Publicar trimestralmente un boletín estadístico sobre comisiones
pagadas, rentabilidad de los Fondos, composición de las carteras,
recaudación, las inversiones por sector, psfc y moneda, tipos de
instrumentos, y cualquier otro asunto de sn interés, de común acuerdo
cond Ministerio dd Trabajo y te Seguridad Social; <

34. Contratar las auditorias d temas que se requieran con cargo a las
entidades administradoras que hayan dado {andados motiva* a dicho
requerimiento, sin perjuicio de la fiscsKzación de sus fiaxionanos;

35. Establecer d tipo y dase de documentos que deben uitsuMai los
afiliados para su contratación inicial y traslados entre aováástnaiotas
de fondos pensiones;

36. Supervisar d cumplimiento de te cuantía, otorgamiento y duración de
las prestaciones que brinda d Subsistan» a sus afinados;

37. Regular d tipo y dase de información obligatoria <pe debe
suministrarse a tos afiliados por parle dd Fondo intergeneracional, dd
Fondo de Capitalización Colectiva dd Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional y de las Administradoras de Pondos de
Pensiones;

38. Regular d cálculo y modalidades dd régimen de comisiones y seguros;
39. Verificar d valor económico o de mercado de los mstramenfos

financieros dd Fondo de Solidaridad IntergeneracionaL, dd Fondo de
Capitalización Colectiva dd Subsistema de Paro Forzoso y de
Capacitación Profesional y de tos fondos de pensiones;

40. Celebrar convenios de asistencia técnica y demás cuntíalos que requiera
para d desempeño de sus funciones;

41. Fiscalizar cualquier hecho o acto administrativo relacionado con tes
actividades de tes Administradoras de Fondos de Pensiones;

42. Vigilar d cumplimiento de tos contratos de «dnimjstrscióo de recursos o
de los convemos de fideicomiso, y se restihrya al Fondo de Solidaridad
Intergeneracional o al Fondo de Capitalización Colectiva la pmpicdad
fkliidaria,oserjagjjenak)safiliadosbencrfk3ariosl8sprestaciooes;y

43. Ejercer las competencias atribuidas en este Decreto en d Subsistema de
Paro Forzoso y de Capacitación Profeskmsl.

Artículo 135: Dd Saperfatemdeate. El Superintendente dd Subsistema de
Pensiones será designado por d Presidente de la República, y deberá ser



306.702 GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA Jueves 5 de noviembre de 1998

ratificado por el Senado con el voto de la mayoría absoluta de sus
miembros. Dicha ratificación se requerirá igualmente en el caso de
destitución del Superintendente.

El Superintendente del Subsistema de Pensiones deberá ser venezolano,' de
comprobada solvencia moral y profesional asi como de reconocida
experiencia en la materia previsional, económica y financiera.

El Superintendente ejercerá su cargo por un período de cinco (5) años, el
cual podrá ser prorrogado.
Articulo 136: Prohibiciones para ejercer el cargo de Superintendente.
No podrán ejercer el cargo de Superintendente del Subsistema de Pensiones:

1. Las personas sometidas a juicio o interdicción por razones penales o de
quiebra culpable o fraudulenta;

2. Quienes hayan sido sancionados por violación de las normas legales
relacionadas con la administración de fondos de carácter público o
privado;

3. Quienes hayan sido sujetos a auto de responsabilidad administrativa
dictado por la Contraloria General de la República, dentro de los quince
(15) arios siguientes al auto correspondiente;

4. Los directivos o accionistas que posean más de un por ciento (1%) del
capital de Administradoras de Fondos de Pensiones, de Administradoras
de Fondos de Salud, de Administradoras de Riesgos de Trabajo, de las
compañías de seguros o reaseguros, de las instituciones regidas por la
Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras y del Sistema
Nacional de Ahorro y Préstamo, de fondos mutuales y fideicomisos •
públicos o privados, o quienes ejerzan cargos gereflciales en dichos
entes;

5. Quienes tengan vinculo conyugal o de parentesco, hasta el cuarto grado
(4°) de consanguinidad o segundo (2°) de afinidad con el Presidente de
la República; con los integrantes del Consejo de Ministros; con el
presidente del Banco Central de Venezuela, con el presidente del Fondo
de Inversiones de Venezuela, con el presidente del Fondo de Garantía de
Depósitos y Protección Bancaria, con los integrantes de las Juntas
Directivas y accionistas de las entidades administradoras y fiduciarias y
con los miembros del Consejo Nacional de la Seguridad Social; y

6. Los integrantes del Consejo Nacional de Seguridad Social Integral.

Artículo 137: Funciones del Superintendente. Sin perjuicio de las
atribuciones que le competen de conformidad con este Decreto, el
Superintendente ejercerá las siguientes funciones:

1. Ejercer la representación legal de la Superintendencia y nombrar a los
representantes legales;

2. Nombrar y remover a los funcionarios de la Superintendencia;
3. Dictar el Reglamento interno y las normas de funcionamiento de la

Superintendencia;
4. Celebrar y suscribir los contratos que sean necesarios para el

cumplimiento de los fines de la Superintendencia;
5. Aprobar el Plan Operativo de la Institución, dirigir y coordinar el

funcionamiento de la Superintendencia;
6. Elaborar el presupuesto anual de gastos de la Superintendencia y los

> programas a cumplir en cada ejercicio presupuestario y hacer efectivo el
régimen de contribuciones de las Administradoras de Fondos de
Pensiones previsto en este Decreto;

7. Imponer las multas y demás sanciones establecidas en este Decreto;
8. Elaborar trimestralmente el Informe sobre las actividades de la

Superintendencia; - -
9. Dictar la normativa, los lincamientos y principios generales de

supervisión y fiscalización aplicables a las entidades que conforman el
Subsistema;

10. Requerir de la Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión, del
Banco Central de Venezuela, de la Superintendencia de Bancos y Otras
Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Seguros, de la
Comisión Nacional de Valores y demás órganos de «supervisión
financiera pertinentes, la información necesaria dentro de sus
respectivos ámbitos de competencia.

11. Enviar a los organismos citados en el numeral anterior, la información
que le sea solicitada sobre el Subsistema de Pensiones;

12. Presentar informes periódicos al Ministerio de Hacienda y al Ministerio
del Trabajo y de la Seguridad Social;

13. Rendir cuenta semestralmente de su gestión por ante el Congreso
Nacional;

14. Asistir o hacerse representar, cuando lo considere conveniente a las
reuniones del directorio, asambleas y comités de las Administradoras de
Fondos de Pensiones;

15. Establecer y ejecutar las medidas preventivas, las acciones legales y
administrativas que procuren garantizar la solvencia, liquidez y
eficiencia del Subsistema;

16. Conocer de los recursos jerárquicos que le sean interpuestos conforme a
lo previsto en este Decreto, su Reglamento, los Reglamentos de Ley
Orgánica del Sistema de Seguridad Social Integral y de la Ley del
Subsistema de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional; y,

17. Comprobar que el grupo financiero al cual pertenece la Administradora
de Fondos de Pensiones esté debidamente supervisado en forma
consolidada por las entidades calificadas reconocidas por la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones.

Artículo 138: Causales de remoción del Superintendente. El Presidente
de la República mediante resolución motivada, podrá remover al
Superintendente cuando incurra en algunas de las siguientes causales:

1. Falta de probidad, vías de hecho, injuria, conducta inmoral o acto lesivo
al buen nombre o intereses de la Superintendencia;

2. Perjuicio material grave, causado intencionalmente o por negligencia
manifiesta al patrimonio de la Superintendencia;

3. Condena penal;
4. Incumplimiento de las obligaciones inherentes a su. cargo;
5. Incapacidad comprobada;
6. Auto de detención por hechos directamente relacionados con el ejercicio

de su cargo; y
7. Auto de responsabilidad administrativa dictado por la Contraloria

General de la República.

Parágrafo Primero: La decisión de remoción del Superintendente del
Subsistema de Pensiones será informada al Congreso de la República o a la
Comisión Delegada del Congreso de la República por el Presidente de la
República, a los fines del articulo 135 de este Decreto.

Parágrafo Segundo: Las faltas temporales del Superintendente de Pensiones
serán cubiertas por el funcionario de mayor jerarquía nombrado por el
Superintendente. Las faltas absolutas serán cubiertas con una nueva
designación.

Artículo 139: Motivación de actos del Superintendente. Los casos de
autorización, modificación estatutaria, fusión, intervención, disolución,
imposición de sanciones pecuniarias o administrativas y liquidación de las
Administradoras de Fondos de Pensiones, deberán ser motivados por la

Superintendencia del Subsistema de Pensiones mediante resolución
publicada en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela.
Articulo 140: Régimen de incompatibilidades. La condición de
Superintendente del Subsistema de Pensiones y de los funcionarios de nivel
directivo o gerencial será incompatible con el ejercicio de cualquier
profesión o actividad pública o privada, salvo las inherentes a su condición.

El Superintendente y su Adjunto al cesar en el cargo respectivo, y durante el
año posterior, estarán impedidos de ejercer actividad profesional alguna
relacionada con las Administradoras de Fondos de Pensiones, bancos y otras
instituciones financieras, compañías de seguros, con los mercados de
valores o con empresas relacionadas al grupo empresarial que incluya una
Administradora de Fondos de Pensiones. A cambio, durante dicho periodo
tendrán derecho a percibir una compensación económica mensual igual al
ochenta por ciento (80%) de su remuneración, la cual será incompatible con
el ejercicio de otra función pública, salvo que sean removidos por las
causales previstas en el articulo 138 de este Decreto.

Durante el ejercicio de sus cargos deberán abstenerse de adquirir bienes o
derechos y de realizar cualquier actividad que pueda menoscabar su
independencia e imparcialidad en el ejercicio de sus funciones, producirles
conflictos de intereses o permitirles el uso de información privilegiada. En
particular ni ellos, ni sus familiares en primer grado de consanguinidad y
segundo de afinidad podrán adquirir acciones o valores de Administradoras
de Fondos de Pensiones y empresas relacionadas.

Titulo XI
Tratamiento Tributario del Subsistema de Pensiones

Artículo 141: Exención del Impuesto Sobre la Renta. Los recursos
constituidos por el pago de las cotizaciones obligatorias registradas como
ingresos por los Fondos de Capitalización Individual y Solidaridad
Intergeneracional a que se contrae este Decreto, así como el rendimiento o
las ganancias del capital que registren y acumulen estarán exentos del pago
de Impuesto Sobre la Renta.
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Artículo 142: Desgravantes dd Impuesto Sobre te Renta para lo»
empleadores. Los aportes obligatorios dd empleador al Fondo de
Solidaridad Intergeneradonal y a las cuentas del Fondo de Capitalización
Individual tienen naturaleza tributaria, y como tales serán considerados
gastos deducibles de conformidad con las disposiciones de la Ley de
Impuesto sobre la Renta.

Artículo- 143: Desgravimen del Impnetto Sobre te Renta para los
afiliados. Los aportes obligatorios del afiliado al Fondo de Solidaridad

Intergeneracional y a su cuenta de Capitalización Individual son de
naturaleza tributaria y como tales serán considerados gastos deducibles de
conformidad con las disposiciones de la Ley de Impuesto Sobre la Renta.

Artículo 144: Eiemdones al impuesto por contingencias. Los ingresos
percibidos por los beneficiarios de las prestaciones dineradas derivadas de
la cobertura de las contingencias de vejez, invalidez, incapacidad parcial
permanente, muerte y sobrevivencia están exentos del pago de impuestos
sobre la renta.

Artículo 145: Régimen impositivo para las administradoras. Las
Administradoras de Fondos de Pensiones quedan sometidas al régimen
impositivo previsto en la Ley de Impuesto sobre la Renta, por lo que estarán
obligadas a determinar sus enriquecimientos gravables o pérdidas y llevar a
cabo el pago de impuesto que corresponda.

Artículo 146: Aplicadón del Código Orgánico Tributario. El
incumplimiento de las obligaciones tributarias sustantivas y formales a que
se contrae este Decreto se regirán por las disposiciones contenidas en el
Código Orgánico Tributario; igual aplicación regirá para todas las
disposiciones concernientes a la obligación tributaria y las relaciones
jurídicas derivadas de ellas, sus medios de extinción y de impugnación en
vía administrativa y judicial.

Titulo XII

Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión y Régimen de
Inversiones en el Subsistema de Pensiones.

Artículo 147: Creación y objeto de la Comisión Calificadora de Riesgos de
Inversión. Sea crea la Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión que
tendrá por objeto:
1. Aprobar, modificar y determinar que categoría de calificación podrá

acceder a integrar inversiones en los fondos de pensiones.
2. Coordinar las políticas de inversión del Subsistema de Pensiones con las

aplicadas en el mercado bancario, de seguros y de valores.
3. Aprobar o rechazar los instrumentos representativos del capital, deuda y

cobertura de riesgo susceptible de ser adquirido con recursos de los
fondos de pensiones.

4. Las demás que establece este Decreto.

Artículo 148: Composición de te Comisión Calificador* de Riesgos de
Inversión y su funcionamiento. La Comisión Calificadora de Riesgos de
Inversión estará integrada por las siguientes personas:

1. El Superintendente de Pensiones, quien la presidirá;
2. El Superintendente de Seguros;
3. El Superintendente de Bancos y Otras Instituciones Financieras;
4. El Presidente de la Comisión Nacional de Valores;
5. El primer Vice-Presidente del Banco Central de Venezuela;

La Superintendencia del Subsistema de Pensiones actuará como Secretaria
Técnica y Ejecutiva de la Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión.

La Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión sesionará con la
asistencia de la mayoría de sus miembros, siempre con la presencia de su
Presidente o quien haga sus veces y adoptará los acuerdos por mayoría
absoluta. El Presidente tendrá doble voto en caso de empate.
La falta temporal de uno de los integrantes de la Comisión Calificadora de
Riesgos de Inversión será cubierta por d funcionario de mayor jerarquía que
designe el organismo respectivo.

La convocatoria a las sesiones se hará mediante comunicación escrita,
suscrita por el Secretario de la Comisión Calificadora de Riesgos de
Inversión con cinco (5) dias hábiles antes de la fecha de su celebración,
acompañada de los recaudos y estudios pertinentes contentivos de la agenda
a ser considerada.

La Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión se. reunirá de manera
ordinaria una vez al mes y de manera extraordinaria por decisión de su
Presidente.

Los documentos provenientes de la Comisión Calificadora de Riesgos de
Inversión tendrán carácter confidencial, sus miembros y el Secretario
deberán guardar reserva sobre los asuntos tratados, los antecedentes acerca
de los emisores e instrumentos sujetos a calificación, siempre que éstos no
tengan carácter público. Cuando la difusión de información confidencial
afecte los negocios dd emisor, deberá omitirse la divulgación de los
fundamentos de la calificación. Del mismo modo, les está prohibido valerse
directa o indirectamente en beneficio propio o de terceros, de la información
a la que tengan acceso en el desempeño de sus fundones. La inobservancia
de estas normas se considerará como incumplimiento de las fundones
inherentes al cargo desempeñado en el organismo público que represente.

•V
El Superintendente de Pensiones designará un funcionario para que haga las
veces de Secretario de la Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión
quien asistirá a las sesiones con derecho a voz.

El Secretario tendrá las siguientes obligaciones:

a. Llevar el registro de actas debidamente suscritas por los miembros
asistentes;

b. Convocar a las sesiones de la Comisión Calificadora de Riesgos de
Inversión;

c. Dar fe de las actas por ante los poderes Ejecutivo, Judicial y Legislativo
y ante los entes que conforman el Subsistema de Pensiones y a las
personas naturales o jurídicas que autorice el Presidente de la
Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión;

d. Llevar el archivo de las actuaciones, recaudos, informes, agendas y otros
documentos derivados de las actuaciones de la Comisión Calificadora
de Riesgos de Inversión;

e. Mantener confidencia de los asuntos tratados en el seno de la Comisión
Calificadora de Riesgos de Inversión; y

f. Las otras que le asigne el Presidente o la Comisión Calificadora de
Riesgos de Inversión.

Artículo 149: Categorías de los instrumentos sujetos a calificación por
te Comisión Calificadora de Riesgos de Inversión. La Comisión
Calificadora de Riesgos de Inversión establecerá los métodos de selección
de los instrumentos en que están autorizadas las inversiones de los recursos
de los fondos de pensiones.

Titulo XIII
De te regulación de los conflictos de Intereses..

Artículo 150: Salvaguarda de los intereses de los Fondos de
Capitalización Individual Las Administradoras de Fondos de Pensiones
deberán efectuar todas las gestiones que sean necesarias para procurar la
obtención de la rentabilidad y seguridad adecuada de las inversiones de los
fondos que administran. En cumplimiento de sus funciones, atenderán
exclusivamente al interés de los fondos y asegurarán que todas las
operaciones de adquisición y venta de títulos con recursos del mismo se
realicen con dicho objetivo.
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Las administradoras responderán por los perjuicios que causen a los fondos
por el incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones. De igual forma
estaráu facultadas para iniciar todas las acciones legales que correspondan
en contra de aquél que cause un perjuicio a los fondos.

Artículo 151: ObHgacióa de ind«nniz*ci¿B. Las administradoras estarán
obligadas a indemnizar a los fondos por los perjuicios que ellas,
cualesquiera de sus directores, gerentes, administradores o personas que le
presten servicios, le causaren, como consecuencia de la ejecución u omisión,
según corresponda, de cualquiera de las actuaciones a que se refiere el
articulo anterior.

Las personas antes mencionadas que hubieren participado en tales
actuaciones serán solidariamente responsables de esta obligación.

La Superintendencia del Subsistema de Pensiones podrá entablar en
beneficio de los fondos, las acciones legales que estime pertinentes para
obtener las indemnizaciones que correspondan.

Artículo 152: Reglitro de infornudÓB y tr*a»ccionet. La
Superintendencia mediante normas de carácter general determinará la
información que mantendrán las administradoras y el archivo de registros
que llevarán, con relación a las transacciones propias, las que efectúen con
personas relacionadas y la de los fondos que administran. Previo a la
transacción de un instrumento por parte de una Administradora, ésta estará
obligada a registrar si lo hace a nombre propio o por cuenta de los fondos.
La información hará fe en contra de los obligados a llevarla.

Artículo 153: Sistemas de control. Las administradoras estarán obligadas a
establecer sistemas de control interno para velar por el fiel cumplimiento de
las disposiciones de este articulo, como también sobre los sistemas de
información y registro dd origen, destino, y oportunidad de las
transacciones que se realicen con los recursos de los fondos. Los auditores
extemos de las administradoras deberán pronunciarse acerca de los sistemas
de control destinados a garantizar el cumplimiento de las normas sobre
conflictos de intereses.

Artículo 154: Información reservada. Los directores de una
Administradora, sus gerentes, ejecutivos, administradores,
empleados y, en general, cualquier persona, y sus respectivos
cónyuges, que en razón de su cargo o posición tenga acceso a
información de las inversiones de los recursos de los fondos que
aún no haya sido divulgada oficialmente al mercado, y que por su
naturaleza pueda influir en las cotizaciones de los valores de
dichas inversiones, deberán guardar estricta reserva respecto de
esa información. Asimismo, no podran hacer directa o
indirectamente operaciones que impliquen un posible conflicto
de interés o el uso indebido de información privilegiada.

De igual forma, se prohibe a las personas mencionadas valersc^directa o
indirectamente de la información reservada, para obtener para si o para
otros, ventajas mediante la compra o venta de valores.

Quienes participen en las decisiones sobre adquisición, enajenación o
manutención de instrumentos para los fondos, no podrán comunicar estas
decisiones a personas distintas de aquellas que deban participar en la
operación por cuenta o en representación de la Administradora o de los
fondos.

Artículo 155: Información a la Superintendencia. El Superintendente del
Subsistema de Pensiones, mediante normas de carácter general, establecerá
los criterios para la determinación de operaciones directas e indirectas, asf
como, lo concerniente a los conflictos de intereses y el uso indebido de
información.

Las transacciones de los activos que puedan ser adquiridos con los recursos
de los fondos, efectuados por las personas referidas en el artículo anterior,

asi como por sus respectivos cónyuges, se deberán informar a la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones. La Superintendencia podrá
solicitar información relativa a las transacciones que se hayan efectuado en
un periodo previo de hasta doce (12) meses a la fecha en que pasen a ser
elegibles para los fondos.

Artículo 156: Incompatibilidad. La función de administración de cartera y
en especial tas decisiones de adquisición, manutención o enajenación de
instrumentos pan los fondos y la Administradora respectiva, serán
incompatibles con cualquier función de administración de otra cartera, salvo
las expresamente definidas en este Decreto.

Para los efectos de lo dispuesto en este articulo, se entenderá por
administración de cartera, la que realiza una persona con fondos de terceros,
respecto de los cuales se le ha conferido el mandato de invertirlos y
administrarlos.

Articulo 157. Actuaciones u omisiones contrarias a este Decreto. Sin'
perjuicio de lo establecido en este Decreto, son contrarias a la misma, las
siguientes actuaciones u omisiones efectuadas por una Administradora: :

1. Las operaciones realizadas con los bienes de los fondos, para obtener
beneficios indebidos, directos e indirectos;

2. El cobro de cualquier servicio a los fondos, salvo aquellas comisiones
que están expresamente autorizadas por este Decreto;

3. La utilización en beneficio propio o ajeno de información relativa a
operaciones a realizar por los fondos, con anticipación a que éstas se
efectúen;

4. La comunicación de información esencial relativa a 1*. adquisición,
enajenación, o manutención de activos por cuenta de los fondos a
personas distintas de aquellas que estrictamente deban participar en las
operaciones respectivas, en representación de la Administradora;

5. La adquisición de activos que haga la Administradora para si, dentro de
los cinco (S) días siguientes a la enajenación de éstos, efectuada por ella
a cuenta de los fondos, si el precio de compra es inferior al precio

promedio ponderado existente en los mercados formales el dia anterior
al de dicha enajenación;

6. La enajenación de activos propios que haga la Administradora dentro de
los cinco (S) días siguientes a la adquisición de éstos, efectuada por ella
a los fondos, si el precio de venta es superior al precio promedio
ponderado existente en los mercados formales el dia anterior al de dicha
adquisición;

7. La adquisición o venta de bienes, por cuenta de los fondos, en que actúe
para si, como calente o adquiriente, la Administradora;

8. Las ventas o adquisiciones de activos que efectúe la Administradora si
resultaren ser más ventajosas para ésta que las respectivas ventas o
adquisiciones, efectuadas el mismo dia por" cuenta de los fondos.

9. Abstenerse de negociar activos financieros con recursos del fondo de
pensiones a precios no representativos, teniendo en cuenta los existentes
en los mercados al momento de efectuarse la transacción. En este caso,
la diferencia correspondiente deberá ser reintegrada al fondo con cargo
al patrimonio de la administradora. Igualmente deberá abstenerse de
efectuar operaciones cruzadas entre los fondos que administra y su
propio patrimonio;

Para los efectos de este articulo la expresión Administradora corresponderá
también, a cualquier persona que participe en las decisiones de inversión de
los fondos o que, en razón de su cargo o posición, tenga acceso a
información de las inversiones de los mismos. Además se entenderá por
activos, aquéllos que sean de la misma clase, tipo, serie y emisor.

Artículo 158: De la votación de la Administrador* en la elección de
directores de sociedades cuyas acciones hayan sido adquiridas con
recursos de los fondos. En la elección de directores de sociedades cuyas
acciones hayan sido adquiridas con recursos de los fondos, ' la
Administradora no podrá votar por personas que se encuentren en algunas
de las siguientes situaciones:

1. Ser accionista mayoritario o persona relacionada a la Administradora o
que, en forma directa o indirecta, o mediante acuerdo, pueda elegir la
mayoría del directorio;
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2. Ser accionista o persona relacionada a la Administradora, que con los
votos de la misma pueda elegir la mayoría del directorio;

Las administradoras no podrán realizar ninguna gestión que implique
participar o tener inherencia en la administración de la sociedad en la cual
hayan elegido uno o más directores; «v.

La Superintendencia establecerá las normas que regirán a las
administradoras en las elecciones señaladas en este artículo.

Artícvlo 159: Sandoaes. Sufrirán penas de prisión de tres (3) a sds (6)
anos los directores, gerentes, apoderados, liquidadores, operadores de mesa

de dinero y funcionarios de una Administradora de Fondos de Pensiones que
en razón de su posición y valiéndose de información reservada:
1. Ejecuten un acto por si o por intermedio de otras personas, con d objeto

de obtener beneficio pecuniario para si o para otros, mediante cualquier
operación o transacción de valores de oferta pública.

2. Divulguen 1a información reservada, relativa a las decisiones de
inversión de los fondos a personas distintas de las encargadas de
efectuar las operaciones de adquisición o enajenación de valores de
oferta pública, por cuenta o en representación dd fondo.

Igual pena sufrirán los empleados de una Administradora de Fondos de
Pensiones que, estando encargados de la administración de la cartera y, en
especial, de las decisiones de adquisición, manutención y enajenación de
instrumentos para los fondos y la Administradora respectiva, ejerzan por si
o a través de otras personas, la administración de otra cartera de inversiones
o quienes teniendo igual condición, infrinjan cualesquiera de las
prohibiciones consignadas en los numerales 1,3 y 8 dd artículo 157 de este
Decreto.

Tirólo XIV
Réghnen de Sanciones y Recnrsoí Administrativos

Cáptalo I
Sanciones administrativa*

Artículo 160: Pago de las sanciones pecuniarias. El
Superintendente aplicará y liquidará las sanciones pecuniarias
que se señalen de acuerdo a lo dispuesto en este Decreto.

Las sanciones pecuniarias previstas en este Titulo serán pagadas a la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones dentro de los cinco (5) días
hábiles bancarios, contados a partir de su notificación. En caso de mora en
el pago de dichas cantidades, se causarán intereses calculados a la tasa que
fije el Banco Central de Venezuela de conformidad con el Código Orgánico
Tributario.

Las planillas de liquidación de multas tienen el carácter de títulos ejecutivos.
Artíolo 161: ApHeadon de tes sudones administrativas. Para la
aplicación de las sanciones administrativas se seguirá el.procedimiento
establecido en la Ley Orgánica de Procedimientos Aoministrativos,
debiendo tomarse en cuenta las circunstancias agravantes o atenuantes, tales
como U gravedad de la infracción, la reincidencia y el grado de
responsabilidad del infractor en la actuación objeto de la sanción.

Parágrafo Único: La substanciación del procedimiento administrativo
correspondiente será competencia de la Superintendencia del Subsistema de-

Pensiones, sin-perjuicio de las sanciones civiles, administrativas y penales a
que hubiere lugar.

Artículo 162: InhabüHacionei para ejercer funciones en el Subsisten»»
de Pensiones. Serán inhabilitados para ejercer funciones en el Subsistema
de Pensiones por un lapso de quince (15) años, las siguientes personas:

1. El miembro de la junta .directiva, el funcionario o empleado de una
Administradora de Fondos de Pensiones que apruebe inversiones de
cualquier clase en contravención a lo dispuesto en este Decreto;

2. Los comisarios, los auditores internos de las Administradoras de Fondos
de Pensiones, los contadores públicos y actuarios que, actuando en el

libre ejercicio de su profesión, preparen, firmen estados financieros o
certifiquen reservas en forma fraudulenta o culposa, y en general,
entreguen o suscriban dolosamente documentos o recaudos de cualquier
clase que resulten ser falsos o forjados, o contengan información que no
reflejen razonablemente la situación financiera de un fondo o de una
Administradora de Fondos de Pensiones;

3. Las personas condenadas por los delitos penales castigados conforme a
este Decreto y, a partir de la fecha de cumplimiento de la condena.

Articnlo 163: Sandone* a los empleadores. El empleador será objeto de
sanción en tos siguientes casos:

1. La falta de inscripción del empleador al Sistema de Seguridad Social
Integral, será penada con multa de hasta diez (10)Unidades Tributarias,
por cada afiliado.

2. Cuando se extinga la relación laboral con un trabajador sin haber
cumplido con los requisitos de afiliación al Sistema, deberá pagar una
multa de hasta de cien (100) Unidades Tributarias.

3. Cuando no retuviere la contribución correspondiente del afiliado, será
penado con una multa de hasta cien (100) Unidades Tributarias.

4. Cuando retenga, pero no entere la cotización en la oportunidad
legahnente establecida, será penado con una multa de basta cien (100)
Unidades Tributarias, por cada afiliado.

5. Por retener una cantidad menor a la legahnente establecida o liquide
exclusivamente la dd afiliado, será penado con multa de hasta veinte
(20) Unidades Tributarias, por cada afiliado.

6. Cuando retenga te cantidad debida y entere una menor, será penado con
muha de hasta cincuenta (50) Unidades Tributarias, por cada afiliado.

7. Por omisiones y actos de declaración tardía, inexacta o fraudulenta, será
sancionado con multa de hasta cien (100) Unidades Tributarias.

Cuando incumpliere las obligaciones establecidas en este Decreto, asumirá
en su totalidad d pago por los riesgos derivados dd Subsistema de
Pensiones y de tes prestaciones dinerarias de sus trabajadores no afiliados.

Parágrafo Único: En las infracciones contempladas en los numerales dd 2 al
6, d empleador quedará obligado a enterar las cotizaciones omitidas más los
interese» de mora respectivos calculados desde la fecha de su exigibiUdad,
los cuales serán equivalentes a la tasa activa promedio de los seis (6)
principales Bancos Comerciales y Universales, con mayor volumen de
depósitos más un incremento del cincuenta por dentó (50%).

Artículo 164: Maltas de cinco (5) a den (100) unidades tributarias. La
Superintendencia dd Subsistema de Pensiones aplicará multas equivalentes
entre cinco {5) y den (100) unidades tributarias, en d siguiente supuesto:
Cuando d afiliado suministre documentación falsa con conocimiento de dio
u omita información en los casos en que está obligado a suministrarla según
d presente Decreto y su Reglamento, y esté recibiendo prestaciones
económicas, éstas les serán reducidas o suprimidas, según sea el caso.

Adicionalmente deberá reintegrar las cantidades recibidas, sin perjuicio de
las sanciones penales a que hubiere lugar.

Artícnlo 165: Muta» de quinientas (500) a tres mil (3000) nnktedes
tributarias y prohibidonei en materia de regfanenet obligatorio». La
Superintendencia dd Subsistema de Pensiones, sin perjuicio de exigir la
reparación de los danos que se hayan causado, aplicará a las
Administradoras de Fondos de Pensiones, a los miembros de las juntas
directivas, director, gerente, administrador o empleado de las mismas, y a
las personas naturales o jurídicas autorizadas por esta ley para la prestación
de servicios, multas equivalentes entre quinientas (500) a tres mil (3000)
unidades tributarias, en los siguientes supuestos:

1. Cuando incumplan la oferta o cobertura de servicios;
2. Rechacen la inscripción de quien desee y garantice el pago de la

cotización;
3. Demoren injustificadamente el pago de las prestaciones dinerarias a que

tenga derecho cada afiliado;
4. Limiten la prestación dd servicio o lo afecten mediante la obstrucción de

su prestación, o prohiban u obstruyan la compraventa de un insumo
necesario para el mismo;
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5. Se negaren reiteradamente a prestar la atención de los reclamos de los
afiliados;

6. Celebren acuerdos o prácticas concertadas que tengan como finalidad
impedir, restringir o falsear la libre competencia o introduzcan prácticas
desleales tales como ofrecer incentivos para logras la renuncia del
afiliado y utilizar mecanismos de afiliación discriminatorios que afecten
la libertad de escogértela del afiliado;

7. Cuando por cualquier razón violen el derecho a la privacidad y
confidencialidad de los registros, archivos y documentos de los
afiliados;

8. Cuando concedan créditos con dinero de los fondos o den en prenda los
activos de los mismos;

9. Cuando nieguen, retarden u omitan las instrucciones, notificaciones o
informaciones a la Superintendencia del Subsistema de Pensiones o a los
afiliados del modo previsto en este Decreto.

Artículo 166: Del funcionario. La Superintendencia del Subsistema de
Pensiones sancionará con multa de hasta dos mil (2000) Unidades
Tributarias, al funcionario de la Seguridad Social que en el ejercicio de sus
funciones, actúe dolosamente en perjuicio del Sistema de Seguridad Social
Integral. Asimismo, sancionará a quienes obtengan un aprovechamiento
ilícito o encubran a un empleador que hubiere incurrido en una infracción de
las obligaciones previstas en este Decreto.

Artículo 167: Multas de hasta tres mil (3000) a unidades tributarias. La
Superintendencia dd Subsistema de Pensiones aplicará multas de hasta tres
mil (3000) unidades tributarias, sin perjuicio de la obligación de reparar los
daños que se hayan causados, a los siguientes sujetos:

1. La persona que viole las normas establecidas con la finalidad de desviar
los recursos del Subsistema a fines no previstos en él; •

2. El miembro de la junta directiva, director, gerente, administrador o
empleado de las Administradoras de Fondos de Pensiones y de las que
intencionalmente o por culpa grave impidan u obstaculicen las labores
de inspección, supervisión,.vigilancia y control a que se refiere este
Decreto, o que no acaten o incumplan las medidas adoptadas por la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones;

3. El miembro de la junta directiva, director, gerente, administrador o
empleado de las Administradoras de Fondos de Pensiones que viole el
régimen y normas establecidas sobre el plan único contable.

Articulo 168: Multas entre diez mil (10000) y ctaoMuta mil (50000)
unidades tributarias. La Superintendencia del Subsistema de Pensiones
aplicará multas entre diez mil (10000) y hasta cincuenta mil (50000)
unidades tributarias, sin perjuicio de otras medidas que sean procedentes,
pudiéndose duplicar la sanción en caso de reincidencia, a los siguientes
sujetos:

1. Quien use en su firma, razón social o denominación comercial las
palabras "Administradora de Fondos de Pensiones", las siglas "AFP",
términos afines o derivados de dichas palabras, o equivalentes en su
traducción a otros idiomas distintos al castellano, sin estar-autorizados
para ello de acuerdo a este Decreto;

2. Al miembro de la junta directiva, director, gerente, administrador o
empleado de las Administradoras de Fondos de Pensiones, y a las
Administradoras que desarrollen actividades comerciales distintas a las
contempladas en su objeto social o que no lleven la contabilidad en la
forma prevista en los instructivos y normas que a tal efecto dicte la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones;

3. Las Administradoras de Fondos de Pensiones que sin causa justificada no
suministraren la información solicitada por la Superintendencia del
Subsistema de Pensiones, en la oportunidad que esta le señale, para el
pago respectivo;

4. Las Administradoras de Fondos de Pensiones, cuando no presenten los
informes, estados financieros y demás recaudos exigidos por la
Superintendencia del Subsistema de Pensiones en los lapsos y términos
establecidos;

5. Las Administradoras de Fondos de Pensiones, cuando presenten déficit
de encaje, de reservas y de rentabilidad mínima;

6. Los funcionarios o apoderados de la Superintendencia del Subsistema de
Pensiones que en el ejercicio de sus funciones actúen dolosa o
fraudulentamente; divulguen información no autorizada por el
Superintendente en perjuicio del Sistema de Seguridad Social Integral;
obtengan un aprovechamiento ilícito; encubren a un empleador o a las
personas naturales o jurídicas autorizadas en este Decreto para la
prestación de servicios, que hubieren incurrido en una infracción de las
obligaciones de este Decreto. Además de la multa impuesta, serán
desincorporados de sus cargos y quedarán inhabilitados para una función
pública por un período de diez (10) años;

7. Los comisarios, los contadores, los auditores internos de las
Administradoras de Fondos de Pensiones y los actuarios que, actuando
en el libre ejercicio de su profesión, preparen, firmen estados financieros
o certifiquen reservas, en forma fraudulenta o engañosa, y en general,
entreguen o suscriban dolosamente documentos o recaudos de cualquier
clase que resulten ser falsos o forjados, o contengan información que no
reflejen razonablemente la situación financiera de un fondo o de una
Administradora de Fondos de Pensiones;

8. El miembro de la junta directiva, director, gerente, administrador o
empleado de la Administradora de Fondos de Pensiones que oculte,
retrase o falsifique el nivel de información necesaria que debe estar a
disposición de las autoridades, demás Administradoras de Fondos de
Pensiones y de las personas naturales o jurídicas autorizadas por este
Decreto para la prestación de los servicios y de los afiliados;

9. El director, administrador, apoderado, gerente, funcionario o empleado
que no acate o incumpla las medidas adoptadas por la Superintendencia
del Subsistema de Pensiones con base en lo dispuesto en este Decreto.
Además de la multa impuesta quedarán inhabilitados para actuar con tal
carácter en el Sistema de Seguridad Social por un período de quince (15)
años.

Articulo 169: Ámbito de aplicación del Código OrgánktKTributario.
Todo lo no dispuesto en el presente Capitulo, se regirá, en cuanto sea
aplicable, por las normas del Código Orgánico Tributario.

Artículo 170: Conflicto de Intereses. Serán sancionadas con un porcentaje
que oscilará entre un diez (10%) y un veinte por ciento (20%), calculado
sobre la base del perjuicio causado, aquellas Administradoras de Fondos de

Pensiones cuyos intereses estén en conflicto con los de los fondos a su
cargo, y del cual se deriven perjuicios a los afiliados, o beneficios indebidos
a terceros. Igualmente, serán sancionadas aquellas personas quienes,
aprovechándose del conocimiento derivado de su cargo sobre las
transacciones con instrumentos elegibles para los Fondos de Pensiones,
causen un daño patrimonial a los afiliados.

Articulo 171: Desacato a la autoridad. Toda desobediencia a citaciones u
órdenes emanadas del Ministerio de Hacienda o del Ministerio del Trabajo
y la Seguridad Social, dentro de sus respectivos ámbitos de competencia,
acarreará al infractor una multa de hasta diez (10) Unidades Tributarias.
Artículo 172: Reincidencias. Se aumentará en un cincuenta por ciento
(50%) el monto de la multa a todo acto o hecho de reincidencia en que
incurran los empleadores, administradores, funcionarios de la Seguridad
Social y demás infractores de la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad
Social Integral.

Artículo 173: Destino de Intereses. Los intereses de mora y la deuda
principal ingresarán conjuntamente al fondo de pensiones respectivo y al
Fondo de Solidaridad Intergeneracional, en la proporción que corresponda.
Las multas ingresarán al Fisco Nacional. •

Capitulo II
Sanciones Penales.

Articulo 174: Penas de prisión de dos (2) a seis (6) anos. Serán
sancionadas con penas de prisión de dos (2) a seis (6) años las siguientes
personas:

1. Los miembros de la junta directiva, administradores, gerentes y
apoderados de una Administradora de Fondos de Pensiones que



Jueves 5 de noviembre de 1998 GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA 306.707

dolosamente aprueben inversiones en contravención a lo dispuesto en
este Decreto; con perjuicio de los fondos bajo su administración o de la
propia Administradora;

2. Quienes sin estar autorizados, practiquen la intermediación, ejerzan
funciones, capten recursos del público o ejecuten cualquier actividad
relacionada con el Subsistema de Pensiones;

3. Los miembros de la junta directiva, administradores, gerentes,
apoderados o empleados de una Administradora de Fondas de Pensiones
que se apropien o distraigan en provecho propio o de otro, los recursos
de la Administradora o de los fondos bajo administración;

4. Quien forje, emita o use documentos de cualquier naturaleza o utilice
datos falsos, con el propósito de cometer u ocultar fraudes o desfalcos en
una Administradora de Fondos de Pensiones;

5. Quienes a los efectos de celebrar cualquier tipo de contrato con una
Administradora de Fondos de Pensiones, especialmente en.lo relativo a

los contratos de seguros o reaseguros, entreguen o suscriban
dolosamente, balances estados financieros y, en general, documentos o
recaudos de cualquier clase que resulten ser falsos o forjados o que
contengan información que no reflejen razonablemente su verdadera
situación financiera; y,

6. Quien dolosamente apruebe, suscriba, autorice, certifique, presente o
publique cualquier clase de información referida al balance o estado
financiero que no refleje razonablemente la verdadera solvencia,
liquidez, solidez económica o financiera de una Administradora de
Fondos de Pensiones o de los fondos. En caso que, con base en dicha
información, la respectiva Administradora haga reparto de dividendos,
excedente de encaje, o entregue bonificaciones especiales a los
miembros de la junta directiva o de sus empleados, la sanción se
aumentará en un tercio (1/3).

Artfcnlo 175: Penas de prisión de tres (3) a *eis (6) aftos. Serán
sancionadas con penas de prisión de tres (3) a seis (6) años las siguientes
personas:

1. Los miembros de las juntas directivas, administradores, gerentes,
apoderados o empleados de una Administradora de Fondos de Pensiones
que participen en el acto que conduzca a la oferta engañosa de los
servicios a prestar, o que impidan, retrasen o retengan el pago de las
prestaciones funerarias previstas en este Decreto, con fines de provecho
personal o en favor de la Administradora;

2. Los comisarios, los contadores, los auditores internos y externos, los
actuarios de las Administradoras de Fondos de Pensiones que, actuando
en el libre ejercicio de su profesión o como empleados o directivos de
las Administradoras de Fondos de Pensiones preparen, firmen estados
financieros o certifiquen reservas, en forma fraudulenta o engañosa," y en
general entreguen o suscriban dolosamente documentos o recaudos dé
cualquier clase que resulten ser falsos o forjados o que contengan
información que no reflejen razonablemente la situación financiera de
un fondo o de una Administradora de Fondos de Pensiones.

Artículo 176: Ámbito de aplicación del Código Penal. Las personas que
en el curso de un procedimiento instruido por la Superintendencia incurran
en falso testimonio, serán castigadas conforme a lo previsto en el Capitulo
IV, Título IV, Libro segundo del Código Penal.

Articulo 177: Diligencias de la Superintendencia. Las diligencias que
practique la Superintendencia en los procedimientos de su competencia, así
como los elementos que recabe, incluida la prueba testimonial, tendrán la
fuerza que les atribuyan las leyes adjetivas, mientras no sean desvirtuadas en
el debate judicial. Sin embargo, el tribunal competente, de oficio o a
instancia de alguna de las partes, examinará nuevamente a los testigos que
hayan declarado ante la Superintendencia. En caso que, pedida la
ratificación judicial de la prueba testimonial, ésta no fuere hecha, la misma
podrá ser apreciada en su conjunto como indicio.

Capitulo IH
Rétanos Administrativos

Articulo 178: Via administrativa. Las decisiones del Superintendente
agotan la via administrativa. Serán recurribles por ante la Corte Primera de
los Contencioso Administrativo, dentro de los cuarenta y cinco (45) días
continuos siguientes a la notificación de la decisión del Superintendente.

Titulo XV
Régimen Transitorio

Articulo 179: Remisiones al Ministerio del Trabajo y la Seguridad
Social. Hasta tanto entre en vigencia la Ley de Reforma de la Ley
Orgánica de la Administración Central, las referencias que la Ley del
Subsistema de Pensiones hace al Ministerio del Trabajo y la Seguridad
Social se entienden referidas al actual Ministerio del Trabajo.

Articulo 180: Excepción. Quedan exceptuadas del requisito de
edad previsto en el artículo 60 de este Decreto, las mujeres que
hayan cumplido cuarenta y cinco (45) años de edad, a partir de la
entrada en vigencia de este Decreto.

Título XVI
DispotkkHWt Finales

Articulo 181: Certificado de Solvencia. Los Jueces, Notarios,
Registradores o cualquier otro organismo publico nacional, estadal o
municipal, no darán curso a ningún contrato de servicio u operación de
.venta, cesión, arrendamiento, traspaso de dominio, permiso o licencia a
ninguna persona natural o jurídica, si los interesados no presentan
certificado de solvencia con la Seguridad Social.

Artículo 182: Solicitud de Solvencia. Los organismos públicos exigirán
solvencia del pago total de las cotizaciones con la Seguridad Social a las
personas naturales o jurídicas que se encarguen de ejecutar obras o servicios
con sus propios elementos antes o durante la ejecución del contrato.

Artículo 183: Snpktoriedad de este Decreto. A falta de disposición
expresa en el presente Decreto, se aplicará supletoriamente lo siguiente:

Siempre que hubiere controversia proveniente de obligaciones
previstas en este Decreto y en la que una de las partes sea un

trabajador, se procurará su solución por via de conciliación o
arbitraje. Desechada esa vía, conocerá el Juez con jurisdicción en
materia del Trabajo. Las acciones por cobro de bolívares se
tramitarán conforme al procedimiento de la vía ejecutiva previsto
en el Código de Procedimiento Civil. La Superintendencia del
Subsistema de Pensiones diseñará los instrumentos de uso
obligatorio que puedan ser considerados instrumentos de prueba
suficientes para ese fin.

Artículo 184: Incompatibilidades. No serán compatibles entre si:
1. Las pensiones de vejez, invalidez e incapacidad parcial permanente; sin

embargo, el beneficiario tendrá derecho a acogerse a la mas favorable;
salvo aquellas producto de riesgos laborales.

2. La percepción de indemnizaciones diarias con cualesquiera otra
prestación de largo plazo.

El Reglamento de este Decreto podrá determinar los casos en que un
beneficiario puede percibir más de una pensión, y el método de cálculo de
ellas para que sean compatibles.

Artículo 185: Acumulación de pensiones. En caso de que el beneficiario
de una pensión por incapacidad parcial sufriere una nueva incapacidad, las
pensiones a las que tenga derecho se fusionarán en una sola, la cual se<

calculará sobre la base de la suma de las incapacidades y la base'
contributiva que le sea más favorable.
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Artículo 186: Prescripción de las acciones. Prescriben en un plazo de diez
(10) años:

1. Las acciones para exigir el cobro de cotizaciones que se establecen para
empleadores y afiliados, que se computará desde la fecha en que haya
debido hacerse la cotización correspondiente.

2. Las acciones para exigir cualquier pensión prevista en este Decreto,
contado a partir del momento en que se adquiera el derecho.

3. Las acciones administrativas derivadas de alguna infracción prevista en
este Decreto, contado a partir del momento en que se tuvo conocimiento
de dicha infracción.

4. Las acciones para recibir reintegro de las prestaciones previstas en este
Decreto, contado a partir dd momento en que dicha prestación se hizo
efectiva.

Artículo 187: Inicio de actividades de 1» Siiperbrtendcnda del
Subsistema de Peasionei. La Superintendencia del Subsistema de
Pensiones dará inicio a sus actividades a más tardar el 1* de abril de 1999.

'Artículo 188: InMripdta y afiUaciÓB. Los empleadores y los trabajadores
deberán inscribirse en el Servicio de Registro e Información de la Seguridad
Social Integral y en las Administradoras de Fondos de Pensiones, a partir
ddl* de Octubre de 1999.

Artículo 189: Derogación de normas. Quedan derogadas las normas que
contraríen la aplicación de este Decreto.

Artículo 190: Entrada en vigencia de este Decreto. Este Decreto entrara
en vigencia plena el primero (1°) de enero del aflo 2000.

Dado en Caracas, d los cuatro dias del mes de noviembre de mil novecientos
noventa y ocho. Año 188° de la Independencia y 139° de la Federación.

(L-8.)

Bl MMtfro 4* lUh

RAFAEL CALMKA
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Decreto N° 2.994 OS de noviembre de 1998

RAFAEL CALDERA
Presidente de te República

En ejercicio de la atribución que me confiere el ordinal 2° del
articulo 190 de la Constitución,

DECRETO

Artículo Uoko: Nombro Encargado dei Ministerio de
Relaciones Exteriores al ciudadano CARLOS BIVERO,
Director General de ese Despacho, mientras dure la ausencia de
su titular quien viaja al exterior en misión oficial.

Dado en Caracas, a los cinco dias del mes de noviembre de mil
novecientos noventa y ocho. Año 188° de la Independencia y
139° de la Federación.

(L.S.)

RAFAEL CALDERA

MINISTERIO DE RELACIONES
EXTERIORES

REPÚBLICA DE VENEZUELA
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

CONSULTORIA JURÍDICA

N°

05 d« noviembre de J998

188° y 139°

R E S U E L T O :

Por cuanto se suscribió en U ciudad de Washington D.C., el 4 de

noviembre de 1998, el Acuerdo entre la Secretaria General de la Organización de

los Estados Americanos y el Gobierno de la República de Venezuela relativo a

los Privilegios e Inmunidades de los Observadores del Proceso Electoral, se

ordena publicar en la Gaceta Oficial el texto del referido Acuerdo.

Comuniqúese y Publíquese,

CARLOS BIVERO
Ministro de Relaciones Exteriores (E)

ACUERDO ENTRE LA SECRETARIA GENERAL
DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA
RELATIVO A LOS PRIVILEGIOS E INMUNIDADES DE

LOS OBSERVADORES DEL PROCESO ELECTORAL

t_as paites de c*ie acuerdo. Id SecretarU General de la Organi2*ciún de los Estados
Americano* (la Secretarla General), y el Gobierno de la República de Venezuela:

CONSIDERANDO

Que poi medio de una carta con fecha 7 de octubre de 1998. el Representante Permanente
d.- Venezuela ante la Organización de los Estados Americanos (OEA) invitó al Secretario General
<i.- U^ OKA a que organizara un grupo de observadores internacionales para las elecciones que se
Ik-varan a cabo en Venezuela el S de noviembre de I99S para elegir representantes «I Congreso
Nacional. Asambleas Legislativas y Gobernadores tic Estado y posteriormente el 6 de diciembre de
ÍV9S para elegir al Presidente de la República.
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Que por medio de unt carta con fecha 21 de octubre de 1998, et Secretario General de la
'OEA aceptó la invitación, y ha conformado un Grupo de Observadores para realizar una Misión de
Observación de la OEA en Venezuela para esas elecciones;

Que el grupo de Observadores de la OEA (el Grupo de Observadores) está integrado por
funcionarios de la Secretarla General y oíros observadores interaaciooales contratados por la
Secretaria General particularmente para la Misión de Observación en Venezuela;

Que el articulo 133 de la Carta de la OEA dispone: "U Organización de los Estados
Americanos gozará en el territorio de cada uno de sus miembros de la rapacidad juridka, privilegios
e inmunidades que sean necesarios para el ejercicio de sus funcione! y la realización de sui
propósitos":

Que los privilegios e inmunidades básicos gozados por la OEA. la Secretarla General y su
personal en Venezuela cían establecidos en el "Acuerdo entre la Secretaria General de la OEA y
Venezuela sobre el Funcionamiento de la Oficina de la SG/OEA en Venezuela y el Reconocimiento
de sus Privilegios e Inmunldídes", firmado en Caracas. Venezuela, d 13 de julio de 1981.

ACUERDAN LO SIGUIENTE:

CAPÍTULO I

PRIVILEGIOS E INMUNIDADES DEL
GRUPO DE OBSERVADORES

ARTICULO 1

Los privilegios e inmunidades del Grupo de Observadores de 1a OEA en el Proceso Electoral
de Venezuela serán aquellos que se otorgan a la Organización, a los Órganos de I» Organización, y
al Personal de los mismos.

ARTÍCULO 2

Los bienes y haberes del Grupo de observadores en cualquier lugar del territorio tic
Venezuela y en poder de cualquier persona en que se encuentren, gozaran de inmunidad contra todo
procedimiento judicial, a excepción de los casos particulares en que se renuncie expresamente a esa
inmunidad. Se endeude, sin embargo, que esa renuncia de inmunidad no tendrá el efecto de sujetar
dichos bienes y haberes a ninguna medida de ejecución.

ARTÍCULO 3

contra toda oaa lomni ae intervención, ya sea de carácter ejecutivo, adminisirauvo. judicial o
legislativo. Dichos locales no podrán ser usados como lugar de asilo por personas que traten de
evitar ser arrestadas en cumplimiento de una orden judicial emanada de un tribunal competente de
la República de Venezuela, o que estén requeridas por el Gobierno de Venezuela, o traten de
sustraerse a tira citación judicial.

ARTÍCULO 4

Los archivos del Grupo de Observadores y todos los documentos qxie le pertenezcan o que
se hallen en su posesión, serán inviolables dondequiera que se encuentren.

ARTICULO 5

El Grupo de Observadores estará: a) exento del pago de todo tributo interno entendiéndose,
sin embargo, que no podrán reclamar exención alguna por concepto de tributos que de hecho
constituyan una remuneración por servicios públicos; b) exentos del pago de toda tributación
aduanera, y de prohibiciones y restricciones respecto a artículos y publicaciones que imponen o
exporten para su uso oficial. Se entiende, sin embargo, que los artículos que se importen libres de
derechos, sólo se venderán en el país conforme a las condiciones que se acuerden con el Gobierno

de Venezuela; c) exento de afectación por ordenanzas fiscales, reglamentos o moratorias de
naturaleza alguna. Ademis podran tener divisas corrientes de cualquier clase, llevar sus cuentas en
cualquier divisa y transferir sus fondos en divisas.

CAPITULO II

DE LOS MIEMBROS DEL GRUPO DE OBSERVADORES

ARTÍCULO 6

Serán miembros del Grupo de Observadores (en adelante los Observadores) aquellas
personas que hayan sido debidamente designadas y acreditadas ante las autoridades Venezolanas por
el Secretario General de la Organización.

ARTICULO 7

Los Observadores gozarán durante el periodo en que ejerzan sus funciones y durante sus
viajes de ida y regreso a Venezuela de los privilegios e inmunidades siguientes:

a) Inmunidad contra detención o arresto personal; c inmunidad contra lodo
procedimiento judicial respecto a todos sus actos ejecutados y expresiones emitidos,
ya sean urales o escritas en el desempeño de sus funciones;

b) Inviolabilidad de lodo papel y documento;

c) El derecho de comunicarse con la Secretarla General de la Organización a través de
radio, nléfono, telégrafo, vía satélite u oíros medios y recibir documentos y
correspondencia por mensajeros o en valijas selladas, gozando al efecto de los
mismos privilegios e inmunidades que los concedidos a correos, mensajeros o valijas
diplomáticas;

d) El derecho de utilizar para su movilización cualquier medio de transporte, tanto
aéreo, como marítimo o terrestre en todo el territorio nacional;

e) Excepción, respecto de si mismo y de sus cónyuges e hijos, de loda restricción de
inmigración y registro de extranjeros y de iodo servicio de carácter nacional en
Venezuela;

g)

Gozará de la más amplia libertad paca d traspaso de fondos y para la negociación en
cualquier lugar y forma, de ¿Mías, cheque», metálicos, monedaí o billetes
extranjeros, que reciban como retribuciones y beneficio* por sus servicios, no estando
sujeto a la< lünitacioaea, renriceionei o medidas de fiscalización o control que se
establezcan sobre la materia.;

Las mismas inmunidades y franquicias respecto de sus equipajes persónate*,
acordadas a toi enviados diplomáticos.

ARTICULO!

La Misión de Observación Electoral OEA podrá establecer y operar en d territorio de
Venezuela un sistema de radio-coroutúcaoonei autónomo dntimrlo a provece enlace permanente
entre los Observadores y U» vehículos que utilice la Misión de la OEA con las oficinas y sedes
regionales, contó de éstaj con la sxte central en Caracas y de ésta coa la sede de la Secretaria
General en Washington, para cuyo logro el gobierno presura toda la colaboración técnica y
administrativa que se considere necesaria,

ARTÍCULO 9

Las disposiciones contenidas en el articulo 7 no son aplicables t los nacionales acreditados
a la Misión de la OEA salvo respecto de los actos oficiales ejecutado* o expresiones emitidas en el
ejercicio de sus funciones.

CAPITULO ID

COOPERACIÓN CON LAS AUTORIDADES

ARTÍCULO 10

Los Observadores colaborarán con las autoridades competentes de Venezuela para evitar
que ocurran abusos en relación con los privilegios e inmunidades mencionad!». Asimismo, las
autoridades competentes de Venezuela harán lo posible por facilitar la colaboración que le sea
solicitada por los Obttrvadore*.

ARTÍCULO 11

Sin perjuicio de las inmunidades y privilegios otorgados, los Observadores respetarán las
leyes y reglamentos vigentes en Venezuela. El Gobierno podrá disponer la expulsión de un
extranjero protegido por tas inmunidades reconocidas en este Acuerdo, comunicando
previamente tai medida por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores a.la Secretaria
General

ARTICULO 12

El Gobierno de Venezuela y el Secretario General lomarán las medidas que sean
necesarias para procurar un arreglo amistoso para la solución adecuada de:

ti las controversias que «e originen en contratos u otras cuestiones de derecho
privado,

b) las controversias en que sea parte cualquiera da los Observadores respecto de
materias en que gocen inmunidad.

CAPITULO IV

CARÁCTER DE LOS PRIVILEGIOS E INMUNIDADES

ARTICULO 13

Los privilegios c inmunidades se otorgan a los Observadores pan salvaguardar su
independencia en el ejercicio de sus funciones de observación del Proceso Electoral Venezolano
y no para beneficio personal, ni para realizar actividades de naturaleza política en territorio
venezolano.

Por consiguiente el Secretario General renunciara a los privilegios e inmunidad» de éstos
en caso de que, según su criterio, el ejercicio de ellos impida d curso de la josncia.

CAPÍTULO V

IDENTIFICACIÓN

ARTÍCULO 14

El Secretario General proveerá a cada uno de los Observadoras, como también al personal
local contratado, de un carnet de ¡denudad numerado, el cual contendía el nombre completo, la
fecha de nacimiento, el cargo o rango y una fotografía. Asimismo, los Observadores, no estarán
obligados a entregar dicho carriel sino presentarlo cuando asi lo requieran las autoridades de
Venezuela.

CAPITULO VI

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 15

El Gobierno de Venezuela reconoce el "documento oficial de viaje" expedido por la
Secretaría General como documento válido y suficiente pan los viaje? dajos Observadores.
Dicho documento requiere visado oficial para que los Observadores ingresen en el pais y
permanezcan en él hasta el término de su Misión Oficial.

ARTÍCULO 16

liste acuerdo podrá ser modificado por mutuo consentimiento del Gobierno de Venezuela
y de la Secretaría General de la Organización.
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ARTÍCULO 17

Este acuerdo entrará en vigor en la fecha de su fmrt* y se dará por finalizado una vez que
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POR EL GOBIERNO DE VENEZUELA
POR LA SECRETARÍA GENERAL
DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS

ESTADOS AMERICANOS

VáU
/ Embajador FrancUco^nparoni
Represenume Permanente de Venezuela

«me la Organización de los Eslate Amencinos

CriJtophorR. Thom»
Secretario General Adjumo

Organización de los Estado$ Americanos

MINISTERIO DE HACIENDA

REPÚBLICA DE VENEZUELA
MINISTERIO DE HACIENDA

No. 4132
Caracas, 04/11/1998
188" y 139°

DISOLUCIÓN

De conformidad con ¿1 articulo 36 de la Ley de Carrera
Administrativa, en concordancia con el articulo 6° ejusdem, se designa

i

Directora de Asesoría Legal adscrita a la Dirección General Sectorial
de Finanzas Públicas, a la ciudadana Ingrid Josefina Diaz Gil, titular
de la Cédula de Identidad N° 6.558.680, a partir del 1° de octubre de
1.998.

Comuniqúese y publíquese.

MARITZA IZAGUIRRE
Ministra de Hacienda
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